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Introducción
En el año 2021, Costa Rica ocupó el 

quinto lugar del mundo en libertad de prensa, 
solo superado por los países nórdicos: Norue-
ga, Finlandia, Suecia y Dinamarca.  En el 2020 
había ocupado la séptima casilla.  Esta posición 
del país destaca en el medio de un deterioro 
generalizado de las libertades informativas en 
América Latina1.  

Según la organización internacional Re-
porteros sin Fronteras (2021), en el continen-
te, los periodistas prosiguen con su trabajo de 
información en un entorno cada vez más da-
ñino y tóxico.  La desconfianza hacia la prensa 
se alimenta de la retórica anti mediática de la 
clase política latinoamericana, cuya agresividad 
va creciendo.

En Costa Rica, las elecciones de 2022 
mostraron un escenario de mayor ataque a los 
medios de comunicación, tanto en redes sociales 
como en el discurso de algunos dirigentes polí-
ticos, mientras persiste la deuda en materia de 
equidad para acceder a los medios de comunica-
ción por parte de los partidos políticos.

El país prosigue por la ruta del fortaleci-
miento de la jurisprudencia constitucional para 
garantizar el derecho de acceso a la información 
pública, especialmente en el contexto de la pan-
demia, aunque aparecen nuevos desafíos para 

1 Ver Clasificación Mundial 2021 en https://www.rsf-
es.org/clasificacion-mundial-2021-tabla-de-paises/

la libertad de expresión en el entorno digital y 
para el ejercicio del derecho a la protesta social. 

Esta presentación del Informe recoge las 
principales tendencias sobre libertad de expre-
sión en el país, durante los años 2020, 2021 y 
en el proceso de elecciones nacionales, a partir 
de un registro de acontecimientos relevantes, 
reportes e informes sobre el país, así como las 
iniciativas legislativas y la jurisprudencia consti-
tucional y electoral.  Asimismo, ofrece una pers-
pectiva general sobre los capítulos que compo-
nen esta tercera entrega. 

Avances y retrocesos en el contexto de 
la pandemia

Según la Alianza Regional por la Libre 
Expresión e Información, en su Informe  so-
bre Internet, “Libertad de Expresión y Espacio 
Cívico en América Latina” (mayo, 2021), en el 
contexto de la pandemia, Costa Rica es el único 
país de la región, entre los consultados, que no 
registra restricciones al derecho a la libertad de 
expresión e información2.  En el primer Infor-

2  Ver Informe http://www.alianzaregional.net/arti-
culo-xiii-internet-libertad-de-expresion-y-espacio-ci-
vico-en-america-latina/ Ver adicionalmente el Estudio 
Regional sobre el Acceso a la Información en el contexto 
de la emergencia sanitaria. http://www.alianzaregional.
net/estudio-regional-acceso-a-la-informacion-en-con-
texto-de-emergencia-sanitaria/Segundo Estudio Re-
gional sobre Acceso la Información en el contexto de la 
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me de la misma organización sobre Acceso a la 
Información (mayo 2020), Costa Rica se ubica 
entre los países en los que las organizaciones 
consideran que la calidad de la información que 
se publica, en relación a COVID, es alta.

En el mismo sentido, la Relatoría Espe-
cial para la Libertad de Expresión de la Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos 
(Rele), en su Informe Anual 2020, sección Cos-
ta Rica, celebra la tutela del derecho de acceso 
a la información pública por parte de la Sala 
Constitucional, en el contexto de la pandemia, 
ante los diversos recursos de amparo interpues-
tos por medios de comunicación para acceder 
a la información sobre la crisis sanitaria y ano-
ta eso sí, con preocupación,  la declaración del 
Presidente Alvarado que acusó a la prensa de 
“usarlo” para hablar de cosas “insulsas” frente a 
la crítica de los periodistas sobre el reducido ac-
ceso para consultarle.

Uno de los votos relevantes de la Sala 
Constitucional se refiere al recurso de amparo 
interpuesto por periodistas de las Radios de 
la Universidad de Costa Rica por la negativa 
del Ministerio de Salud de entregar la base de 
datos despersonalizada, con información des-
agregada, sobre los pacientes confirmados con 
COVID-19.  La Institución alegó que no era 
posible, por la misma emergencia, brindar in-
formación tratada de manera diferente, ya que 
los recursos estaban destinados prioritariamen-
te a atender la situación.

El Tribunal Constitucional concluye que 
esta no es justificación para que un ente público 
niegue el acceso a la información pública:

...partiendo de que la escasez de recursos 
materiales o humanos no es una justifi-
cante válida para sacrificar un derecho 
fundamental, que la base de datos general 

emergencia sanitaria. http://www.alianzaregional.net/
segunda-edicion-del-estudio-regional-acceso-a-la-in-
formacion-en-contexto-de-emergencia-sanitaria/

a la cual los promoventes fueron referidos 
no les es de ninguna utilidad, y de la duda 
razonable que queda este Tribunal sobre 
la verdadera imposibilidad de facilitar la 
información tal y como fue pedida; en 
aplicación de los principios pro homine 
y pro libertate, esta Sala Constitucional 
debe intervenir para salvaguardar el de-
recho de los tutelados de acceso a la in-
formación en relación con la libertad de 
prensa.  Debe quedar claro que la infor-
mación solicitada debe ser facilitada, ga-
rantizando la exclusión de cualquier dato 
sensible e información que pueda dar 
lugar a la identificación o localización, 
directa o indirecta, de las personas diag-
nosticadas con el coronavirus COVID – 
19 (Sala Constitucional, Resolución No. 
14292-2020, considerando VII).

Preocupación sobre las restricciones a la 
protesta social

En el mismo informe, la Rele expresa su 
preocupación por los alcances de la Ley para 
brindar seguridad jurídica sobre la huelga y sus 
procedimientos3, aprobada por la Asamblea Le-
gislativa mediante Ley No. 9808 y que entró en 
vigencia el 06 de febrero de 2020.  Esta norma-
tiva prohíbe las huelgas políticas o aquellas que 
no tengan  conexión directa con la relación de 
empleo o incumplimientos laborales imputables 
al patrono, lo que a todas luces significa un re-
troceso en el derecho a la protesta social.  

Sobre este tema la Relatoría recuerda que:
La protesta social, que incluye los dere-
chos de reunión pacífica y sin armas, aso-
ciación y libertad de expresión, es una he-
rramienta fundamental en la defensa de 

3 Ver Informe Anual 2020 de la Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos, Relatoría Especial para la 
Libertad de Expresión en https://www.oas.org/es/cidh/
expresion/informes/ESPIA2020.pdf
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la democracia y de los derechos humanos. 
En este sentido, la CIDH ha considerado 
que “el ejercicio del derecho de reunión a 
través de la protesta social no debe suje-
tarse a una autorización por parte de las 
autoridades ni a requisitos excesivos que 
dificulten su realización”.  Por ende, los 
requisitos jurídicos que sientan una base 
para que una reunión o manifestación 
sea prohibida o limitada no son compa-
tibles con el derecho de reunión ni con 
el ejercicio de la libertad de expresión en 
el Sistema Interamericano (Rele, 2020, 
párr. 451).

Desinformación, ataques a la prensa y 
falta de equidad en la contienda electoral.

El Informe preliminar de la Misión de 
Observación Electoral (MOE) de la Organi-
zación de Estados Americanos (OEA), para 
la primera y segunda ronda electoral de las 
elecciones 2022, advirtió al país, nuevamente, 
acerca de los desafíos en materia de equidad en 
la contienda.

Son reiterativos los informes de la misio-
nes electorales en Costa Rica al señalar que el 
sistema de financiamiento actual no favorece la 
equidad de la contienda electoral. “Los datos 
provistos a MOE/OEA indican que solo 5 de 
las 25 candidaturas presidenciales que partici-
paron en la elección realizaron más del 75% del 
total de gastos en publicidad registrados duran-
te la campaña”.

La Misión propone al país, una vez más, 
“discutir la creación de una franja electoral gra-
tuita en medios de comunicación, que garantice 
un espacio a todas las candidaturas y que contri-
buya a reducir los costos de las campañas”.

Desde el año 2013, el Tribunal Supremo 
de Elecciones formuló una propuesta de refor-
ma electoral para establecer franjas electorales 
gratuitas en radio y televisión, con el fin de ge-
nerar una mayor equidad en la contienda, un 

abaratamiento de las campañas electorales y 
una reducción significativa de los gastos parti-
darios en radio y televisión. 

Actualmente, se encuentra en corrien-
te legislativa otra iniciativa para la creación de 
franjas electorales (expediente No. 21836) que 
propone: a. Un adelanto de la contribución esta-
tal para que el Tribunal Supremo de Elecciones 
adquiera espacios publicitarios y los distribuya 
entre los partidos políticos y b. un mecanismo 
de distribución de la publicidad, entre los par-
tidos políticos nacionales y provinciales, en el 
que se combina el arrastre electoral, la repre-
sentación legislativa y un criterio de asignación 
equitativa, lo que garantizaría un mayor cono-
cimiento de las personas electoras de la oferta 
partidaria.  Ese mecanismo de asignación de la 
publicidad le daría posibilidad a todas las agru-
paciones políticas y a las personas candidatas de 
plantear sus propuestas y participar de manera 
más activa en el debate democrático.

La Misión expresó, asimismo, su preocu-
pación por la crítica constante a la prensa y al 
trabajo de personas comunicadoras, expresadas 
por el candidato presidencial, hoy Presidente, 
Rodrigo Chaves Robles, alegando una cober-
tura parcializada de la campaña con intención 
de perjudicarlo.

La libertad de expresión y el derecho de 
los periodistas a realizar investigaciones 
sobre figuras públicas son valores prote-
gidos por el sistema interamericano de 
derechos humanos.  Esas inconformida-
des deben ser tramitadas por las vías ins-
titucionales, de acuerdo con el derecho de 
rectificación o respuesta establecido en la 
ley costarricense y en el sistema interame-
ricano (Informe Preliminar de la Misión 
de Observación Electoral de la OEA para 
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la segunda vuelta en Costa Rica, abril 
2022, párr.10)4.
La conversación pública electoral en redes 

sociales estuvo influenciada no solo por los altos 
niveles de desinformación sino también por la 
intervención directa de plataformas.  En enero 
2022, la empresa Meta, casa matriz de Facebook 
e Instagram,  anunció una serie de medidas adi-
cionales para proteger la integridad de las elec-
ciones en Costa Rica y brindar más transparen-
cia a las personas, entre ellas la conformación de 
“un equipo especializado para detectar y elimi-
nar riesgos en tiempo real, el programa de ve-
rificadores independientes de datos para com-
batir la desinformación y la colaboración con el 
Sistema de las Naciones Unidas en Costa Rica y 
el Tribunal Supremo de Elecciones (TSE) para 
brindar a las personas información confiable”.  

Por otra parte, Facebook y el TSE acor-
daron eliminar publicaciones falsas sobre las 
elecciones que pusieran en riesgo el ejercicio 
del sufragio el mismo día de la elecciones.  El 
acuerdo con el Tribunal Supremo de Eleccio-
nes establecía que los encargados de solicitar la 
exclusión de contenidos serían los Magistrados 
del órgano electoral por medio de resoluciones 
fundamentadas5.  Los únicos casos de conteni-
dos removidos, por disposición del TSE, se re-
fieren a propaganda prohibida durante el perio-
do de veda electoral.

Meta reveló, en el mes de abril, que eli-
minó una red de Comportamiento Inauténtico 
Coordinado, que tenía como intención manipu-

4 Ver ambos informes en  https://www.oas.org/
es/centro_noticias/comunicado_prensa.asp?sCodi-
go=D-001/22 y https://www.oas.org/es/centro_noticias/
comunicado_prensa.asp?sCodigo=D-003/22

5 https://www.nacion.com/el-pais/politica/tse-y-fa-
cebook-acuerdan-eliminar-publicaciones/VXLETRC-
FINFHFBNXBQRFSJ2TFY/story/ y https://delfino.
cr/2022/01/facebook-implementa-medidas-para-preve-
nir-desinformacion-durante-las-elecciones-en-costa-ri-
ca

lar el debate público y lograr un objetivo estra-
tégico a través de una gran cantidad de cuentas 
falsas y que amplificó contenido de páginas de 
políticos y negocios locales.  “Usualmente publi-
caba sobre ambos bandos del espectro político, 
incluyendo apoyo a los candidatos políticos que 
competían entre sí.  Algunas de estas cuentas 
tenían fotos de perfil, posiblemente generadas 
usando técnicas de inteligencia artificial como 
Redes Generativas Antagónicas (GAN por sus 
siglas en inglés) (Meta, Informe de Amenazas 
Adversarias, abrirl, 2022, p.15).  Según la em-
presa, se eliminaron 233 cuentas de Facebook, 
84 páginas, dos grupos y 27 cuentas de Insta-
gram que operaban en Costa Rica y El Salvador.

En ese contexto, la MOE/OEA felicitó 
al órgano electoral por la diversidad de medidas 
para enfrentar la desinformación, entre ellas, la 
difusión de considerable información electoral a 
través de diversos canales.

El Observatorio de Discursos de Odio y 
Discriminación del Centro de Investigación en 
Comunicación (CICOM) y la Organización de 
las Naciones Unidas, analizó las interacciones 
violentas que se dieron en redes sociales poste-
rior a los debates presidenciales de los princi-
pales canales de televisión, durante la primera 
ronda presidencial.  De 10.343 comentarios pú-
blicos analizados, el 62%, en el caso de Repretel, 
y el 53%, en el caso de Teletica, evidenciaron 
discursos de odio y/o interacciones violentas. 
El ataque violento contra periodistas y medios 
de comunicación registra el mayor porcentaje 
de interacciones. 

En este tema queda pendiente una amplia 
discusión en el país sobre el papel de las plata-
formas de Internet en la remoción y modera-
ción de contenidos y los eventuales riesgos para 
el ejercicio de la libertad de expresión en línea.

Destaca, en este periodo, la promulgación 
de la Ley No. 1018, reforma al Código Electo-
ral para brindar mayor transparencia y acceso a 
la información en el proceso electoral, del 26 de 
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agosto de 2021, que exigió, para la inscripción 
en el Registro Electoral de las candidaturas a 
la presidencia de la República, la presentación 
del programa de gobierno del partido políti-
co correspondiente.  “La información debe ser 
entregada con el contenido y en los formatos 
que se definan reglamentariamente.  Asimis-
mo, obligatoriamente deberá ser publicada por 
el Tribunal Supremo de Elecciones (TSE) por 
los medios oficiales y en otros que estime con-
venientes, en cumplimiento del derecho de la 
ciudadanía a ejercer un voto informado”.

Tendencias legislativas
Durante el periodo de análisis, se presen-

taron a corriente legislativa varios proyectos de 
ley que revisten interés desde el ejercicio del de-
recho a la libertad de expresión.

En el expediente No. 22.406 se retoma 
una iniciativa, de años atrás, para despenalizar 
los delitos contra el honor mediante la deroga-
toria de estas figuras, tanto en el Código Penal 
como en la Ley de Imprenta, y convertirlas en 
faltas civiles, reguladas en el Código respectivo. 
Según la exposición de motivos resulta “preocu-
pante desde el ámbito del ejercicio del derecho a 
la libre expresión, constatar que las querellas por 
delitos contra el honor suelen ser utilizadas para 
intimidar y silenciar a las y los periodistas, a los 
medios de comunicación y la ciudadanía críti-
ca.  La amenaza constante de sufrir acusaciones 
penales puede provocar que quienes tienen el 
deber de informar al pueblo se autocensuren y 
omitan ventilar toda la verdad sobre asuntos de 
interés público” 

La tendencia del sistema interamericano 
de derechos humanos, a partir de jurisprudencia 
de la Corte IDH, es que la sanción penal resulta 
desproporcionada en asuntos de interés público 
y que cualquier intento de despenalizar debe ser 
bien visto desde la protección al derecho a la 
libertad de expresión.  No obstante, también es 
clara la jurisprudencia regional en que la san-

ción civil podría resultar igualmente despropor-
cionada en asuntos de interés público.

Otra de las propuestas legislativas, (expe-
diente No. 22171) presentada durante el perio-
do, es el proyecto de ley para penalizar los crí-
menes de odio, el delito de discriminación racial 
y otras violaciones de derechos humanos.  La 
propuesta busca sancionar la difusión de discri-
minación racial por cualquier medio, incluyen-
do Internet.  La norma sancionaría “con prisión 
de seis meses a tres años, a quien difunda, dis-
tribuya o exhiba por cualquier medio y de cual-
quier forma, material con contenido de imagen, 
audio, video que promueva mitos, estereotipos, 
prejuicios o sesgos o que incite a otras personas 
a rechazar, desprestigiar, odiar, discriminar o a 
cometer actos de violencia o a otra acción ilegal 
similar contra una persona o grupos de personas 
sobre la base del odio racial, u organice, financie 
actividades que incite a otras personas a come-
ter dichos actos.”

Uno de los problemas de la regulación de 
los discursos de odio es, por un lado, la ausencia 
de una definición unívoca en el derecho inter-
nacional de los derechos humanos y, por otro, 
los tipos penales abiertos (como en este caso) 
por el riesgo de convertirse en una regulación 
y restricción desproporcionada de la libertad 
de expresión. 

En el ámbito de la expresión comercial, 
una reforma integral a la Ley No. 5811, que se 
tramita en el expediente No. 22505 (Ley para 
la protección de la imagen y la dignidad de las 
mujeres en la publicidad comercial) preten-
de actualizar el marco normativo ya obsoleto 
(1975) para definir criterios y parámetros de 
calificación más precisos en la regulación de 
este tipo de contenidos.  La reforma incorpora 
restricciones al material publicitario de carác-
ter comercial que promueva o incite formas de 
discriminación y violencia simbólica, mediática, 
física, psicológica, sexual, de género, económica 
y patrimonial.
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Una de las regulaciones más polémicas 
del texto, es la que considera como material 
publicitario las portadas de los periódicos de 
circulación nacional, lo que podría considerarse 
violatorio de la libertad editorial de los medios 
de comunicación: “…queda prohibida la pre-
sentación de la imagen de las mujeres y de las 
personas en general, como objetos sexuales en 
las portadas y contraportadas de los periódicos 
de circulación nacional para motivar sus ventas”  
(Artículo 7, párr. final).

La Asamblea Legislativa deja pendiente, 
lamentablemente, al concluir su periodo cons-
titucional, la aprobación del Acuerdo Regional 
sobre el acceso a la información, la participa-
ción pública y el acceso a la justicia en asun-
tos ambientales en América Latina y el Caribe 
(Acuerdo de Escazú), que significa un impor-
tante avance en el acceso a la información de 
interés público.  El acuerdo garantiza la acce-
sibilidad y el principio de máxima divulgación 
sobre asuntos ambientales: “Cada Parte deberá 
garantizar el derecho del público de acceder a 
la información ambiental que está en su poder, 
bajo su control o custodia, de acuerdo con el 
principio de máxima publicidad” (Expediente 
No. 21245, Artículo 5.1).

En temas de transparencia y publicidad en 
las donaciones privadas a partidos políticos, una 
iniciativa legislativa, recogida en el expediente 
No. 22599, introduce una reforma al artículo 
123 del Código Electoral para que todos los 
partidos políticos, a escala cantonal, provincial 
y nacional, estén obligados a publicar mediante 
un medio digital de acceso público permanente 
la lista total de contribuyentes privados. 

Las personas legisladoras cierran el perio-
do constitucional con la aprobación de la Ley de 
Acceso a la Información y Transparencia (Ex-
pediente No. 20799) un instrumento normativo 
que salda la deuda del país en la regulación de 
este derecho.  Se espera que este nuevo marco 
normativo supere las garantías ya establecidas 
por la vasta jurisprudencia constitucional, sin 

embargo, se incluyen algunas restricciones al 
acceso a la información que podrían resultar 
contrarias al derecho (artículo 8).

Mediante el expediente No. 22032, se 
aprueba en segundo debate la Ley para prohibir 
la propaganda que denigre a la persona adulta 
mayor, que sanciona la publicidad y el conte-
nido de archivos informativos descargables en 
Internet que menoscabe la dignidad, el honor o 
el derecho a la imagen de la persona mayor de 
edad.  La nueva legislación introduce modifica-
ciones a la Ley No. 5811, que regula la publici-
dad que utiliza la imagen de la mujer, mientras 
en corriente legislativa espera una iniciativa de 
reforma integral a esta Ley.  Una actividad le-
gislativa desarticulada y que propone parches 
aislados a desafíos comunes. 

La jurisprudencia constitucional y 
electoral

Durante los años 2020-2021, la Sala 
Constitucional continuó con el desarrollo juris-
prudencial garantista del derecho a la libertad de 
expresión y el acceso a la información pública. 

En uno de los votos relevantes del perio-
do, declaró con lugar un recurso de amparo con-
tra la Presidenta Ejecutiva del Instituto Costa-
rricense de Acueductos y Alcantarillados (A y 
A), por exhortar a los funcionarios a no brindar 
información a la prensa.  En la resolución No. 
16167-2020, el Tribunal estima que la actuación 
de la funcionaria constituye una afectación a los 
derechos constitucionales a la libertad de pen-
samiento y expresión, de prensa y a la igualdad, 
todo esto en relación con los principios cons-
titucionales de rendición de cuentas y transpa-
rencia en la gestión pública.  Se trata, según la 
Sala, de una especie de censura velada, dado que 
el resultado es que los medios de comunicación 
afectados (Diario Extra y CRHoy) no tuviesen 
acceso a la información pública. 

Mediante resolución No.21939-2020, 
el órgano jurisdiccional declara con lugar un 
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recurso de hábeas corpus interpuesto por una 
periodista por su aprehensión arbitraria e in-
justificada y la restricción desproporcionada al 
ejercicio de su libertad de prensa, mientras fil-
maba la actuación de la policía en una manifes-
tación, en vía pública, ocurrida en Ochomogo, 
en octubre de 2020. 

El Tribunal constitucional sostiene que 
la protección de la libertad de prensa se garan-
tiza a aquella persona que ejerza una actividad 
periodística, y que tal protección va dirigida al 
ejercicio del periodismo en libertad.  En razones 
adicionales, la Magistrada Hernández sostiene 
que “en una democracia constitucional como la 
nuestra, la ciudadanía y, en especial, la prensa, 
tiene derecho a cuestionar, filmar y registrar los 
actos de la policía en vía pública (como parte 
del accountability), sin que eso pueda ser consi-
derado una amenaza o agresión a su actuación, 
menos aún, ser capaces de justificar represalias o 
arbitrariedades contra las libertades fundamen-
tales de los ciudadanos”.

En otra resolución de 2020, el Tribunal 
Constitucional consideró que la resolución de 
la Agencia de Protección de Datos de los Ha-
bitantes, (Prodhab) que ordenó al Diario Extra 
eliminar la fotografía de un denunciante, de sus 
plataformas digitales, es lesiva a la libertad de 
información.  Según la Sala, el ejercicio de las 
competencias de la Prodhab, para fines de la 
Ley de Protección de la Persona frente al Tra-
tamiento de sus Datos Personales, no puede ser 
utilizada como un censor del ejercicio legítimo 
de la libertad de prensa, porque ello sería una 
censura indirecta, en control del Estado (Reso-
lución No. 10961-2020).

Otras resoluciones relevantes entre ellas: 
No. 2207-2021, acceso a información sobre 
acuerdo con FMI y Ley de Empleo Público; No. 
27055-2021, no cabe el derecho de rectificación 
o respuesta sobre opiniones; No. 23743-2021, 
obligación de Sugef de entregar información 
estadística sobre denuncias y quejas de clientes 
del Banco Nacional; No. 96660-2021 se lesiona 

el derecho a la información el cobrar al admi-
nistrado por información disponible.  Otros vo-
tos de interés: 18615-2021, 13508-2021, 5806-
2021 y 16680-2020, entre otros.

Por su parte, en este periodo elecciona-
rio, el Tribunal Supremo de Elecciones conoció 
de asuntos relacionados con la participación en 
los debates de las candidaturas presidenciales, 
sobre veda electoral, el bloqueo a usuarios de 
cuentas de partidos políticos en Internet, entre 
otros asuntos.

En la resolución No. 1633-E1-2022, el 
órgano electoral declara con lugar un recurso 
de amparo electoral por el bloqueo a un usua-
rio de la red social Facebook, por parte de un 
partido político.  En el voto, el TSE sostiene 
que cuando el bloqueo en redes “se da desde 
la cuenta de la agrupación política… se genera 
una acción desproporcionada... que restringe a 
un votante el acceso a parte de la información 
con la que podría formarse su decisión electo-
ral.”  El órgano electoral ha sostenido la posi-
ción de que esa misma exigencia no se puede 
hacer en los perfiles personales de las personas 
candidatas a puestos de elección popular. (sen-
tencia n.º 3252-E1-2018),criterio que con-
trasta con los estándares interamericanos so-
bre libertad de expresión que tutela de manera 
especial la información de la ciudadanía en los 
contextos electorales.

Cuando se trata de un perfil de una agru-
pación política, la “función de relevante 
de interés público” (artículo 49 CE) que 
cumplen los partidos hace que aplique, 
mutatis mutandis, la doctrina desarrollada 
por la Sala Constitucional en punto a la 
imposibilidad que tienen los administra-
dores de cuentas institucionales de blo-
quear, sin fundamento, a los usuarios. 
Es importante destacar el criterio mino-

ritario, reiterado en esta sentencia, de la Ma-
gistrada Zetty Bou en el sentido que también 
procedería acoger un amparo, cuando una per-
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sona candidata utilice su perfil personal para dar 
información relevante para su campaña o de su 
partido y bloquee a un usuario.

El TSE reiteró, durante el reciente pro-
ceso electoral, el amplio margen de acción que, 
para difundir información y realizar cobertura 
de eventos políticos, tienen los medios de pren-
sa.  En el caso de la difusión de debates durante 
el periodo de veda propagandística, el órgano 
electoral sostuvo que la organización de debates 
forma parte del ejercicio periodístico amparado 
en la libertad de prensa, lo cual no solo descar-
ta el carácter “propagandístico” de la actividad, 
sino que justifica el por qué esos interlocutores 
tienen margen suficiente para decidir a quiénes 
invitan a sus actividades (Resolución No. 0777-
E1-2022).

Durante el periodo, el órgano electoral 
conoció también de recursos de amparo electo-
ral por la exclusión de candidaturas en debates 
organizados por medios de comunicación pri-
vados.  El TSE reiteró el criterio de que en la 
organización de debates político-electorales por 
parte de medios de comunicación privados no 
existe norma que los obligue a invitar a todas 
las personas que aspiran a puestos de elección 
popular; “la única intervención legítima de la 
Autoridad Electoral en los debates, cuando sean 
organizados por medios de comunicación pri-
vados, podría darse en presencia de los supues-
tos de excepción desarrollados o que, en los tér-
minos de la doctrina sentada en la resolución N° 
4099-E8-2009, generen exclusiones –de uno o 
varios de los contendientes– por criterios de se-
lección no objetivos o arbitrarios” (Resolución 
No. 0835-E1-2020).

En Resolución No. 4137-E3-2020, el 
Tribunal Supremo de Elecciones conoce de un 
recurso de apelación electoral de un periodista 
a quien la Dirección General de Registro Elec-
toral y Financiamiento de Partidos Políticos le 
impuso una multa por infracción a la veda elec-
toral, conforme con el artículo 288 inciso c) del 
Código Electoral.  El comunicador alegó en su 

recurso que la imposición de la multa violaba su 
libertad de prensa.  Al valorar que los conteni-
dos transmitidos en el programa televisivo del 
recurrente no eran contenidos periodísticos sino 
propaganda electoral, el órgano electoral confir-
mó la sanción.  Según el TSE:

El elemento esencial de la propaganda es 
la intencionalidad de la información con 
la que se pretende influir en la opinión de 
los receptores para que adopten un deter-
minado comportamiento electoral.  En 
este asunto, revisada la prueba se concluye 
que las pautas no constituyen entrevistas 
de contenido como pretende hacerlo ver 
el impugnante: no solamente no poseen 
ese formato en el que participan dos per-
sonas y se formulan preguntas o afirma-
ciones para que una de ellas conteste lo 
requerido, sino que, únicamente, se trató 
de espacios en los que diversas personas 
candidatas del PRSC expusieron sus ideas 
y proyectos con la intención de influir en 
la voluntad del electorado y convencerlo 
de votar por esa agrupación política. 

El III Informe sobre el estado de la 
libertad de expresión en Costa Rica 

El Programa de Libertad de Expresión 
y Derecho a la Información (PROLEDI) y 
el Centro de Investigación en Comunicación 
(CICOM) presentan un nuevo informe sobre 
el estado de la libertad de expresión en Costa 
Rica.  Esta tercera edición se enmarca en los 
viejos y nuevos desafíos que presenta la libertad 
de expresión en las sociedades democráticas: la 
desinformación y las narrativas violentas en el 
entorno digital, las viejas y nuevas estructuras 
de concentración de poder en los medios de co-
municación, la seguridad de los periodistas, la 
calidad de la información y las garantías para el 
acceso a la información sobre asuntos públicos. 

Este documento es solo un ángulo de re-
ferencia sobre algunos temas esenciales de la 
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dimensión social de libertad de expresión en 
nuestro país.  Quedan muchos asuntos pen-
dientes, en especial aquellos que condicionan 
hoy este derecho en el entorno digital.

En el primer capítulo se presenta una 
caracterización de los principales grupos de la 
comunicación en Costa Rica, un acercamiento 
a las distintas prácticas de concentración que 
ejercen y los hitos y movimientos más relevan-
tes de los últimos años.  En una democracia, el 
sistema de propiedad de los medios de comuni-
cación es muy relevante, nos ayuda a determi-
nar las voces representadas y las voces ausentes, 
así como los desafíos en pluralismo informativo 
que tiene el país. 

El fenómeno de la desinformación es par-
ticularmente importante en los procesos demo-
cráticos contemporáneos. El segundo capítulo 
se dedica a un análisis de la difusión de con-
tenidos desinformativos en la campaña política 
2022, en tres grandes macrotemas: pandemia, 
elecciones y candidatos. 

El Informe presenta, en el tercer capítulo, 
una revisión a las iniciativas presentadas en la 
Asamblea Legislativa para regular el derecho 
de acceso a la información pública y los alcan-
ces de estas propuestas, en especial la iniciativa 
aprobada en segundo debate, bajo el expedien-
te No. 20799, Ley de Acceso a la Informa-
ción y Transparencia.

La inseguridad y la precarización del 
trabajo de las personas que ejercen el perio-
dismo son parte las temáticas abordadas en 
cuarto capítulo de este III Informe.  El estu-
dio se concentra en variables como la percep-
ción sobre amenazas, hostigamiento y la vigi-
lancia, junto a otras formas de intimidación y 
de violencia contra periodistas y trabajadores 
de la prensa, los mecanismos de seguridad y las 
condiciones laborales. 

El quinto capítulo hace un balance crítico 
entre las formas de violencia política, mediáti-
ca y digital que marcan las experiencias de las 
mujeres en política y las estrategias para supe-
rar dichas violencias.  El texto describe los usos 
políticos de las redes sociales que hacen las mu-
jeres en ejercicio político para la construcción 
de estrategias de negociación, confrontación y 
superación de la violencia política. 

Finalmente, el sexto capítulo nos presenta 
un interesante análisis a profundidad de la cali-
dad de las noticias en varios medios de comuni-
cación, desde una perspectiva teórica, que pro-
pone que la calidad periodística es un derecho 
de las audiencias.

Esperamos que la información que recoge 
este III Informe sirva de insumo para el debate 
académico, político y social de temas esenciales 
para fortalecer el derecho a la libertad de expre-
sión y el acceso a la información en Costa Rica..
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CAPÍTULO 1

Concentración mediática, convergencia y grupos 
económicos de la comunicación en Costa Rica

Óscar Mario Jiménez Alvarado*

1.1 Introducción
En 2018, el Programa de la Libertad de 

Expresión y Derecho a la Información (PRO-
LEDI) publicó en su Primer Informe del Estado 
de la Libertad de Expresión en Costa Rica un capí-
tulo dedicado a la concentración mediática en el 
país.  Las conclusiones de ese texto eran claras: 
el sistema de medios de comunicación presen-
taba concentración de la propiedad y un proceso 
de transnacionalización que debía ser motivo de 
atención para sectores sociales y académicos. 

Cinco años después, el PROLEDI vuelve 
a colocar el tema a discusión con este capítulo. 
Al igual que en 2018, este documento se posi-
ciona de manera crítica frente a la concentra-
ción mediática y, por tanto, asume que es una 
problemática internacional que lesiona la liber-
tad de expresión, afecta el derecho a la infor-
mación, precariza el ejercicio del periodismo e 
impide que se pueda garantizar plenamente la 
diversidad mediática indispensable para garan-
tizar una democracia de calidad. 

Gracias al renovado interés académico 
que ha suscitado este asunto en los últimos años, 
a la constancia del PROLEDI en investigar este 
problema y al compromiso de la Universidad de 
Costa Rica (UCR) con la libertad de expresión, 

ahora no se inicia desde cero.  Existen una se-
rie de investigaciones publicadas previamente 
en el marco de este programa académico, así 
como otras publicaciones que abordan esta te-
mática que han permitido generar un cuerpo 
de pensamiento y análisis con respecto a este 
tema (PROSIC, 2009; Robles y Voorend, 2012; 
Chinchilla, 2013; Boza, 2014; Jiménez, 2017; 
Ochoa, 2017; Alvarado, 2018; Ramírez, 2018; 
Rodríguez y Boza, 2018; Fournier, Jiménez y 
Ochoa, 2018; Garro y Solís, 2019; Robles, 2019; 
Jiménez y Voorend, 2019; Garro, Monge y So-
lís, 2020; Jiménez, 2020; Rodríguez, 2020; Ro-
bles, 2021).  Todas estas investigaciones son la 
referencia y punto de partida para este capítulo.

En las siguientes páginas se presenta una 
caracterización de los principales grupos de 
la comunicación de Costa Rica, así como un 
acercamiento a las distintas prácticas de con-
centración que ejercen.  Es, hasta cierto punto, 
una actualización de aquél primer capítulo que 
PROLEDI dedicó al tema hace un lustro, con 
varias ampliaciones que permiten complejizar 
la temática e incluir en el análisis las prácticas 
de convergencia, las tendencias de transna-
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cionalización y el estado actual del ecosistema 
mediático costarricense. 

En términos de estructura, el capítulo 
tiene 6 secciones.  Primero, esta introducción 
para explicar el contenido de manera general. 
Segundo, la seccción dedicada al encuadre teó-
rico-conceptual donde se expone la corriente 
crítica en la cual se inscribe este artículo. 

Tercero, un apartado de contexto en el que 
se realiza una descripción del sistema de medios 
de Costa Rica.  En esta parte se presenta todo lo 
relacionado con el marco legal de la comunica-
ción, así como la normativa vigente en la mate-
ria.  Adicionalmente, se sistematizan los hitos y 
movimientos más relevantes de los últimos años 
dentro del ecosistema mediático nacional.

Cuarto, se realiza una caracterización de 
los principales grupos que operan en el escena-
rio mediático nacional.  Este ejercicio actualiza 
un acercamiento hecho por Jiménez (2017) so-
bre prácticas de concentración, explica los prin-
cipales cambios, movimientos e inversiones de 
las empresas y realiza un primer acercamiento a 
las prácticas de convergencia que utilizan1. 

Quinto, se realiza un acercamiento a las 
prácticas de concentración mediática que ocu-
rren en la radio, la televisión abierta, la televi-
sión por suscripción y la prensa costarricense. 
En el caso de la TV abierta, se realiza una pri-
mera evaluación del proceso de digitalización 
de la televisión.  Además, se incluye también 
por primera vez un análisis de la concentración 
de los servicios de TV por suscripción.  Y sexto, 
se exponen las conclusiones y las reflexiones ge-
nerales sobre el tema. 

Este constituye una fotografía a noviem-
bre de 2021.  Se menciona la fecha de entrega 

1 En el desarrollo de este cuarto apartado se contó 
con la asistencia de Carlos Boschini Castillo, estudiante 
de Ingeniería en Producción Industrial del Instituto 
Tecnológico de Costa Rica al cual se le agradecen los 
aportes y el trabajo realizado.

porque las aceleradas modificaciones del entor-
no mediático, las nuevas prácticas de concentra-
ción, el aumento del capital transnacional, las 
impensables tendencias de convergencia y los 
indetenibles cambios en los hábitos de consu-
mo pueden provocar un rápido cambio de sus 
principales hallazgos. 

1.2 Encuadre teórico-conceptual 
Hay varios enfoques teóricos y concep-

tuales para analizar la concentración mediática 
y los grupos de comunicación.  Este texto lo 
hará utilizando los planteamientos de la econo-
mía política de la comunicación, que aborda de 
manera crítica la relación entre medios, sistemas 
de comunicación, estructura social y Estados, 
así como la relación que estos factores tienen, a 
su vez, con cuestiones como la justicia social, la 
igualdad, el derecho a la libertad de expresión y 
el bien común (Murdock y Golding, 2000; Mc-
Chesney, 2000). 

La economía política de la comunicación 
se preocupa por las relaciones de poder en los 
sistemas de producción, distribución y consumo 
de la comunicación (Mosco, 2006).  Además, 
considera al sistema de medios como un entra-
mado simbólico y cultural subordinado al siste-
ma económico, que mercantiliza la información 
y realiza funciones de reproducción ideológica 
del sistema de poder dominante (Mosco, 2006; 
Zallo, 1988, 1992; 2000; 2011). 

Es un enfoque crítico, que parte del su-
puesto de que la cultura se convirtió - durante el 
siglo XX - en un bien de mercado que provocó 
que una parte importante de la producción cul-
tural fuera absorbida por formas de producción 
capitalista, generando dinámicas de concentra-
ción e intercambio comercial en distintas áreas, 
incluidos los medios de comunicación (Becerra 
y Mastrini, 2017).  En cierta medida, hereda la 
visión crítica y pesimista de la cultura de masas 
y los medios de comunicación que se planteó en 
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el enfoque de industrias culturales a partir de 
la segunda mitad del siglo XX (Adorno, 1967). 

Es un encuadre útil, porque permite acer-
carse a las empresas de medios como grupos 
económicos de la comunicación, o a los actores 
mediáticos que operan en los mercados como 
parte de una industria cultural con funciones 
simbólicas de reproducción ideológica.  Es de-
cir, considera en el análisis no solo la dimensión 
económica de carácter empresarial sino también 
su rol político e ideológico. 

La asignación de esta función simbólica 
de reproducción ideológica puede constituir una 
limitante que se debe tener clara.  Si se parte del 
supuesto que los medios están supeditados al 
sistema económico internacional, y que buscan 
una reproducción del mismo, es factible caer en 
un determinismo que ignore la complejidad de 
los ecosistemas mediáticos actuales.  Este traba-
jo, consciente de esta limitante, busca acercar-
se a este tema reconociendo que existen “zonas 
grises” en el mercado de los medios y en las ac-
tuaciones de las empresas de comunicación.  Es 
decir, no toda actividad, decisión o contenido se 
explica desde ese interés por validar el sistema 
económico dominante, pues es posible que en-
tren en juego otros factores de índole político, 
empresarial, simbólico e identitario ajenos a 
esta dinámica. 

A pesar de esta eventual carencia, lo cier-
to es que la Economía Política de la Comuni-
cación posibilita acercarse de manera crítica a 
las dinámicas y fenómenos que ocurren en los 
sistemas de medios.  Uno de estos fenómenos 
es la concentración mediática, proceso complejo 
y ocasionado por múltiples factores que se re-
laciona con una “noción de control” o dominio 
de una empresa, un conglomerado económico 
o un conjunto de empresas sobre los medios de 
un determinado lugar (Fournier et al., 2018; Ji-
ménez, 2017; Pérez y Acosta, 2003).  Este con-
trol ocurre a través de mecanismos económicos 
como la adquisición, compra, fusión u opera-
ciones comerciales entre empresas, o mediante 

la generación de obstáculos que impiden el in-
greso de más actores a un determinado merca-
do (Sánchez Tabernero y otros, 1993; Jiménez, 
2017; Jiménez y Voorend, 2019). 

La concentración tiene una dimensión 
económica, una política y una geográfica. La 
primera –en la que se profundizará en este tra-
bajo- se enfoca en los procesos financieros de 
las empresas de los medios, y hace énfasis en el 
estudio de la concentración de la propiedad, la 
pauta o las audiencias como transacciones eco-
nómicas que permiten amasar poder de merca-
do y consolidar una posición dominante.  La se-
gunda se concentra en estudiar la acumulación 
del poder de los medios en una determinada 
sociedad, así como las relaciones entre élites y 
empresas de la comunicación. 

La dimensión geográfica, por su parte, se 
acerca a la concentración considerando la di-
mensión espacial de la misma.  Con ello, preten-
de evidenciar que los lugares no son neutrales, y 
en ellos se concentra poder y capital económico. 
Este énfasis ha permitido visibilizar, por ejem-
plo, las consecuencias en términos comunicati-
vos y de contenido de que una gran cantidad 
de medios transmitan y produzcan únicamente 
desde San José (Garro et al., 2019). 

No existe una clasificación única de los 
tipos de concentración que pueden ocurrir en 
la dimensión económica, pero es posible ubicar 
varias formas de relativo consenso, por ejemplo, 
la concentración vertical, la horizontal, la con-
glomeral, la internacional o la multimedia.  De 
igual forma, también la concentración publici-
taria o la concentración de audiencias. 

De estas, las formas clásicas serían la ver-
tical y la horizontal.  La primera ocurre cuando 
una empresa o grupo económico controla todas 
las unidades de una cadena de producción.  Es 
decir, cuando un mismo actor tiene dominio 
sobre las estructuras de transmisión de conte-
nidos, sobre quienes producen la información y 
sobre quienes los distribuyen.  En la segunda, 
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una empresa o grupo controla un conjunto de 
medios en un mismo nivel de producción, por 
ejemplo, cuando un conglomerado controla va-
rios canales de televisión abierta (Labate et. al, 
2013; Zelada, 2004; Pérez Gómez, 2002). 

Otros tipos son la conglomeral o la multi-
media.  La conglomeral ocurre cuando un gru-
po empresarial ligado a la comunicación tiene 
inversiones o actividades en otros mercados 
que le genera un aumento del poder relativo en 
ese mercado y, por tanto, una mayor incidencia 
en su área de influencia ( Jiménez, 2017).  La 
multimedia, por su parte, es aquella que sucede 
cuando una empresa tiene dominio, de manera 
simultánea, de distintos medios de comunica-
ción en distintas ramas o plataformas (Zallo 
1988; 1992; 2000; 2011).  Por ejemplo, cuan-
do un conglomerado maneja al mismo tiempo 
emisoras de radio, cadenas de televisión, sitios 
web y periódicos. 

La concentración internacional o trans-
nacional hace referencia a los procesos econó-
micos de fusión o compra que superan las fron-
teras de los estados nacionales, y que derivan en 
la consolidación de macro-grupos comunicati-
vos de carácter regional o continental con filia-
les en varios países, holdings o múltiples formas 
o alianzas empresariales (Zallo, 2011). 

Este tipo de concentración económica 
es de particular relevancia en Costa Rica, pues 
varias investigaciones han demostrado que este 
país vive un proceso de transnacionalización de 
su comunicación, debido al crecimiento de em-
presas y holdings internacionales en el ecosis-
tema mediático nacional (Fournier et al., 2018; 
Jiménez y Voorend, 2019). 

De igual forma, es importante reiterar 
que la concentración tiene consecuencias.  Des-
de la perspectiva de la economía política de la 
comunicación, se asume que esta problemática 
afecta el ejercicio pleno y democrático de los 
derechos comunicativos de las personas y le-
siona el pluralismo y la diversidad en las socie-

dades contemporáneas (Martín-Barbero, 2005; 
McChesney, 2005). 

Este posicionamiento no es exclusivo de 
este enfoque.  Organizaciones sociales, organis-
mos internacionales e instancias que defienden 
la libertad de expresión también señalan que 
una alta concentración de muchos medios en 
pocas manos reduce las fuentes informativas, 
disminuye la pluralidad de voces, empobrece el 
debate público, precariza las condiciones de tra-
bajo en los medios de comunicación, debilita la 
libre circulación de ideas y amenaza la libertad 
de expresión de las personas (Becerra y Mas-
trini, 2006a, 2009; CIDH; 2003, 2007, 2010, 
2014; Jiménez, 2017; Fournier et. al., 2018). 

Por lo consignado anteriormente es que 
se utiliza este enfoque para estudiar los grupos 
económicos de la comunicación que operan en 
Costa Rica, sus prácticas, sus negocios y sus es-
trategias de concentración.  Es decir, el análisis 
que se presenta en este capítulo se realiza desde 
un claro posicionamiento de que la concentra-
ción mediática en sus diversas modalidades es 
negativa para la libertad de expresión y el plura-
lismo, y atenta, directamente, contra la posibili-
dad de consolidar un ecosistema comunicativo 
libre, diverso y representativo de las sociedades 
contemporáneas, que respete el derecho a la co-
municación de todas las personas. 

1.3 El ecosistema mediático de Costa 
Rica en 2021  

En el transcurso de los últimos cinco 
años, el ecosistema mediático costarricense ha 
sufrido profundos cambios.  Han ingresado 
nuevos actores transnacionales al negocio de la 
televisión, se han concluido transacciones entre 
grupos empresariales, se han generado alianzas 
relevantes entre actores dominantes y se ha pro-
fundizado la convergencia multimedia entre el 
mercado de los medios y las empresas del sector 
de telecomunicaciones. 
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Adicionalmente, en los últimos años las 
empresas mediáticas han enfrentado una com-
pleja situación económica que se ha agravado 
debido a la pandemia de COVID-19, que para-
lizó producciones, generó recortes de personal y 
provocó reducciones de jornadas en las princi-
pales empresas de radio, prensa y televisión del 
país.  En medio de toda esta situación, el proce-
so de digitalización de la TV abierta en Costa 
Rica continuó, tratando de sortear obstáculos 
de índole geográficos, tecnológicos y sanitarios. 
Estos cambios y continuidades son posibles de 
observar en cinco hechos clave o emblemáticos 
que han ocurrido de 2018 a la fecha, y que se 
enumeran a continuación. 

El primer hecho clave es que el dina-
mismo que mostraron los actores mediáticos 
y la ebullición económica entre los principales 
grupos, no se acompañó de una actualización o 
reforma del marco jurídico en la materia.  El 
carácter mixto de la regulación en radiodifusión 
sonora y televisiva, la ausencia de regulación en 
los negocios convergentes y la carencia de lími-
tes en materia de concentración mediática se 
mantuvo en el país. 

La radio y la televisión que utilizan el es-
pectro radioeléctrico para transmitir continúan, 
al momento de escribir este capítulo, estan-
do reguladas por un régimen mixto, donde se 
aplica tanto la Ley de Radio N° 1758, del 19 
de junio de 1954, como la Ley General de Te-
lecomunicaciones N° 8642, del 30 de junio de 
2008.  Es decir, mantiene una situación jurídica 
que ha implicado que se sigan utilizando am-
bas legislaciones dependiendo del tema (PGR, 
2013), a pesar de que la radiodifusión abierta 
de acceso universal es una actividad específica, 
con características muy distintas, a otros ser-
vicios de telecomunicaciones que se venden al 
público.  También, ha mantenido una dinámi-
ca jurídica inusual que “... no ha quedado lejos 
de crear inconvenientes en la interpretación del 
régimen adecuado aplicable a dichos servicios” 
(CGR, 2017). 

De estas dos leyes, la que sigue generando 
más señalamientos es la N° 1758.  En principio, 
esta norma debería ser el principal instrumento 
para lo relacionado con la radiodifusión abierta. 
No obstante, esto no sucede porque se trata de 
un cuerpo normativo anacrónico, promulgado a 
mediados del siglo XX cuando la radio era una 
actividad incipiente y la televisión ni siquiera 
existía.  Múltiples documentos de personas in-
vestigadoras e instituciones (Chinchilla, 2013; 
Boza, 2014; Alvarado, 2018; Rodríguez y Boza, 
2018; CGR, 2013, 2017; PGR, 2010, 2013) han 
consignado las carencias, vacíos, desactualiza-
ciones y omisiones de esta ley, pero los cambios 
no han llegado.  Las críticas se han acumulado, 
sin que se haya logrado una mejoría en una re-
gulación que - en la práctica - regula poco. 

Todos los intentos que se han realizado 
para reformar integralmente esta legislación o 
para ajustar el régimen mixto de la radiodifu-
sión no han fructificado- entre otras razones - a 
la oposición mediática, al desinterés guberna-
mental y a la ausencia de un músculo parlamen-
tario que apruebe avances en este sentido. 

Por ejemplo, en 2014 el tímido intento 
de la Administración Solís Rivera de presentar 
una reforma integral a este cuerpo normativo 
fracasó rotundamente debido a errores políticos 
del propio Poder Ejecutivo, que publicó un bo-
rrador de ley que nunca se llegó a presentar, con 
varios artículos que lesionaban la libertad de ex-
presión y que fueron la base para una feroz opo-
sición política y mediática.  El fracaso de esta 
iniciativa significó la renovación completa de 
los jerarcas del MICITT, y una renuncia implí-
cita del gobierno a tratar de modificar cualquier 
aspecto de esta ley.  Una suerte similar enfrentó 
la iniciativa de los movimientos sociales, que se 
llegó a presentar. 

Costa Rica, entonces, continúa con un 
marco jurídico mixto en materia de radiodifu-
sión abierta conformado por dos leyes: Una con 
68 años de antigüedad y 14 artículos vigentes 
que no regula lo que debería regular, y otra que 
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originalmente se aprobó para normar servicios 
de telecomunicaciones distintos como la tele-
fonía celular, los cuales se ofrecen y venden al 
público, y funcionan bajo otra lógica y dinámica, 
diferente a la que existe dentro de los medios 
de comunicación. 

El mantenimiento de dicho marco ju-
rídico condiciona y explica el segundo hecho 
clave a considerar, que es la ausencia de límites 
a la concentración mediática desde una pers-
pectiva integral.  Ni en las dos leyes señaladas, 
ni en ninguna otra norma, se establecen regu-
laciones claras o mínimas en materia de con-
centración mediática con una perspectiva que 
busque garantizar el pluralismo, la diversidad 
y los derechos comunicativos de las personas 
( Jiménez, 2017).  

En las normas vigentes, no existen topes 
a la cantidad de frecuencias del espectro ra-
dioeléctrico que puede poseer una empresa o 
un grupo económico determinado2. Tampoco 
se establecen límites cruzados a la concentra-
ción entre conglomerados o a la concentración 
vertical u horizontal, por lo que los actores que 
participan en el escenario de medios pueden, en 
la práctica, ejecutar distintas estrategias para au-
mentar su poder relativo dentro del mercado de 
medios costarricense. 

Esto no sería un problema si existieran 
procedimientos justos, democráticos y no dis-
criminatorios que fomentaran la diversidad en 

2 Las frecuencias del espectro radioeléctrico son 
porciones de la atmósfera por donde viajan las ondas de 
energía que permiten la transmisión de las señales de 
radio y televisión.  Se consideran un patrimonio público 
que no puede salir del poder del Estado por ser un bien 
finito perteneciente a la Nación.  Una frecuencia del 
espectro radioeléctrico sólo puede ser explotada por 
particulares en las condiciones establecidas en la ley, o 
mediante una concesión especial otorgada por tiempo 
limitado, la cual se supedita al cumplimiento de una 
serie de requerimientos que aseguren un uso eficiente, 
racional y eficaz del espectro.  En Costa Rica, el inciso 
14 del artículo constitucional 121 señala que este bien no 
podrá salir del dominio estatal.

la propiedad de medios a través de procesos di-
ferenciados.  No obstante, esto tampoco ocurre. 
Es más, Costa Rica continúa siendo uno de los 
pocos países donde no existe un reconocimien-
to jurídico explícito sobre los medios comuni-
tarios y donde no se fomentan distintos tipos 
de propiedad mediática, como lo recomiendan 
los estándares del Sistema Interamericano de 
Libertad de Expresión (Alvarado, 2021, p. 168). 

La poca claridad con respecto a la regula-
ción en materia de concentración ha sido moti-
vo de debate interinstitucional, pero igualmente 
se ha omitido tomar decisiones.  La Superin-
tendencia de Telecomunicaciones (SUTEL), el 
Ministerio de Ciencia, Innovación, Tecnología 
y Telecomunicaciones (MICITT) y la Comi-
sión de Promoción de la Competencia (CO-
PROCOM) han tenido varios intercambios so-
bre el tema entre los años 2013 y 2014 (CGR, 
2013; MEIC, 2014; MICITT, 2014).  En di-
chos debates, estas instancias se trasladan la 
responsabilidad de definir qué se debe entender 
por concentración de espectro, sin que ninguna 
asuma realmente un liderazgo en la materia, o 
tome decisiones con respecto a este problema. 

En una de las últimas discrepancias e in-
tercambios la SUTEL emitió, a petición de la 
CGR, una serie de recomendaciones para medir 
la concentración en el área de la radiodifusión 
abierta y gratuita que incluían la utilización del 
Índice Herfindahl y Hirschman o IHH (Cha-
cón, 2017; SUTEL, 2013; 2015).  Esta sugeren-
cia no fue implementada por el MICITT, cuyo 
jerarca implementó un artículo presente en la 
Ley General de Telecomunicaciones que per-
mite a la institución apartarse de criterios téc-
nicos sin necesidad de ser justificado (Alvarado, 
2021, p. 168). 

En todo caso, es pertinente cuestionar 
si lo que deben establecer las instituciones co-
rrespondientes es una definición sobre concen-
tración limitada al espectro radioeléctrico.  La 
erosión de las fronteras entre medios tradicio-
nales y digitales, así como la disolución de lími-
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tes entre los negocios de las telecomunicaciones 
con la radiodifusión plantea el reto de analizar a 
los grupos de la comunicación más allá de este 
bien demanial.  Es decir, el momento histórico 
en el que se encuentra el desarrollo de estos ne-
gocios permite plantear la duda de que, quizás, 
el concepto de concentración que se necesita ac-
tualmente incluye la concentración del espectro, 
pero le supera, en tanto las concentraciones no 
ocurren únicamente mediante el acaparamiento 
de una frecuencia. 

El tercer hecho clave es que el proceso de 
digitalización de las señales de televisión abierta 
entró a su fase final.  En 2006, el Decreto No. 
33058-006-MGP del 4 de mayo del 2006 dis-
puso formalmente el inicio de la planificación 
del espectro para este tema, así como la con-
formación de una comisión para este particular. 
Desde entonces, el Poder Ejecutivo conformó 
una comisión, emitió varios documentos y reali-

zó varias recomendaciones de aplazamiento del 
encendido digital. 

Finalmente, en 2019 se decidió que el apa-
gón analógico de la televisión ocurriría en dos 
momentos (Cordero, 2021a), el primero com-
prendería el territorio cubierto por las transmi-
siones provenientes del Parque Nacional Volcán 
Irazú, el cual se llevó a cabo el 14 de agosto de 
2019, mientras que el segundo comprendería la 
denominada Región 2, que comprende el resto 
del país no cubierto por las emisiones de dicho 
lugar.  En este caso, tendría fecha máxima el 14 
de agosto de 2020.  No obstante, esta fecha ha 
sufrido varios aplazamientos por diversas razo-
nes, y ahora las últimas señales analógicas se de-
berán ir apagando de manera paulatina hasta el 
14 de julio de 2022 (Lara, 2021; Castro, 2021a). 

Esto es fundamental para discutir sobre 
la concentración de medios en cuanto a propie-
dad, pues afecta la posesión de frecuencias del 
espectro radioeléctrico por parte de los grupos 

Figura 1.1 Porcentaje de viviendas con televisión por cable, según año

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la Encuesta Nacional de Hogares (INEC, 2021)
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de comunicación.  A la fecha, se han entrega-
do 27 títulos habilitantes para transmitir en el 
formato de televisión digital, por lo que es posi-
ble hacer un primer acercamiento comparativo 
sobre la cantidad de frecuencias que tenían los 
actores más relevantes antes del apagón con res-
pecto a este momento. 

Los cambios en la TV por suscripción es 
el cuarto hecho que se debe considerar.  La En-
cuesta Nacional de Hogares (ENAHO) publi-
cada por el Instituto Nacional de Estadísticas 
y Censos (INEC), en julio del 2021, señala un 
crecimiento en los últimos 8 años en este servi-
cio (Figura 1.1). 

Este dato coincide con la cantidad de 
suscripciones que registra la SUTEL.  Según 
esta última instancia, en 2020 se contabilizaron 
866.593 servicios de TV por suscripción en dis-
tintas modalidades.  El predominio tecnológico 
se encuentra en el servicio por medio de cable 
coaxial que registra el 63% de este tipo de con-
tratos, seguido por la televisión satelital con un 
26%, y por la TV sobre IP y multipunto que 
agrupan el 11% restante (SUTEL, 2020). 

Prestar atención a este servicio es funda-
mental porque es uno de los terrenos que se en-
cuentra en disputa entre los grupos económicos. 
Además, es una de las áreas donde se observa 
la convergencia de las telecomunicaciones.  En 
la arena de la TV de paga compiten y colabo-
ran cableoperadoras tradicionales, empresas de 
televisión y actores de capital extranjero que 
ofrecen, apoyan o administran distintos servi-
cios como canales de televisión, internet o te-
lefonía.  En cierta medida, es el terreno donde 
más claramente se puede observar la comple-
jidad de relaciones empresariales, comunica-
cionales y tecnológicas que se está consoli-
dando en el transnacionalizado y convergente 
escenario costarricense. 

El quinto aspecto es la complejidad del 
ecosistema mediático.  Actualmente, este país 
tiene un escenario de medios con múltiples ac-

tores e iniciativas de comunicación, que produ-
cen y transmiten contenidos por diferentes pla-
taformas, formatos y tecnologías.

En 2020, PROLEDI realizó un mapeo 
sobre este particular y logró determinar que, en 
Costa Rica, operan 296 medios de comunica-
ción, tanto privados como públicos, de alcance 
nacional, regional o local (Garro et al., 2020). 
Este mismo estudio visibilizó que el 43% de 
dichos medios eran emisoras de radio, el 19% 
canales de televisión, el 19% periódicos, el 11% 
revistas y el 8% medios digitales.  Además, evi-
denció que el 41% operaba por medio del espec-
tro radioeléctrico, el 33% lo hacía por internet, 
el 8% por un sistema de cable y el 19% a través 
de la impresión física tradicional (Garro et al., 
2020).  Esta multiplicidad de actores y plata-
formas no es, necesariamente, un sinónimo de 
pluralismo o de poca concentración.  Esto es así 
porque dichos números no consideran factores 
de poder como audiencias, penetración, capta-
ción de pauta o ganancias, los cuales revelarían 
inequidades o posiciones dominantes de unos 
con respecto a otros.  A pesar de ello, estos datos 
son útiles para evidenciar matices, complejida-
des y zonas grises en este tema. 

Finalmente, también se deben tomar en 
cuenta las estrategias de captura de medios que 
se han presentado en el ámbito costarricense 
por parte de las élites en los últimos años. Esta 
práctica, que según Robles Rivera alude a “las 
disputas por ejercer acciones directas sobre los 
medios para suprimir o diseminar la informa-
ción” (Robles, 2020, p.206), se puede ejercer 
mediante distintos mecanismos como el uso de 
la fuerza, la violencia, la influencia de los anun-
ciantes o la compra de medios de comunicación 
(Robles-Rivera, 2020; 2021).  Para el caso de 
esta contextualización, es de interés particular la 
última, relacionada con la propiedad.

Un primer caso ocurrió en 2019, cuando 
surgió Diario La Carta, cuyo dueño era Francis-
co Prendas, presidente de la agrupación política 
Nueva República, excandidato a la vicepresi-
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dencia por esa misma divisa en las elecciones de 
2018 y hermano del diputado conservador Jo-
nathan Prendas (Alfaro, 2019a; Madrigal, 2019; 
Martínez, 2019).  Este sitio web fue motivo de 
polémica en medios porque publicó una noti-
cia falsa sobre el Impuesto al Valor Agregado 
en la coyuntura donde se debatía el plan fiscal 
(Alfaro, 2019b; Sequeira y Chinchilla, 2019). 
También evidenció un interés de un sector polí-
tico-partidario por tener más influencia en con-
tenidos informativos de carácter digital. 

Un segundo caso ocurrió también en 
2019, con el lanzamiento del sitio web El Ob-
servador.  Este portal informativo surgió gracias 
al capital semilla de un grupo de empresarios 
costarricenses ligados a sectores como la indus-
tria, el comercio y los servicios, interesados en 
tener una participación más activa en el merca-
do de la información (Castillo, 2019).  A la fe-
cha, no se cuenta con información pública sobre 
sus dueños y es, al igual que el ejemplo anterior, 
una muestra de cómo la posibilidad de incidir 
en la definición de la agenda mediática despier-
ta interés en las élites. 

Como se observa, el ecosistema mediático 
pareciera ser estático en términos legales pero 
cambiante en cuanto a propiedad y movimien-
tos empresariales.  De alguna manera, es un 
escenario dual, donde conviven dos realidades: 
una jurídica, donde pareciera que nada cambia, 
y donde se mantiene el status quo de un mar-
co regulatorio omiso y desactualizado; y otra 
empresarial, comercial y privada, con intensos 
movimientos de capital convergente y transna-
cional que no son motivo de interés estatal ni de 
ningún tipo de regulación. 

1.4 Caracterización de los principales 
grupos económicos de la comunicación 
de Costa Rica para el año 2021

En este escenario, altamente desregulado, 
es donde operan los principales grupos econó-
micos de la comunicación que procedemos a 

caracterizar.  Para el desarrollo de este punto, 
se toman como referencia los datos de Jiménez 
(2017), Fournier et al. (2018), Jiménez y Voo-
rend (2019) y Garro et al. (2020).  Los mismos 
se actualizan con información de fuentes perio-
dísticas y de los sitios web oficiales de cada actor. 

La carencia de información pública sobre 
las inversiones de los distintos grupos repre-
sentó un reto para la elaboración de esta sec-
ción.  Como lo han señalado Mastrini y Bece-
rra (2017, p. 19-20), la ausencia de legislación y 
obligaciones legales para que los medios brin-
den información accesible sobre sus propieta-
rios e inversiones constituye una de las princi-
pales dificultades para estudiar la concentración 
y los grupos económicos que dominan la comu-
nicación regional y continental.

A pesar de este obstáculo, se logró reali-
zar un análisis de los siete grupos de la comu-
nicación que son clave dentro del ecosistema 
costarricense: Grupo Repretel, Grupo Nación, 
Televisora de Costa Rica, Grupo Multimedios, 
Enlace-TBN, la Conferencia Episcopal y Gru-
po Extra ( Jiménez, 2017).  Para cada uno de 
ellos, se diseñó una matriz para visibilizar las in-
versiones en el área de la comunicación que tie-
nen, así como otros negocios que administran.  
Esta información permite hacer un acercamien-
to integral al tema de la concentración. 

De los siete grupos mencionados, tres tie-
nen capital transnacional, tres capital nacional y 
la mitad son empresas cuyos recursos iniciales 
no provienen de la comunicación.  De los siete 
actores, en seis fue posible ubicar a los inversio-
nistas principales o dueños, teniendo prevalen-
cia los grupos familiares, tanto de Costa Rica 
como de otros países (Tabla 1.1).   

La diversificación hacia otras áreas de in-
versión y la convergencia en los negocios está 
siendo asumida de manera más contundente 
por tres de los siete actores: Repretel, Teletica 
y Grupo Nación.  El resto está optando por la 
especialización en los medios tradicionales.  Si 
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se realiza el análisis por grupo de manera dife-
renciada es posible obtener más información.  A 
continuación, se realiza este ejercicio. 

1.4.1 Grupo Repretel

Grupo Repretel es un grupo de medios 
de capital transnacional con inversiones en TV 
abierta, TV por suscripción, radio, salas de cine, 
restaurantes y empresas de comercio electrónico 
(ver Tabla 1.2).  Sus orígenes se ubican en 1994, 
cuando la empresa Representaciones Televisivas 
Sociedad Anónima comenzó a operar el canal 9 
de la TV abierta (Rockwell y Janus, 2003).  A 
partir de ese momento, ha ido creciendo hasta 
consolidarse en uno de los principales actores 
de la comunicación en Costa Rica. 

La casa matriz de Repretel es el Grupo 
Albavisión, un conglomerado transnacional 
presente en el 70% de Latinoamérica que admi-

Tabla 1.2 Inversiones del Grupo Repretel, según área de inversión, 
tipo de negocio y marcas asociadas 

Área de inversión Tipo de negocio Marcas asociadas

Medios de comunicación TV abierta (señales TDT) Tienen 5 títulos habilitantes para TDT 
desde donde transmiten 4 señales (Canal 2, 
Canal 4, Canal 6 y Canal 11) propias y re-
transmiten 7 señales radiofónicas de Central 
de Radios

TV suscripción FUTV (en alianza con Teletica)

Radio A través de Central de Radios, opera las 
señales de Monumental (93.5 FM), Zeta 
FM (95.1 FM), Best FM (103.5 FM), Exa 
(102.7 FM), La Mejor (99.1 FM), Momen-
tos Reloj (94.3 FM), Radio Managua (670 
AM), Cristal (980 AM), Disney (101.1 
FM) y Pacífico (730 AM).

Gastronomía Restaurantes Nova Restaurante & Sports Bar

Entretenimiento Salas de Cine Nova Cinemas

Comercio Empresa de promociones Titicupon

Fuente: Elaboración propia a partir de revisión de sitios web, Fournier et al. (2018), Jiménez, (2017) y títulos habilitantes            
para Televisión Digital Terrestre. 

nistra 50 canales de televisión, 68 radioemiso-
ras, un periódico, 101 salas de cine, 57 portales 
web y 63 canales de Youtube (Albavisión, 2021). 
Su dueño es Ángel Remigio González, conoci-
do en al ámbito periodístico y académico como 
“El Fantasma”, empresario que ha sido objeto 
de críticas por la forma en que maneja sus ne-
gocios, por su relación con las élites políticas 
Centroamericanas y por las sospechas e inves-
tigaciones de vínculos con actividades ilícitas 
(Romero, 2014; Lucas, 2012; Melendez, 2015).

Participación en TV 
En 1995, adquirió la señal del canal 6 

y un año después la del canal 11 (La Nación, 
2000). En el 2000, compró el Canal 4 a Tele-
visión Azteca, empresa mexicana del Grupo 
Salinas que explotaba dicha señal desde 1998 
(La Nación, 1998; Rockwell y Janus, 2003, p. 
118-220; Gómez, 2004, p. 82).  Cuando se hizo 
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cargo de esta última frecuencia, la empresa se 
deshizo del canal 9 (Rojas y Valverde, 2014, p. 
65-66).  Finalmente, en 2010 adquirió el canal 
2 con el objetivo de retransmitir - con cámaras 
e imagen - varios de los programas radiofónicos 
de su subsidiaria (La Nación, 2011a). 

Previo al encendido digital de la TV, estos 
4 canales de TV estaban ligados aproximada-
mente a unas 10 frecuencias del espectro ra-
dioeléctrico adjudicadas a concesionarios que, 
de una u otra forma, era parte de este grupo 
económico3 ( Jiménez, 2017; Fournier et al. 
2018).  Si se toma como base estas 10 concesio-
nes significa que - para ese momento - el Grupo 
tenía el 14,71% de las frecuencias de TV. 

Al momento de escribir este capítulo, Re-
pretel mantenía cinco títulos habilitantes para 
TDT, pero emite una señal solo en cuatro.  En 
estos cuatro, emite las señales de los canales 2 
(Canal 2.1 y Canal 11.2), 4 (4.1. y 6.2), 6 (Canal 
6.1) y 11 (Canal 11.1).  Adicionalmente, utiliza 
el canal 2 para retransmitir las señales de Ra-

3 La cantidad exacta de frecuencias del espectro 
radioeléctrico ligadas a este grupo económico ha 
variado dependiendo de la investigación, el enfoque 
y el momento en que se realiza.  En 2009, un informe 
del Programa de la Sociedad de la Información y el 
Conocimiento le adjudicaba 8 frecuencias (PROSIC, 
2009).  Posteriormente, Jiménez (2017) le consignó 15 
concesiones, mientras que en la investigación de Fournier 
et. al (2018) se le adjudicaron 13 frecuencias.  En otras 
notas periodísticas de Pomareda (2016), Soto (2017) y 
OBSERVACOM (2018) sobre la temática a esta empresa 
se le consignaron 10 frecuencias.  Para efectos de este 
trabajo se utilizará el número 10 como un aproximado.  
Este número lo utiliza Soto (2017) para un artículo 
periodístico y surge de un análisis de los concesionarios 
consignados en el oficio 04821-SUTEL-CS-2017 del 12 
de junio de 2017, emitido por la Superintendencia de 
Telecomunicaciones tras la sentencia N° 2018-002459 
del 16 de febrero del 2018, interpuesta por el sitio 
informativo CRHoy ante la Sala Constitucional en contra 
de la SUTEL (Soto, 2018). Esta disparidad en datos de 
las frecuencias, dependiendo del enfoque, el año y la 
investigación, revela la dificultad de obtener información 
clara en este tema, aún cuando se supone que es un 
asunto de carácter e interés público.

dio Monumental, Exa, Radio Disney, La Mejor, 
Z-FM, Best FM y Momentos Reloj. 

En cuanto a la televisión por suscripción, 
Repretel tuvo una primera incursión infructuo-
sa en noviembre de 2015, cuando lanzó al mer-
cado costarricense, nicaragüense y guatemalteco 
el servicio satelital Qualy TV, que se dejó de co-
mercializar un año después, en agosto de 2016 
(Pautasio, 2014; Larroca, 2014; Cordero, 2014; 
Castro, 2016; Madrigal, 2016). 

En febrero de 2020 comenzó a operar 
FUTV, un canal especializado en fútbol, que 
transmite, en exclusiva, los partidos de la ma-
yoría de los equipos de la Primera División del 
fútbol costarricense (Araya, 2020; Castro, 2020; 
Cordero, 2020; Rocca, 2020). 

Tanto Repretel como FUTV han nega-
do una alianza entre Repretel y Teletica para la 
operación de dicha señal (Quirós, 2019; Mon-
tero, 2020), pero en medios periodísticos tras-
cendió que estos dos últimos grupos acordaron 
sublicenciar los derechos de transmisión de sus 
equipos a esta nueva empresa, cuya sociedad fue 
controlada en sus inicios “por altos colaborado-
res de Teletica” (Brenes, 2019; Solano, 2020). 
Además, la primera transmisión estuvo a cargo 
de presentadores de ambas televisoras, los cuales 
siguen siendo actores relevantes un año después 
de su lanzamiento (Quirós, 2020; Nuñez, 2021). 

A estos antecedentes se suma un posi-
cionamiento de la COPROCOM, en donde 
se señala que, en apariencia, hay hechos que 
permiten presumir una alianza entre rivales, así 
como un “acuerdo horizontal” entre Teletica y 
Grupo Repretel que podría implicar una even-
tual práctica monopolística (Cordero, 2020a, 
2020b; Fallas y Cordero, 2020).  Por eso, en esta 
investigación se consigna como parte de ambos 
grupos mediáticos. 

Participación en radio
Repretel llegó a las ondas radiofónicas en 

julio de 2006, cuando Central de Radios - una 
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empresa subsidiaria del grupo - puso en funcio-
namiento Radio Disney (Nación, 2006a; Zuñi-
ga, 2016, p. 25).  En septiembre de ese año, el 
proceso de concentración horizontal continuó 
con la compra del Grupo Monumental-Reloj, 
que para ese entonces administraba aproxima-
damente 10 señales en AM y FM (Nación, 
2006b; Pomareda, 2016).  Al momento de es-
cribir este capítulo, la subsidiaria es propietaria 
de 11 radioemisoras (Tabla 1.2). 

Participación en otras inversiones

Además de la radio y la TV, Repretel 
también participa en el ámbito del cine, la gas-
tronomía y el comercio electrónico.  En 2009, 
puso en funcionamiento sus primeras salas de 
cine bajo la marca Novacinemas (González, 
2009).  Actualmente, esta empresa administra 
tres complejos de proyección cinematográfica 
en Curridabat, Escazú y Alajuela, además de 
un restaurante que opera bajo la misma marca 

(Nova Cinemas, 2021).  En 2013, se dio a cono-
cer que la corporación buscaba internacionali-
zar esta inversión con la apertura de varias salas 
de cine en Panamá (El Financiero, 2013); sin 
embargo, pareciera no mantenerse activa.  De 
igual forma, respalda Titicupón, una empresa de 
comercio electrónico surgida en 2012 que ofre-
ce promociones comerciales (Titicupón, 2021). 

1.4.2 Grupo Nación 

Esta empresa de capital costarricense sur-
ge formalmente como grupo a inicios del siglo 
XXI, pero sus raíces están en 1946 cuando co-
mienza a circular el periódico La Nación ( Jimé-
nez, 2017).  Este rotativo -que en 2021 cumplió 
75 años- es la marca insignia de este conglo-
merado, consolidado en la actualidad como 
uno de los actores mediáticos más importan-
tes, tanto en lo político como en lo económico 
(Robles y Voorend, 2012; Mora y García, 2007; 
Sánchez, 2004). 

Tabla 1.3 Inversiones del Grupo Grupo Nación, según área de inversión,
 tipo de negocio y marcas asociadas 

Área de inversión Tipo de negocio Marcas asociadas

Medios de comunicación Prensa escrita La Nación (diario), La Teja (diario), El 
Financiero (semanario) 

Revistas Perfil, Sabores

Sitios web elempleo.com
sabores.com 

Mercadeo, Impresión y 
Publicidad

Brand Voice (dedicado a publireportajes) 
Fussio (aceleradora de empresas)  
Printea (impresión digital)  

Entretenimiento Centro de eventos y 
actividades

Yuplón 

Bienes Raíces Desarrollo de proyectos 
inmobiliarios

No hay marca asociada, pero hay participa-
ción en la sociedad Tres - ciento uno - sete-
cientos noventa y tres mil setecientos treinta 
y tres, S.A,  

Fuente: Elaboración propia propia a partir de revisión de sitios web, Fournier et al. (2018), Jiménez, (2017) e informes del 
Grupo Nación. 
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Este grupo está asociado a la familia Ji-
ménez, principales accionistas de la empresa 
(Salazar, 2019).  Además, este clan empresarial 
mantiene inversiones en bienes raíces, produc-
ción de azúcar, producción de bebidas, comi-
da rápida, eventos, finanzas, banca, entre otros 
(Robles Rivera y Voorend, 2011; Rivera y otros, 
2016).  Se le considera un grupo familiar clave 
dentro de las élites económicas del país, por su 
rol central desde inicios del siglo XX en activi-
dades políticas y económicas ( Jiménez y Sáenz, 
2012; Rojas, 2014; Leandro, 2013; Córdoba, 
2016; Marchena 2020). 

Los integrantes de la familia han ocupa-
do posiciones clave dentro del Grupo Nación a 
lo largo de las últimas siete décadas (Marche-
na, 2020).  En 2017, Pedro Abreu Jiménez, un 
miembro de la tercera generación de la familia, 
asumió la Dirección Ejecutiva del Grupo, cargo 
que heredó de su tío Manuel Francisco Jiménez 
Echeverría (La Nación, 2017; Martínez, 2017). 
La Presidencia de la Junta Directiva, por su 
parte, está en manos de Carlos González Jimé-
nez, también miembro de este grupo sanguíneo 
(Barquero, 2020). 

La transformación del Grupo en los últi-
mos 30 años ha sido intensa.  En la década final 
del siglo XX inició un proceso de expansión ho-
rizontal que generó el lanzamiento de El Finan-
ciero, la compra del periódico Al Día y la salida 
al mercado de varias revistas.  En los primeros 
10 años del presente siglo, la expansión se pro-
fundizó con el Grupo Latino de Radiodifusión, 
una subsidiaria que conformó con Grupo Cara-
col de Colombia y Grupo PRISA de España, y 
que operó varias radioemisoras (El País, 2000).  
Además, en ese período la empresa comenzó su 
diversificación en otras áreas de negocio distin-
tas a la comunicación ( Jiménez, 2017). 

En 2011, puso en marcha un proceso de 
transformación para afrontar los retos genera-
dos por los cambios en los hábitos de consumo 
del sector de la comunicación (Grupo Nación, 
2011; Ramírez, 2018).  Esta etapa implicó el 

cierre de la emisora ADN, de los periódicos 
¡Vuelta en U!, Al Día y Ahora, y las revistas Soho y 
Su Casa (Grupo Nación, 2012, 2013, 2014). Co-
menzó, entonces, un proceso de crecimiento en 
las áreas de entretenimiento, comercio electró-
nico y bienes raíces donde, actualmente, se con-
centran la mayoría de sus negocios (Tabla 1.3). 

Hace 5 años, el Grupo tenía inversiones 
en aproximadamente 25 empresas de áreas tan 
diversas como la gastronomía, la comercializa-
ción de útiles escolares o el desarrollo de pro-
ductos tecnológicos ( Jiménez, 2017).  También, 
había ingresado al negocio del entretenimiento 
con la compra del Parque Viva, un complejo 
para actividades masivas y conciertos.  Sin em-
bargo, entre 2017 y 2021, se han fusionado o ce-
rrado varios de estos negocios o se han vendido 
otros que ya no se consideraban rentables, como 
el Grupo Latino de Radiodifusión, que ahora 
pertenece al Grupo Multimedios (Mora, 2018; 
Fallas, 2018). 

Esta reducción se ha reflejado en la canti-
dad de personas que emplea la compañía, la cual 
también ha disminuido sustancialmente (Figu-
ra 1.2).  Según datos de sus informes de soste-
nibilidad financiera y los prospectos del grupo 
y sus subsidiarias facilitados a sus accionistas, 
hace una década, la empresa tenía contratadas 
aproximadamente a 1600 personas, mientras 
que para 2020 cerró con 336 funcionarios.  Es 
decir, en los últimos 10 años ha prescindido 
aproximadamente del 80% del personal. 

Participación en prensa escrita
El periódico La Nación, fundado en 1946, 

es el principal producto informativo del Grupo 
y uno de los medios de referencia en el entorno 
comunicativo costarricense.  Además de ser un 
medio de comunicación, también actúa como 
un actor político y social que busca articular, 
pública y mediáticamente, los discursos e inte-
reses de las élites con el fin de promover valo-
res y agendas económicas ligadas al modelo de 
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Fuente: Elaboración propia a partir de los informes de Sostenibilidad Financiera del Grupo Nación
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Figura 1.2 Personas trabajadoras del Grupo Nación, según período y cantidad

desarrollo neoliberal (Sandoval, 2007; Ramírez, 
2018; Rockwell y Janus, 2003). 

En lo económico, La Nación se mantiene 
actualmente por medio de la venta de publici-
dad, la circulación de sus ejemplares físicos y a 
través de un sistema de pago por contenido en 
su versión digital (Grupo Nación, 2020).  Cuen-
ta con una aplicación para dispositivos móviles 
y tiene una serie de productos audiovisuales li-
gados al periódico, como podcasts o entrevistas 
en video. 

Por su parte, La Teja -que tuvo su pri-
mera edición en 2006- tiene como público 
meta los sectores populares de renta media o 
baja.  Además de dar cobertura a distintos te-
mas, complementa su área periodística con un 
agresivo sistema de promociones diarias y para 
efemérides nacionales. 

Estos dos productos se han visto afecta-
dos debido a los vertiginosos cambios del mer-

cado publicitario y al aumento del consumo 
mediante otras plataformas.  En el último lus-
tro, han perdido lectores en su versión en papel 
de manera sostenida (Figura 1.3).  En el caso de 
La Nación, pasaron de los 518.000 lectores en 
septiembre de 2015 a 360.000 en el mismo mes 
de 2019.  La Teja, por su parte, ha tenido una 
caída aún más vertiginosa, perdiendo aproxima-
damente 366.000 lectores en su edición física. 

La empresa también cuenta con el sema-
nario El Financiero, cuya primera edición salió 
a la venta en 1996.  Originalmente, pertenecía 
a la subsidiaria denominada Prensa Económica. 
Sin embargo, en octubre de 2019, el conglome-
rado decidió fusionarla con la sociedad Grupo 
Nación GN S.A., prevaleciendo esta última 
(Grupo Nación, 2020). 

Este producto se dedica a temas de polí-
tica económica y asuntos financieros, y cuenta 
con 61.000 lectores mensuales, según el estudio 
de Ipsos Media Tracker de diciembre de 2020 
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(Grupo Nación, 2021).  Este mismo estudio, en 
sus ediciones de 2017, 2018 y 2019, señala que 
el medio contaba aproximadamente con 90.000 
lectores, por lo que también ha sufrido una dis-
minución en sus lectores de versión física (Gru-
po Nación, 2018, 2019, 2020). 

La disminución en el consumo de los 
productos en sus versiones físicas no ha sido 
compensada por sus versiones digitales.  Un es-
tudio del Centro de Investigaciones y Estudios 
Políticos (CIEP) de la UCR señaló que las per-
sonas se informan con más frecuencia mediante 
la plataforma WhatsApp, en comparación con 
otros medios tradicionales presentes en plata-
formas digitales.  Pero, además, entre esos me-
dios tradicionales La Nación ocupaba un cuarto 
lugar, por detrás de Telenoticias, Noticias Repretel 
y CRHoy, mientras que El Financiero se ubicaba 
en una sétima posición (CIEP, 2019).

En el mismo sentido, según la informa-
ción de Alexa, una empresa subsidiaria de Ama-

zon que proporciona datos sobre visitación en 
sitios web, La Nación es el tercer sitio de noticias 
más visitado en Costa Rica por detrás de CR-
Hoy y Teletica, y el 18° en la clasificación general 
del país según consultas hechas en noviembre 
de 2021.  Es decir, la preeminencia que tenía 
en el pasado su edición en papel, en términos 
de distribución y alcance como producto infor-
mativo, ha mermado si se compara en el espacio 
digital con otros medios noticiosos. 

En cuanto a las revistas, edita de mane-
ra periódica dos: Sabores y Perfil.  La primera 
surgió en 2003 y es de carácter gastronómico. 
En algún momento, estuvo asociada a un pro-
grama de televisión que se transmitía a través 
de Teletica y a una escuela de cocina, pero la 
producción salió del aire y el centro culinario 
fue vendido como parte de la estrategia de en-
focarse en los negocios considerados rentables 
(Ugalde, 2019).  Perfil, por su parte, es el buque 
insignia en lo relativo a revistas.  Tiene más de 

Fuente: Datos de Kantar Ibope media, consignados en informes de Grupo Nación.
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37 años de ser una publicación mensual, dispo-
nible por medio de suscripción con un públi-
co conformado mayoritariamente por mujeres 
(Grupo Nación, 2021). 

El peso en el mercado publicitario costa-
rricense de estas publicaciones también ha dis-
minuido.  Han pasado de representar en con-
junto casi una cuarta parte de lo que se invierte 
en pauta en medios físicos a representar única-
mente un 5% del total (Figura 1.4). 

Participación en el área del entretenimiento
El entretenimiento se ha convertido en 

pieza fundamental dentro del engranaje del 
Grupo Nación.  De eso da cuenta el Parque 
Viva, una inversión a largo plazo que, durante 
el 2020, sufrió una reducción del 60% de sus 
ganancias en comparación con el 2019 debido a 
las restricciones establecidas por la pandemia de 
COVID-19 (Grupo Nación, 2021, p. 42).  En 
esta área, también se encuentra La Boletería, 

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de Kantar Ibope Media, consignados en informes de Grupo Nación.
*Estos datos incluyen a La Nación, El Financiero, La Teja, Per�l y Sabores, y no consideran publicidad digital.
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Figura 1.4 Participación en el mercado publicitario de productos periodísticos del Grupo Nación

empresa dedicada a la venta de entradas para 
eventos y conciertos. 

Participación en bienes raíces
La empresa comenzó el arrendamiento 

de diferentes propiedades disponibles tras la re-
estructuración de sus negocios (Grupo Nación, 
2021, p. 49).  Además, según el informe anual 
a sus accionistas, tiene una clara intención de 
monetizar las instalaciones de Llorente de Ti-
bás y el complejo Parque Viva.  En el caso del 
lugar donde se encuentran las oficinas centra-
les, planea desarrollar un proyecto inmobiliario 
de 90.000 metros cuadrados de área alquilable, 
tanto de oficinas como de comercios para in-
cursionar en los servicios de nearshoring (Grupo 
Nación, 2021). 

En el mismo sentido, planea impulsar en 
los terrenos aledaños al Parque Viva el proyecto 
Ciudad Viva, un desarrollo inmobiliario de 85 
hectáreas que incluye oficinas, comercio, hotel, 
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viviendas y servicios de salud (Grupo Nación, 
2021, p. 7). 

Participación en otras áreas y empresas
Adicionalmente a los productos en pren-

sa y a los proyectos inmobiliarios, mantiene 
otras inversiones.  En julio de 2015, puso en 
funcionamiento Brand Voice, marca encargada 
de gestionar publireportajes y contenidos pa-
trocinados en las plataformas del conglomera-
do (Grupo Nación, 2021).  Además, también 
cuenta con una aceleradora de empresas (Fus-
sio), servicios de impresión digital (Printea), una 
bolsa de empleo (elempleo.com), servicios de co-
mercio electrónico (Yuplón) y comercio en ge-
neral (Quantik Web).  Es decir, hay seis empre-
sas adicionales en las cuales tiene participación 
(Grupo Nación, 2021). 

1.4.3 Teletica (Televisora de Costa Rica)

En 1960, la señal del Canal 7 de la TV 
abierta comenzó a operar en Costa Rica gracias 
a una alianza entre René Picado Esquivel, Car-
los Manuel Reyes y la American Broadcasting 
Company (ABC, por sus siglas en inglés).  Esta 
señal fue la primera inversión de un grupo eco-
nómico que, actualmente, mantiene participa-
ción en la TV abierta, en la TV por suscripción, 
en radioemisoras, plataformas de streaming y 
una empresa que brinda televisión por cable, 
servicios de telecomunicaciones y telefonía, 
además de una poderosa marca deportiva de al-
cance nacional (ver Tabla 1.4). 

Los dueños de esta empresa son los inte-
grantes de la familia Picado Cozza.  La empre-
saria Olga Cozza, costarricense de ascendencia 

Tabla 1.4 Inversiones de Teletica, según área de inversión,
 tipo de negocio y marcas asociadas 

Área de inversión Tipo de negocio Marcas asociadas

Medios de comunicación TV abierta (señales TDT) Mantiene 2 títulos habilitantes para TDT 
desde donde transmite 3 señales: Teletica 
Canal 7, Teletica Radio HD y Xpert TV

TV suscripción FUTV (en alianza con Repretel)
TD Más 
TD Más 2  

Radio Teletica Radio (101.5FM) 

Streaming TD Más CR
CableticaPlay   

Cableoperador Cabletica (20% del capital accionario) 

Servicios de 
Telecomunicaciones

Internet

Telefonía (Troncalizada, IP,)

Telecomunicaciones (Datos, 
punto a punto, tecnología 
MPLS, entre otros)

Deportes Empresa de futbol y 
productos asociados

Saprissa: Estadio, escuelas de fútbol, equipo 
(a través de Horizonte Morado)

Fuente: Elaboración propia, a partir de títulos habilitantes para TDT, sitios web y Jiménez (2017). 
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italiana, es quien ostenta actualmente el lideraz-
go de Teletica junto con su hijo René Picado, 
presidente ejecutivo del grupo, y su hija Paula 
Picado, que ocupa la Vicepresidencia y la Direc-
ción de Teletica Formatos, el departamento en-
cargado de las grandes producciones del canal 
(Andino, 2020; Lobo, 2008; Brenes, 2014; Bre-
nes 2013; Córdoba, Ocampo y Salazar, 2004).

Participación en TV abierta 
El canal 7 es la señal emblemática de la 

empresa.  Surgió en 1962, y concentra buena 
parte de la audiencia que consume televisión 
abierta, así como un alto porcentaje del mercado 
publicitario nacional (Rodriguez, 2020).  Este 
canal, además, es altamente consumido en otras 
plataformas.  Su sitio web es el 16° más visitado 
del país y su noticiario, Telenoticias, es de los que 
más se consumen mediante otras plataformas 
como internet o redes sociales (Alexa, 2021; 
CIEP, 2019).  Mantiene 2 títulos habilitantes 
para TDT, desde donde transmite las señales de 
Teletica Canal 7 (Canal 7.1), la señal de Teleti-
ca Radio con cámaras (canal 7.2) y la señal de 
XperTV (Canal 10.1). 

A partir de 2013, la empresa comenzó a 
incursionar en la producción de canales de TV 
por suscripción.  En junio de ese año, lanzó al 
mercado TD+, señal con contenido netamente 
deportivo.  El crecimiento del negocio permi-
tió que, en 2017, se pusiera en funcionamiento 
TD+2, una señal con programación deportiva 
que se complementa con programas, show y 
documentales sobre distintas temáticas de pro-
ducción nacional (Herrera, 2017).  Finalmente, 
en 2020 - en conjunto con Repretel - lanzan 
FUTV, en el que se transmiten los partidos de 
los principales equipos de fútbol de la primera 
división costarricense (Castro, 2020; Cordero, 
2020a, 2020b). 

Participación en radio
En abril de 2017, puso en funcionamien-

to Teletica Radio (Sánchez, 2017).  Esta emisora 

-que se transmite en la frecuencia 95.1 FM- fue 
la primera incursión del grupo en un negocio 
mediático distinto al de la televisión.  Su salida 
al mercado pudo ocurrir porque, posiblemen-
te, la empresa logró cerrar un acuerdo con la 
Fundación Ciudadelas de la Libertad, adjudi-
cataria formal de esta frecuencia del espectro 
radioeléctrico ( Jiménez 2017).  Hasta 2020, la 
radioemisora era una unidad de negocio dentro 
de Televisora de Costa Rica, y contaba con su 
propia dirección.  Sin embargo, debido a la crisis 
económica provocada por la pandemia de CO-
VID-19 la misma fue fusionada con la unidad 
de negocio teletica.com, a cargo del periodista 
Rodolfo González (Soto, 2020).

Participación en negocios convergentes
En la última década del siglo XX, el 

grupo puso en funcionamiento Cabletica, una 
empresa que inició como una cableoperadora 
pero que, actualmente, es un negocio que ofrece 
múltiples servicios convergentes en el área de 
la comunicación y las telecomunicaciones para 
hogares y empresas.  A través de esta marca, y 
según su sitio web, se ofrece televisión digital, 
telefonía, internet y alquiler y administración de 
infraestructuras de tecnologías de la informa-
ción, además de paquetes de datos (Cabletica, 
2021).  También ofrece servicios de instalación 
de redes a proyectos inmobiliarios y hoteleros 
(Cabletica, 2021). 

Mediante esta marca ha puesto en funcio-
namiento la plataforma de streaming Cabletica 
Play, la cual es accesible mediante computado-
ras o dispositivos móviles, y en la que se trans-
miten películas, series, canales de televisión por 
suscripción y eventos deportivos (Cabletica, 
2021).  No se encontraron incursiones previas 
de una televisora local en este tipo de platafor-
ma de distribución de contenidos, por lo que es 
factible señalar que es la primera experiencia 
de este tipo en el escenario mediático nacional.  
Además, muestra la apuesta por la convergen-
cia entre servicios audiovisuales y servicios de 
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telecomunicaciones por parte de Televisora de 
Costa Rica. 

En 2018, la familia Picado vendió el 80% 
de las acciones de Cabletica a Liberty Latin 
America, multinacional que forma parte de 
Liberty Global, una compañía de telecomu-
nicaciones de capital inglés, estadounidense y 
holandés (Cordero, 2018).  En esta transacción 
Cabletica fue valorada en $250 millones (Cor-
dero, 2018).  Recientemente, Liberty completó 
la compra de Telefónica en Costa Rica -que ope-
ra bajo la marca comercial Movistar- por $538 
millones, y comunicó que tenía intenciones de 
combinar este negocio con Cabletica (Campos, 
2020; Castro, 2021).  Previamente, Teletica ha-
bía tenido presencia en el área de la telefonía 
móvil mediante la marca Tuyo Móvil, un ope-
rador virtual que dejó de funcionar en 2018 
(Lara, 2018). 

Estos importantes movimientos empre-
sariales evidencian la apuesta de Teletica y sus 
socios comerciales por la convergencia entre la 
comunicación y las telecomunicaciones.  Ade-
más, son otro ejemplo de la tendencia a la trans-
nacionalización que se presenta en el ecosistema 
costarricense, y que pareciera consolidarse con 
este tipo de alianzas y fusiones empresariales. 

Otro negocio que apuesta por la conver-
gencia es TD Más.  Este canal desarrolló en 
2018 una plataforma de streaming similar a la 
de Cabletica Play para transmitir contenidos de 
sus dos señales y del canal FUTV, así como pro-
ducciones originales, pensadas exclusivamente 
para la plataforma (Herrera, 2018; Prensario, 
2021).  En el mismo sentido, ha desarrollado 
una serie de podcasts sobre temas de interés ge-
neral, deportes, moda o humor (Teletica, 2020). 
En cierta medida, esta marca está buscando de-
jar ser de un canal de televisión por cable para 
convertirse en una generadora de contenidos 
audiovisuales multiplataforma, en la misma lí-
nea de convergencia que parece vislumbrarse en 
el caso de Cabletica.  

La administración de esta señal también 
se encuentra vinculada a la familia Picado, pues 
según informaciones de prensa es Rene Pica-
do Riba -hijo de René Picado y nieto de Olga 
Cozza- quien funge como su director ejecuti-
vo (Vallejos, 2021).  Este rol de liderazgo de 
un miembro de la tercera generación del clan 
familiar en los negocios convergentes evidencia 
un interés por formar nuevos cuadros que sepan 
desenvolverse en el nuevo entorno empresarial. 
De igual forma, visibiliza que existe posibilida-
des de sucesión dentro del propio grupo fami-
liar, en caso de que se busque una renovación en 
la cabeza del grupo multimedia. 

Participación en otras áreas y empresas 
Desde 2011, el presidente de Televisora 

de Costa Rica participa en la sociedad Hori-
zonte Morado, que maneja el 68% del capital 
accionario de Saprissa (Williams, 2011; La Na-
ción, 2011b).  Esta marca deportiva emblemáti-
ca en Costa Rica administra equipos de fútbol, 
escuelas deportivas, un estadio con una capaci-
dad de 30 mil localidades, así como una funda-
ción a través de la cual promueven acciones de 
responsabilidad social empresarial (La Nación, 
2012; Saprissa, 2021). 

1.4.4 Grupo Multimedios 

Lo que hoy se conoce como el Grupo 
Multimedios, fue originalmente una estación de 
radio que comenzó a transmitir en México du-
rante 1930 (Arteaga, 2014).  Actualmente, es un 
grupo empresarial con presencia en ese país, en 
Estados Unidos y en Costa Rica (Multimedios, 
2020).  Mantiene inversiones en la TV abierta, 
TV por suscripción, radio, editoriales, prensa 
escrita, publicidad exterior, sitios web, partidos 
de fútbol y empresas de distinta índole.

Según el proyecto Media Ownership 
Monitor (MOM), de Reporteros Sin Fronteras 
y el Centro Nacional de Comunicación Social 
de México, los propietarios de este grupo son 
la familia González, un clan empresarial con 
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negocios en distintas áreas de la cual se tiene 
información escasa (Arteaga, 2014; Reporteros 
sin fronteras, 2021).

En el caso de Costa Rica, este actor ya 
contaba con presencia en el sector de los me-
dios y la publicidad, pues es dueña de la empre-
sa de vallas publicitarias Pol desde 1998 (Arias, 
2016).  Posteriormente, ingresó a la televisión 
abierta y más recientemente a la radio, mediante 
la compra de las emisoras del Grupo Latino de 
Radiodifusión, la sociedad conjunta que fundó 
el Grupo PRISA de España y el Grupo Nación 
(Tabla 1.5). 

Participación en TV abierta

Multimedios comenzó a transmitir en la 
TV abierta de Costa Rica en 2017 a través de 
los canales 44 y 66, concesionados a la Funda-
ción Internacional de las Américas según cons-
ta en los contratos de concesión de uso de fre-
cuencia radioeléctrica No. 044-2006-CNR No. 
043-2006-CNR (Herrera, 2017; Fallas, 2018). 
Sin embargo, un acuerdo entre dicha instan-
cia y el Grupo hizo posible el nacimiento de 
esta televisora. 

Mantiene 2 títulos habilitantes para TDT, 
desde donde emite las señales de Multimedios 
(Canal 8.1) y Milenio TV (8.2), una cadena tele-

Tabla 1.5 Inversiones de Grupo Multimedios, según área de inversión,
 tipo de negocio y marcas asociadas 

Área de inversión Tipo de negocio Marcas asociadas

Medios de comunicación Radio Grupo Latino de Radiodifusión: Bésame, 
Q’Teja y Los 40 Principales

TV abierta (señales TDT) Mantiene 2 títulos habilitantes para TDT 
desde donde transmite 2 señales: Multime-
dios y Milenio TV 

Publicidad Publicidad Exterior Pol S.A. 

Fuente: Elaboración propia propia a partir de revisión de sitios web, Fournier et. al. (2018), Jiménez, (2017) e informes del 
Grupo Nación. 

visiva de noticias mexicanas cuya programación 
se repite íntegra en el territorio nacional. 

Participación en radio

En 2018, la empresa adquirió el Grupo 
Latino de Radiodifusión tras un acuerdo con el 
Grupo Nación.  Este trato incluyó el licencia-
miento por cinco años para las marcas Q’ Teja, 
propiedad de Grupo Nación, y Los 40 Princi-
pales del Grupo Prisa (Fallas, 2018; La Nación, 
2018; Mora, 2018; Arrieta, 2018).  No se ha en-
contrado información que permita verificar que 
el Grupo Prisa, conglomerado español que tenía 
el 50% del capital accionario ya no forma parte 
de la alianza.  

1.4.5 Grupo Extra

Este grupo económico de la comunica-
ción de capital nacional inicia operaciones en 
1979 con la fundación del periódico Diario 
Extra, periódico sensacionalista que brinda alta 
preeminencia a los sucesos y a las informaciones 
relacionadas con la nota roja como crímenes o 
asesinatos utilizando un lenguaje de corte po-
pular (Cordero, 2002).  Actualmente, además de 
editar este producto mantiene una radio y una 
concesión de TDT a través de la cual multipro-
grama varias señales (Tabla 1.6). 
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Tabla 1.6 Inversiones de Grupo Extra, según área de inversión,
 tipo de negocio y marcas asociadas 

Área de inversión Tipo de negocio Marcas asociadas

Medios de comunicación Radio Radio América (870 AM) 

TV abierta (señales TDT) Mantiene 1 título habilitante para TDT 
desde donde transmite 3 señales: Extra TV, 
Radio América HD y TVSUR (señal a la 
que le alquila un canal virtual o programa-
ción no relacionada con el grupo) 

Prensa Diario Extra

Fuente: Elaboración propia a partir de sitios web y Jiménez (2017).

Grupo Extra es propiedad de la familia 
Gómez.  Fue fundado y liderado por el perio-
dista William Gómez Vargas durante más de 
35 años.  En 2014 fallece y el liderazgo pasa 
a su hija Iary Gómez Quesada, quien osten-
ta el cargo de Gerente General (Vargas, 2012; 
Bonilla, 2019).  

Participación en prensa

Actualmente, solo edita Diario Extra. 
Durante 2020, decidió cerrar definitivamente 
las operaciones de La Prensa Libre, periódico 
con 125 años de antigüedad que, tras la elimi-
nación de su edición física en 2015, se mantenía 
únicamente en digital (Cerdas, 2020).  Esta de-
cisión se debió a la imposibilidad de sostenerlo 
económicamente debido a la crisis económica 
generada por la pandemia de COVID-19 (Cer-
das, 2020; Gómez, 2020). 

Participación en TV abierta 

En 1992, la Sociedad Periodística Extra 
Ltda. logra la concesión para el canal 42 de la 
TV abierta (Ramirez, 2021).  Actualmente, 
mantiene 1 título habilitante para TDT, des-
de donde transmite las señales de Extra TV 
42 (Canal 42.1) y Radio América con cámaras 
(Canal 42.2). 

Adicionalmente, el canal 42.3 se utiliza, 
desde julio de 2021, para transmitir TV Sur (Co-
losal, 2021).  Esta televisora local, originaria de 
Pérez Zeledón, transmitía analógicamente en el 
Canal 14.  No se encontró información relativa 
al posible acuerdo que facilitó la transmisión de 
esta señal local en abierto a nivel nacional. 

Participación en radio 
Extra posee la frecuencia 870AM desde 

1996.  Desde abril 2021, la emisora renovó su 
imagen y su equipo de locutores, y comenzó a 
transmitir radio con cámaras utilizando la señal 
42.2 del Grupo Extra en TDT (Taboada, 2021). 

1.4.6 Enlace 

Enlace es la empresa adjudicataria de va-
rias señales del espectro radioeléctrico de Costa 
Rica y operador de varias señales de TDT (Ta-
bla 1.7).  Emite desde hace 27 años contenidos 
religiosos de orden evangélico ( Jiménez, 2020).  
La compañía fue fundada por el pastor Jonás 
González Rodríguez, un estadounidense de as-
cendencia mexicana, que obtuvo una frecuencia 
en 1986 (Mundo Cristiano, 2021). 

Actualmente, el liderazgo lo ostenta la fa-
milia de Jonás González Ortiz, hijo de Gonzá-
lez Rodríguez.  No hay información pública que 
permita saber el grado de control que los Gon-
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Tabla 1.7 Inversiones de Enlace, según área de inversión,
 tipo de negocio y marcas asociadas 

Área de inversión Tipo de negocio Marcas asociadas

Medios de comunicación TV abierta (señales TDT) Mantiene 3 títulos habilitantes para TDT. 
Sin embargo, solo utiliza 1 desde donde 
transmite 4 señales: Enlace, Enlace +, Enla-
ce Juvenil y Enlace Costa Rica 

Fuente: Elaboración propia a partir de sitios web, Jiménez (2017) y títulos habilitantes para TDT.

zález tienen sobre el grupo económico.  Sin em-
bargo, medios de prensa consignan a este núcleo 
como los dueños de la compañía y como recep-
tores de las donaciones que se realizan por me-
dio del canal (La Nación, 2005; Salazar, Agüero 
y Chinchilla, 2018).  Además, sus integrantes 
son rostros asiduos dentro de la televisora: Jua-
nita Cercone, esposa de Jonás González Ortíz, 
así como Rebecca González Cercone, la hija de 
ambos, son presentadoras en varios programas 
televisivos (Enlace Plus, 2021). 

En la década de 1990, Enlace se asoció 
con TBN (Trinity Broadcasting Network), un 
conglomerado mundial de comunicación cris-
tiana (Nuevo Enlace, 2021).  Esta acción le per-
mitió iniciar un proceso de expansión interna-
cional en todo el continente e ingresar su señal 
a la televisión satelital, con lo que se ha podido 
expandir a los cinco continentes.  Según su sitio 
web, la empresa tiene oficinas en 20 países y co-
bertura en cerca de 60 (Enlace, 2021).  

Enlace ha ido aumentando su incidencia 
y sus nexos en la política nacional hasta con-
vertirse en el brazo mediático de las opciones 
políticas evangélicas de base neopentecostal, las 
cuales han ido creciendo dentro del escenario 
político costarricense (Belgrave, 2019; Zuñiga, 
2018; Pérez Guadalupe, 2018).  Esto se visibili-
za en los ligámenes de distinto tipo que mantie-
ne el canal con asesores legislativos de las fuer-
zas parlamentarias religiosas, invitados asiduos 
a programas de sus señales.  Otras figuras polí-
ticas evangélicas de Costa Rica como Fabricio 

Alvarado, Francisco Prendas, Carlos Avendaño 
o Ivone Acuña también eran invitados al canal o 
inclusive tenían programas dentro de su parrilla 
(Salazar, Aguero y Chinchilla, 2018).  Es más, 
los padres de Acuña -actual Diputada elegida 
por un partido con estas características y ex-
candidata a la Vicepresidencia de la República-  
tienen sociedades en común con los González; y 
su madre, María Teresa Cabrera, participa en el 
mismo programa de televisión que Juanita Cer-
cone (Salazar, Agüero y Chinchilla, 2018). 

Participación en TV abierta
Mantiene tres títulos habilitantes para 

TDT, sin embargo, solo utiliza uno de estos 
canales, desde el cual multiprograma 4 señales 
relacionadas con la marca Enlace: Enlacetv (Ca-
nal 23.1), Enlace + (Canal 23.2), Enlace Juvenil 
(Canal 23.3) y Enlace CR (Canal 23.4), todas 
con programación religiosa de corte evangélico.  

Varias de estas señales se transmiten in-
ternacionalmente, por ejemplo en 1996, Enla-
ce comienza a transmitir por el satélite mexi-
cano Solidaridad 2, lo que permitió extender 
su cobertura a todo el continente americano 
(Enlace, 2021). 

1.4.7 Conferencia Episcopal de Costa Rica 

Es el órgano de máxima jerarquía de la 
Iglesia Católica de Costa Rica.  Esta instancia 
religiosa, tiene incidencia de manera directa o 
indirecta en TV, radio y prensa (Tabla 1.8).  Su 
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Tabla 1.8 Medios ligados a la Iglesia Católica, de manera directa o indirecta 

Área de inversión Tipo de negocio Marcas asociadas

Medios de comunicación TV abierta (señales TDT) Mantiene 1 título habilitante para TDT 
desde donde transmite la señal de Telefides 
y otra señal no perteneciente a la Iglesia 

TV por internet San José TV

Radio Radio Fides (93.1 FM) 
Radio Sinaí (103.9 FM)
Radio María (100.7 FM) 
Santa Clara (550AM)
María (610AM)
Metropoli (1020AM)
Fides (1040AM)
Chorotega (1100AM)
Nueva Diócesis Limón (1140AM) 
Emaús (1260AM)
Sinaí (1400AM)

Prensa Eco Católico

Fuente: Elaboración propia a partir de sitios web de la Conferencia Episcopal y Jiménez (2017) .

participación está coordinada o articulada por 
la Red Nacional de Medios Católicos, en la que 
convergen señales concesionadas a distintas dió-
cesis del país, medios gestionados directamente 
por la Iglesia o actores privados con los que ar-
ticulan en términos discursivos y de producción. 

Participación en radio 
La participación de la iglesia católica cos-

tarricense en la radio es posible rastrearla hasta 
la segunda mitad del siglo XX.  Fue en 1952 
cuando se produjo la primera transmisión for-
mal de una señal de corte religioso en Costa 
Rica con la puesta en marcha de Radio Fides, 
en los 1040AM, la actual emisora oficial de la 
Arquidiócesis de San José ( Jiménez, 2020).

Desde entonces, las emisoras y televiso-
ras católicas han ocupado un lugar relevante en 
el escenario mediático nacional.  Para 2020, un 
39% de los medios de comunicación religiosos 
que funcionaban en el país mediante el espectro 
radioeléctrico tenían un enfoque o ligamen con 

la iglesia católica, apostólica y romana ( Jimé-
nez, 2020).  Actualmente, tiene relación directa 
o indirecta en 11 radioemisoras de AM y FM 
(Tabla 1.8).

Participación en prensa
La Iglesia Católica administra, además, el 

el Semanario Eco Católico, fundado en 1883 por 
Monseñor Bernardo Augusto Thiel, segundo 
obispo de San José de Costa Rica.  Es un medio 
confesional que transmite la posición oficial de 
los obispos, por lo que su línea editorial es con-
servadora en temas sociales, culturales o identi-
tarios (Eco Católico, 2021). 

Participación en TV abierta 
La principal participación de la Iglesia 

Católica en televisión ocurre a través de Telefi-
des, fundada en 1986 mediante la razón social, 
La Productora Centroamericana de Televisión 
S.A., una sociedad anónima sin fines de lucro 
(Telefides, 2021). 
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Actualmente, tiene 1 título habilitante 
para TDT en el Canal 40, desde donde multi-
programa la señal de Telefides (Canal 40.1) y la 
señal de Tele Uno (Canal 40.2), una televisora de 
carácter comercial. Adicionalmente, participa 
en San José TV una iniciativa de comunicación 
por internet que produce contenido religioso. 

1.5 Acercamiento a la concentración me-
diática en tiempos de convergencia y TDT

La caracterización de los principales gru-
pos mediáticos hecha previamente permite in-
terpretar de manera integral una serie de datos 
que se presentan a continuación.  Además, en 
esta sección, se muestra un análisis sobre los ni-
veles de concentración y convergencia presentes 
en el escenario mediático nacional.  Este aná-
lisis evidencia una preocupante tendencia a la 
concentración de la propiedad y las audiencias 
en la TV por suscripción, la TV abierta, la ra-
dio y la prensa escrita, así como una consolida-
ción de los procesos de transnacionalización de 
la comunicación.  

La imposibilidad material de obtener in-
formación relacionada con los negocios e inver-
siones de los grupos mediáticos, la ausencia de 
regulación clara en materia de radiodifusión, así 
como la inexistencia de datos públicos y linea-
mientos institucionales en lo relacionado con 
la concentración obligan a realizar un acerca-
miento que combina metodologías, fuentes y 
datos de muy diversa índole.  Como lo señalan 
Mastrini y Becerra (2017, p. 19-20), este es el 
único camino posible en Latinoamérica, región 
donde se hace difícil obtener información sobre 
esta temática. 

En esta sección se utiliza como base la in-
formación presentada en Jiménez (2017), Four-
nier et al. (2018), Jiménez y Voorend (2019) 
y Garro et al. (2020).  Para su ampliación y 
actualización, se recurre a informes estadísti-
cos del sector de telecomunicaciones emitidos 
por la SUTEL, a información pública sobre el 

proceso de transición a la TDT emitida por el 
MICITT y a los títulos habilitantes para TDT 
publicados por el Estado.  También se recurre a 
notas periodísticas, estudios de audiencias y a la 
información obtenida mediante una entrevista 
realizada a dos expertos. 

Adicionalmente, para el acercamiento a 
la concentración de la TV abierta se realizó un 
ejercicio de síntesis y precisión a partir de dis-
tintas fuentes.  Primero, se realizó un monitoreo 
empírico durante los meses de octubre y no-
viembre de 2021.  En este ejercicio, se consignó, 
entre otros datos, el nombre de la señal radio-
fónica o televisiva, la frecuencia del espectro ra-
dioeléctrico asociada y el grupo económico de 
la comunicación correspondiente.  Esta infor-
mación se comparó con una base de datos reco-
pilada bajo un sistema similar por el académico 
Sebastián Fournier, representante del Consejo 
Nacional de Rectores ante la Comisión Mixta 
de Televisión Digital (CONARE), y a un ejer-
cicio de monitoreo realizado por instaladores de 
antenas de TDT al cual se tuvo acceso.

1.5.1 TV por suscripción

Para estimar la concentración en el mer-
cado de la TV por suscripción, la SUTEL aplica 
el Índice Herfindahl-Hirschman (HHI) a par-
tir del peso económico de los actores.  El úl-
timo ejercicio hecho por el regulador en 2020 
dio como resultado un valor de 1725 puntos 
(SUTEL, 2020).  Por estar por debajo de los 
3000 puntos, pero por encima de los 1500, esta 
instancia técnica califica este mercado como 
“moderadamente concentrado”.  Si bien esto ya 
debería ser una advertencia lo suficientemente 
clara de que este escenario está presentando una 
tendencia a la concentración, datos adicionales 
permiten ampliar el análisis desde una perspec-
tiva de derechos comunicativos. 

Un primer punto adicional es que el esce-
nario de la TV por suscripción en Costa Rica se 
encuentra altamente transnacionalizado (Tabla 
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1.9).  De los cuatro principales cableoperadores, 
tres forman parte de conglomerados transnacio-
nales de vocación regional o global que ingresa-
ron al país desde la década de 1990, mediante la 
compra de empresas de capital nacional o alian-
zas de distinta índole. 

Por ejemplo, en 1982 inició operaciones 
Cable Color, la primera empresa de TV por 
cable de Costa Rica (Revista Summa, 2015).  
Dicha compañía fue comprada en 1997 por 
Amzak, de capital canadiense y estadouniden-
se, quien lanzó la marca Amnet.  En 2008, esta 
marca es vendida a la multinacional sueca Mi-
llicom International Cellular, quien en 2012 la 
sustituye por la marca Tigo (Canales, 2008; La 
Nación, 2012). 

Otro aspecto que se debe considerar es 
que estas compañías no ofrecen únicamente 
servicios de TV por suscripción.  La apertura de 
las telecomunicaciones profundizó los procesos 
de convergencia e incentivó que estas empresas 
incursionaran en negocios relacionados con la 
telefonía, la ciberseguridad y el internet (Tabla 
1.9).  Inclusive, también han incursionado en la 
producción de contenidos de carácter deporti-

Tabla 1.9 Caracterización de principales empresas de televisión por suscripción 

Cablera Casa Matriz Sede 
principal

Capital Otros servicios

Cabletica Liberty 
(Teletica posee 
el 20% de las 
acciones)

Inglaterra, 
EEUU y Paí-
ses Bajos

Transnacional Internet
Telefonía (IP, troncalizada) 
Datos 

Tigo Millicom 
International 
Cellular S.A

Luxemburgo Transnacional Telefonía (Fija), Internet, 
Empresariales (ciberseguridad, 
cloud y data center, SD Wan)

Claro América Móvil México Transnacional Telefonía (Móvil), Internet

Telecable No aplica Costa Rica Nacional Internet, Telefonía, Servicios 
empresariales (ciberseguridad, data 
center, cloud, SD Wan, etc)

Fuente: Elaboración propia, a partir de sitios webs de empresas. 

vo.  En 2018, Tigo lanzó el canal por suscrip-
ción Tigo Sport, competidor directo de FUTV 
y TDMás, marcas ligadas a Teletica, Repretel y 
Cabletica (Valverde, 2020). 

Por su parte,Cabletica es quien tiene la 
mayor cantidad de abonados en este ámbito 
(Figuro 1.5).  De los más de 866 mil servicios 
registrados por la SUTEL (2020), el 27,1% per-
tenece a esta empresa.  El segundo y tercer lugar 
son de Tigo (21,8%) y Claro (13,6%), mientras 
que el cuarto lugar es de Telecable (12,4%), se-
guido de cerca por el estatal Instituto Costarri-
cense de Electricidad (11,6%), quien compite a 
través de su marca Kolbi.  

El acercamiento se puede detallar más si 
se divide la información por el tipo de tecnolo-
gía en los servicios (Tabla 1.10).  De la totalidad 
de abonados, el 66% corresponde a TV por ca-
ble, el 26% a TV por satélite y el restante 11% a 
servicios IP y multipunto.  En aquellos servicios 
que utilizan cable coaxial entre las empresas Ca-
bletica, Tigo y Telecable acaparan el 87,4% del 
total de suscripciones de esta tecnología.  Es de-
cir, dos de las tres empresas que tienen la mayo-
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Figura 1.5 Servicios de TV por suscripción para 2020, según empresa

Tabla 1.10 Servicios en TV por suscripción para 2020, según empresa y tecnología 

Tipo de tecnología TV por cable Satélite IP y Multiseñal

% con respecto a total 
de suscripciones

63% 26% 11%

Cabletica* 42,23% 0,00% 3,68%

Tigo 25,46% 22,00% 0,00%

Claro 0,00% 52,35% 0,00%

Telecable 19,67% 0,00% 0,00%

ICE 2,42% 0,00% 92,71%

COOPELESCA 2,66% 0,00% 0,00%

COOPESANTOS 2,59% 0,00% 0,00%

Movistar TV* 0,00% 2,86% 0,00%

Sky 0,00% 22,79% 0,00%

Otros 4,98% 0,00% 3,61%

Total 100,00% 100,00% 100,00%

Fuente: Elaboración propia, a partir de datos de SUTEL (2020).  * Cabletica contempla de manera separada a Movistar porque 
aún no se concreta la compra del segundo por parte del primero a noviembre de 2021.

Fuente: Elaboración propia, a partir de datos de la SUTEL (2020). 
* Cabletica y Movistar se contemplan de manera separada porque aún no habían anunciado su fusión.

Cabletica
Tigo
Claro
Telecable
ICE
Otros

27,1%

21,8%
13,6%

12,4%

11,6%

13,5%
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ría de los servicios a nivel general son los princi-
pales jugadores en la tecnología predominante.

La empresa Claro no participa en la te-
levisión por cable, pero sí lo hace en la satelital 
donde acapara el 52% de este tipo de servicios. 
En conjunto con Tigo y Sky suman el 97,14% 
de los abonados de esta tecnología.  En este es-
cenario es donde está presente Movistar, marca 
recientemente comprada por Cabletica que le 
permitirá ofrecer al público telefonía móvil y 
televisión satelital.

Otro aspecto que revela una tendencia a 
la concentración es la cantidad de actores en el 
mercado, el cual ha ido disminuyendo con el 
paso de los años.  Según cifras de la SUTEL en 
algún momento hubo 34 empresas ofreciendo 
este tipo de servicio.  En 2019 la cifra era de 
28.  En 2020, disminuyó para ubicarse en 26 
empresas (SUTEL, 2020).  Esta cifra disminui-
rá aún más con el reciente movimiento Cable-
tica-Movistar, que todavía no se contempla en 
estos datos.

Precisamente, el movimiento de integra-
ción horizontal/conglomeral hecho por Ca-
bletica con la compra de Movistar debe ser de 
atención, pues le permitirá estar presente en la 
TV satelital y en la telefonía móvil.  Además, 
puede que fortalezca su posición como actor 
dominante del mercado, y le brinde a Teletica 
-quien posee el 20% de su capital accionario-  
alguna fortaleza relativa en los otros medios 
como la TV abierta o la radio donde participa. 

Si se considera la reducción de las ca-
bleoperadoras, el predominio de cuatro actores 
a nivel general del mercado y la concentración 
de los servicios en las principales tecnologías, es 
factible señalar que el escenario de la TV por 
suscripción presenta una tendencia a la con-
centración, que podría fortalecerse cuando se 
contemple el impacto que tendrá la unión de 
Movistar y Cabletica. 

Esto puede generar afectaciones concre-
tas a la libertad de expresión, en tanto el marco 

jurídico de Costa Rica no contempla las llama-
das must carry rules o “deber de portar y deber 
de ofrecer” en ninguna de sus variantes.  Estas 
reglas consisten, según Rueda de León y Mot-
ta (2014), en establecer una obligatoriedad de 
doble vía en la que los canales de TV abierta, 
no comerciales o de carácter público deben po-
ner a disposición de las cableras sus señales para 
que sean difundidas gratuitamente dentro de su 
grilla de programación (Must offer o deber de 
ofrecer); al mismo tiempo, las cableras tienen la 
obligación de incluir dichas señales en su oferta 
de servicios, sin discriminación o exclusión de 
ningún tipo (Must carry o deber de portar). 

Los beneficios de estas reglas han sido se-
ñalados por instancias que defienden la libertad 
de expresión.  Las relatorías para la libertad de 
expresión de la OEA y la ONU han afirmado 
que las must carry rules facilitan el ingreso de 
nuevos actores al sistema mediático y promue-
ven la diversidad en medio de procesos de di-
gitalización (CIDH, 2014; ONU, 2013).  La 
UNESCO también ha señalado los beneficios 
de este tipo de normas (UNESCO, 2008) y el 
Parlamento Europeo ha establecido obligacio-
nes en este sentido con el fin de asegurar la di-
versidad y la difusión de señales de carácter pú-
blico, mediante las directivas 2007/65/CR del 
11 de diciembre de 2007 y 2002/22/CR del 7 
de marzo de 2002. 

A pesar de sus ventajas, en Costa Rica no 
existen estas reglas, por lo que la concentración 
de suscripciones otorga, de facto, un poder de 
acceso a las cableoperadoras.  Una empresa de 
TV por suscripción puede decidir -por política 
empresarial, decisión ideológica o cualquier otra 
razón- no colocar dentro de su grilla de progra-
mación un canal local o una señal de carácter 
no comercial, afectando con ello el derecho a la 
información de la ciudadanía. 

El académico Sebastián Fournier seña-
la que ya se han dado casos de este tipo.  En 
una entrevista señaló que, en el cantón de Pérez 
Zeledón, Cabletica se ha negado históricamen-
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te a incluir dentro de su grilla de programación 
dos canales locales de la zona por considerarlos 
competencia de una señal regional administrada 
por ellos.  Según sus declaraciones, situaciones 
similares existen “en cada región de Costa Rica” 
(Fournier, 2021).  El también representante de 
CONARE ante la Comisión Mixta de TV Di-
gital advierte que esto convierte a las cableras en 
“puertas de acceso” para la difusión de contenidos 
y les brinda un poder de veto sobre “qué voces se 
escuchan y qué voces no se escuchan” en una zona, 
afectando con ello la diversidad y el pluralismo 
(Fournier, 2021).

Otra consecuencia también tiene relación 
con el acceso a contenidos, pero desde otra pers-
pectiva.  Por ejemplo, una empresa podría tras-
ladar de la TV abierta a la TV por suscripción 
algún evento específico de interés público o na-
cional, impidiendo eventualmente que un 30% 
de la población aproximadamente tenga acceso 
a dicho contenido. 

En Costa Rica, también han ocurrido de-
bates en este sentido.  El surgimiento de FUTV 
generó reacciones políticas de distinta índole, y 
llevó al Diputado José María Villalta, del Par-
tido Frente Amplio, a presentar un proyecto de 
ley con el fin de prohibir que eventos declarados 
de interés público se excluyan de la radiodifu-
sión abierta y gratuita (Quirós, 2021).  Si bien 
el expediente parlamentario no habla concreta-
mente de los partidos de fútbol, la motivación 
de la iniciativa está relacionada con esta señal, 
surgida de una alianza hecha por las dos princi-
pales empresas televisivas del país.

1.5.2 TV abierta (Televisión Digital Terrestre 
o TDT) 

El acercamiento a la concentración se 
complejiza si consideramos lo que ocurre en 
TV abierta.  En este caso, el análisis se realiza 
considerando que Costa Rica se encuentra en la 
etapa final de su proceso de transición a la te-
levisión digital terrestre (TDT) tras 12 años de 

implementación.  Por eso, los datos presentados 
en este apartado constituyen una primera foto-
grafía de hechos jurídicamente consolidados a 
noviembre de 2021, más que un estado final de 
la situación.  La evaluación global y final de los 
resultados de la digitalización y sus afectacio-
nes a la libertad de expresión se podrá realizar 
cuando el uso de esta tecnología se encuentre 
implementada por completo.

La documentación emitida por el 
MICITT señala que se lograron resolver afir-
mativamente 27 solicitudes de adecuación de 
títulos habilitantes para transmitir en TDT, he-
chas por adjudicatarios (Viceministerio de Te-
lecomunicaciones, 2021, p. 9-11).  Esto significa 
que el 75% de las 36 frecuencias del espectro 
radioeléctrico disponibles para emitir en digi-
tal se han concesionado, mientras que las nueve 
frecuencias restantes se encuentran libres y en 
poder del Estado.  De este último grupo, cuatro 
se deberán dedicar a la reserva de 24 MHz esta-
blecida por el Poder Ejecutivo para fines comu-
nitarios y sociales, por lo que se podrán subastar 
cinco concesiones adicionales al sector privado.

De las 27 frecuencias para TDT otorga-
das hasta el momento, 19 son de empresas pri-
vadas de carácter comercial, seis pertenecen a al-
guna instancia de carácter religioso y solamente 
dos son de propiedad pública o estatal (Figura 
1.6).  Esta distribución es prácticamente igual 
a la que se constató en el informe anterior del 
PROLEDI, cuando no había ocurrido el encen-
dido digital (Fournier et al., 2018, p. 148).  Es 
decir, el escenario televisivo, tanto en analógico 
como en digital, es fundamentalmente privado 
y de carácter comercial, con una participación 
relevante de la televisión con contenido religio-
so, poca presencia pública y una ausencia total 
de la propiedad comunitaria o social. 

Esta distribución, así como la ausencia de 
diversidad de propietarios es una carencia que 
genera un escenario concentrado en un tipo es-
pecífico de propiedad.  Además, aleja al país de 
recomendaciones emitidas por los mecanismos 
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Fuente: Elaboración propia a partir de análisis de títulos habilitantes para TDT. 

Comercial
Público
Religioso70,4%

7,4%

22,2%

Figura 1.6 Títulos habilitantes para TDT otorgados por el MICITT, según tipo de concesionario

internacionales para la promoción de la libertad 
de expresión, que han señalado que la diversi-
dad debería ser un criterio obligatorio en el pro-
ceso de digitalización digital y que “se deberían 
adoptar, según sea necesario medidas especiales 
para evitar (...) una concentración mayor o in-
debida de la propiedad o el control de los me-
dios” (CIDH, 2013). 

Este escenario de preeminencia de un 
tipo de propiedad por encima de otros, no su-
frirá grandes transformaciones.  Esto es así por-
que, una vez otorgadas las cinco frecuencias que 
son posibles de subastar en el sector privado, las 
empresas de carácter comercial tendrán en su 
poder el 88% del escenario televisivo de Costa 
Rica.  Esta proyección hipotética no cambiará, 
independientemente de si las cuatro frecuencias 
que reunirán los 24 MHz de reserva se entregan 
para fines culturales, o pasan a formar parte de 
las televisoras de propiedad pública. 

El análisis de los concesionarios de fre-
cuencias para TDT bajo la perspectiva de gru-
pos económicos tampoco invita al optimismo. 
El Grupo Repretel obtuvo cinco de las 27 ade-
cuaciones de títulos habilitantes para transmi-
tir en esta tecnología, lo que significa que tiene 
por el momento en su poder el 18% de estos 
permisos (Tabla 1.11).  Esta cantidad es sufi-
ciente para mantener la condición que tenía an-
tes del encendido digital, de ser la empresa con 
más frecuencias del espectro dedicado a la TV 
(Fournier, et al., 2018).  En cierta medida fue 
el actor -público o privado- más beneficiado de 
esta transición. 

De la misma manera, Enlace se mantuvo 
como la segunda empresa con más concesiones. 
De los nueve contratos de concesión para TV 
analógica registrados por Fournier et al. (2018), 
ahora cuenta con tres títulos para TDT.  En una 
tercera posición se encuentran Teletica, Tele-
plus y Multimedios con dos licencias cada una, 
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Tabla 1.11 Porcentaje de títulos habilitantes para TDT, según grupo económico

Grupo Económico Concesionarios asociados al grupo 
económico

Títulos habilitantes para TDT

Cantidad % sobre el total

Grupo Repretel Corporación Costarricense de Televisión 
S.A., Telesistema Nacional S.A., Televi-
sora Sur y Norte S.A., Teleamerica S.A.

5 18,52%

Enlace TV Asociación Cristiana Canal Veintitrés, 
Televisión y Audio S.A., Red Televisión 
y Audio

3 11,11%

Teletica Génesis Televisión S.A., Televisora de 
Costa Rica S.A.

2 7,41%

Teleplus T.V. Diecinueve UHF S.A., Radio Costa 
Rica Novecientos Treinta AM S.A.

2 7,41%

Multimedios Fundación Internacional de las Américas 2 7,41%

VM Latino Bivisión de Costa Rica S.A. 1 3,7%

Visión América Asociación Cultural Cristo Visión S.A. 1 3,7%

UCR UCR 1 3,7%

SINART SINART S.A. 1 3,7%

Iglesia Católica La productora Centroamérica S.A. 1 3,7%

Grupo Extra Sociedad Periodística Extra LTDA 1 3,7%

Coopelesca TV Norte Canal Catorce S.A. 1 3,7%

Coccio Carranza Canal Color S.A. 1 3,7%

Canales 36 Trivisión de Costa Rica S.A. 1 3,7%

Canal 50 Canal Cincuenta de Televisión S.A. 1 3,7%

Canal 27 Televisora Canal Veintisiete M.M. S.A. 1 3,7%

CelestroN Celestron S.A. 1 3,7%

Tagama Grupo Tagama S.A. 1 3,7%

Total 27 100%

Fuente: Elaboración propia, a partir de títulos habilitantes. 
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lo que representa un 7,4% del espectro adjudi-
cado.  El resto de los actores solamente tienen 
una frecuencia. 

En este análisis es importante tener en 
cuenta dos aspectos.  Primero, el hecho de que 
una frecuencia esté concesionada no quiere de-
cir, necesariamente, que esté en uso.  De hecho, 
de las 27 frecuencias que cuentan con un título 
habilitante, solamente 21 se encuentran emi-
tiendo una señal de TV al momento de escribir 
este capítulo (Tabla 1.12). 

Si en el mediano plazo no se utilizan estas 
frecuencias, eventualmente se aplicaría el artí-
culo 7 de la Ley de Radio del 19 de junio de 
1954 (Ley N° 5768), que establece un lapso de 
seis meses, prorrogables a otros seis, para po-
ner en operación la señal concesionada y com-
probar que ha hecho inversiones considerables 
en la misma que justifiquen dicha extensión. 
Si no se realizan estos pasos o se incumple con 
el uso después de este período, el título debe-
ría, en teoría, extinguirse por un uso ineficiente 
del espectro. 

Segundo, se debe también considerar que 
una frecuencia que esté en uso tiene la posi-
bilidad de multiprogramar.  La digitalización 
permite aumentar la eficiencia en el uso y la 
explotación del espectro.  Por tanto, es factible 
emitir una señal en una calidad igual o mayor 
a la analógica utilizando menos espacio de la 
frecuencia otorgada.  Esto hace posible que, en 
el mismo espacio donde antes únicamente se 
transmitía una señal o programación de televi-

Tabla 1.12 Uso de canales físicos concesionados. Noviembre, 2021 

Uso Nº

Tienen programaciones 21

Sin programaciones 6

Total de canales concesionados 27

Fuente: Elaboración propia. 

sión, ahora se puedan transmitir varias.  Técni-
camente, esto se conoce como multiprograma-
ción o multiplexación.

La información recopilada revela que, en 
16 de los 21 canales adjudicados y que se en-
cuentran en uso, hay multiprogramación.  Es 
decir, en ellos se transmiten de manera simul-
tánea varias señales de TV o programaciones. 
En total, en estos 15 canales se contabilizan 40 
programaciones.  En los otros seis canales solo 
hay una programación, por lo que si se realiza la 
sumatoria de ambos podemos afirmar que, para 
noviembre de 2021, Costa Rica cuenta con 46 
programaciones o señales activas, abiertas y gra-
tuitas de TDT (Tabla 1.13).

Una mirada rápida al uso de las progra-
maciones en TDT evidencia que, con sus debi-
das excepciones, no es una parrilla que incen-
tive necesariamente el pluralismo mediático. 
En la mayoría de ellas, los grupos económicos 
retransmiten sus propias señales o la señal con 
cámara de sus radioemisoras (Tabla 1.13).  Es 
decir, la digitalización no ha sido de utilidad - 
por el momento - para incentivar una democra-
tización real de los medios de comunicación en 
Costa Rica.

 Por ejemplo, Grupo Repretel retransmite 
en el 6.2 la señal del Canal 4, a pesar de que 
la misma ya se ubica en el canal 4.1.  Por su 
parte, Enlace aprovechó la multiprogramación 
para ubicar tres marcas de su propiedad en un 
mismo canal y, además, para generar una marca 
adicional llamada Enlace CR en el espacio del 
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Tabla 1.13 Canales virtuales y físicos de grupos mediáticos, 
con programaciones asociadas para el mes de noviembre de 2021 

Grupo 
económico

Canal 
Virtual

Programación 
1

Programación 
2

Programación 
3

Programación 
4

Canal 
Físico

Canal 27 1 Canal1 Canal 1.2 Tica Visión 
Radio

27

Repretel 2 CRC Canal 2 Audio de radioemisoras de Central de Radios 29

Repretel 3 - Sin Uso - 17

Repretel 4 Canal 4 HD 26

Multimedios 5 Milenio TV 47

Repretel 6 Canal 6 HD Canal 4 HD 22

Teletica 7 Teletica HD Teletica Radio 
HD

18

Multimedios 8 Multimedios 44

Celestron 9 Canal 9 39

Teletica 10 XperTV HD 30

Repretel 11 Canal 11 HD Canal 2 HD 34

VM Latino 12 VM Latino Soy Plancha VM Latino 
Vintage

24

SINART 13 Sinart 1 HD Sinart 2 SD CR Radio 
Nacional

20

Coopelesca 14 TVN-1 TVN-2 14

UCR 15 UCR-1 UCR-2 15

Teleplus 19 Señal de RTVE 19

Enlace TV 23 Enlace Enlace + Enlace Juvenil Enlace CR 32

Visión América 31 Life TV Visión América SMO Positivo 
Channel

Positivo 
Channel

31

Enlace TV 35 -Sin Uso - 35

Coll 36 - Sin Uso - 36

Coccio Carranza 38 Canal 38 HD Canal 38.2 38

Iglesia Católica 40 Telefides Tele UNO 40

Extra TV 42 Extra TV HD Radio América TVSur PZ 42

Enlace TV 43 - Sin Uso - 43

Teleplus 49 TV+ Urbano TV TV+ 2 49

Canal 50 50 Bethel TV1 
HD

Bethel TV2 
HD

50

Tagama 52 - Sin Uso - 48

Fuente: Elaboración propia a partir de monitoreo, Fournier (2021) y consulta a material elaborado por instaladores de antenas 
de TDT. 
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cuarto subcanal.  De esa forma, utilizó la TDT 
y el múltiplex para crear un nuevo canal evangé-
lico en la TV abierta del país. 

Ahora bien, es posible ubicar excepciones 
y experiencias positivas desde el punto de vis-
ta de la democratización, en el uso de la mul-
tiprogramación y en la digitalización de la TV 
como tal.  Gracias a esta tecnología TV Sur y 
TV Norte -televisoras regionales de amplia tra-
dición en sus zonas- pueden sintonizarse a nivel 
nacional.  También es gracias a este proceso que 
Ticavisión -una señal dedicada a la comunidad 
nicaragüense residente en Costa Rica- puede 
transmitir sus programas para que sean vistos 
de manera gratuita en el país. 

Esta información sobre TDT se debe pro-
blematizar con datos sobre las audiencias.  En 
ese sentido, es posible señalar que Teletica es el 
canal en abierto más visto según el estudio Me-
dia Tracker de la empresa IPSOS (Figura 1.7).

Figura 1.7 Promedio de audiencias 2020 y 2021 en TV abierta 

Fuente: Elaboración propia a partir del Media Tracker de la empresa IPSOS. 
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Por la forma de recolección de los datos 
en estos resultados no es posible calcular la con-
centración de audiencias por grupo económico. 
No obstante, la información es suficiente para 
afirmar que Teletica Canal 7 y Repretel Canal 6 
como las dos señales más vistas en el país.  Estas 
dos empresas tienen cifras de audiencia que su-
peran, por mucho, a Multimedios Canal 8, el ter-
cer actor privado presente en esta disputa, quien 
se debe conformar - según estos datos - a luchar 
con el Canal 11 de la subsidiaria de Albavisión. 

Estas cinco señales televisivas son las que 
acaparan la mayoría del mercado.  De las 37 
programaciones restantes no se consignan datos 
en este estudio particular, por lo que es factible 
plantear que no son competencia para Teletica, 
Repretel y Multimedios. 

Como se observa, la promesa de diversifi-
cación y aumento del pluralismo producto de la 
TDT aún no se concreta.  Queda pendiente la 
definición del mecanismo para adjudicar los 24 
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MHz reservados para fines sociales y culturales, 
así como la concesión de nuevas frecuencias al 
sector privado, por lo que algunos de estos as-
pectos, eventualmente, podrían cambiar.

El viceministro de Telecomunicaciones, 
Teodoro Willink, afirmó en una entrevista para 
esta investigación que la adjudicación de los 
24 MHz debe darse bajo un sistema diferen-
ciado, que no emule el mecanismo de subasta 
que se lleva a cabo para adjudicar concesiones 
a televisoras comerciales (Willink, 2021).  En 
el mismo sentido opina el activista y académi-
co Sebastián Fournier, quien inclusive brinda 
ideas de posibles formas de adjudicar estos nue-
vos títulos habilitantes.  En entrevista para este 
capítulo, Fournier señaló la posibilidad de que 
las universidades públicas puedan ser adjudi-
catarias con el fin explícito y regulado de que 
multiprogramen para iniciativas de comunica-
ción no comercial. Es decir, que actúen como 
una especie de actor neutro estatal proporcio-
nando la infraestructura a actores de comuni-
cación que no cuentan con la capacidad econó-
mica para invertir en un transmisor, pero sí son 
capaces de producir contenido (Fournier, 2021).  
De igual forma, otra idea que brinda es que se 
creen asociaciones conformadas por varios acto-
res no comerciales con el objetivo de aumentar 
la capacidad económica y hacerles frente a las 
inversiones que conlleva administrar un canal 
de TDT. 

Finalmente, el tema de la multiprogra-
mación merece atención.  Tanto Willink (2021) 

como Fournier (2021) confirmaron que no exis-
te ningún tipo de regulación en ese tema. Es 
decir, un concesionario puede establecer la rela-
ción contractual que desee con otro actor priva-
do para que el segundo utilice una fracción del 
espectro radioeléctrico que tiene concesionado.  
Esto significa que, legalmente, es factible para 
un concesionario lucrar con un bien demanial 
del Estado.  Ambos señalaron que esta situación 
no debería estar ocurriendo, y que es necesario 
que la Asamblea Legislativa emita alguna nor-
ma en torno a este aspecto. 

Todo esto impide visualizar, de momen-
to, una tendencia positiva.  Hay una concen-
tración de frecuencias en el sector privado de 
carácter comercial, la multiprogramación - que 
se encuentra completamente desregulada- no se 
utilizó para incentivar el pluralismo y los gru-
pos mediáticos con más concesiones antes del 
encendido digital, o consolidaron su lugar privi-
legiado en el uso del espectro, o aumentaron su 
presencia con las posibilidades tecnológicas que 
este cambio permitió.  A todo esto, se le debe 
agregar una concentración de audiencias en dos 
grupos económicos de los cuales uno - Repre-
tel - tiene, además, la mayor cantidad de títulos 
habilitantes para TDT. 

1.5.3 Radio FM-AM

En materia de radiodifusión sonora 
abierta, el análisis revela que no han existido 
cambios sustanciales con respecto al último in-

Tabla 1.14 Radioemisoras en AM y FM, según tipo de concesionario

Frecuencia AM FM

Año 2018 2021 2018 2021

Comercial 70,18% 69,23% 74,55% 76,47%

Religiosa 22,81% 23,08% 16,36% 15,69%

Pública 7,02% 7,54% 9,09% 7,84%

Fuente: Elaboración propia, a partir de Fournier et al. (2018), monitoreo y revisión de sitios web
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Tabla 1.15 Emisoras en AM y FM activas, según grupo económico de la comunicación

Grupo 
económico

Emisoras en Am Emisoras en FM Total

Iglesia Católica Santa Clara (550AM), María (610AM), 
Metropoli (1020AM), Fides (1040AM), 
Chorotega (1100AM), Nueva Diócesis 
Limón (1140AM), Emaús (1260AM), 
Sinaí (1400AM)

Fides (93.1FM), Sinaí (103.9FM), María 
(100.7FM)

11

Central de 
Radios (Grupo 
Repretel)

Managua (670AM), Pacífico 
(730AM), Monumental (890AM), 
Cristal (980AM)

Monumental (93.5FM), Z-FM 
(95.1FM), La Mejor (99.1FM), Dis-
ney (101.1FM), Exa (102.7FM), Best 
(103.5FM), Momentos (94.3FM)

11

Columbia Columbia (760AM), Rock 2 AM 
(1000AM)

Wao (92.3FM), Columbia Ste-
reo (92.7FM), Amplify (95.5FM), 
Columbia (98.7FM), Radio Dos 
(99.5FM)

7

Cadena Radial 
Costarricense

Libertad (570AM) 94-7 (94.7FM), NueveCincoNueve 
(95.9FM), Azul (99.9FM), La Supe-
restación (89.1FM)

5

Grupo 88 Sonora (700AM), Buenísima 
(1600AM), Cima (1500AM)

Stereo (88.7FM) 4

Multimedios Bésame (89.9FM), La Calien-
te (90.7FM), Los 40 principales 
(104.3FM)

3

Grupo Radiofó-
nico Omega

IQ Radio (97.9FM), Omega Stereo 
(105.1FM), Vox (105.5FM)

3

UCR 870UCR (870AM) Universidad (96.7FM), Radio U 
(101.9FM)

3

Grupo Actual La Gigante (800AM), Actual 
(960AM)

Actual (107.1FM) 3

SINART Nacional (590AM) Nacional (101.5) 2
Corporación 
Cossio Carranza

Amor (93.9FM), Super Radio 
(102.3FM)

2

Cadena Musical Musical (97.5FM), Hit (104.7FM) 2
Grupo Visión Stereo Visión (98.3FM), Pura Vida 

(106.3FM)
2

Teletica Teletica Radio (91.5FM) 1
Grupo MVS Globo (100.3FM) 1
Urbano Urbano 106 (105.9FM) 1
VM Latino Planet (107.5FM) 1
Grupo Extra América (780AM) 1
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forme del PROLEDI, donde se evidenció una 
tendencia a la concentración en la propiedad de 
las frecuencias de Amplitud Modulada (AM) y 
de Frecuencia Modulada (FM), así como una 
prevalencia de un tipo de propiedad (Fournier 
et al., 2018). 

Si se toman los datos de los tipos de con-
cesionarios que actualmente explotan las fre-
cuencias de AM y FM es factible observar que 
los porcentajes se mantienen similares a los de 
2018, con leves variaciones producto de la salida 
del aire de varias emisoras, o de la devolución de 
algunas frecuencias, lo que modificó un poco el 
porcentaje, en sentido ascendente o descenden-
te (Tabla 1.14). 

El escenario radiofónico continúa domi-
nado mayoritariamente por concesionarios pri-
vados de carácter comercial.  Las organizaciones 
religiosas ocupan un lugar relevante, especial-
mente en la banda AM, y los concesionarios 
públicos mantienen una presencia testimonial. 
La propiedad de carácter no comercial, social o 
comunitaria es inexistente.

Los grupos de comunicación que tenían 
más emisoras de radio en 2018 siguen mante-
niendo esa posición de liderazgo al momento 

Grupo 
económico

Emisoras en Am Emisoras en FM Total

Teleplus Costa Rica (930AM) 1
Frecuencias 
no ligadas a 
grandes grupos 
económicos

Paraíso (530AM), Rica (640AM), 
BBN Radio (910AM), Faro 
del Caribe (1080AM), Cartago 
(850AM), Victoria (1180AM), Cucu 
(1200AM), Fe y Poder (11220AM), 
Fuente Musical (1300AM), Side-
ral (1340AM), Pampa (1420AM), 
San Carlos (1440AM), Nicoya 
(1560AM), ICER (1580AM y 
1600AM), 16 (1600AM), Pococí 
(1600AM), Alajuela (1120AM)

Bahía (107.9FM), Unción 
(106.7FM), Faro del Caribe 
(97.1FM), Centro (96.3FM), 91.1 
(91.1FM), Colosal (88.3FM), Sin-
fonola (90.3FM), ICER (88.1FM), 
Life (89.5FM), Centro (96.3FM), 
Zoom (91.9FM)

NA

Fuente: Elaboración propia, a partir de monitoreo, sitios web e información recopilada en Jiménez (2017) y Fournier et al. (2018). 

de escribir este capítulo (Tabla 1.15).  No hubo 
variación sustancial en términos de la propie-
dad.  En AM, la Iglesia Católica y el Grupo 
Repretel continúan siendo los actores con más 
emisoras.  En FM, persisten, al igual que hace 5 
años, los Grupos Columbia, Repretel y la Cade-
na Radial Costarricense como las empresas con 
más frecuencias.

En términos de audiencia, Grupo Repre-
tel logra colocar tres de sus emisoras entre las 
seis señales más escuchadas según el promedio 
de agosto de 2021 del estudio Media Tracker de 
IPSOS (Figura 1.8).  Se trata de La Mejor FM 
(99.1FM), Exa FM (102.7 FM) y Monumen-
tal (93.5FM).  Junto a estas, se posicionan otras 
emisoras que no están directamente ligadas con 
alguno de los 7 principales grupos mediáticos 
del país: Musical (97.5 FM), Columbia Estereo 
(92.7FM)) y Sinfonola (90.3 FM).

Lo anterior significa que Repretel es el 
grupo económico de la comunicación con más 
emisoras, tanto en AM como en FM y es, al 
mismo tiempo, un actor relevante en términos 
de audiencia, pues tres de sus emisoras se co-
locan en los primeros lugares de preferencia. 
Como se mencionó, también administra varias 
señales de TDT y está presente en el negocio 
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Figura 1.8 Promedio de audiencias 2021 en Radio FM 

Fuente: elaboración propia. 

Musical (97.5 FM)

La Mejor (99.1 FM)

Columbia (92.7 FM)

Exa (102.7 FM)

Monumental (93.5 FM)

Sinfonola (90.3 FM)

0% 5% 10% 15% 20% 25%

23,8%

20,8%

16,6%

16,2%

15,5%

14,1%

de la TV por cable a través de FUTV, una de 
las señales más vistas en los sistemas de TV por 
suscripción de Costa Rica. 

Al cruzar esta información con datos pre-
vios se evidencia que algunos actores de menor 
peso económico están incursionando en prácti-
cas de expansión horizontal, pues han decidido 
ingresar al negocio de la TDT.  

A Repretel, Multimedios, la Iglesia Cató-
lica, Teletica y Extra, que administran al menos 
un canal televisivo, se le han sumado las empre-
sas VM Latino y Urbano. 

El aumento de la participación de empre-
sas privadas de capital extranjero en la explo-
tación del espectro de radio es un cambio im-
portante con respecto al informe de 2018.  La 
adquisición que realizó el Grupo Multimedios 
de las emisoras del Grupo Latino de Radiodi-
fusión, propiedad de Nación y PRISA, así como 
el ingreso del Grupo MVS de México a Costa 

Rica mediante la emisora Radio Globo (100.3 
FM) profundizan la transnacionalización de la 
comunicación que ya ha sido señalada previa-
mente por otros autores (Fournier et al. 2018; 
Jiménez, 2017). 

1.5.4 Prensa escrita

Finalmente, se debe considerar la prensa 
escrita con soporte impreso.  Según Garro et al. 
(2020), en Costa Rica existen 47 periódicos que 
tienen una versión impresa con distintos tirajes 
y alcances.  De ellos, siete tienen un carácter ge-
neralista o un alcance más allá de lo local o lo 
temático (Tabla 1.16).  

En términos de propiedad, el actor más 
relevante es Grupo Nación, que administra dos 
periódicos de tiraje diario, más un semanario 
especializado en información financiera y eco-
nómica.  El resto de las empresas solamente ad-
ministra uno de estos productos. 
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Tabla 1.16 Periódicos generalistas de Costa Rica, según periodicidad y grupo económico

Periódico Periodicidad Grupo económico

Semanario El Financiero Semanal Grupo Nación

La Nación Diario Grupo Nación

La Teja Diario Grupo Nación

Semanario Universidad Semanal Universidad de Costa Rica

Eco Católico Semanal Iglesia Católica

La República Diario República Media Group

Diario Extra Diario Grupo Extra

Fuente: Elaboración propia.

La Teja y La Nación son los medios escri-
tos con versiones físicas con más alcance (Figu-
ra 1.9).  Información del estudio IPSOS Media 
Tracker de 2020 revela que los dos tenían un 
promedio de audiencias del 21%. 

Nuevamente, se debe apuntar que por la 
forma de recolección de los datos en este estu-
dio no es factible calcular la concentración por 
grupo económico.  No obstante, lo recopilado 
es suficiente para evidenciar el dominio del 
Grupo Nación en este ámbito.  Esta preemi-
nencia se confirma si se considera que también 
es de las mayores receptoras de pauta estatal 
(Rodríguez, 2020). 

El mercado de la prensa escrita con so-
porte impreso ha cambiado sustancialmente a 
nivel internacional debido a los nuevos hábitos 
de consumo.  Estas modificaciones han tenido 
impacto en el ecosistema costarricense, y han 
generado una caída de los lectores de las versio-
nes físicas, como se apuntó anteriormente al ha-
cer referencia a los lectores del Grupo Nación. 

Este nuevo contexto global, así como la 
dificultad de consolidar un modelo de negocios 
sostenible que sustituya la caída en la colocación 
de pauta y publicidad también ha provocado el 
cierre de varios periódicos o la desaparición de 
sus versiones impresas.  En los últimos 10 años, 

en Costa Rica dejaron de editarse los periódi-
cos Al Día, Ahora, Vuelta en U y La Prensa Libre 
(Castillo, 2020; Estrategia y Negocios, 2013). 
Además, dejó de publicarse en físico The Tico 
Times, que ahora solo mantiene una versión en 
digital (Martínez, 2012).  

Otro aspecto relevante es que las empre-
sas que editan las principales cabeceras son de 
capital nacional.  El único grupo económico 
transnacional que estaba presente en el merca-
do de la prensa era Hollinger International, que 
editó La República hasta 2007, año en el que va-
rios inversionistas costarricenses compraron el 
periódico para fundar República Media Group, 
una empresa que, además, se hace cargo de otras 
publicaciones de carácter financiero (Blase, 
2019; La República, 2021).  Es decir, a diferen-
cia de los tres mercados previos, el de la prensa 
escrita es el único donde el capital foráneo más 
bien decide disminuir su presencia. 

Como se observa, este mercado tiene 
como actor dominante al Grupo Nación, ade-
más, hay una preeminencia de la propiedad de 
carácter comercial y es un mercado con pocos 
actores, todos de capital costarricense.  Si se 
compara con lo que ocurría hace varios años, 
existen hoy menos publicaciones, pero la desa-
parición de las mismas está más ligada a la con-
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solidación de los nuevos hábitos de consumo 
digital que a los procesos de concentración. 

En el futuro inmediato, el análisis presen-
tado debe enriquecerse considerando los me-
dios de prensa que son completamente digita-
les.  Como se señaló en el apartado de contexto, 
en los últimos años han surgido medios digita-
les ligados a empresarios y figuras de partidos 
políticos.  Además, se han consolidado actores 
como CRHoy, que ya presentan una capaci-
dad nada despreciable para concentrar pauta 
estatal y electoral.  Por esa razón, es indispen-
sable conocer sus dueños, sus dinámicas y sus 
relaciones empresariales. 

1.6 Conclusiones
En 1979, las periodistas Isabel Ovares y 

Patricia León describieron la estructura de los 
medios de información de Costa Rica, y seña-
laron una concentración de poder económico, 

Figura 1.9 Promedio de audiencias 2020 en prensa escrita 

Fuente: Elaboración propia a partir del Media Tracker de la empresa IPSOS. 
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mediático y político en unas cuantas empresas 
familiares (Ovares y León, 1979).  Transcurri-
dos 41 años desde esa investigación, el ecosis-
tema mediático no solo está más concentrado, 
sino que presenta una complejidad que, en aquel 
momento, era imposible de prever. 

Parte de los derechos comunicativos de 
las personas se definen hoy en un escenario al-
tamente desregulado que presenta un aumento 
del capital extranjero, los negocios convergentes 
y la diversificación empresarial.  Es un ecosis-
tema con una clara tendencia a la concentra-
ción de la propiedad, de las audiencias y de la 
publicidad, en el cual las empresas familiares se 
han transformado en poderosos grupos econó-
micos con intrincadas alianzas de índole em-
presarial y familiar, así como múltiples negocios 
en varios mercados de la comunicación y de 
las telecomunicaciones.

Es una “cancha” desnivelada, en el que por 
un lado se encuentran estas grandes empresas 
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con enorme capacidad económica y un gran po-
der de incidir en las corrientes de opinión pú-
blica; y por el otro lado se encuentra el Estado, 
con un marco jurídico omiso y desactualizado, 
que no le proporciona herramientas reales y 
funcionales para garantizar -como es su deber- 
la libertad de expresión que merecemos todas 
las personas. 

Es desde esta posición, que considera la 
incapacidad pública para hacerle frente a la glo-
balización de las industrias culturales, a los ne-
gocios convergentes y a la transnacionalización 
comunicativa; y que denuncia, al mismo tiempo, 
un desinterés de los distintos actores para garan-
tizar un ecosistema plural y diverso, desde don-
de sugerimos leer las siguientes conclusiones. 

Primero, Costa Rica tiene un sistema de 
medios de comunicación con poca regulación, 
que presenta una clara tendencia a la triple con-
centración en el ámbito de la propiedad, las au-
diencias y la publicidad.  Esta concentración se 
encuentra presente -con distintos actores- en 
los cuatro mercados analizados, y es factible 
por la carencia legal de límites para ese tipo 
de procesos. 

Segundo, Teletica es el principal grupo de 
comunicación del país.  Es cierto que no con-
centra frecuencias del espectro radioeléctrico, 
pero acapara los servicios de TV por suscripción, 
las audiencias en TV y la publicidad oficial del 
Estado.  Además, tiene participación en la radio 
y en Cabletica, empresa que ofrece múltiples 
servicios de telecomunicaciones, y que ingresó 
recientemente al mercado de la TV satelital y la 
telefonía móvil, con la adquisición de Movistar. 

Además, Teletica transmite noticias, pro-
duce localmente grandes formatos televisivos, 
multiprograma en TDT, genera contenidos de 
diversa índole para TV por suscripción, admi-
nistra una radio, distribuye podcasts y mantiene 
sus propias plataformas de streaming.  Ya no es 
un canal de televisión común y corriente, es la 
empresa de comunicación multimedia, conver-

gente y multiplataforma más poderosa de Costa 
Rica, con una altísima incidencia en la opinión 
pública, enorme capacidad de inversión y un rol 
trascendental en el escenario social y político 
del país.

Tercero, Repretel es el otro gran actor en 
el escenario mediático nacional.  Es el grupo 
económico con más radioemisoras y es el prin-
cipal ganador del proceso de digitalización de 
la TV, con la mayor cantidad de títulos habili-
tantes.  Además, tiene presencia en la TV por 
suscripción gracias a su alianza con Teletica, así 
como múltiples negocios en otros mercados. 
Concentra publicidad y audiencia, tanto en ra-
dio como en TV y es el caso más emblemático 
de la transnacionalización que ha sufrido la co-
municación costarricense. 

Comparativamente, no ha incursionado 
con tanta fuerza en los negocios convergentes 
como Teletica.  No obstante, sigue siendo una 
corporación poderosa.  El alquiler de porciones 
del espectro radioeléctrico mediante la multi-
programación de sus canales TDT es una posi-
bilidad que le podría permitir ampliar sus nego-
cios y su presencia en el mercado televisivo. 

Cuarto, Grupo Nación pareciera estar te-
niendo problemas para enfrentar el nuevo con-
texto y adaptarse a los nuevos hábitos de con-
sumo mediático.  Frente a la profundización de 
la convergencia multiplataforma de Teletica, el 
triunfo empresarial de Repretel con la TDT y 
las inversiones multimillonarias de otros grupos 
como Multimedios, a este actor no le ha ido 
tan bien.

En los últimos años, decidió deshacerse 
de varios negocios, vender sus radioemisoras e 
ingresar al negocio del desarrollo inmobiliario. 
Todo esto lo hizo mientras disminuía su per-
sonal, perdía ingresos debido a la migración de 
la publicidad hacia el mundo virtual y mien-
tras sus periódicos se enfrentaban a la caída 
de lectores en la versión impresa, y a la com-
petencia de nuevas opciones informativas en su 
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versión digital.  Ante este panorama, surge la 
interrogante sobre cómo hará para consolidar 
sus nuevos liderazgos internos en este nuevo, 
fragmentado y disperso escenario político, así 
como para mantener su capacidad de articular 
simbólica y discursivamente los intereses de las 
élites.  Esta es la gran incógnita que se plantea 
tras este análisis. 

Quinto, la transnacionalización del esce-
nario comunicativo costarricense se sigue pro-
fundizando.  Como se demostró, tres de los siete 
principales grupos económicos (Grupo Repre-
tel, Enlace y Grupo Multimedios) tienen casas 
matrices fuera de nuestras fronteras, mientras 
que tres de los cuatro principales cableope-
radores son multinacionales (Cabletica, Tigo 
y Claro). 

La consolidación del liderazgo de ca-
bleoperadoras de capital extranjero debe ser un 
llamado de atención para discutir el eventual 
establecimiento en nuestro marco jurídico de 
las must carry rules, por ser instrumentos que 
garantizan la diversidad y aseguran la presencia 
de voces en las regiones de Costa Rica.  Como 
se demostró, la concentración en el mercado de 
cable y la alta penetración de este servicio en 
Costa Rica convierte a las principales empresas 
en “puertas de acceso” con “capacidad de veto” 
hacia televisoras locales.  Por tanto, es necesario 
regular esta situación para evitar arbitrariedades 
de cualquier tipo en la inclusión o no de señales 
locales o no comerciales dentro de las parrillas 
de programación. 

Sexto, el proceso de digitalización de la 
TV no ha servido -por el momento- para de-
mocratizar el escenario mediático ni para ga-
rantizar la diversidad de voces en el espectro 
radioeléctrico.  Es cierto que aumentó la can-
tidad de canales de televisión y que, en algunos 
casos, el ingreso de esta tecnología permitió dar 
espacio a iniciativas de comunicación regional 
o que representan a sectores excluidos como los 
migrantes.  Sin embargo, no se ha logrado con-

solidar el mecanismo para adjudicar los 24MHz 
para iniciativas no comerciales, y el encendido 
digital no modificó ni la concentración de la 
propiedad en actores privados de carácter co-
mercial, ni la posición de privilegio de Repretel 
y Enlace en la administración de frecuencias. 

Es más, el proceso generó un nuevo ne-
gocio desregulado para los adjudicatarios con la 
implementación de la multiprogramación.  En 
este tema, el Estado, una vez más, decidió no 
regular e interpretó que la relación contractual 
entre un titular de una concesión y un actor que 
subarrienda un subcanal es de carácter privado, 
a pesar de que en ese trato se lucra con un bien 
demanial público, propiedad de la Nación como 
lo es el espectro radioeléctrico. 

Sétimo, es necesario abrir una nueva 
discusión sobre el marco jurídico que regula 
el ecosistema mediático nacional.  En esa dis-
cusión, es indispensable establecer límites a la 
concentración y considerar todos los procesos 
complejos que se han descrito en este informe. 
Se debe tomar en cuenta que las tecnologías se 
superponen unas a otras, y que ahora coexisten, 
en una misma cancha, conglomerados regiona-
les, actores mediáticos diversificados y empresas 
convergentes que generan contenidos para múl-
tiples plataformas mediante prácticas de con-
centración cruzadas. 

Finalmente, se debe reiterar que inves-
tigar esta temática sigue siendo relevante.  La 
concentración es un problema para la democra-
cia que lesiona los derechos humanos e impi-
de que las sociedades sean plenamente libres. 
Por eso, se debe seguir profundizando en este 
asunto, y se debe seguir luchando por consoli-
dar un ecosistema de medios plural, que tenga 
representación de todas las voces, que permita 
una amplia competencia y que garantice los de-
rechos comunicativos de las personas.  Al ha-
cerlo, se estará fortaleciendo el régimen demo-
crático, la libertad de expresión y el derecho a 
la comunicación.
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CAPÍTULO 5 - LA DESINFORMACIÓN, ¿VA A LAS URNAS?  

2.1 Introducción y justificación
Que el fenómeno de la desinformación 

no es algo nuevo, sino un problema que siem-
pre ha existido y que volvió a cobrar relevan-
cia en la agenda de discusión pública (inclu-
yendo la agenda académica) a partir del año 
2016, ha llegado ya a convertirse en una verdad 
de Perogrullo.

El fenómeno, entonces, no es nuevo; lo que 
sí lo es, por lo menos relativamente, es el con-
texto digital en el que los contenidos desinfor-
mativos circulan: el Internet y las redes sociales 
le han otorgado a esta milenaria práctica “nueva 
forma y amplitud” (Mendes Tomas y Mendes 
Torres, 2020, p. 499).  Por su parte, Guallar 
(2018) coincide en que “la novedad es ahora 
la dimensión del fenómeno, que se caracteriza 
por su extraordinario volumen y su enorme ra-
pidez: grandes cantidades de noticias falsas que 

se transmiten en cuestión de segundos” (p. 228).  
Para el autor: “la era de los datos masivos (big 
data), ha hecho también posible las mentiras 
masivas” (Guallar, 2018, p. 228) y, por supuesto, 
a lo anterior se le suman las herramientas que 
están al alcance de cualquier persona para hacer 
que un contenido falso parezca verosímil. 

En esta interpretación, el término que se 
ha generalizado para aludir al fenómeno con-
temporáneo de la desinformación: “fake news” 
o noticias falsas, “representa las tradicionales 
formas de desinformación que se adaptan a las 
tecnologías modernas y las plataformas de re-
des sociales.  Es un término popular y general 
que abarca propaganda, la desinformación [en 
inglés “disinformation” y “misinformation”] y 
el periodismo subjetivo tal como se presentan 

CAPÍTULO 2 - La desinformación, ¿va a las urnas? Análisis de la difusión de contenidos desinformativos durante la campaña política en 
Costa Rica 
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Tabla 2.1 Medios para informarse sobre la situación política del país (mayo 2021)

Medio Porcentaje

Televisión 78,54%

Internet 75,84%

Redes sociales 70,33%

Conversaciones con amigos 69,77%

Periódicos 55,60%

Radio 45,48%

Fuente: Elaboración propia.

en la era digital” (MacCarthaigh y McKeown, 
2021, p. 241).  

Cada vez más, el consumo de informa-
ción política y el debate público en torno a la 
misma vienen en gran medida mediados por las 
grandes plataformas como Facebook y Twitter 
y más recientemente también Instagram y Ti-
kTok, que con sus algoritmos condicionan la 
configuración de la agenda de temas públicos 
(Paniagua, Seoane y Magallón-Rosa, 2020, p. 
125).  Por eso, para Lee (2019) “el impacto de 
las redes sociales en la psique política de un país 
no debe subestimarse” (p. 17).

En Costa Rica, datos del Centro de In-
vestigación y Estudios Políticos (CIEP, 2021) 
señalan que si bien una gran mayoría de per-
sonas afirma seguir informándose sobre la si-
tuación política del país a través de la televisión 
(78.54 %), Internet y las redes sociales también 
son los medios que más de siete de cada 10 per-
sonas utilizan para informarse (ver Tabla 2.1).

En este contexto digital, una de las pre-
ocupaciones más recurrentes en relación con la 
difusión de rumores, contenidos total o parcial-
mente falsos, propaganda exagerada o periodis-
mo cuestionable es la amenaza que constituye a 
los regímenes democráticos.  Para Lee (2019) 
los efectos de las noticias falsas pueden tener 
consecuencias perjudiciales en un Estado y su 

proceso democrático: “todo el proceso político 
de la democracia está basado en información 
confiable.  Con la difusión a gran escala y gene-
ralizada de `noticias falsas´, esta base fundacio-
nal y crucial ha sido más o menos violada” (p. 20).

Así, el contenido desinformativo dismi-
nuye la posibilidad del debate democrático y la 
consecuente legitimación del proceso democrá-
tico.  Todo esto también presenta una capacidad 
desestabilizadora que no solo afecta la confianza 
de la ciudadanía en los medios, los gobiernos, la 
política pública e, incluso, en el propio sistema 
democrático, sino que también “ha servido para 
dividir más al público, tanto ideológicamente 
como en la propia aceptación de los hechos” 
(Lee, 2019, p. 16).

No es de extrañar, entonces, que hasta 
en un país pequeño como el nuestro, seamos 
testigos de diferentes tipos de esfuerzos para 
combatir el fenómeno de la desinformación. 
Además de iniciativas de alfabetización digital 
(Hidalgo, 2021) y verificadores de datos (Var-
gas, 2020), por ejemplo, días antes de la votación 
del 6 de febrero de 2022, el Tribunal Supremo 
de Elecciones (TSE) y Facebook anunciaron un 
esfuerzo conjunto por eliminar publicaciones 
falsas sobre las elecciones (Chinchilla Cerdas, 
2022b) a través de un canal directo mediante 
el cual los magistrados electorales pueden soli-
citar a Facebook “la eliminación de publicacio-
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nes con información falsa sobre el desarrollo de 
los comicios, que pongan en riesgo el ejercicio 
del sufragio”.

Una amenaza al sistema democrático de 
semejante envergadura debe analizarse.  Este 
capítulo explora el fenómeno de la desinfor-
mación en el contexto de la campaña política 
costarricense con miras a la elección para pre-
sidente y diputaciones de febrero de 2022.  Se 
analizaron 43 piezas de contenido desinforma-
tivo que circularon en redes sociales entre el 6 
de octubre de 2021 y el 22 de enero de 20221. 
El análisis de contenido permitió identificar 
tres grandes macrotemas: pandemia, elecciones 
y candidatos (noticias falsas sobre candidatos o 
discurso desinformativo emitido por alguna de 
las personas candidatas durante sus interven-
ciones públicas).  También fue posible detectar 
varias desinformaciones aisladas relacionadas 
con estafas.  

Comparativamente con otros países, por 
lo menos durante el periodo en estudio de la 
primera ronda, encontramos que si bien el fenó-
meno de la desinformación está presente en el 
país, en realidad no se trata de cifras alarmantes 
de contenido desinformativo circulando y que, 
aún en época electoral, el tema de la pandemia 
domina el contenido de la desinformación, al 
menos durante el periodo de análisis. 

Adicionalmente, los resultados sugieren 
que las iniciativas periodísticas de verificación 
(Doble Check y No coma cuento) hacen un notable 
esfuerzo por contrarrestar los efectos nocivos de 
los intentos desinformativos a través de explica-
ciones exhaustivas y fundamentadas con fuentes 
y datos confiables. 

1 El cierre de edición del presente informe no permitió 
que el periodo de estudio se extendiera hasta la fecha de 
las elecciones, el 6 de febrero de 2022. Por lo tanto, se 
debió hacer un corte el 22 de enero.

2.2 Descripción del tema y problema de 
investigación

Como se verá en este apartado, desde que, 
en años recientes, se convirtió en objeto de estu-
dio y de debate, el fenómeno de la desinforma-
ción se ha estudiado desde muy distintas aristas 
en cientos de artículos, libros y ponencias.  En 
aras de no redundar, de seguido se hace un bre-
ve repaso por el campo de estudio con el fin de 
situarlo y dimensionarlo.  En la segunda parte 
de este apartado se discutirá sobre el enfoque 
político-electoral en la literatura y, finalmente, 
se presenta una breve reseña del contexto de la 
campaña presidencial costarricense 2021-2022. 

2.2.1 Lo que se ha estudiado

2.2.1.1 La literatura en números
Righetti (2021) realizó un análisis cuan-

titativo de la literatura científica sobre noticias 
falsas (“fake news”).  Para su investigación, bus-
có en la base de datos Scopus todos los registros 
de documentos que mencionaban la palabra 
clave “fake news” en el título o resumen, escri-
tos en inglés y publicados hasta 2020.  Encon-
tró un total de 9.015 documentos que incluían 
el término en algún lugar de su texto completo 
y 2.368 documentos que lo mencionaban en el 
título o el resumen.  Su trabajo se concentró en 
esos 2.368 documentos.  De estos, 1.055 eran 
artículos de revistas y 828 ponencias de con-
gresos.  Otros tipos de documentos incluían 
capítulos de libros (73), editoriales (72) y libros 
(43).  El análisis temporal de Righetti permitió 
confirmar algo que se repite en los cientos de 
artículos publicados sobre el tema: que el tér-
mino “fake news” ganó popularidad en la lite-
ratura científica a partir de 2016, y antes de eso, 
los académicos prácticamente no lo usaban.  La 
primera aparición en el conjunto de datos es en 
2005 (tres documentos), pero hasta 2016 había 
menos de 10 documentos al año.  En 2017, el 
número de publicaciones aumentó repentina-
mente a 203, en 2018 llegó a 477, 694 en 2019 
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y 951 en 2020.  El análisis de la afiliación na-
cional de las personas autoras también permite 
confirmar algo que se sabía (por lo menos para 
el caso de los dos países con más publicaciones): 
entre los países más prolíficos se encuentran Es-
tados Unidos (698 documentos), Reino Unido 
(211), India (182), Alemania (112), Australia 
(110) e Italia (99).  España se encuentra en la 
posición 8 con 95 documentos y Brasil en la po-
sición 11 con 75.  México está en la penúltima 
posición de 37 con 15 documentos encontra-
dos (Righetti, 2021).

Este autor hace un análisis temático y en-
cuentra un marcado interés en temas de detec-
ción de noticias falsas y métodos computacio-
nales; en segundo lugar, sobresalen los aspectos 
políticos y comunicativos de la problemática 
(como queda evidenciado por palabras claves 
como “periodismo”, “comunicación” y “política”) 
y, en tercer lugar, los documentos sobre noti-
cias falsas y la pandemia provocada por la CO-
VID-19.  En otra revisión de literatura sobre el 
tema, los autores Di Domenico, Sit, Ishizaka, y 
Nunan (2021) encontraron que la mayoría de 
los artículos revisados (117) corresponden a los 
campos de la psicología y la tecnología de la 
información/ciencias de la computación debi-
do al interés de los académicos en comprender 
las motivaciones para creer y compartir noticias 
falsas y los avances tecnológicos que permiten 
su difusión en línea.

En el análisis de la autora no queda del 
todo claro cuál es la cantidad de documentos 
que se circunscriben a la temática electoral.  Al 
realizar las autoras de este capítulo un análisis 
similar al de Righetti (2021) en Scopus con tér-
minos de búsqueda que limitan los resultados al 
tema electoral2, se encontraron 272 documentos 
(232 artículos científicos, 25 capítulos de libros 
y 15 libros).  Las palabras claves de estos 272 

2 La búsqueda se realizó limitando los registros a aque-
llos que incluyeran en el título, el resumen o en las pala-
bras claves las siguientes palabras: fake news y election.

documentos eran (el equivalente en inglés3 de): 
noticias falsas (141), redes sociales (65), des-
información (46), elecciones (32), “misinfor-
mation” (30), elección (23), “social networking 
(online)” (16), humano (15), post-verdad (14) 
y Facebook (13).  En este caso, los países con 
mayor representación coinciden en el caso de 
Estados Unidos (100) y Gran Bretaña (34); sin 
embargo, le siguen Brasil (18), España (16) y 
Australia (15).  Al igual que en los resultados 
de Righetti (2021), las publicaciones empiezan 
a multiplicarse a partir del año 2017 (11) y 2018 
(50); un interés que se mantiene en los siguien-
tes años: 2019 (65), 2020 (79) y 2021 (61).

Si bien podría pensarse que este marcado 
interés en la temática va de la mano con hallaz-
gos contundentes, lo contrario pareciera ser el 
caso: como muchos otros campos de estudio en 
sus inicios, se trata de un cuerpo de literatura 
que está “altamente fragmentado” (Di Domeni-
co et al., 2021, p. 329) en el que todavía quedan 
muchas preguntas sin respuestas precisamente 
porque los estudios que se han realizado se ca-
racterizan por estar dispersos y fraccionados (Di 
Domenico y Visentin, 2020; Di Domenico et 
al., 2021). 

2.2.1.2 Las áreas de estudio
La cantidad de artículos académicos que 

se han publicado sobre el fenómeno de la des-
información ha ameritado varias revisiones de 
literatura (Celliers y Hattingh, 2020; Damstra, 
Boomgaarden, Broda, Lindgren, Strömbäck, 
Tsfati, y Vliegenthart, 2021; Di Domenico et al., 
2021; Guallar, Codina, Freixa, y Pérez-Monto-
ro, 2020; Kapantai, Christopoulou, Berberidis 
y Peristeras, 2021; Miró-Llinares y Aguerri, 
2021; Righetti, 2021; Tsfati, Boomgaarden, 
Strömbäck, Vliegenthart, Damstra, y Lind-
gren, 2020; Zhuravskaya, Petrova y Enikolopov, 

3 Fake news, social media, disinformation, elections, 
misinformation, election, social networking (online), hu-
man, post-truth, Facebook.
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2020), todas ellas muy recientes.  Lo interesante 
es que, si bien los procesos electorales son pro-
tagonistas en esta historia, incluyendo dos de 
los fenómenos más estudiados y que fueron el 
punto de partida del tsunami de literatura sobre 
la desinformación (las elecciones estadouniden-
ses de 2016 y el proceso electoral británico del 
Brexit de 2016), no se encontró ninguna publi-
cación o revisión de literatura con un enfoque 
desde lo electoral.

Habría múltiples formas de describir y 
categorizar el campo de estudio.  En este caso, 
seguimos la propuesta de Damstra et al. (2021) 
quienes lo dividen en tres tendencias.

Una primera gran tendencia de estudios 
es de carácter taxonómico; se trata de trabajos 
conceptuales centrados en aclaraciones teóri-
cas, que proponen tipologías de noticias falsas 
y exploran su reciente aumento con el contex-
to digital y el nuevo ecosistema mediático (por 
ejemplo: Allcott y Gentzkow, 2017; Bakir y 
McStay, 2018; Egelhofer y Lecheler 2019; Søe 
2019; Soll, 2016; Tandoc, Lim y Ling 2018; 
Waisbord 2018; Wardle, 2017, 2018).

Otra gran área de estudios es la de traba-
jos empíricos que se enfocan en las dinámicas, la 
difusión y los efectos de las noticias falsas.  Ca-
razo-Barrantes, Tristán Jiménez y Siles Gonzá-
lez (2021) incluyen aquí artículos relacionados 
con tres perspectivas: 1. exposición a las noticias 
falsas (cómo las audiencias se ven expuestos a 
los contenidos desinformativos), 2. difusión 
(cómo estos contenidos se distribuyen mediante 
ciertos tipos de flujos y canales) y 3. apropiación 
(relacionado con el consumo y cómo las perso-
nas interpretan y asignan significados a este tipo 
de contenidos).  Algunos trabajos de esta gran 
sub-área (entre muchos otros) son los de Da-
fonte (2019); Fletcher, Cornia, Graves, y Kleis 
(2018); Guess, Nyhan y Reifler (2018); Guess, 
Nagler y Tucke (2019); Nelson y Taneja (2018); 
Shao, Ciampaglia, Varol, Flammini, y Menczer 
(2017); Spohr (2017); Tsfati et al. (2020); Vo-
soughi, Roy y Aral (2018).

Finalmente, están los trabajos que explo-
ran soluciones a la problemática de las noticias 
falsas: cómo abordar la propagación y el impac-
to de la desinformación (por ejemplo; Hame-
leers 2020; Lazer, Baum, Grinberg, Friedland, 
Joseph, Hobbs, y Mattson 2017), incluyendo 
alfabetización mediática (Freire, Furlan, y Oli-
veira dos Santos, 2019; McGrew, Breakstone, 
Ortega, Smith, y Wineburg, 2018; Middaugh, 
2018, 2019; Musgrove, Powers, Rebar, y Mus-
grove, 2018; Romero-Rodríguez et al., 2019), 
verificadores de datos o fact-checking (Graves, 
2016; Graves y Cherubini, 2016; Stencel y Lu-
ther, 2020); etiquetas a noticias falsas (Penny-
cook, Cannon, y Rand, 2018; Pennycook, Bear, 
Collins, y Rand, 2020; Clayton, Blair, Busam, 
Forstner, Glance, Green, y Sandhu, 2019) y 
tecnologías para su detección (Álvarez-Daza, 
Pico-Valencia y Holgado-Terriza, 2021; Cés-
pedes, Rodríguez, Castillo, Segura-Castillo, 
2021; Choraś, Demestichas, Giełczyk, Herre-
ro, Ksieniewicz, Remoundou, Urda, y Woź-
niak, 2021; Mezaris, Nixon, Papadopoulos, y 
Teyssou, 2019).

2.2.1.3.  Procesos electorales y desinformación
 El fenómeno de la desinformación se 

ha estudiado de forma amplia principalmente 
en contextos electorales.  Tal y como se seña-
ló anteriormente, a pesar de que ya hay varias 
publicaciones que hacen revisiones de literatu-
ra, no se encontró ningún trabajo de ese tipo 
relacionado con desinformación que tuviera un 
enfoque meramente electoral.  Por esa razón, en 
este apartado consideramos valioso hacer un re-
paso de algunos de los procesos electorales que 
se han estudiado bajo esta perspectiva.

Las elecciones presidenciales estadou-
nidenses de 2016 (Hillary Clinton vs Donald 
Trump) fueron el primer caso de un proceso 
electoral en el que se estudió el fenómeno de la 
desinformación (y uno de los primeros estudios 
el de Allcott y Gentzkow, 2017).  Una búsque-
da en Scopus utilizando las palabras clave “fake 
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Tabla 2.2 Publicaciones académicas en inglés sobre desinformación 
y procesos electorales 2016-2021

País y proceso 
electoral

Cantidad de 
publicaciones 
(artículos 
académicos, 
libros y capítulos 
de libros)

Años de 
publicaciones

Áreas temáticas Palabras clave

Estados Unidos, 
elecciones 
presidenciales 
2016

58 2017: 4
2018: 11
2019: 12
2020: 18
2021: 13

Ciencias sociales (41)
Computación (13)
Artes y humanidades 
(10)
Psicología (7)
Medicina (4)

Fake news (35)
Social media (14)
Misinformation (8)
Disinformation (7)
Election (6)
Twitter (6)
Journalism (5)
Humans (5)

Reino Unido, 
referendo Brexit 
2016

49 2017: 2
2018: 11
2019: 8
2020: 13
2021: 15

Ciencias sociales (35)
Artes y humanidades 
(18)
Computación (8)
Administración, 
negocios (3)
Economía y finanzas 
(3)

Fake news (27)
Brexit (10)
Social media (9)
Misinformation (6)
Post-truth (6)
Disinformation (4)
Digital literacy (3)
European Union (3)
Human (3)

Brasil, elecciones 
presidenciales 
2018

16 2018: 1
2019: 3
2020: 5
2021: 7

Ciencias sociales (14)
Computación (4)
Artes y humanidades 
(1)
Medicina (1)

Fake news (9)
Brazil (8)
Disinformation (7)
Elections (7)
Twitter (3)
Social media (2)
Post-truth (2)
Social networks (2)
Journalism (2)
(…)

España, 
elecciones 
generales 2019

6 2020: 4
2021: 2

Ciencias sociales (6)
Computación (1)

Disinformation (4)
Political 
communication (4)
Fake News (3)
Spain (3)
Elections (2)
Twitter (2)
(…)

Nota: solamente incluye artículos publicados en revistas académicas, libros y capítulos de libros en inglés.
FUENTE: Scopus, 2022 
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news” y “US 2016” arrojó 58 documentos (to-
mando en cuenta únicamente artículos acadé-
micos, libros o capítulos de libros).

Luego le siguieron los casos del Brexit y 
de las elecciones generales de 2017 y 2019 en 
Gran Bretaña (Brändle, Galpin y Trenz, 2021; 
Cervi y Carrillo-Andrade, 2019; Greene, Nash y 
Murphy, 2021; Höller, 2021; Rose, 2017).  Des-
de entonces, los estudios se han multiplicado.

La región latinoamericana no se ha li-
brado de la problemática y, por tanto, también 
ha visto la publicación de estudios de procesos 
electorales en México (elección presidencial 
2018: Magallón Rosa, 2019; Noain-Sánchez, 
2019), Brasil (elección presidencial 2018: Alves, 
Weitzel, Quaresma, Cardoso, y Cunha, 2019; 
Chaves y Braga, 2019; Recuero, Soares y Gruzd, 
2020; Reis, Melo, Garimella, Almeida, Eckles, y 
Benevenuto, 2020), Uruguay (  elecciones gene-
rales 2019: Molina-Cañabate y Magallón-Rosa, 
2021), Chile (elección presidencial 2019, San-
tana y Cánepa, 2019) y más, incluyendo Costa 
Rica (elección presidencial 2018: Bunse, 2021). 

En Costa Rica, otra publicación sobre el 
tema es el libro de Siles González, Tristán Jimé-
nez y Carazo Barrantes (2020), que si bien no 
tiene un enfoque electoral, sí presenta un análi-
sis en profundidad e interdisciplinario del fenó-
meno de la desinformación desde tres miradas 
que se relacionan entre sí: la del periodismo y la 
comunicación; la de la difusión, la circulación y 
la recepción; y la del discurso, sentido y poder. 

2.2.2 Política y elecciones en un contexto 
digital que se enfrenta al fenómeno de la 
desinformación

Es indiscutible que, a partir de 2016 y 
desde entonces, el fenómeno de la desinforma-
ción ocupa un lugar importante en la agenda de 
discusión pública y, como se señalaba al inicio 
de este capítulo y ha quedado evidenciado con 
el repaso de la literatura, también en la agenda 
de investigación académica.  Frente a este reno-

vado interés en la problemática, algunos acadé-
micos (Fletcher et al., 2018; Nelson y Taneja, 
2018; Tsfati et al., 2020) se han preguntado si 
los datos, es decir, los casos en los que se com-
prueba la circulación de contenidos desinfor-
mativos, se corresponden a todo lo que se ha-
bla y se escribe sobre desinformación y noticias 
falsas, ya que pareciera prevalecer la percepción 
social de que el impacto de la desinformación 
en la sociedad es importante:

Esa percepción retroalimenta la creencia 
de que estamos experimentando una “cri-
sis de la desinformación” global, lo cual, 
a su vez, incrementa las preocupaciones 
y acciones ciudadanas y académicas para 
frenar sus potenciales consecuencias.  La 
literatura consultada no niega ni minimi-
za los potenciales efectos de la desinfor-
mación, pero sí advierte que su impacto 
podría estar siendo magnificado, lo cual 
podría resultar más dañino que la noticia 
falsa per se, en tanto que la percepción 
distorsionada sobre el impacto de la des-
información puede llegar a erosionar la 
confianza de la ciudadanía en los medios 
de comunicación social y en la democra-
cia (Tristán-Jiménez y Carazo-Barrantes, 
2020, p. 169).
En esta misma línea, Tsfati et al. (2020) 

presentan un interesante argumento sobre la 
atención que reciben las noticias falsas.  Los au-
tores señalan que la literatura pareciera apuntar 
hacia una exposición relativamente limitada del 
público a las noticias falsas (y citan a: Lewan-
dowsky, Ecker, Seifert, Schwarz, y Cook, 2012; 
Grinberg, Joseph, Friedland, Swire-Thompson, 
y Lazer, 2019; Nelson y Taneja, 2018); sin em-
bargo, subrayan que, a pesar de esta exposición 
limitada, los datos demuestran repetidamente 
que al menos algunas noticias falsas reciben una 
atención generalizada y son ampliamente creí-
das.  Para ellos, entonces, “aunque la evidencia 
es circunstancial, el hecho de que las personas 
escuchen noticias falsas, pero no vean su publi-
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cación original, implica que los principales me-
dios de comunicación son responsables de gran 
parte de la atención que las noticias falsas reci-
ben” (Tsfati et al., 2020, p. 160).  Es decir, si bien 
no hay datos sobre la exposición a noticias falsas 
en los medios tradicionales, los autores sostie-
nen que es probable que, dada la gran atención 
que se dedica a las noticias falsas en este tipo de 
medios, una mayor proporción del público está 
expuesta a las noticias falsas a través de la cober-
tura que sobre ellas hacen los medios tradicio-
nales.  Así, si bien los autores advierten que los 
medios tradicionales no son el único conducto 
de noticias falsas y otra desinformación, señalan 
que “probablemente sí sean un amplificador y 
difusor significativo de historias falsas, incluso 
si, en su mayor parte, cubren noticias falsas con 
la intención de aclarar las cosas y corregir la in-
formación fabricada” (Tsfati et al., 2020, p. 160).

Los autores reconocen que la reacción del 
gremio periodístico al crecimiento del conteni-
do desinformativo ha sido un renovado énfasis 
en la verdad y los hechos, “con algunas marcas 
periodísticas alrededor del mundo teniendo más 
cuidado que nunca con los hechos” (Tsfati et al., 
2020, p. 158), algo que ya ha sido documentado 
para el caso costarricense (Carazo-Barrantes y 
Cajina Rojas, 2020).  Esta respuesta se ha vis-
to reflejada, entre otras maneras, en la prolife-
ración de iniciativas de verificación, las cuales, 
desde 2001 han crecido en porcentajes que su-
peran el 1000% (Amazeen, 2013; Tsfati et al., 
2020; Carazo-Barrantes y Cajina Rojas, 2020).

Sin embargo, como bien apuntan Tsfati et 
al. (2020):

para corregir la desinformación, los me-
dios de comunicación tienen que repetirla 
y repetir las mentiras a menudo dificultan 
su corrección (Lewandowsky et al., 2012). 
Además, pocas otras instituciones tienen 
el alcance de los medios de comunica-
ción (Waisbord, 2018).  La investigación 
también indica que el alcance de sitios 
de noticias falsas (Fletcher et al., 2018) 

y el consumo de noticias falsas en línea 
(Grinberg et al., 2019; Guess et al., 2019) 
se limitan a partes bastante pequeñas de 
la población.  En conjunto, esto implica 
que muchas personas pueden escuchar 
noticias falsas a través de los principales 
medios de comunicación.  Así, resulta pa-
radójico que los medios de comunicación 
tradicionales que cubren la desinforma-
ción ayudan en su difusión: aunque su 
propósito es corregir la desinformación 
(p. 158).
Si bien esto puede ser, sin duda, una po-

sibilidad (más probable en algunos países o 
contextos que en otros) también es cierto que 
estamos ante un fenómeno que es real y que 
es preocupante.

Por un lado, está lo que se conoce en la 
literatura como el “género” de las noticias fal-
sas (“fake news genre”) (Egelhofer y Lecheler, 
2019), refiriéndose a la difusión intencional de 
información falsa, enmascarada como noticias 
tradicionales, para promover objetivos políticos 
o generar ingresos publicitarios.  A diferencia de 
la desinformación por parte de actores políticos, 
por ejemplo, uno de los principales problemas 
de este género de noticias falsas es que es muy 
difícil rastrear a los productores originales de la 
información puesto que parte de su manera de 
operar es desde el anonimato, escondiendo su 
verdadera identidad.  Algunas veces lo hacen a 
través de perfiles falsos en redes sociales, otras 
veces presentan el contenido desinformativo 
bajo el disfraz de un pseudo medio de comuni-
cación que hacen parecer como legítimo.

Por otro lado, es por todos reconocido que 
los propios políticos son fuente de contenidos 
desinformativos.  Los políticos siempre han 
exagerado, engañado y hasta mentido; no obs-
tante, las oportunidades que tienen en la actua-
lidad para diseminar información directamente, 
sin pasar por el filtro de los medios y su escru-
tinio periodístico, se han multiplicado gracias a 
Internet y las redes sociales.
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Para Zhuravskaya et al. (2020), las bajas 
barreras de entrada a las redes sociales hacen 
menos efectivos los filtros de cara a la propa-
gación de la información política, permitiendo 
nuevos participantes previamente marginados 
por el establishment político.

Los autores explican el ciclo político de 
la desinformación al advertir que, como los es-
tándares de verificación de datos en línea son 
laxos, las barreras de entrada bajas junto con la 
velocidad sin precedentes con la que los usua-
rios pueden compartir contenido en las redes 
sociales, da pie para potenciar una difusión de 
contenidos desinformativos y noticias falsas, lo 
que en última instancia aumenta el malestar ha-
cia la política (Zhuravskaya et al., 2020).  Tam-
bién recuerdan que como las reacciones inme-
diatas a menudo se basan en las emociones más 
que en la razón, las noticias falsas, que provocan 
miedo o ira, pueden propagarse más rápido que 
las reales noticias, que a menudo tienen menos 
carga emocional, algo que ya ha sido compro-
bado (Bakir y McStay, 2018; Guo, Cao, Zhang, 
Shu, y Yu (2019); Horner, 2021; Martel, Pen-
nycook y Rand, 2020).  La facilidad con la que 
se comparte el contenido emocional en línea 
también puede contribuir a la ineficacia de la 
verificación de hechos (basada en la razón) para 
compensar noticias falsas (basadas en emocio-
nes) (Andersen y Søe, 2020; Pavleska, Školkay, 
Zankova, Ribeiro, y Bechmann, 2018).  Asimis-
mo, las bajas barreras de entrada multiplican las 
fuentes de noticias y, posiblemente, permite a 
los usuarios adaptar sus fuentes a sus preferen-
cias preexistentes (Barnidge y Peacock, 2019; 
Guess et al., 2018; Spohr, 2017; Tandoc, 2019) 
con más libertad y precisión de lo que permiten 
los medios tradicionales; esto podría potencial-
mente dar lugar a cámaras de eco y conducir a 
una mayor polarización política (Pariser, 2011; 
Bakshy, Messing, y Adamic, 2015).

Sobre el fenómeno de la polarización y las 
cámaras de eco mucho se ha escrito.  Se trata de 
algo que empieza desde las decisiones de consu-

mo de las audiencias: nos gusta ver, leer y escu-
char programas, canales y perfiles en redes cuyas 
posiciones se acercan a las nuestras; es decir, no-
sotros creamos nuestros propios filtros mediáti-
cos.  No obstante, luego, esta “burbuja mediática 
autoimpuesta es reforzada y perpetuada” (Lee, 
2019, p. 17) por los algoritmos de las grandes 
empresas como Facebook y Google.  Para Lee 
(2019), “la tendencia del individuo a exhibir 
comportamiento de exposición selectiva y sesgo de 
confirmación, como a menudo se le llama, en úl-
tima instancia, aumenta la polarización ideoló-
gica, y esto resulta extremadamente importante 
al analizar la responsabilidad individual en una 
cultura que perpetúa las noticias falsas” (p. 17).

Ya desde hace más de una década, Bishop 
(2008) se refería a este fenómeno explicando que 
a medida que la ciudadanía gravita hacia grupos 
aislados y de ideas afines, aumenta “una crecien-
te intolerancia por las diferencias políticas […] 
y una política tan polarizada que […] las elec-
ciones ya no son solo contiendas sobre política, 
sino amargas escogencias entre formas de vida” 
(como se citó en Lee , 2019, p. 18), algo con lo 
que los costarricenses nos podemos identificar 
si recordamos el proceso electoral de 2018.

Sobre el mismo fenómeno, Gentzkow 
(2016) agrega que todo esto conduce no solo 
a una menor discusión sino también a una so-
ciedad donde las personas “tienen opiniones 
abrumadoramente positivas de sus propios 
copartidarios y puntos de vista muy negati-
vos de aquellos en el otro lado del espectro 
político” (p. 13).

Adicionalmente, desde la mirada mediáti-
ca, en muchos países, como los Estados Unidos, 
donde el fenómeno es muy claro y evidente, la 
polarización política del público ha sido explo-
tada por las empresas de medios “en un esfuerzo 
por aumentar las ganancias a través de la sensa-
cionalización de las noticias, sirviendo esto para 
perpetuar la diseminación de noticias falsas, tan-
to fácticas como ideológicas” (Lee, 2019, p. 18).  
Lee explica que esto se ha logrado apuntando 
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[“targeting”] a audiencias mediante la utiliza-
ción de material de noticias sensacionalistas que 
no está basado en la importancia de una reali-
dad objetiva, sino más bien en la realidad subje-
tiva deseada de sus audiencias, promoviendo la 
idea de las burbujas de filtro (Lee, 2019).

Sobre las cámaras de eco y las burbujas de 
filtro, Zhuravskaya et al. (2020) argumentan que 
incluso si Internet y las redes sociales aumentan 
la exposición a noticias afines en comparación 
con las interacciones en el mundo físico, no está 
claro si esta exposición tiene algún impacto en 
la polarización política en la vida offline.  Hasta 
el momento, la literatura no es concluyente so-
bre este tema; más bien proporciona argumen-
tos y evidencia que apoya ambos lados del deba-
te (Zhuravskaya et al., 2020, p. 425).

Otro señalamiento que hacen los autores 
sobre el papel de Internet y las redes sociales en 
la política es que el contenido generado por el 
usuario y la comunicación bidireccional en las 
redes sociales también podrían cambiar la for-
ma en que los políticos y los ciudadanos interac-
túan: las redes sociales permiten a los políticos 
recibir comentarios inmediatos; además, está el 
bajo costo de crear cuentas automatizadas, la ca-
pacidad ilimitada de publicar contenido y el uso 
de cuentas anónimas o suplantadas que permite 
la manipulación del contenido en línea visto por 
usuarios reales, lo que podría conducir a la per-
suasión política (Zhuravskaya et al., 2020).

Además de todo lo anterior, Pate, Gambo 
e Ibrahim (2019), hacen un listado con algunas 
razones adicionales por las cuales las noticias 
falsas circulan tan amplia y rápidamente.  Su lis-
ta está situada en el caso nigeriano; sin embargo, 
de seguido se retoman algunas de las razones 
que, a juicio de las autoras de este capítulo, apli-
ca también para el caso costarricense:

1. Desconfianza general de las élites, líderes y 
políticos por parte de la ciudadanía, lo cual 
provoca que las personas tiendan a creer 

en la información negativa que generan 
sus oponentes.

2. Ausencia o llegada tardía de información 
oficial sobre los problemas.  Esto crea un va-
cío convenientemente llenado por rumores y 
desinformación.

3. La disponibilidad de servicios de datos ba-
ratos facilita el uso explosivo de las platafor-
mas de redes sociales (Facebook, WhatsApp, 
Twitter, YouTube) para difundir rumores, 
propaganda e información falsa. 

4. Las noticias falsas sensacionalistas se difun-
den por razones económicas, especialmente 
en las redes sociales.

5. Las limitaciones de los medios para recopilar, 
procesar y verificar información inmediata y 
distante en tiempo real exacerban las noticias 
falsas a través de Internet o las plataformas 
de redes sociales donde la mayoría carece de 
procesos de control (pp. 23-24).

Para el caso nigeriano, Pate et al. (2019) 
mencionan también algunas razones relaciona-
das con el régimen autoritario que no aplican en 
nuestro país.

Algo que sucede con frecuencia en políti-
ca pero que no es mencionado por Zhuravska-
ya et al. (2020) ni está en la lista de Pate et al. 
(2019) es lo relacionado con los troles.  En po-
lítica, especialmente en contextos de campañas 
electorales, “ejércitos de cuentas fantasma son 
puestos al servicio de ciertas causas, [a favor o 
en contra de un candidato, por ejemplo], dando 
así la impresión de que existe un amplio respal-
do social a un interés que en realidad podría ser 
minoritario” (Paniagua et al., 2020, p. 125).

La evolución de los troles, de personas 
que posteaban alrededor de temas de su interés, 
a grupos (de troles) que funcionan coordina-
damente en el marco de estrategias digitales es 
descrita por Zeledón (2020).  El autor subraya 
el carácter político-ideológico de los troles:
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El trol se caracteriza por el anonimato o 
pseudoanonimato, por la acción colectiva 
y estratégica en torno a objetivos, gene-
ralmente de orden político o ideológico 
[…] El trol involucra, entonces, agentes 
humanos y no humanos para construir 
mensajes que generan desinformación 
desde contenidos que tienden a apelar a 
las emociones.  Pese a la imprecisión que 
generan conceptos como noticias falsas, 
desinformación o mala información […] 
[se establece] una interrelación importan-
te entre trol y falsedad y manipulación en 
la constitución del discurso público (pp. 
319-320).
Otro estudio que analiza el uso de los ro-

bots (o bots) como troles, en este caso por parte 
de partidos políticos, es el de Campos-Domín-
guez, y García-Orosa (2018).  En su estudio con 
entrevistas en profundidad a asesores y consul-
tores políticos, los autores “confirman el uso de 
la automatización y de algoritmos por parte de 
los partidos políticos en España; fundamental-
mente, para la preproducción y la circulación 
del mensaje, en las que los robots avanzan en su 
camino como infomediadores entre los políticos 
y los ciudadanos” (Paniagua et al., 2020, p. 126).

Estos autores continúan explicando que 
“en un entorno en el que la distribución de la 
información política está dominada por las re-
des sociales y no por los medios periodísticos, 
la propaganda computacional se mezcla, hasta 
confundirse, con las noticias de las empresas pe-
riodísticas tradicionales” (p. 125). 

El de Paniagua et al. (2020) es uno de los 
estudios que se ha enfocado en analizar los con-
tenidos desinformativos que circulan durante 
procesos electorales y han propuesto categorías 
para analizarlos en este contexto particular.  Los 
autores, que hacen “una anatomía del bulo elec-
toral” encontraron que “el bulo electoral más 
frecuente se refirió a la presunta corrupción del 
propio sistema electoral” (p. 124).  Chequeado, 
un servicio de verificación de datos argentino, 

habla de los siguientes tipos de desinformación 
electoral en América Latina (Zoomer, 2021):
• irregularidades que no son fraude
• denuncias de supuesto fraude organizado 

por autoridades
• denuncias de supuesto fraude (uso de cédu-

las de personas fallecidas, voto de personas 
no habilitadas, voto de personas residentes 
en el exterior, otros problemas del día de las 
elecciones, etc.)

• desinformaciones que engañan a los ciuda-
danos para que no voten o invaliden su voto

• desinformaciones sobre encuestas falsas
• desinformaciones sobre falsas declaraciones 

o falsas propagandas de los candidatos
Como se ha podido ver en este apartado, 

es mucho lo que se ha escrito sobre el fenómeno 
de la desinformación en el campo de la política 
y, en particular, en procesos electorales.  Estos 
antecedentes sirven para ponerlos a dialogar con 
los hallazgos del presente estudio situado en el 
caso costarricense del proceso electoral 2022. 

2.2.3. La campaña presidencial 2021-2022

Si la campaña presidencial 2017-2018 
resultó “atípica” por el impacto que tuvo en el 
proceso electoral la comunicación (el 9 de enero 
de 2018) de la opinión consultiva de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en re-
lación con derechos de la población LGBTIQ, 
se podría decir que la campaña del 2021-2022 
también resultó atípica porque se desarrolló en 
medio de una pandemia mundial que en enero 
2022 ya estaba por cumplir dos años.  El mes de 
enero de 2022, coincidió, además, en el país, con 
un marcado incremento en la cantidad de casos 
positivos de COVID-19 por la variante Ómi-
cron. Como si esto fuera poco, por primera vez 
en la historia del país, se postularon 25 personas 
candidatas a la presidencia del país, un número 
nunca antes visto de candidaturas.  Al escribir 



III INFORME DEL ESTADO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN COSTA RICA70

este capítulo, antes del día de las elecciones (6 
de febrero), “las 25 candidaturas presidenciales 
se muestran acompañadas de una alta fragmen-
tación en las preferencias del electorado, eleva-
dos porcentajes de indecisión del voto y, con-
secuentemente, altas probabilidades de celebrar 
una segunda ronda electoral” (CIEP, 2022).

Si bien Costa Rica sigue siendo reconoci-
do por ser un país con una democracia longeva, 
estable y robusta, el país no ha estado exento de 
fenómenos globales que se han documentado 
ampliamente.  Uno de ellos es la crisis de la de-
mocracia como forma de organización política.  
Esta crisis se evidencia, en el país, de muchas 
maneras: fragmentación política, pérdida de 
confianza en los partidos políticos, insatisfac-
ción con el funcionamiento del sistema demo-
crático, ciudadanía indiferente y apática políti-
camente, entre otros.

Adicionalmente, la población ha venido 
manifestando una creciente insatisfacción con 
el funcionamiento del gobierno, el manejo de 
las medidas en el marco de la pandemia, la crisis 
fiscal y aumento en el costo de la vida, el desem-
pleo y las múltiples evidencias de la incapacidad 
institucional (en temas como gasto público, se-
guridad e infraestructura, por ejemplo).

Como en toda elección presidencial, la 
ciudadanía busca propuestas que le den res-
puesta a su descontento y estas respuestas ya no 
las busca en los partidos políticos, sino en los 
candidatos.  Para Rojas y Treminio (2018) “los 
electores ya no se sienten convocados por los 
partidos históricos y votan por personajes que 
saltan a la política desde otros espacios sociales, 
como la televisión, los deportes y la farándula. 
Personajes que usan los viejos partidos como 
andamios electorales o improvisan estructuras 
que desaparecen una vez pasadas las elecciones” 
(p.13).  Esto es algo que ya se había dado en el 
2018 pero que en el 2022 no solo se repitió sino 
que el fenómeno se potenció.

Frente a este complejo panorama, tam-
bién por primera vez en la historia, a tan solo 
dos semanas de las elecciones, el electorado se-
guía indeciso.  En el estudio de opinión pública 
del CIEP del 19 de enero de 2022, un 81% de 
las personas encuestadas afirmó que sus perso-
nas cercanas se encuentran todavía en indeci-
sión respecto a por quién votar (CIEP, 2022). 
Además, un 74% de las personas entrevistadas 
opinaron que, en comparación con procesos de 
elección presidencial anteriores, la actual deci-
sión de por quién votar ha sido más difícil.

En este contexto, la preocupación por el 
fenómeno de la desinformación está muy pre-
sente, particularmente en la agenda de los me-
dios de comunicación y de los verificadores de 
datos del país, que surgieron, precisamente, en 
el contexto de la campaña presidencial anterior 
(de 2018).  Dos de los esfuerzos más reconoci-
dos son No Coma Cuento de Grupo Nación y 
Doble Check de la Universidad de Costa Rica 
(Vargas Fallas, 2021).  El presente artículo ex-
plora, entonces, las características del discurso 
desinformativo en este contexto electoral sin 
precedentes en Costa Rica. 

2.3 Metodología del estudio 
El periodo de análisis inició en octubre 

del año 2021 y finalizó el 26 de enero del año 
2022, es decir, comprendió desde el comienzo 
de la campaña política hasta varios días después 
del ciclo de debates nacionales organizado por 
el Tribunal Supremo de Elecciones (TSE) y en 
los que participaron las 25 personas aspirantes a 
la presidencia. 

Para recolectar los datos se empleó la he-
rramienta de análisis de redes sociales Crow-
dTangle de Meta, la cual permite obtener las 
publicaciones difundidas en páginas o perfiles 
públicos de Facebook.  Se consultaron espe-
cíficamente aquellas páginas que suelen di-
fundir contenido desinformativo así como los 
perfiles de las iniciativas de verificación Doble 
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Check de la Universidad de Costa Rica (UCR) 
y No Coma Cuento, de La Nación.  Esta búsque-
da automatizada fue complementada con una 
búsqueda en grupos de Telegram que también 
suelen propagar contenidos desinformativos4. 
También se hizo una búsqueda de los términos 
“noticias falsas”, “fake news”, “falso”, “mentira” 
en Google Noticias. 

Como resultado se obtuvo un corpus con-
formado por 43 unidades de análisis, las cuales 
fueron clasificadas en las siguientes categorías: 
(1) desinformación relacionada con la pande-
mia en Costa Rica, (2) desinformación sobre 
el proceso electoral costarricense, (3) desinfor-
mación acerca de o emitida por alguna persona 
candidata durante el periodo de análisis y (4) 
otros, categoría temática que se refiere a des-
informaciones variadas relacionadas principal-
mente con estafas. 

Las publicaciones desinformativas fue-
ron analizadas mediante categorías extraídas 
del análisis del discurso.  Este enfoque ha sido 
empleado para el análisis de la desinformación 
porque parte de la premisa de que los textos en-
gañosos –al igual que los veraces– se construyen 
mediante una serie de reglas, convenciones y 

4 Los perfiles de Facebook y los grupos de Telegram 
fueron seleccionados con base en un estudio previo titu-
lado “#Fake news: una indagación interdisciplinaria a la 
circulación de noticias falsas en Costa Rica”, en el mar-
co del cual se identificaron las fuentes predominantes de 
desinformación en el país. 

Tabla 2.3 Resumen de la estrategia metodológica

Item Método de análisis

Temas Análisis de contenido

Valoración de los partidos políticos Modelo de la valoración

Valoración de los actores sociales referenciados en 
el discurso

Transitividad y modelo de la valoración

Fuente: Elaboración propia.

tradiciones lingüísticas específicas (Tristán-Ji-
ménez y Sibaja, 2021). 

Por ejemplo, el análisis del discurso aplica-
do al estudio específico de la desinformación ha 
permitido identificar que a nivel lingüístico las 
noticias falsas suelen construirse mediante mo-
dalidades fijas de expresión, términos repetidos 
y frases hechas (Mottola, 2020); el análisis mul-
timodal indica que suelen emplearse fotografías 
para generar un efecto de veracidad, credibili-
dad y legitimidad en las instancias de recepción 
e interpretación (Vergara, 2021) mientras que el 
análisis desde el modelo de la valoración (Mar-
tin y White, 2005) sugiere que la voz hablante, 
al valorar negativamente los contenidos desin-
formativos que emite, apela a la emoción con el 
fin de generar miedo y alarma entre las personas 
receptoras (Tristán-Jiménez y Sibaja, 2021). 

En función de lo anterior, el análisis del 
corpus comprendió los siguientes pasos: 1) aná-
lisis de contenido (el qué), 2) las estrategias dis-
cursivas a partir de las cuales se realizan lingüís-
ticamente los temas identificados mediante el 
análisis de contenido (el cómo), (3) el análisis 
de los actores sociales y de la transitividad (los 
roles atribuidos a los actores referenciados en el 
discurso, 4) el modelo de la valoración, el cual 
permite identificar cómo la voz hablante eva-
lúa el contexto y los actores sociales referencia-
dos en su discurso y (5) un análisis multimodal 
transversal para identificar los recursos o modos 
semióticos empleados para la construcción de la 
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desinformación.  En el Tabla 2.3 se resume la 
estrategia analítica.

Se considera necesario señalar que el ta-
maño del corpus no permite establecer gene-
ralizaciones, pero sí ofrece la ventaja de poder 
analizar en profundidad las características del 
discurso desinformativo en el momento espe-
cífico de la campaña electoral, la cual, como 
ya se ha dicho, coincidió con la cuarta ola de 
contagios impulsada por la variante Ómicron 
de COVID-19 en Costa Rica.  En la siguiente 
sección se presentan los resultados del análisis, 
los cuales fueron organizados en función de las 
categorías de clasificación explicadas al inicio. 

2.4 Resultados 

2.4.1 Distribución del corpus

El análisis de contenido permitió iden-
tificar tres grandes macrotemas: pandemia, 

Fuente: Elaboración propia . 

Pandemia
Elecciones
Candidatos
Otros

14%

26%

7%

53%

Figura 2.1 Distribución temática del corpus durante el periodo de análisis (octubre 2021 - enero 2022)

elecciones y candidatos, es decir, noticias falsas 
sobre candidatos o discurso desinformativo (ca-
rente de veracidad) emitido por alguna de las 
personas candidatas durante sus intervenciones 
públicas.  Estos temas, a su vez, se dividen en 
subtemas que serán explicados más adelante. 

Como se puede observar en la Figura 2.1, 
la desinformación sobre la pandemia supera a 
los otros dos temas, lo cual coincide con un es-
tudio anterior realizado en época de normalidad 
política en el cual se detectó que en Costa Rica 
las noticias falsas suelen centrarse en eventos 
particulares y no tanto en procesos electorales, 
como sí sucede en otros países (Carazo-Barran-
tes, Tristán-Jiménez y Siles, 2021).  Por tanto, 
aún en un momento de excepcionalidad polí-
tica, como lo es el periodo electoral, el evento 
prolongado de la pandemia sigue acaparando la 
producción de contenidos desinformativos. 

Como puede verse, el corpus resultan-
te es pequeño, lo cual puede deberse a algunas 
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razones: (1) la gran cantidad de candidatos en 
la contienda electoral no ha generado ataques 
bilaterales que, por lo general, suelen articular-
se a través de un intercambio de argumentos y 
acusaciones que pueden ser desinformativos y 
(2) los datos también confirman lo señalado por 
otros estudios en los que se afirma que en Cos-
ta Rica no hay una industria de producción de 
contenidos desinformativos.  Es probable que 
esta tendencia se revierta en el caso de que sea 
necesario el balotaje.

Los perfiles de Facebook que suelen di-
fundir desinformación y/o teorías de la cons-
piración fueron agrupados en una “Lista” de 

Tabla 2.4 Listado de perfiles de Facebook

Nombre de la página Total de 
interacciones

Promedio de 
publicaciones por 

día

Número de 
seguidores

Televisión y Radio RN   94.977 3 158.523

Católofico defiende tu fé 54.477 25,57 1.502.492

Allan Jara Noticias 34.834 8,29 294.276

Coco y su Pandilla 
(Oficial)

21.038 0,86 366.799

Noticias y más 14.431 12,57 214.274

Usted no es mi presidente Reloaded 8.200 2,29 103.287

Don Burro Diputado 6.983 15,14 53.463

Profe Ariel C.R. 6.461 1 47.200

San José Denuncias 6.311 7,14 83.559

Noticias Costa Rica 5.927 5,71 145.658

Liberales Costa Rica 2.770 17,43 21.067

Defendamos Costa Rica Marco Alber-
tazzi

2.708 3,86 928

Eres un PAClovercillo 1.958 6,43 34.569

Planeta Político 1.666 0,71 20.686

CR 506 1.521 2,86 185.645

Fuente: Elaboración propia a partir de datos recolectados mediante Crowd Tangle.

Crowd Tangle, es decir, una colección de pági-
nas, grupos, cuentas y subreddits (comunidades 
en las que se habla sobre un tema específico). 
Esta lista se analizó mediante la herramienta 
Leaderboard - también de Crowd Tangle - la cual 
permitió ver el desempeño (performance) de los 
sitios que difunden desinformación y / o teorías 
de la conspiración en Costa Rica.  

En la Tabla 2.4 puede verse el listado de 
perfiles de Facebook que han publicado conte-
nidos tendenciosos y sus respectivas métricas 
para el periodo comprendido entre octubre de 
2021 y el 27 de enero de 2022.
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Figura 2.2 Desempeño de las publicaciones de páginas desinformativas en Facebook (octubre 2021 - 
enero 2022)

Fuente:  Intelligence de Crowd Tangle.
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Figura 2.3 Número de seguidores de páginas desinformativas en Facebook (noviembre 2021 a enero 
2022)

Fuente:  Intelligence de CrowdTangle
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En cuanto al desempeño de estas páginas 
durante el periodo de análisis, el Figura 2.2 des-
cribe el comportamiento de las publicaciones 
en términos de engagement.  El pico de interac-
ciones se da en la semana comprendida entre el 
14 y el 20 de noviembre.  Precisamente, el día 
con mayor número de interacciones es el 14 de 
noviembre, fecha en la que se convocó una ma-
nifestación frente a la estatua de León Cortés, 
en la Sabana, en contra de la vacunación obliga-
toria en niños y niñas. 

La Figura 2.3 describe la trayectoria del 
número de seguidores de páginas que suelen 
difundir contenidos desinformativos y/o cons-
pirativos.  De acuerdo con los datos obtenidos 
mediante la herramienta Crowd Tangle, para 
enero de 2022 este tipo de  páginas alcanzaron 
3.430.000,00 millones de seguidores.  Lo cual 
implica un crecimiento del 5,31% con respecto 
al mes de octubre de 2021, es decir, un incre-
mento de 172.900 mil seguidores.

Fuente:  Intelligence de CrowdTangle

1.36M
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1.39M

1.40M

1.41M

1.42M

Week of Nov 01 Week of Dec 01 Week of Jan 01

Figura 2.4 Número de seguidores páginas de candidatos presidenciales en Facebook (noviembre 2021 a 
enero 2022)

Por su parte, la Figura 2.4 refleja el creci-
miento del número de seguidores de las páginas 
oficiales de los 25 candidatos a la presidencia. 
Como puede verse, la trayectoria también es as-
cendente, pero en menor medida pues estas pá-
ginas - en su conjunto - registraron 1.420.000 
millones de seguidores a enero del 2022.  Es 
decir, a pocas semanas de las elecciones presi-
denciales, los perfiles de las páginas desinfor-
mativas tienen más seguidores que los perfiles 
de los candidatos. 

En términos porcentuales, desde octubre 
de 2021 a enero de 2022, las páginas de los can-
didatos incrementaron su número de seguido-
res en un 4,48%, es decir, 60.900 personas más 
mientras que los seguidores de las otras páginas 
se incrementó en un 5,30 %, es decir, 172.000 
personas más, tal y como puede verse en la 
Figura 2.5. 

En lo relativo a los formatos, predomi-
nan las publicaciones en redes sociales y los 
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Figura 2.5  Incremento en el número de seguidores de páginas desinformativas y perfiles de los candida-
tos (octubre 2021 a enero 2022) 

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de Intelligence de Crowd Tangle.
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Figura 2.6  Formatos de contenidos desinformativos (octubre 2021 a enero 2022)

Fuente: Elaboración propia.
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Fuente: Elaboración propia.
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Figura 2.7  Plataformas utilizadas para la difusión de contenidos desinformativos (octubre 2021 a enero 
2022)

mensajes distribuidos a través de cadenas de 
mensajería instantánea, concretamente What-
sApp y Telegram.  En la Figura 2.6 puede ver-
se la distribución del corpus en función de los 
formatos identificados. 

Estos hallazgos van en la misma línea de 
lo encontrado en otros estudios según los cua-
les en Costa Rica, a diferencia de otros países, 
la desinformación no suele circular bajo el for-
mato de noticias falsas5.  Sino que lo hace bajo 
la forma de publicaciones en redes sociales y 
aplicaciones de mensajería instantánea.  Por esa 
razón, el esfuerzo que realizan conjuntamente 
el TSE y Facebook para combatir la circulación 
de la desinformación el día de las elecciones es 
necesario, pero probablemente insuficiente pues 

5 Proyecto C0336 #FAKENEWS: Una indagación in-
terdisciplinaria a la circulación de noticias falsas en Costa 
Rica, financiado con fondos del FEES CONARE, con-
vocatoria 2019.

Figura 2.8  Captura de pantalla
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las personas que producen contenidos desinfor-
mativos encuentran maneras de hacerla circular 
a través de WhatsApp y Telegram.

El análisis multimodal del corpus sugie-
re que los textos suelen ser construidos usando 
mayúsculas o frases hechas de tono alarmista; 
también es común el uso de montajes fotográ-
ficos como el caso de la noticia falsa difundida 
entre el 9 y el 10 de octubre de 2021 por un 
supuesto portal noticioso llamado LNB News. 
En esa publicación se argumentaba que el can-
didato del Partido Liberal Progresista (PLP), 
Eliécer Feinzaig Mintz, vendería el Instituto de 
Acueductos y Alcantarillados (AyA) a la multi-
nacional Nestlé si llegase a ser presidente.  En la 
Figura 2.8 puede apreciarse el montaje. 

Como puede observarse en la imagen, hay 
varios detalles que indican la falsedad de la no-
ticia.  Por ejemplo, el hecho de que esté fechada 
en “octubre 2025” así como el nombre del por-
tal noticioso.  Estos detalles no impidieron que 
la captura de pantalla se difundiera a través de 
redes sociales.  De acuerdo con No Coma Cuen-
to, Albino Vargas, dirigente de la Asociación 
Nacional de Empleados Públicos y Privados 
(ANEP), incluso publicó el 11 de octubre un 
video en su portal de Facebook en protesta por 
la potencial venta del AyA y aunque ese mis-
mo día, en horas de la tarde, Vargas ofreció dis-
culpas por lo sucedido a través de su cuenta de 
Twitter, este ejemplo da cuenta de la facilidad 
con la que se producen y circulan los contenidos 
desinformativos en la actualidad.

2.4.2. Análisis de la desinformación relacio-
nada con la pandemia en Costa Rica

Bajo el macrotema de la pandemia se 
agrupan otros subtemas, a saber: vacunación 
obligatoria, ineficacia y peligrosidad de las vacu-
nas y gobierno.  En el primer caso, los conteni-
dos desinformativos señalan que la vacunación 
obligatoria es anticonstitucional; en el segundo, 
que las vacunas no sólo son ineficaces sino tam-

bién peligrosas y, en el tercero, se acusa al go-
bierno de una mala gestión de la pandemia y de 
engañar “al pueblo”, por ejemplo, se insinúa que 
el presidente y el Ministro de Salud en realidad 
no se han vacunado.  En las unidades de análisis 
sobre el subtema de vacunación obligatoria los 
actores sociales que aparecen en el discurso son 
el gobierno en rol de agente y la ciudadanía en 
rol de víctima, es decir, la que recibe las acciones 
(negativas) que impulsa el ejecutivo mediante 
la vacunación obligatoria.  En algunas noticias 
falsas se emplean estrategias referenciales para 
incluir a actores sociales “aliados”; por ejemplo, 
“dos magistrados” que estarían a favor de inter-
poner un recurso que declare fuera de lugar la 
obligatoriedad de la vacuna. 

Desde el punto de vista del modelo de la 
valoración, subdominio de la actitud, es posible 
identificar una evaluación negativa del gobierno 
y del objeto de sus acciones, como por ejemplo, 
cuando la vacunación obligatoria es catalogada 
como “ilegal”.  Asimismo, las acciones del go-
bierno son valoradas como “discriminatorias” al 
no tomarse en cuenta la voluntad de “800.000 
costarricenses que no desean vacunarse” (sic), 
como puede verse en el siguiente ejemplo: 

Desea la Defensoría que el presidente de 
la República asuma las responsabilida-
des inherentes a su cargo y no excluya, ni 
discrimine, a los 800.000 costarricenses 
que no desean ser vacunados, ya que solo 
a través del diálogo y el respeto humano 
muchas de esas personas podrían cambiar 
su posición (Facebook de la Defensora, 
14/10/2021). 
El ejemplo anterior corresponde a un vi-

deo difundido por la Defensora de los Habi-
tantes, Catalina Crespo, en la cual ella utiliza 
la estrategia discursiva conocida como number 
game, es decir, incluir cifras descontextualizadas 
para dotar de validez un enunciado (van Dijk, 
2005).  Tal y como lo señala la iniciativa de veri-
ficación No Coma Cuento, la cifra señalada por la 
Defensora no tiene fundamento.  Sin embargo, 
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ella la emplea para articular su argumento en 
contra del presidente.

Dentro de esta misma línea temática fue 
posible identificar una subcategoría que mez-
cla desinformación relacionada con la pande-
mia con falsedades acerca del proceso electoral. 
Por ejemplo, un mensaje difundido a través de 
Telegram y WhatsApp argumenta que el Tri-
bunal Supremo de Elecciones (TSE) va a im-
plementar un protocolo de lavado de manos tan 
exhaustivo que dejaría fuera de las urnas a miles 
de costarricenses con el objetivo de generar un 
“abstencionismo forzado”, tal y como señala el 
desmentido de No Coma Cuento (11/01/2022).

En la Figura 2.9 puede verse una captura 
de pantalla de este mensaje.  Lo llamativo de 
este caso es que el actor que emite la advertencia 
es una figura de mujer “computarizada”, con lo 
cual, la responsabilidad de lo argumentado que-
da diluída, es decir, no hay un actor social deter-
minado que se haga cargo de lo señalado en el 

Figura 2.9  Captura de pantalla

discurso.  En cambio sí queda claro que el actor 
social responsable de urdir un plan para aplicar 
un “abstencionismo forzado” es el TSE, con lo 
cual este ocuparía el rol de agente que pretende 
desarrollar una acción negativa contra la ciuda-
danía, la cual, en rol de paciente, se vería afecta-
da por dicha disposición al no poder ejercer del 
derecho al voto.  De esta forma, la voz hablante 
aplica una valoración de juicio negativo y aplica 
una sanción moral en contra del TSE. 

Por otra parte, en lo relativo al subtema 
de las vacunas, los contenidos desinformativos 
se construyen a partir de dos supuestos: (1) la 
vacuna es ineficaz, (2) es peligrosa y la comu-
nidad médica oculta la severidad de sus efectos 
secundarios.  En el caso concreto de las vacunas 
con ARN mensajero (ARNm) se argumenta 
que contienen esta tecnología alteran de mane-
ra irreversible el ADN de las personas.

Un aspecto a destacar es que uno de los 
mensajes sobre la peligrosidad de la vacuna fue 
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emitido por la Dra. Jimena Campos en un es-
pacio facilitado por la oficina de la Defensoría 
de los Habitantes de Costa Rica.  Según argu-
menta la doctora, las personas que hayan reci-
bido la vacuna contra la COVID-19 propagan 
“proteínas tóxicas” a través de la tos y los flui-
dos corporales, poniendo en riesgo a las demás 
personas que no han sido vacunadas (No Coma 
Cuento, 14/10/2021).  Vemos entonces que en 
esta construcción, el rol de agente lo desem-
peñan las “personas vacunadas” cuyas acciones, 
como toser, repercuten negativamente sobre las 
“no vacunadas”, quienes en su rol de pacientes 
reciben las consecuencias de la inoculación. 

A diferencia de la mayoría de las desin-
formaciones en las que se omite la identidad de 
la fuente, en este caso es un actor determina-
do mediante nombre propio y ocupación quien 
emite la evaluación negativa de las vacunas y 
les atribuye no sólo una supuesta toxicidad sino 
también la posibilidad de ser un foco de conta-
gio.  El hecho de que sea una doctora en medi-
cina quien lo argumenta, le otorga legitimidad 
al enunciado aunque no sea verdad. 

Una situación similar se dio cuando la vi-
cealcaldesa de San Carlos, Karol Salas Vargas, 
participó, junto con Marvin Castillo, del Movi-
miento Unidos por los Hijos, Marcos Alberta-
zzi de Defendamos Costa Rica y la Dra. Jimena 
Campos en el programa Sin Anestesia emitido 
el 1 de noviembre de 2021 a través del perfil 
de Facebook Villa Quesada TV.  Tal y como se 
señala en el video, el movimiento Unidos por 
los Hijos estuvo involucrado en las protestas 
que exigían la renuncia del antiguo Ministro de 
Educación, Edgar Mora.  Asimismo, el grupo 
Defendamos Costa Rica se ha caracterizado por 
mostrarse en contra de las vacunas y su repre-
sentante, Marcos Albertazzi, ha sido vehemente 
en su oposición al manejo que el gobierno ha 
hecho de la pandemia llegando incluso a negar 
su existencia, tal y como lo manifestó el 13 de 
julio de 2020 en una protesta frente a Casa Pre-

sidencial6.  El movimiento Defendamos Costa 
Rica también se ha manifestado en contra de la 
vacunación obligatoria7. 

Las personas que participaron en este 
programa declararon no ser antivacunas sino 
contrarias a que la vacunación sea obligatoria 
pues aún se desconocen sus efectos, especial-
mente en niños, niñas y jóvenes.  De ahí que 
argumentan que su objetivo es la defensa de la 
salud de la niñez y de la libertad que tienen los 
padres y las madres para criar a sus hijos e hijas 
sin las imposiciones del gobierno. 

El siguiente fragmento ejemplifica la pos-
tura de la vicealcaldesa.  En el texto hemos re-
saltado aquellos elementos de la transcripción 
que, desde el punto de vista del modelo de la va-
loración, evidencian la evaluación que ella hace 
del proceso de vacunación:

“Estamos desde el 2018 a favor de los 
niños, de los jóvenes, de los menores de 
edad, a favor de los hijos y en contra de 
cualquier imposición que se irrespete a 
los padres de familia así que no es posi-
ble que a los menores de edad se les esté 
pidiendo desde ya que estén vacunados 
como una condición de matrícula para el 
curso 2022 (...) Como ya está compro-
badísimo en otros países esto todavía 
está en fase experimental así que con los 
niños no se tiene que realizar este expe-
rimento de aplicar una vacuna para ver 
qué va a suceder.  ¡No señores, aquí en 
San Carlos levantamos la voz a favor de 
la vida, a favor de los niños, a favor de la 
familia y por supuesto a favor de todos los 

6 https://amprensa.com/2020/07/manifestante-a-da-
niel-saas-cual-pandemia-solo-hay-31-muertos-en-cua-
tro-meses/

7 https://www.diar ioextra.com/Noticia/deta-
lle/458001/ciudadanos-se-manifiestan-en-contra-de-va-
cunaci-n
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derechos que están garantizados en nues-
tra constitución!” (10:25 - 10:30) 
La obligatoriedad de la vacuna es evalua-

da por la vicealcaldesa desde el subsistema de 
la actitud.  En el primer caso, hay una valora-
ción afectiva del mismo pues lo considera una 
forma de “irrespeto” del gobierno hacia los pa-
dres de familia.  En ese sentido, el agente sería 
el gobierno que lleva a cabo la acción - valorada 
como negativa - en contra de los padres.  Por 
tanto, también se hace una valoración de juicio 
evocada de la institucionalidad - porque no apa-
rece explícitamente en este fragmento, pero sí en 
secciones anteriores - representada por el Go-
bierno y el Ministerio de Salud.  La vacuna en 
sí también recibe una valoración negativa ya que 
considera que es un “experimento” en el cual se 
van a usar a las personas menores como sujetos 
de experimentación.  La frase “para ver qué va 
a suceder” evoca una valoración sobre un estado 
futuro no realizado (irrealis) que es precisamen-
te lo que se quiere evitar mediante la oposición 
a la vacuna.  El uso de la palabra “comprobadí-
simo” - como adverbio que estaría modificando 
al verbo “está” de forma superlativa - le otorga 
fuerza al argumento, emitiendo así una valora-
ción desde el subsistema de la gradación. 

Otra forma de darle fuerza al argumen-
to sobre la peligrosidad de la vacuna es incluir 
una voz experta.  En este caso, al igual que en el 
ejemplo anterior, también se invitó a la doctora 
Jimena Campos, quien nuevamente se muestra 
contraria al proceso de vacunación, como puede 
verse en el siguiente fragmento: 

“No hay un acto de corrupción peor que 
esta situación que estamos enfrentando 
(..) Ahorita no nos damos cuenta, pero 
esto no sé, en unos años (...) esto será un 
crimen contra la humanidad, contra la 
niñez, personas que no pueden valerse por 
sí mismos.  Están violentando derechos y 
personas que están coaccionadas porque 
eso no es vacuna.  No somos antivacu-
nas, ese es el argumento de personas y de 

la prensa que están a favor de este geno-
cidio.  Ahí sí, es que somos antivacunas. 
No, somos personas informadas (...) per-
sonas comprometidas con la lucha social 
porque esto es una verdadera guerra, es 
la tercera guerra mundial.  A mi me pa-
rece que esto es una guerra biológica y 
las personas no están recibiendo la debida 
información y están siendo llevadas como 
ovejas para el matadero para una situación 
que no va a ser reversible (...) tenemos que 
estar muy atentos” (14:20 - 15:12).
Al calificar la vacunación como un “caso 

de corrupción” se emite una valoración negati-
va explícita sobre el proceso y una sanción en 
contra del gobierno, al cual también se le acu-
saría de estar perpetrando un “crimen contra 
la humanidad”.  A partir de la autovaloración 
positiva expresada en las oraciones “no somos 
antivacunas, somos personas informadas”, se 
está haciendo también una valoración negativa 
de otros grupos sociales (i.e la prensa) que por 
estar a favor de la vacunación serían cómplices 
del “genocidio” que se le atribuye al establisment 
médico.  Asimismo, a través de estrategias re-
ferenciales como “tercera guerra mundial” o 
“guerra biológica” se le imprime peligrosidad e 
intensidad a la valoración del proceso. 

Al ser interrogada por sus interlocutores, 
la Dra. Campos enlista los potenciales efectos 
de la vacuna en personas menores de edad: 

“Pues bueno, las consecuencias pueden ser 
muy graves (...) el niño, se vio en un estu-
dio de las vacunas de Pfizer, que después 
de 48 horas de inoculado una persona con 
una vacuna de Pfizer el ARN mensajero, 
que es depositado con el inóculo, en el 
brazo, se va al resto del cuerpo y puede 
llegar tan distante como a cerebro, como 
a corazón, ovarios, la sangre, el hígado, el 
bazo o sea puede llegarle a cualquier lu-
gar del cuerpo a cualquier tejido, y esto 
es un problema porque un niño pequeño 
está siendo inoculado con un material 
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genético que va a generar un cambio en 
el código de estas células y hace que ellas 
produzcan la proteína spike o proteína es-
piga que es la proteína tóxica (...)” 
La valoración de los componentes de la 

vacuna como una proteína tóxica no solo refleja 
una valoración negativa de la misma sino que 
también difunde un contenido falso.  Asimismo, 
se emplean estrategias de intensificación (por 
ejemplo, “las consecuencias pueden ser muy 
graves”) para darle validez al argumento de la 
vicealcaldesa y demás participantes que se opo-
nen a la vacunación obligatoria en niños y niñas 
en Costa Rica. 

De acuerdo con los criterios de la doctora, 
la peligrosidad de la vacuna se extiende no solo 
a los menores de edad sino también a cualquier 
persona que, al vacunarse, podría quedar infec-
tado con COVID-19 para el resto de su vida, 
como se expresa en el siguiente fragmento: 

“Esa proteína es sintética, esa proteína 
no es natural y eso tiene un problema 
porque la persona se queda produciendo 
esto y eso genera daños en el corazón, en 
los riñones, en las arterias y eso es lo que 
da las coagulopatías en gran medida eso 
ayuda mucho a que se depositen inmuno-
complejos y se haga una inflamación en-
tonces la persona que se enferme de gripe 
común puede tener un cuadro de CO-
VID porque esas personas ya quedan así, 
quedan teniendo COVID para siempre 
nunca van a tener otra cosa, entonces 
siempre que tosan van a tirar la proteína 
espiga, con las secreciones.  Así quedan 
las personas, esto es un cambio que no se 
puede revertir (30:40).
En este fragmento, la estrategia referen-

cial según se califica a la proteína como sintéti-
ca y no natural apela al topos de que lo “natural 
es mejor” en oposición a los componentes sin-
téticos de la vacuna que violentan el cuerpo al 
causar una infección vitalicia por COVID-19.  

Se hace también un juicio de una situación 
futura e hipotética (irrealis) según la cual las 
personas vacunadas podrían infectar a otras a 
través de la tos u otras secreciones corporales, 
argumento empleado por la misma doctora en 
otras intervenciones. 

A partir de estos resultados es posible 
identificar que la oposición hacia las vacunas, 
tanto por su obligatoriedad como por la peligro-
sidad que se les atribuye, se construye a partir de 
estrategias discursivas de polarización que an-
tagonizan a los grupos sociales con el gobierno.  
De esta forma, quienes expresan su oposición a 
las vacunas se presentan como aliados de la ciu-
dadanía y al gobierno como “enemigo del pue-
blo”.  Por ejemplo, el conductor del programa  
“Sin Anestesia” expresa que “él es del pueblo” y 
no oculta su preocupación de que  lo que está 
expresando pueda ser objeto de censura.  Estas 
dinámicas discursivas representan un desafío 
para la libertad de expresión, especialmente en 

Figura 2.10  Captura de pantalla
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contextos de crisis como lo es la emergencia sa-
nitaria actual. 

2.4.3 Análisis de la desinformación relacio-
nada con el proceso electoral 

En esta categoría aparece como principal 
actor aludido el TSE al cual se le atribuye un 
rol activo en supuestas acciones como: aumen-
tar el padrón electoral al contabilizar a las per-
sonas fallecidas o solicitar el código QR para 
ir a votar, tal y como puede verse en la Figura 
5.10.  En todos los casos, el actor social implí-
cito es la ciudadanía que se vería afectada por 
estas acciones. 

Por otro lado, como puede verse en el 
siguiente ejemplo, publicado en la plataforma 
Patricio Villeda, se emplean estrategias de im-
plicatura para insinuar que el TSE no estaría 
garantizando un proceso electoral transparente: 

“YA LES ENCONTRAMOS EL TRU-
CO,  EL TSE TIENE TODO LISTO 
PARA  ENYUCARNOS EN EL 2022. 
El (TSE) da una cifra inflada sobre “el 
crecimiento” que tendrá el padrón electo-
ral, con respecto al que se utilizó en las 
elecciones municipales del 2020 porque el 
Tribunal contabiliza a personas fallecidas 
dentro del total de electores habilitados 
para emitir el sufragio (03/09/2021).
Ese titular, que acompaña la entrada del 

blog en cuestión, se construye a partir de patro-
nes lingüísticos típicos de los contenidos des-
informativos, por ejemplo: el uso del nosotros 
inclusivo para aludir que la voz hablante conoce 
algo que debe ser develado (el truco del TSE), 
el uso de mayúsculas y de un disfemismo (“en-
yucarnos”) como estrategias para captar la aten-
ción y, a nivel semántico, transmitir una sensa-
ción de alarma.

La voz hablante emite un juicio negati-
vo del TSE y mediante el uso de comillas en 
“el crecimiento” se introduce una implicatura a 

partir de la cual se cuestiona el tamaño del pa-
drón electoral.  En esa misma línea, un mensaje 
que circuló por WhatsApp en la semana del 11 
de noviembre del año 2021 aseguraba que si el 
voto en blanco “ganaba las elecciones por ma-
yoría absoluta” las elecciones deberían repetir-
se pero con otros candidatos.  La iniciativa No 
Coma Cuento desmintió esa afirmación al seña-
lar que se trataba de una disposición del TSE de 
Colombia.  Asimismo, se señaló que ese rumor 
no es nuevo y que ya había circulado en la con-
tienda de 2018.

Otra cadena de mensajes, también de 
WhatsApp, que circuló en la semana del 21 de 
enero se advierte de que la misma empresa en-
cargada del código QR sería la responsable de 
organizar unas elecciones virtuales ante el au-
mento de casos producto del relajamiento de las 
medidas sanitarias. 

Los cuestionamientos al TSE son de 
muy larga data, tal y como lo documenta Ro-
mán (2021) en un estudio sobre los discursos 
del fraude electoral en Costa Rica; lo distinto 
en estos ejemplos es que el cuestionamiento que 
se hace del Tribunal ocurre antes de que se rea-
licen los comicios y se conozcan los resultados. 
Es decir, se pone en duda la transparencia del 
proceso desde sus comienzos con lo cual el dis-
curso de la desinformación se entremezcla con 
el de las teorías de la conspiración. 

En esa misma línea, el movimiento De-
fendamos Costa Rica publicó, en su canal de 
Telegram, un mensaje de alerta advirtiendo so-
bre la manipulación de las elecciones por parte 
del Partido Acción Ciudadana (PAC):

“ALERTA 
Tenemos que estar muy suspicaces con 
lo que está sucediendo, primero el PAC 
manipula su elección interna para poner 
un candidato que no mueve votos (Wel-
mer Ramos), luego el OIJ saca una in-
vestigación que viene desde el 2019 justo 
tres meses antes de las votaciones con esa 
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movida sacan a Rolando Araya (estaba en 
4 lugar), bajan a Figueres y suben a Villal-
ta al tercer lugar, todo está montado para 
que Villalta vaya a la segunda vuelta, ahí 
montan otra jugada, Villalta queda presi-
dente se monta el comunismo y una vez 
en el poder manipulan todo para quedarse 
para siempre.  Esto viene montado desde 
el Protocolo del Foro de Sao Paulo, así lo 
hicieron en Bolivia, Ecuador, Nicaragua, 
Venezuela, Perú y lo van a hacer en Chile 
en la segunda vuelta.  Dividen la oposi-
ción y la izquierda sale fortalecida” (De-
fendamos Costa Rica, 24/11/2021).

Al igual que como ocurre en otros tex-
tos desinformativos que también transmiten 
un tono conspirativo, en este caso se emplea la 
palabra “Alerta” en mayúsculas como una estra-
tegia de captación que, a su vez, permite trans-
mitir sobre la peligrosidad de la situación hipo-
tética que se describe, en este caso un complot 
del PAC para que las elecciones las gane el FA. 
Como puede verse, los actores sociales aparecen 
determinados a través de estrategias referencia-
les que les describen por sus nombres propios 
(Welmer Ramos, Rolando Araya, Figueres y 
Villalta) siendo un actor colectivo (el PAC) el 
agente que pone a andar una supuesta estrate-
gia para debilitar a los demás candidatos y hacer 
que Villalta gane las elecciones, es decir, que sea 
él el beneficiario de la acción. 

La inclusión de supuestas situaciones si-
milares en otros países en los que han ganado 
partidos de centro - izquierda le permite a la voz 
hablante dotar de una aparente validez sus ar-
gumentos, los cuales están también atravesados 
por el topos “de la amenaza comunista”, de gran 
recurrencia en las narrativas electorales naciona-
les. Como se verá a continuación, esa narrativa 
también permea los contenidos desinformativos 
que se difunden sobre las personas candidatas. 

2.4.4. Análisis de las desinformación sobre 
o propagada por personas candidatas

En esta sección se analizan aquellas pu-
blicaciones que son desinformativas porque 
implican una falsedad en torno a una persona 
candidata a la presidencia o porque alguna de 
esas personas ha expresado un argumento falaz 
en un espacio de difusión pública como una en-
trevista, un debate o en su plan de gobierno.

En el primer caso, lo más común es acu-
sar a la persona candidata de algún acto de co-
rrupción.  Tal es el caso de una publicación de 
la página de Facebook San José Denuncias en la 
cual se argumenta que Lineth Saborío, la can-
didata del PUSC, fue despedida de su puesto 
como asesora legislativa para poder así cobrar 
una liquidación, tal y como puede observarse en 
un fragmento de la publicación titulada “4 razo-
nes para NO VOTAR por Lineth”: 

Figura 2.11  Captura de pantalla
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“Lineth Saborío debía renunciar a su 
puesto de asesor en la asamblea legislativa 
para poder aspirar a la presidencia, pero 
en cambio fue despedida, con responsa-
bilidad patronal, para que recibiera una 
liquidación pagada por los impuestos de 
todos los costarricenses, lo cual es corrup-
ción y es más de lo mismo” (Perfil de San 
José Denuncias, 2/12/2021). 
La proposición “para que recibiera una 

liquidación pagada por los impuestos de todos 
los costarricenses” implica una sanción moral 
de la candidata la cual se refuerza mediante la 
estrategia referencial que describe esa supuesta 
acción como “corrupción”.  En este caso, Line-
th Saborío desempeña un rol de agente cuyas 
acciones repercuten en “todos los costarricen-
ses” y el argumento se cierra con el topos de “es 
más de lo mismo” para transmitir una valora-
ción también negativa de la política en general.  
La acusación fue desmentida por la iniciativa de 
verificación No Coma Cuento mediante registros 
del Departamento de Recursos Humanos de la 
Asamblea Legislativa. 

En esa misma línea argumentati-
va, el perfil de Facebook Patricio Aclara di-
fundió el 4 de noviembre del año 2021 la 
publicación que se observa en la Figura 2.11.

La intersemiosis, es decir, la interrelación 
de los recursos lingüísticos (el texto del copy) y 
los visuales (la imagen de Villalta dentro del ve-
hículo) permiten construir un producto multi-
modal de gran verosimilitud.  El círculo rojo le 
otorga realce a la foto y le indica a la persona 
espectadora hacia dónde debe dirigir la mirada 
al tiempo que sugiere una interpretación. 

A través del uso de mayúsculas en la frase 
“hipocresía total” se emite una valoración nega-
tiva del candidato a quién también se le califica 
de negativamente mediante la estrategia predi-
cativa de “vive chupando de los impuestos a cos-
tillas de los costarricenses”.  Como puede verse, 
se emplea la misma construcción semántica que 

el caso de Lineth Saborío pues se argumenta 
que el agente (Villalta) perjudica a “los costarri-
censes” al usar los impuestos para beneficio per-
sonal.  La frase “así son los comunistas” no sólo 
evoca el topos del comunismo sino que también 
evoca una valoración peyorativa dada la carga 
semántica que tiene en el contexto nacional.  Al 
respecto, No Coma Cuento, en un desmentido 
publicado el 4 de noviembre de 2021, aclara que 
la publicación es falsa porque Villalta no tiene 
registrado a su nombre ningún automóvil con 
esas características y porque la fotografía fue to-
mada durante la campaña de 2014. 

En el segundo caso, desinformación re-
lacionada con datos falsos o imprecisos emiti-
dos por personas candidatas durante entrevis-
tas o debates, fueron recolectados los siguientes 
ejemplos.  Eliécer Feinzaig argumentó en el 
programa No Pasa Nada del 10 de diciembre de 
2021 que la Red Nacional de Cuido y Desarro-
llo Infantil (REDCUDI) elimina el cuido si la 
madre obtiene un trabajo formal con una paga 
superior al salario mínimo.  Sin embargo, la ini-
ciativa Doble Check aclaró que la REDCUDI no 
anula la asistencia a las familias que experimen-
tan una mejoría temporal en su situación eco-
nómica (10/12/2021).

Welmer Ramos afirmó, en el debate del 
TSE celebrado el 9 de enero de 2022, que el 
Partido Acción Ciudadana nunca había sido 
condenado judicialmente.  No obstante, No 
Coma Cuento explicó que en el 2016 el Tribunal 
Penal de San José condenó al PAC y a dos de 
sus partidarios por estafar al TSE en el cobro de 
la deuda política de las elecciones del 2010

Por su parte, José María Villalta señaló, en 
el debate del TSE celebrado el 12 de enero de 
2022, que el tribunal que juzgó a Albino Vargas 
en diciembre de 2020 por instigación política 
había calificado la causa como un “juicio de per-
secución política” y que él se lo había comuni-
cado a Albino Vargas tras la sentencia.  Nueva-
mente la iniciativa No Coma Cuento salió al paso 
para afirmar que la jueza Lorena Blanco Jimé-
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nez, al dictaminar sentencia el 9 de diciembre 
de 2020, rechazó que la causa en cuestión fue-
ra calificada como de “carácter político” cuan-
do dictó (14/01/2022).  Asimismo, el dirigente 
Albino Vargas aclaró, a través de su cuenta de 
Twitter, que Villalta nunca se comunicó con él 
durante o después del juicio (12 de enero 2022).

En ese mismo ciclo de debates, el 9 de 
enero de 2022, Federico Malavassi propuso en-
tregar bonos educativos para que las familias 
matriculen a sus hijos e hijas en la institución 
educativa de su elección.  Al respecto argu-
mentó: “En Suecia funciona perfectamente, ha 
sido un éxito.  Con menos dinero del que gas-
tamos actualmente”.  Sin embargo, de acuerdo 
con una medición de la OCDE, en 2019 Costa 
Rica invirtió $6.624 por alumno mientras que 
Suiza destinó $14.931 por estudiante.  De for-
ma similar, el 17 de noviembre de 2021 Fabri-
cio Alvarado aseguró, en el debate organizado 
por el Sindicato de Trabajadores de la Educa-

Figura 2.12  Captura de pantalla

ción Costarricense (SEC), que Costa Rica in-
vierte en educación “algo similar a Finlandia”. 
No obstante, Doble Check aclaró que los datos 
de un informe de la OCDE de 2018 indica lo 
contrario, pues Costa Rica hizo un inversión de  
$4.482 por estudiante mientras que Finlandia 
prácticamente triplicó ese monto al destinar 
$12.650 por alumno. 

Ambos ejemplos evidencian un acto co-
municativo recurrente de las personas candida-
tas como lo es incluir cifras o datos sin citar fuen-
tes.  Asimismo, podría argumentarse que esta y 
otras imprecisiones pueden deberse al “calor del 
momento” o a la presión de un debate en vivo.  
Sin embargo, también fue posible detectar dos 
casos en los que una persona candidata emitió 
propaganda engañosa de manera premeditada.

En el primer caso, la formación política de 
Partido Progreso Social Democrático (PPSD) 
ha dispuesto una serie de vallas publicitarias 
y ha entregado panfletos en los que aparece el 
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candidato presidencial, Rodrigo Chaves Robles 
con Pilar Cisneros Gallo, diputada de ese par-
tido por la provincia de San José.  En la Figura 
2.12 puede verse una valla ubicada en la provin-
cia de Guanacaste. 

Como las vallas están en distintas pro-
vincias del país, la inclusión de Cisneros en las 
fotografías ha sido calificada por algunos dipu-
tados y analistas políticos como una estrategia 
engañosa.  Por ejemplo, el diputado del Parti-
do Unión Social Cristiana, Erwin Masís, cali-
ficó esta publicidad como un “engaño absoluto 
contra la población” porque le hace creer a la 
ciudadanía que en todas las provincias se po-
dría votar por Cisneros, cuando no es así (de-
claración hecha en la Asamblea Legislativa el 6 
de enero de 2022).  Cisneros, al ser consultada 
por el diario CrHoy reconoció la estrategia y la 
justificó aduciendo que muchas personas aún 
no conocen a Chaves y que ella sí es una figura 
pública más conocida que el candidato a presi-
dente: “No tiene nada de impropio o engañoso 
poner mi imagen por todo lado.  Diay, si soy la 
persona conocida, bienvenida, vámonos”. (CR-
Hoy, 7/01/2022).  

En el segundo caso, el 16 de enero de 2022, 
Fabricio Alvarado, candidato del partido Nueva 
República, publicó un anuncio en su perfil de 
redes sociales en el que se comprometía a “lu-
char contra los aires del comunismo”, enunciado 
que iba acompañado de imágenes de conflicto 
social de otros países en las que incluso apare-
cían cuerpos militares y tomas bélicas acompa-
ñadas de la siguiente declaración: “pero el peor 
final posible para nuestra Costa Rica, más allá 
incluso del PAC, es darle una sola oportunidad 
a los comunistas, a la gente de izquierda del 
Frente Amplio.  En las últimas semanas hemos 
visto cómo José María Villalta, el auto comu-
nista de Costa Rica, creció  en las encuestas ali-
mentado de algún remanente de izquierda y de 
gente del PAC de los últimos años que insisten 
en llevarnos a la pobreza y a la corrupción…” 
(0:40-0:56”).  La publicación recibió críticas 

en redes sociales por la naturaleza engañosa de 
las imágenes.  Esa misma semana, la periodista 
Lilliana Carranza, en el programa Café Políti-
ca  (20/01/2022), le preguntó a Alvarado que si 
no consideraba que el video era “polarizante”, 
ante lo cual él respondió que no y agregó: “Yo 
creo que una campaña política consta de mu-
chos mensajes, Lilliana, y pues dentro de todos 
los mensajes para nosotros es importante alertar 
al pueblo de Costa Rica (...)”; con lo cual tam-
poco se percibe que el mensaje emitido podría 
ser engañoso a la hora de yuxtaponer imágenes 
descontextualizadas y violentas con la campa-
ña en contra del Frente Amplio.  Finalmente, 
cabe destacar que el único candidato que expre-
sa ideas falsas en relación con la pandemia fue 
Rolando Araya Monge, del partido Costa Rica 
Justa.  En el debate nacional del 11 de enero 
de 2022, Araya se posicionó en contra de la va-
cunación obligatoria de niños y niñas contra la 
COVID-19 calificándola de “un abuso” porque 
la variante “ómicron es nada más un catarro”. 

2.5 Conclusiones 
La revisión de la literatura desarrollada en 

este capítulo demuestra que la desinformación 
es un fenómeno complejo cuyo análisis deman-
da la humildad académica para reconocer que 
no será posible decirlo ni entenderlo todo y que 
para poder decir algo es necesario desarrollar 
estudios multidisciplinarios y contextualizados. 
En ese sentido, este artículo ofrece resultados y 
análisis para un periodo ya de por sí excepcional 
de la realidad nacional como lo es la pandemia 
por COVID-19 y una campaña electoral atípica 
por la cantidad histórica de personas candidatas 
a la presidencia, la apatía y el aparente desinte-
rés de la ciudadanía.  Lo anterior, aunado a la 
gran cantidad de indecisos y el hecho de que 
no hubiera un candidato a vencer (el enemigo 
común al cual atacar) pueden haber influido en 
la poca desinformación detectada.  Este pano-
rama podría cambiar en una eventual segunda 
ronda electoral. 
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Los datos sugieren que, a pesar del con-
texto electoral, los temas que dominan los con-
tenidos de los discursos desinformativos son la 
pandemia en general y las vacunas en particular, 
seguidos de falsedades relacionadas con las elec-
ciones y las personas que aspiran a la presidencia. 

Los contenidos desinformativos relacio-
nados con la pandemia se articulan principal-
mente a partir de teorías de la conspiración que 
implícitamente vehiculizan un ataque explícito 
contra el gobierno, como queda evidenciado en 
mensajes que califican la emergencia sanitaria 
como una “plandemia”, “PACdemia” o una “dic-
tadura sanitaria por parte del PAC.”  Por tanto, 
los ataques y el contenido desinformativo fue-
ron, sobre todo, contra el gobierno. 

Por su parte, la desinformación sobre las 
vacunas ha atravesado distintas posiciones se-
mánticas: al inicio del periodo de análisis se 
alertaba sobre la peligrosidad de los efectos se-
cundarios de las vacunas y a partir de noviem-
bre de 2021 las posturas van en contra de su 
obligatoriedad, en especial, en lo relativo a la 
vacunación infantil.  Los grupos contrarios de-
claran que “no son antivacunas” sino defensores 
del derecho de los padres y las madres de familia 
a decidir sobre los tratamientos médicos que re-
ciben sus hijos e hijas. 

A pesar de lo anterior, los datos del estu-
dio del CIEP de noviembre de 2021 sugieren 
que el tema de la vacunación no tiene un po-
tencial polarizante a nivel de la elección pues 
el 69% de las personas consultadas dijo estar de 
acuerdo con su obligatoriedad (CIEP, 3 de no-
viembre 2021).

Si bien es cierto estos resultados sugie-
ren que los grupos antivacunas no constituyen 
un vector polarizante, sí es necesario prestar 
atención a la forma en la que estos grupos se 
comportan como una comunidad digital cuyos 
postulados resuenan en la realidad nacional.  Tal 
y como pudo verse en las Figuras 2.3 y 2.5, los 
seguidores de las páginas y perfiles de Facebook 

que suelen publicar contenido tendencioso con-
tra la vacunación han aumentado en un 5,31 % 
desde el inicio de la campaña electoral.

Tal y como se señaló en la sección de an-
tecedentes, esto podría deberse a que los ciu-
dadanos suelen gravitar hacia grupos aislados 
con ideas afines lo cual puede aumentar “la in-
tolerancia hacia las ideas políticas” y la polariza-
ción (Bishop 2008, citado en Lee, 2019, p. 18). 
Precisamente, en algunas de esas páginas como 
Televisión y Radio RN y Defendamos Costa Rica 
se “informó” sobre la situación de un niño que 
estaba “secuestrado” en el Hospital de Heredia 
y a quién se le iba a aplicar la vacuna contra el 
COVID-19 “a la fuerza”.  Voceros de esas mis-
mas agrupaciones, como Marcos Albertazzi y la 
Dra. Jimena Campos, junto con la diputada in-
dependiente Shirley Díaz, se presentaron el 26 
de enero de 2022 en el Hospital San Vicente 
de Paul en Heredia, para exigir que al niño se le 
diera de alta.  La presencia de este grupo derivó 
en actos violentos que interrumpieron el fun-
cionamiento normal del hospital y culminó con 
la detención de seis personas, incluido Marcos 
Albertazzi, quien debe descontar tres meses de 
arresto domiciliario.  Por tanto, si bien estos gru-
pos podrían no estar incidiendo de forma direc-
ta en la intención de voto, no cabe duda de que 
los enunciados de sus mensajes tienen efectos 
en el espacio público y en la agenda mediática 
nacional, lo cual va de la mano con lo señalado 
por Tsfati et al. (2020) cuando se preguntaban 
sobre la responsabilidad de los medios tradicio-
nales al informar sobre contenidos desinforma-
tivos o, en este caso, actores que los producen. 

Ahora bien, ¿cuál ha sido la postura de 
las personas candidatas en relación con la pan-
demia y la vacunación? En el primer caso, la 
pandemia ha estado prácticamente exenta de 
la narrativa de los candidatos y en el segundo, 
sólo Rolando Araya Monge se manifestó abier-
tamente en contra de la vacunación durante el 
debate organizado por el TSE, al considerar 
que la variante Ómicron era un resfriado que no 
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ameritaba la vacunación obligatoria de los ni-
ñas y las niñas.  Sin embargo, al ser consultados 
directamente por el periódico La Nación, solo 
7 de los 25 candidatos se manifestaron a favor 
de la obligatoriedad de la vacuna, estos candi-
datos son: Lineth Saborío, del Partido Unidad 
Social Cristiana (PUSC); José María Figueres, 
del Partido Liberación Nacional (PLN); Wel-
mer Ramos, del Partido Acción Ciudadana 
(PAC), Rodolfo Hernández, del Partido Repu-
blicano Social Cristiano; Luis Alberto Corde-
ro, del Movimiento Libertario (ML); Federico 
Malavassi, del Partido Unión Liberal (PUL) y 
José María Villalta Flores-Estrada, del Partido 
Frente Amplio (FA); aunque estos dos últimos 
están de acuerdo, pero con matices: Malavassi 
argumenta que la obligatoriedad de la vacuna 
sólo debe aplicarse a los empleados del sector 
público mientras que Villalta sostiene que antes 
de imponerse la obligatoriedad, las autoridades 
deben abrir canales de diálogo para evacuar las 
dudas de las personas que cuestionan la segu-
ridad y efectividad de las vacunas (Chinchilla 
Cerdas, 2022a, enero 6). 

De acuerdo con los datos del CIEP, la va-
cunación infantil es aceptada por el 73 % de las 
personas consultadas (CIEP, enero 2022); este 
alto porcentaje de aceptación podría estar inci-
diendo en que las personas candidatas rehuyan 
del tema, pues sería poco estratégico mostrar 
una posición contraria a la del grueso del elec-
torado.  Sin embargo, el movimiento antivacu-
nas sí ha recibido el apoyo de figuras en cargos 
públicos como la vicealcaldesa de San Carlos y 
la diputada independiente Shirley Díaz. 

Sobre este tema se considera necesario se-
ñalar que tanto los candidatos como los grupos 
que se oponen a la vacunación obligatoria adu-
cen criterios de la libertad y la autonomía que 
tienen los padres y las madres en la crianza de 
sus hijos.  Esta tensión entre la libertad indivi-
dual y la salud colectiva tiene también su corres-
pondencia con las posturas que argumentan que 
bloquear o cerrar las plataformas que difunden 

desinformación constituyen formas de censura 
o una afrenta contra la libertad de expresión. 

Por otra parte, los contenidos desinfor-
mativos vinculados con las elecciones tuvieron 
como flanco de ataque al TSE, en concreto, 
se emitieron contenidos falsos sobre irregula-
ridades en el proceso de votación, tal y como 
ha sido el caso en procesos electorales en otros 
países.  De acuerdo con lo señalado por la ini-
ciativa Chequeo, este tipo de desinformación que 
cuestiona la institucionalidad, sin llegar a acusar 
un fraude, es prototípica de la desinformación 
difundida en contextos electorales (Zoomer, 
2021).  Tal y como se evidenció en la sección de 
los resultados, estos cuestionamientos se difun-
den previa celebración de los comicios, razón 
por la cual es posible que su contenido se vea 
modificado tras el anuncio de los resultados el 6 
de febrero de 2022. 

Precisamente, una de las mayores limita-
ciones del estudio que se presenta en este capí-
tulo es que el cierre de edición de este Informe 
no permitió analizar el periodo de campaña 
completo hasta el día de las elecciones, el 6 
de febrero de 2022 y mucho menos la proba-
ble campaña que se desarrollará entre los dos 
candidatos que pasen a balotaje.  Como se ha 
señalado en el texto, en un ambiente electoral 
que todavía dos semanas antes de las eleccio-
nes no había terminado de calentar y provocar 
el interés de la ciudadanía, los últimos días de la 
campaña, cuando finalmente algo de ese interés 
era de esperar que encendiera, es posible que la 
cantidad de contenido desinformativo que cir-
culara en esos últimos días fuera mayor; como 
también es previsible que frente a un escenario 
de segunda vuelta, con dos candidatos (y ya no 
25), los ataques y la desinformación se multi-
pliquen, como sucedió en el proceso electoral 
de 2018. 

Otra limitación del presente estudio es 
que, por el papel que juegan los troles en la difu-
sión y circulación de contenido desinformativo, 
especialmente en época de campaña electoral, 
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una investigación sobre el tema no está com-
pleta sin el análisis de este factor.  Sin embargo, 
en el caso de este capítulo, no solamente se salía 
del encuadre propuesto, sino también de las po-
sibilidades materiales de investigar un objeto de 
estudio tan elusivo como lo son los troles.  

A pesar de estas limitaciones, este capítulo 
logra dar algunas pistas, por lo menos iniciales, 
que permiten darle respuesta a la pregunta que 
se hace desde el título: ¿la desinformación va a 
las urnas?  La dificultad para encontrar conte-
nidos desinformativos y el consecuente corpus 
pequeño que se analizó, parecieran indicar que, 
por lo menos en el caso de nuestro país durante 
los casi cuatro meses de campaña electoral de la 
primera vuelta, estamos ante la presencia de una 
percepción magnificada de la circulación de las 
noticias falsas.  La realidad es que, al menos lo 
que llega a los servicios de verificación y lo que 
circula desde algunos de los canales o cuentas 
más reconocidas por circular este tipo de con-
tenido, el contenido desinformativo, es relativa-
mente escaso y gira en torno a casos y temáticas 
puntuales (como la pandemia y la vacunación) 
y no en torno a graves amenazas al propio pro-
ceso electoral o a mentiras desproporcionadas 
alrededor de candidaturas o sus propuestas, algo 
que sí se ha visto en otros contextos y procesos 
electorales (como el estadounidense y el britá-
nico de 2016). 

Debido a que es altamente probable que 
el resultado de las elecciones se tenga que re-
solver en una segunda ronda, aún es prematuro 
prever cómo se comportará el flujo desinforma-
tivo en los meses posteriores a la publicación 
de este artículo.  Sin embargo, los resultados 
obtenidos mediante este análisis coinciden con 
estudios previos en los que se indica que desde 
las elecciones de 2018 en Costa Rica, la produc-
ción de propaganda política desinformativa es 
una “actividad local y humana”  en oposición a 
los bots y a la producción a gran escala que se 
da en países como Brasil, Colombia y México 
(Bunse, 2021).  Por tanto, los hallazgos confir-

man que esta situación, advertida en elecciones 
pasadas, se mantiene en la actualidad, al menos 
hasta nuevo aviso. 

Otra pregunta frecuente e importante 
cuando se analiza el fenómeno de la desinfor-
mación es cómo se ve afectada la institucionali-
dad de cara a la circulación de contenidos falsos. 
Si bien el enfoque de esta investigación no esta-
ba centrado en el impacto que sufren las institu-
ciones públicas, los hallazgos no apuntan hacia 
ataques ni cuantiosos, ni sostenidos ni alarman-
tes, por lo menos para el periodo en estudio.  El 
TSE fue la única institución cuya credibilidad 
fue atacada, pero no se trató de una campaña 
fuerte y permanente, sino de algunos ataques 
esporádicos.  Ciertamente, se ataca al gobier-
no y al PAC, sobre todo a través de contenido 
desinformativo contra figuras públicas como el 
presidente Carlos Alvarado; el presidente ejecu-
tivo de la Caja Costarricense del Seguro Social 
(CCSS), Román Macaya, o el Ministro de Sa-
lud, Daniel Salas.  Estos ataques eran persona-
lizados y no tanto dirigidos contra la institucio-
nalidad; por ejemplo, se ataca que el gobierno 
quiera exigir la vacunación obligatoria en niñas 
y niños, pero no se ataca la credibilidad de la 
Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS). 

En el periodo en estudio, la instituciona-
lidad costarricense probablemente se vio más 
afectada por otras coyunturas (como los escán-
dalos de corrupción, las denuncias de abusos y 
malos manejos de fondos públicos, el desen-
canto ciudadano, los mensajes de algunas de 
las personas candidatas a la presidencia sobre 
la necesidad de desmantelar el Estado, entre 
otros) que por los (relativamente pocos) con-
tenidos desinformativos que circularon durante 
la campaña.

Con esto no se pretende minimizar, ni 
el fenómeno ni el problema, pero sí se quiere 
subrayar, como lo han hecho otros autores (Nel-
son y Taneja, 2018; Tsfati et al., 2020), que en 
la medida en que se siga magnificando el fenó-
meno de la desinformación, se podría caer ante 



91CAPÍTULO 2 - LA DESINFORMACIÓN, ¿VA A LAS URNAS?  

una afrenta contra la libertad de expresión, en el 
caso de que una de las respuestas llegue a ser la 
censura y, mientras tanto, ya ha sido documen-
tado que el espectro de la amenaza de las no-

ticias falsas y la desinformación imposibilita el 
diálogo democrático y crea desconfianza en los 
actores políticos, en el gobierno y en el propio 
sistema político.
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CAPÍTULO 3 - DISCUSIÓN LEGISLATIVA SOBRE UNA LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN Y TRANSPARENCIA

CAPÍTULO 3

Discusión legislativa sobre una ley de acceso a la 
información y transparencia

Jorge Córdoba Ortega*

3.1 Introducción
Los temas de libertad de expresión, acce-

so a la información pública, transparencia ad-
ministrativa y simplificación de trámites están 
insertos en el día a día de las instituciones pú-
blicas y en relación jurídico administrativa en-
tre Administraciones Públicas y administrados, 
teniendo un vínculo directo con el ejercicio y 
defensa de los derechos fundamentales. 

En este capítulo se propone revisar el es-
tado actual de las iniciativas presentadas en la 
Asamblea Legislativa de la República de Costa 
Rica, tomando en cuenta la realidad nacional 
imperante, así como algunos otros temas rela-
cionados con el acceso a la información pública. 

Así, se inicia con la cita del artículo 19 
de la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos, que indica: “Todo individuo tiene de-
recho a la libertad de opinión y de expresión; 
este derecho incluye el de no ser molestado a 
causa de sus opiniones, el de investigar y recibir 
informaciones y opiniones, y el de difundirlas, 
sin limitación de fronteras, por cualquier me-

dio de expresión”, texto que brinda el Sistema 
Universal de Derechos Humanos y reafirma el 
vínculo inseparable en materia de derechos hu-
manos entre acceso a la información y libertad 
de expresión. 

Se rescatan las palabras del escritor Toby 
Mendel -activista en materia de derechos hu-
manos y en la defensa del derecho a la libertad 
de información-, que refiriéndose a la relación 
entre la libertad de información y libertad de 
expresión manifiesta: 

“El derecho humano primario o fun-
damento constitucional del derecho de 
libertad de información, es el derecho 
fundamental de la libertad de expresión, 
mismo que comprende el derecho a bus-
car, recibir y difundir información e ideas 
(…).  En un sentido más amplio, tam-
bién se puede derivar de reconocer que la 
democracia, e incluso todo el sistema de 
protección de derechos humanos, no pue-
de funcionar correctamente si no existe la 

CAPÍTULO 3 - Discusión legislativa sobre una ley de acceso a la información y transparencia
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libertad de información.  En ese sentido, 
es un derecho humano fundamental, del 
cual dependen otros derechos” (Mendel, 
2003, p. 43).
Se abordarán algunos de los principios ge-

nerales de la libertad de expresión y del derecho 
de acceso a la información pública; un resumen 
del contenido de la aprobación por parte de la 
OEA de la Ley Modelo Interamericana 2.0 de 
acceso a la información pública (2020); el avan-
ce en la discusión del Proyecto de Ley General 
de acceso a la información pública y transparen-
cia, Expediente  N°. 20.799 de la Diputada Car-
men Chan Mora de la Asamblea Legislativa de 
la República de Costa Rica y finalmente se pre-
sentará un resumen sobre los puntos más rele-
vantes de la Ley N°. 10072 del 18 de noviembre 
de 2021, Reforma de la Ley 8220, Protección 
al ciudadano del exceso de requisitos y trámites 
administrativos del 4 de marzo de 2002, la cual 
fue publicada el 3 de diciembre de 2021, en la 
Gaceta N°. 233, Alcance No. 248, iniciativa de 
la Diputada Silvia Hernández Sánchez y otros 
diputados y diputadas.

El planteamiento metodológico para este 
breve análisis jurídico sobre el derecho de acce-
so a la información pública lleva a la siguiente 
afirmación: “El trámite y discusión en la Asam-
blea Legislativa del Expediente N°. 20.799 Pro-
yecto de Ley General de acceso a la informa-
ción pública y transparencia se constituye en un 
avance necesario y urgente para que el Estado 
costarricense pueda contar con una Ley Marco 
de acceso a la información pública, instrumento 
jurídico relevante para la defensa de los dere-
chos fundamentales de los administrados”.

El problema planteado es: ¿Se requiere de 
una Ley Marco sobre acceso a la información 
pública en el ordenamiento jurídico costarri-
cense como un instrumento efectivo y pertinen-
te en la defensa de los derechos fundamentales 
de los administrados, frente a la inactividad y 
silencio de las Administraciones Públicas?  

El objetivo general de esta investigación 
es exponer los avances que se han realizado en 
la Asamblea Legislativa para aprobar una Ley 
marco o general de acceso a la información pú-
blica.  Para abordar esta temática se utilizarán los 
métodos deductivo, comparativo y sistemático.  

A continuación se reiteran algunas ideas 
previas para mostrar la situación actual, que no 
ha cambiado mucho en los últimos años:
• Que no existe una Ley Marco de acce-

so a la información pública ni de libertad 
de expresión.

• Que ha sido la Sala Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia la que ha veni-
do desarrollando a través de sus resoluciones 
esta temática.

• Que existe una importante cantidad de leyes 
que regulan en forma dispersa el derecho de 
acceso a la información pública y la libertad 
de expresión.

• Que en el año 2017 el Poder Ejecutivo costa-
rricense aprobó el Decreto Ejecutivo Núme-
ro 40200-MP-MEIC de fecha 27 de abril 
de 2017, que tiene por objeto que el Estado 
garantice el cumplimiento efectivo del dere-
cho humano de acceso a la información pú-
blica, de forma proactiva, oportuna, oficiosa, 
completa y accesible.  Además, se aprobaron 
el Decreto Ejecutivo que establece la apertu-
ra de los datos públicos (N°. 40199-MP del 
27 de abril de 2017) y la directriz dirigida 
al Sector Público sobre la eficiencia, eficacia 
y transparencia en la gestión presupuestaria 
de la Administración Pública (N°. 070-H 
del 30 de marzo de 2017 y con un rige hasta 
el 31 de diciembre de 2017, artículo 21 de 
la directriz).  Pese a lo anterior, reiteramos 
nuestro criterio: esto es materia que debe ser 
regulada por ley.  

• A partir de 2018, se han presentado varias 
iniciativas en la Asamblea Legislativa de la 
República de Costa Rica que buscan un ejer-
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cicio efectivo en la protección de los derechos 
fundamentales, de los cuales, hemos escogi-
do el Proyecto de Ley General de acceso a la 
información pública y transparencia, Expe-
diente N°. 20.799, para su respectivo análisis. 

3.2 Principios generales sobre libertad 
de expresión y acceso a la información

En este apartado se desarrollarán algu-
nos de los principios que son esenciales en el 
funcionamiento de la Administración Pública, 
pero sobre todo constituyen una garantía para 
el administrado en la protección de sus dere-
chos fundamentales, entre ellos, la libertad de 
expresión, el derecho de acceso a la información 
pública y el derecho de petición.

3.2.1 Principio de legalidad

Este principio es uno de los ejes centrales 
que debe imperar en el ordenamiento jurídico 
administrativo y constitucional, y en la relación 
jurídico administrativa entre administración y 
administrado.  Según este principio, la Admi-
nistración Pública estará sometida al bloque de 
legalidad y de constitucionalidad, pudiendo rea-
lizar aquellas actuaciones y funciones que estén 
reguladas y le permita el ordenamiento jurídico.  
Se encuentra en el artículo 11 de la Constitu-
ción Política que señala: 

Artículo 11.- Los funcionarios públicos 
son simples depositarios de la autoridad. 
Están obligados a cumplir los deberes que 
la ley les impone y no pueden arrogarse 
facultades no concedidas en ella.  Deben 
prestar juramento de observar y cumplir 
esta Constitución y las leyes.  La acción 
para exigirles la responsabilidad penal por 
sus actos es pública.
La Administración Pública en sentido 
amplio, estará sometida a un procedimien-
to de evaluación de resultados y rendición 
de cuentas, con la consecuente responsa-

bilidad personal para los funcionarios en 
el cumplimiento de sus deberes.  La ley 
señalará los medios para que este control 
de resultados y rendición de cuentas opere 
como un sistema que cubra todas las ins-
tituciones públicas (Constitución Política 
de Costa Rica, 1949, artículo 11).
(Así reformado mediante Ley Nº 8003 
del 08 de junio del 2000, publicada en La 
Gaceta de 30 de junio del 2000).
Lo importante de esta norma constitu-

cional es que los funcionarios públicos son de-
positarios de la autoridad y, en este sentido, es-
tán sujetos a un bloque de legalidad en el marco 
de sus actuaciones, lo cual beneficia la certeza y 
seguridad jurídica que deben prevalecer en sus 
relaciones con los ciudadanos.  El segundo pá-
rrafo de este artículo 11 se refiere a la rendición 
de cuentas, situación que responde a las nue-
vas tendencias legislativas en materia de trans-
parencia y publicidad en las actuaciones de las 
administraciones públicas y de sus funcionarios.

Junto a esta norma, se deben citar los ar-
tículos 11 y 13 de la Ley General de la Admi-
nistración Pública, que de forma clara señalan:

Artículo 11.-  1. La Administración Pú-
blica actuará sometida al ordenamiento 
jurídico y sólo podrá realizar aquellos ac-
tos o prestar aquellos servicios públicos 
que autorice dicho ordenamiento, según 
la escala jerárquica de sus fuentes.  2. Se 
considerará autorizado el acto regulado 
expresamente por norma escrita, al menos 
en cuanto a motivo o contenido, aunque 
sea en forma imprecisa.
Artículo 13.-  1. La Administración es-
tará sujeta, en general, a todas las normas 
escritas y no escritas del ordenamiento 
administrativo, y al derecho privado su-
pletorio del mismo, sin poder derogarlos 
ni dejar de aplicarlos para casos concretos.  
2. La regla anterior se aplicará también en 
relación con los reglamentos, sea que es-



III INFORME DEL ESTADO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN COSTA RICA106

tos provengan de la misma autoridad, sea 
que provengan de otra superior o inferior 
competente (Ley General de la Adminis-
tración Pública, N° 6227, del 2 de mayo 
de 1978).
Estos dos artículos complementan la dis-

posición constitucional, sobre todo si se consi-
dera que la Ley General de la Administración 
Pública (en adelante LGAP) es una de las nor-
mativas más importantes que regulan las rela-
ciones jurídico administrativas entre adminis-
tración y administrado.  Del mismo modo, es 
relevante indicar que en la LGAP se encuentra 
también la referencia de funcionario público, 
indicando el artículo 111: 

1. Es servidor público la persona que 
presta servicios a la Administración o a 
nombre y por cuenta de ésta, como parte 
de su organización, en virtud de un acto 
válido y eficaz de investidura, con ente-
ra independencia del carácter imperativo, 
representativo, remunerado, permanente 
o público de la actividad respectiva.  2. A 
este efecto considérense equivalentes los 
términos “funcionario público”, “servidor 
público”, “empleado público”, “encargado 
de servicio público” y demás similares, y 
el régimen de sus relaciones será el mismo 
para todos, salvo que la naturaleza de la 
situación indique lo contrario (…) (Ley 
General de la Administración Pública, N° 
6227, del 2 de mayo de 1978).
De esta forma, se cuenta con un marco 

jurídico básico que se refiere al principio de le-
galidad y al concepto de servidor público o fun-
cionario público, según la legislación.

3.2.2 Principio de transparencia administra-
tiva y rendición de cuentas 

En la sociedad del siglo XXI se encuentra 
toda una serie de manifestaciones en el ámbi-
to de los países y de las diferentes comunidades 
que llevan a la necesidad por parte del ser hu-

mano, y en pro de una convivencia pacífica, a 
vivir en un mundo más claro o transparente, en 
que todos puedan actuar de forma responsable 
y en beneficio del interés general.

Es importante agregar que tanto las 
Constituciones Políticas como la legislación 
comparada han incorporado en su contenido, 
normas tendientes a que el administrado ten-
ga mayor acceso a la información pública, a las 
dependencias administrativas, al uso y utiliza-
ción de los recursos públicos y al desarrollo de 
los servicios públicos, entre otros,  provocando 
que las Administraciones Públicas lleguen a ser 
verdaderas “casas de cristal”, como lo indicaba 
el jurista italiano Turati hace ya muchos años1, y 
que ha sido reafirmado por la Sala Constitucio-
nal costarricense en diversas resoluciones.

Revisando el Diccionario de la Real Aca-
demia Española (2001), el concepto de trans-
parencia se define como: “Claro, evidente, que 
se comprende sin duda ni ambigüedad” (pp. 
1502-1503).

Esto permite observar que los ciudadanos 
desean transparencia en los gobernantes, en la 
protección del medio ambiente, en la adminis-
tración, en el uso de los recursos públicos, en el 
manejo y acceso a la información, en el cumpli-
miento del interés general y los servicios públi-
cos, entre otros.  Es indudable también, que la 
transparencia es un asunto de cultura que debe 
permear todos los estratos de la sociedad y todas 
sus actividades en razón del bienestar general. 

Sobre el concepto de transparencia, el ju-
rista francés Jegouzo señala: 

El término transparencia administrativa 
ha irrumpido desde hace una decena de 
años en el lenguaje jurídico francés. (...) 
Procedería de los usos administrativos, 
más que de la organización jurídica.  La 

1 Arena, G. (1997).  La transparencia administrativa. 
Revista de Documentación Administrativa, (248-249), p. 
365.
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implantación de una “administración de 
cristal” dependería fundamentalmente de 
la aparición de una nueva psicología ad-
ministrativa, en virtud de la cual los ser-
vicios aceptasen la necesidad de trabajar 
bajo la mirada constante de los adminis-
trados.  Pero es obligado constatar la juri-
dificación del concepto de transparencia 
administrativa.  La doctrina ha sido la 
primera en apoderarse de esta noción. (...) 
El análisis de estos textos y de estas obras 
demuestra en todo caso la ambigüedad y 
la complejidad de la noción de transpa-
rencia administrativa ( Jegouzo, 1994, pp. 
11-12).

La cita anterior permite comentar que el 
término transparencia es complejo pero su de-
terminación y uso se ha venido implementando 
en los diferentes ámbitos de la sociedad, situa-
ción que lleva a indicar que su estudio puede 
plantear toda una serie de elementos o aspectos 
que deben ser analizados caso por caso. 

Partiendo de estos escenarios se estudia-
rá, desde el punto de vista jurídico, el principio 
de transparencia y sus manifestaciones, tanto 
en la doctrina, la legislación y la jurisprudencia 
nacional y extranjera, constituyendo un breve 
aporte al tema.

Este principio se ve sustentado en el ar-
tículo 11 segundo párrafo de la Constitución 
Política de la República de Costa Rica (en ade-
lante CPCR), donde se indica que la Adminis-
tración Pública estará sometida a “un procedi-
miento de evaluación de resultados y rendición 
de cuentas” (Constitución Política de Costa 
Rica, 1949, artículo 11), aspecto que responde 
a las nuevas tendencias de transparencia en el 
Derecho Comparado.   

La transparencia va dirigida básicamen-
te a que toda actuación de las administraciones 
públicas debe ser de conocimiento de los ciuda-
danos porque estos son parte activa en la fiscali-

zación y control de las autoridades que detentan 
el poder público. 

Este principio de transparencia y rendi-
ción de cuentas responde a la concepción del 
Estado social, democrático y de derecho (Parejo, 
1998), pues todas las actuaciones de la Admi-
nistración Pública (en sentido general), deberán 
estar sometidas al control de los ciudadanos.  La 
actuación de los órganos y entes públicos debe 
ser transparente y estos tendrán la obligación de 
responder en caso de que se cometa una infrac-
ción al ordenamiento jurídico.  

El jurista español, Santamaría Pastor, vin-
culando los conceptos de democracia y trans-
parencia señala: “la democracia es un sistema 
que se presupone, por definición, transparente: 
el poder y sus órganos, se piensa, no deben tener 
apenas secretos para los ciudadanos, por lo mis-
mo que estos son los auténticos titulares y ‘pro-
pietarios’ de aquel” (Santamaría, 1998, p. 111). 

Con respecto al principio de transparen-
cia, Jegouzo, en el Derecho francés, deriva una 
serie de criterios y elementos que lo distinguen: 
prevención de la corrupción, transparencia de 
la vida económica, necesidad de lucha con-
tra la corrupción, advenimiento de un sistema 
administrativo transparente, ampliación de los 
derechos de los administrados a obtener acceso 
a los documentos, mejorar la información para 
los administrados, motivación de los actos ad-
ministrativos, obligación de publicidad, partici-
pación activa en la formación de decisiones de 
la Administración, reforzamiento de controles e 
información de mercados públicos, mecanismo 
que garantiza las libertades públicas, redefini-
ción de las relaciones entre la Administración  y 
los administrados, ubicación de la transparencia 
en la tercera generación de las libertades y de-
rechos fundamentales, contraposición con el se-
creto administrativo y aparición de un derecho 
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a la transparencia administrativa, entre otros 
( Jegouzo, 1994). 

Como se observa, todos estos criterios 
resaltados del principio de transparencia en el 
Derecho francés y su abordaje permiten esta-
blecer un marco teórico básico sobre el mismo y 
sus efectos en la relación entre las Administra-
ciones Públicas y los administrados.  

En el Derecho italiano, el profesor Arena 
sintetiza este principio de la siguiente forma: 

Ciertamente, la “casa de vidrio” de Turati 
es una metáfora excesiva, porque supone 
que todo lo que ocurre en el interior de 
la Administración debe ser visible desde 
el exterior, mientras que es evidente que 
existen algunos intereses públicos y pri-
vados que necesitan ser protegidos me-
diante la imposición del secreto sobre las 
informaciones que les afectan.  Ningún 
sistema administrativo puede ser total-
mente transparente, ni totalmente opaco; 
como en todos los demás sectores, tam-
bién en la decisión sobre la amplitud de 
la transparencia entran en un juego inte-
reses, públicos y privados, que deben ser 
ponderados entre sí a fin de encontrar el 
punto de equilibrio entre exigencias con-
trapuestas (Arena, 1997, p. 365).

En criterio del autor de este capítulo, 
lo planteado por Arena constituye uno de los 
aspectos de mayor discusión en la doctrina en 
general, en especial, porque se considera que 
el principio de transparencia debe ser lo gene-
ral, debe ser lo aplicable y excepcionalmente el 
secreto.  Es por lo anterior, que el orden cons-
titucional se ha inclinado por establecer lími-
tes al acceso a la información, sustentados en 
el principio de reserva de ley, entendiendo que 
los derechos fundamentales no son absolutos, 
pero que es por medio de la ley que se le pueden 
establecer límites en razón de la protección de 
otros derechos. 

En el Derecho español, se encuentra un 
importante desarrollo del principio de transpa-
rencia y del acceso a la información pública.  Se 
parte en este caso del artículo 105 inciso b) de 
la Constitución Española que dice: “La ley re-
gulará: (…) b) El acceso de los ciudadanos a los 
archivos y registros administrativos, salvo en lo 
que afecte a la seguridad y defensa del Estado, 
la averiguación de los delitos y la intimidad de 
las personas”. 

En este mismo sentido, el profesor 
Sánchez señala: 

Solo en la medida en que la Adminis-
tración ha asumido un nuevo talante de 
apertura al medio social y de servicio al 
ciudadano, en vez de situarse al servicio 
exclusivo del Estado separado de la socie-
dad, en la medida en que ha desarrollado 
una actividad prestacional y de interven-
ción en la economía al lado del tradicional 
ejercicio de autoridad y en la medida en 
que el Derecho reconoce a los particulares 
su condición activa de ciudadanos en vez 
de la de meros súbditos o administrados, 
la regla general ha empezado a invertirse 
(Sánchez, 1995, p. 32).
También se debe hacer cita de la Ley 

19/2013 de transparencia, acceso a la informa-
ción pública y buen gobierno de España, que en 
su artículo 5, hace referencia a los principios de 
publicidad activa y transparencia: 

Publicidad activa. Artículo 5. Principios 
generales.  1. Los sujetos enumerados en 
el artículo 2.1 publicarán de forma perió-
dica y actualizada la información cuyo co-
nocimiento sea relevante para garantizar 
la transparencia de su actividad relaciona-
da con el funcionamiento y control de la 
actuación pública.  2. Las obligaciones de 
transparencia contenidas en este capítulo 
se entienden sin perjuicio de la aplicación 
de la normativa autonómica correspon-
diente o de otras disposiciones específicas 
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que prevean un régimen más amplio en 
materia de publicidad.  3. Serán de aplica-
ción, en su caso, los límites al derecho de 
acceso a la información pública previstos 
en el artículo 14 y, especialmente, el deri-
vado de la protección de datos de carácter 
personal, regulado en el artículo 15.  A este 
respecto, cuando la información contuvie-
ra datos especialmente protegidos, la pu-
blicidad sólo se llevará a cabo previa diso-
ciación de los mismos.  4. La información 
sujeta a las obligaciones de transparencia 
será publicada en las correspondientes se-
des electrónicas o páginas web y de una 
manera clara, estructurada y entendible 
para los interesados y, preferiblemente, 
en formatos reutilizables.  Se establecerán 
los mecanismos adecuados para facilitar 
la accesibilidad, la interoperabilidad, la 
calidad y la reutilización de la informa-
ción publicada, así como su identificación 
y localización (…) (Ley 19/2013, 9 de di-
ciembre de 2013, de transparencia, acceso 
a la información pública y buen gobierno 
de España).
Al abordar el principio de transparen-

cia, la Doctora Leonor Rams hace mención de 
Debbasch, como uno de los autores de mayor 
relevancia que han resumido el significado de 
ese principio: 

Debbasch considera que el concepto de 
transparencia administrativa, que busca 
convertir a la Administración en una “casa 
de cristal” se compone de varios factores y 
se proyecta a través de tres mecanismos.  
Los factores que determinan esa transpa-
rencia son, para este autor: 1) El derecho 
a saber, puesto que la Administración sir-
ve los intereses generales y los ciudadanos 
tienen el derecho a saber qué ocurre en el 
interior de la Administración, que está al 
servicio de dichos ciudadanos.  2) El de-
recho a controlar, de manera que, sabien-
do qué hace la Administración, pueda 

controlarse la legalidad y la oportunidad 
de las decisiones administrativas, sabien-
do además así cómo se utilizan los fondos 
públicos.  3) El derecho de los ciudada-
nos a ser actores y no sólo espectadores 
de la vida política.  Es el necesario paso 
de administrado a usuario (y ciudadano) 
(Rams, 2008, p. 200-201).
En el caso costarricense, estos mecanismos 

los ha desarrollado la Sala Constitucional como 
una garantía de transparencia en la función pú-
blica en los Votos 136-03 y 2120-03, indicando: 

En el marco del Estado social y democrá-
tico de derecho, todos y cada uno de los 
entes y órganos públicos que conforman 
la administración respectiva, deben estar 
sujetos a los principios constitucionales 
implícitos de la transparencia y la publi-
cidad que deben ser la regla de toda la 
actuación o función administrativa.  Las 
organizaciones colectivas del derecho 
público –entes públicos– están llamadas 
a ser verdaderas casas de cristal en cuyo 
interior puedan escrutar y fiscalizar, a ple-
na luz del día, todos los administrados 
(...)”.  En términos generales, el principio 
de transparencia de reciente desarrollo en 
nuestros países, pero ya bien trabajado en 
Europa y en otras instancias del Derecho 
Comparado, se constituye en un punto 
de partida para la rendición de cuentas y 
evaluación de resultados, aspecto que está 
relacionado directamente con el acceso 
a la información pública, pues la autori-
dad pública en su actuar debe garantizar 
el ejercicio de este, convirtiéndose en una 
manifestación de transparencia en la ges-
tión administrativa (Sala Constitucional 
de la Corte Suprema de Justicia de Costa 
Rica, Voto N°. 136-2003; Sala Constitu-
cional de la Corte Suprema de Justicia de 
Costa Rica, Voto N°. 2120-2003).
Esto permite visualizar toda una serie de 

institutos y elementos que cobijan el tema de 
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la transparencia administrativa, siendo factor 
esencial en una democracia participativa, pero, 
sobre todo, un instrumento eficiente para el 
control y vigilancia de los asuntos públicos. 

3.2.3 Principio de igualdad y no 
discriminación

Se encuentra regulado en el artículo 33 
de la CPCR que indica: “Toda persona es igual 
ante la ley y no podrá practicarse discriminación 
alguna contraria a la dignidad humana”.  En este 
sentido se constituye en un principio esencial en 
las relaciones existentes entre la Administración 
y los administrados, pues procura garantizar que 
todos los ciudadanos por igual tienen garantías 
de acceso a la información de relevancia pública.  

Con respecto a este principio, el jurista 
Rodolfo Piza Rocafort indica: 

(…) la igualdad ante la ley se nos presen-
ta como una exigencia de generalidad y 
como una prohibición de discriminación.  
En función de ambas exigencias, la igual-
dad opera como un principio de inter-
pretación y aplicación de todos los demás 
derechos y manifestaciones de la libertad 
y, a su vez, como un derecho de carácter 
autónomo exigible por sí mismo (Piza, 
1998, p. 24).
En esta línea de criterio, el derecho de ac-

ceso a la información debe ser aplicado por igual 
a todos, en forma general, sin discriminación, 
logrando de esta forma acceso y participación. 

3.2.4 Principio de publicidad

Este principio es un pilar del Estado de-
mocrático y de Derecho, siendo esencial para el 
ejercicio del derecho de acceso a la información 
pública y la transparencia en la gestión públi-
ca.  Se encuentra regulado en el artículo 129 
de la CPCR: 

Las leyes son obligatorias y surten efec-
tos desde el día que ellas designen; a falta 

de este requisito, diez días después de su 
publicación en el Diario Oficial.  Nadie 
puede alegar ignorancia de la ley, salvo en 
los casos que la misma autorice.  No tiene 
eficacia la renuncia de las leyes en general, 
ni la especial de las de interés público (…) 
(Constitución Política de Costa Rica, 
1949, artículo 129).

De igual forma, este principio es esencial 
para que el ciudadano esté informado de las ac-
tuaciones de los funcionarios públicos y de la 
normativa que se va aprobando en razón de sus 
competencias y funciones.  En el caso de Costa 
Rica, se da a través de la publicación en el Dia-
rio Oficial La Gaceta, mientras que en el caso 
del Poder Judicial se utiliza el Boletín Judicial, 
que circula junto con la Gaceta, siendo estos 
dos de los productos más importantes de la Im-
prenta Nacional, y que actualmente cuentan con 
acceso digital. 

3.2.5 Principio democrático

Este principio deriva de la relación de los 
artículos 1 y 9 de la CPCR, indicando el artículo 
1 que: “Costa Rica es una República democráti-
ca, libre e independiente” y el artículo 9 que: “El 
Gobierno de la República es popular, represen-
tativo, participativo, alternativo y responsable. 
Lo ejercen el pueblo y tres Poderes distintos e 
independientes entre sí.  El Legislativo, el Eje-
cutivo y el Judicial (…)” (Constitución Política 
de Costa Rica, 1949, artículo 9).

Partiendo de estas normas, y del reco-
nocimiento del Estado democrático y de dere-
cho que prevalece en Costa Rica, se afirma que 
mientras se garantice en mejor forma el acceso 
a la información pública y se estimule la crea-
ción de herramientas que garanticen la trans-
parencia en la gestión pública, mayor será el 
nivel democrático del país; procurando eso sí 
una mayor participación de los ciudadanos en el 
quehacer público.  
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3.2.6 Principio de libertad de dirigirse a los 
órganos públicos 

En esta breve investigación se parte de la 
necesidad de observar y encontrar mecanismos 
que garanticen la transparencia en la gestión 
pública.  El derecho de petición es uno de esos 
instrumentos, que además, es uno de los más 
utilizados con el recurso de amparo ante la Sala 
Constitucional.  Del ejercicio de este derecho 
deriva en forma muy especial, el principio de 
libertad de dirigirse a los órganos públicos, si-
tuación que es común en las actuales democra-
cias, pero que en los albores de los Estados o de 
las monarquías, constituía una posible sanción o 
castigo para aquellos que solicitaran o pidieran 
algo a los monarcas.  Se menciona porque existe 
un vínculo intrínseco entre éste y el derecho de 
acceso a la información pública.  El artículo 27 
de la CPCR señala: “Se garantiza la libertad de 
petición, en forma individual o colectiva, ante 
cualquier funcionario público o entidad ofi-
cial, y el derecho a obtener pronta resolución” 
(Constitución Política de Costa Rica, 1949, ar-
tículo 27).  Esto ha sido reafirmado por la Sala 
Constitucional en diversas ocasiones.  A esta 
norma se debe agregar el artículo 32 de la Ley 
de la Jurisdicción Constitucional que indica: 

Cuando el amparo se refiera al derecho de 
petición y de obtener pronta resolución, 
establecido en el artículo 27 de la Cons-
titución Política, y no hubiere plazo se-
ñalado para contestar, se entenderá que 
la violación se produce una vez transcu-
rridos diez días hábiles desde la fecha en 
que fue presentada la solicitud en la ofi-
cina administrativa, sin perjuicio de que, 
en la decisión del recurso, se aprecien las 
razones que se aduzcan para considerar 
insuficiente ese plazo, atendidas las cir-
cunstancias y la índole del asunto (Ley de 

la Jurisdicción Constitucional, Nº 7135, 
del 11 de octubre de 1989). 

En este sentido, es evidente la relevancia 
de este principio general y la Sala Constitucio-
nal a través de su jurisprudencia reiterada le ha 
dado una relevancia en la relación entre Admi-
nistración y administrados. 

3.2.7 Principios de máxima publicidad y 
buena fe

El principio de máxima publicidad de-
sarrollado por la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos ha indicado que la gestión 
administrativa (gubernamental) debe estar co-
bijada por los principios de máxima publicidad 
y buena fe.  En este sentido la máxima publici-
dad implica que cualquier información en ma-
nos de instituciones públicas debe ser completa, 
oportuna y accesible, sujeta a un claro y preciso 
régimen de excepciones, las que deberán es-
tar definidas por ley.  Este principio está muy 
relacionado con el de transparencia activa, en 
donde la autoridad pública es la que debe divul-
gar la información de carácter público, mejorar 
sus sitios web y el acceso de todas las personas 
al mismo. 

Así el artículo 2 inciso segundo sobre “Al-
cance y finalidad” de la Ley Modelo Interame-
ricana 2.0 sobre acceso a la información pública, 
regula este principio de la siguiente forma: 

Esta Ley se basa también en el principio 
de máxima publicidad, de tal manera que 
cualquier información en manos de los 
sujetos obligados sea completa, oportuna 
y accesible, sujeta a un claro y preciso ré-
gimen de excepciones que deberán estar 
definidas por ley y ser además legítimas 
y estrictamente necesarias en una socie-
dad democrática (Ley Modelo Intera-
mericana 2.0 de acceso a la información 
pública, 2020).
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En cuanto al principio de buena fe, la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos 
ha indicado en un Informe Especial de la Rela-
toría de Libertad de Expresión lo siguiente: 

(…) para garantizar el efectivo ejercicio 
del derecho de acceso a la información 
resulta esencial que los sujetos obligados 
por este derecho actúen de buena fe, es 
decir, que interpreten la ley de manera tal 
que sirva para cumplir los fines persegui-
dos por el derecho de acceso, que aseguren 
la estricta aplicación del derecho, brinden 
los medios de asistencia necesarios a los 
solicitantes, promuevan una cultura de 
transparencia, coadyuven a transparentar 
la gestión pública, y actúen con diligencia, 
profesionalidad y lealtad institucional.  Es 
decir, que realicen las acciones necesarias 
con el fin de que sus actuaciones aseguren 
la satisfacción del interés general y no de-
frauden la confianza de los individuos en 
la gestión estatal (Comisión Interameri-
cana de Derechos Humanos, 2011, como 
se citó en Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, 2015, pp. 26-27).
Como se observa, estos dos principios son 

fundamentales en el desarrollo del derecho de 
acceso a la información pública, y se encuen-
tran regulados en la normativa y en la actividad 
propia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y las labores que realiza la Relatoría 
de Libertad de Expresión. 

3.2.8 Principio de probidad

El principio de probidad se constituye en 
base esencial del sistema de rendición de cuen-
tas y evaluación de resultados, debido a que se 
dirige al funcionario público como parte y ac-
tividad esencial de la actividad pública.  Con-
forme a este principio el servidor tiene la obli-
gación de trabajar dentro del marco establecido 
por el principio de legalidad y transparencia, 
buscando siempre el cumplimiento del interés 

público.  En razón de ello su actuar debe ser 
ejemplo de rectitud, honestidad, buena fe y éti-
ca.  En el caso costarricense, su fundamentación 
se encuentra en el artículo 11 de la Carta Mag-
na, que ya se citó anteriormente.  Además, una 
de las normativas de mayor referencia en orde-
namiento jurídico costarricense, lo constituye la 
Ley General de la Administración Pública, que 
en su artículo 113 señala: “1. El servidor público 
deberá desempeñar sus funciones de modo que 
satisfagan primordialmente el interés público el 
cual será considerado como la expresión de los 
intereses individuales coincidentes de los admi-
nistrados (…)”.  Igualmente, el artículo 114 de 
la citada Ley dice: 

1. El servidor público será un servidor de 
los administrados, en general, y en parti-
cular de cada individuo o administrado 
que con él se relacione en virtud de la 
función que desempeña; cada administra-
do deberá ser considerado en el caso indi-
vidual como representante de la colectivi-
dad de que el funcionario depende y por 
cuyos intereses debe velar (Ley General 
de la Administración Pública, N° 6227, 
del 2 de mayo de 1978).
En esta misma línea, la Ley contra la 

Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la 
Función Pública desarrolla este principio, que a 
la vez se constituye en un deber del funcionario 
público, al señalar en su artículo 3 lo siguiente: 

El funcionario público estará obligado a 
orientar su gestión a la satisfacción del in-
terés público.  Este deber se manifestará, 
fundamentalmente, al identificar y aten-
der las necesidades colectivas prioritarias, 
de manera planificada, regular, eficiente, 
continua y en condiciones de igualdad 
para los habitantes de la República; asi-
mismo, al demostrar rectitud y buena fe 
en el ejercicio de las potestades que le 
confiere la ley; asegurarse de que las deci-
siones que adopte en cumplimiento de sus 
atribuciones se ajustan a la imparcialidad 
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y a los objetivos propios de la institución 
en la que se desempeña y, finalmente, al 
administrar los recursos públicos con ape-
go a los principios de legalidad, eficacia, 
economía y eficiencia, rindiendo cuentas 
satisfactoriamente (Ley contra la Co-
rrupción y el Enriquecimiento Ilícito en 
la Función Pública, N°. 8422, del 6 de oc-
tubre de 2004).  
Lo interesante de esta disposición es que 

normativiza el deber de probidad del servidor, 
no solo frente a la Administración sino ante los 
ciudadanos, que pueden exigir del servidor un 
comportamiento acorde al cumplimiento de los 
intereses públicos. 

La violación del deber de probidad, trae 
consigo responsabilidades administrativas, civi-
les y penales, según el marco legal de cita.  En 
este sentido su infracción, debidamente com-
probada y previa defensa, se constituirá en justa 
causa para la separación del cargo público sin 
responsabilidad patronal conforme al artículo 
4 de la citada Ley (Contraloría General de la 
República, 2004).

3.2.9 Principio de transparencia activa

Este principio busca que las Administra-
ciones Públicas sean eficientes en la información 
que brindan al administrado, implementan-
do estrategias, políticas y plataformas digitales 
con sitios web que sean amigables; es decir, que 
sean de fácil acceso.  Pero las Administraciones 
Públicas no se deben limitar únicamente a lo 
indicado, sino que deben mostrar actividad y 
dinámica en la colocación de información que 
sea de carácter público en sus sitios web sin que 
esta acción derive necesariamente de un reque-
rimiento de los administrados. 

El artículo 5 incisos 1 y 2 de la Ley Mo-
delo Interamericana 2.0 sobre acceso a la infor-
mación pública, establece la transparencia activa 
de la siguiente manera: 

1. Todo sujeto obligado deberá difundir 
de manera proactiva la Información cla-
ve establecida en la presente Ley, sin que 
medie una solicitud de esta Información. 
2. Todo sujeto obligado deberá permitir el 
más amplio acceso a dicha Información, 
de manera tal que permita su interopera-
bilidad en un formato de datos abiertos, 
así como determinar las estrategias para la 
identificación, generación, organización, 
publicación y difusión de dicha Informa-
ción, permitiendo así su fácil reutilización 
por parte de la sociedad (Ley Modelo In-
teramericana 2.0 de acceso a la informa-
ción pública, 2020).
En las Directrices de Transparencia activa 

y datos abiertos del Archivo Nacional costarri-
cense, se desarrolla el tema de la siguiente forma: 

Se considera que la transparencia activa 
–gracias también al desarrollo y la im-
plantación generalizada de las tecnologías 
de la información y las comunicaciones- 
proporciona una difusión más rápida e 
igualitaria de la información a un público 
más amplio, sin necesidad de tramitar y 
dar respuesta a las solicitudes.  De hecho, 
el aumento progresivo de la información 
que se divulga de forma proactiva permi-
te aminorar el número de solicitudes que 
debe procesar la autoridad pública (ya que 
la información que se solicita puede en-
contrarse ya disponible), lo cual a su vez 
puede redundar en una reducción de los 
costes del sistema de transparencia.  Por 
otro lado, favorece la actualización regular 
de la información publicada, lo que per-
mite satisfacer de mejor manera las ne-
cesidades de información que requieren 
los ciudadanos y residentes de un deter-
minado país para ejercer sus derechos y 
cumplir con sus obligaciones.  La transpa-
rencia activa puede estimular, además, el 
uso y reutilización de la información, pro-
porcionando una materia prima para en-
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riquecer el debate público y los procesos 
participativos, contribuir a un periodismo 
de calidad y respaldar la innovación y nue-
vas oportunidades de negocio (véanse, en 
este sentido, las Directrices G02/D03/G 
- Reutilización de la información) (Ar-
chivo Nacional de Costa Rica, 2014, p. 6).
Finalmente se debe indicar que junto con 

los principios desarrollados (a criterio del au-
tor orientadores del tema del acceso a la infor-
mación, libertad de expresión, transparencia y  
rendición de cuentas en su marco general), se 
encuentran otros principios igualmente impor-
tantes y complementarios, los cuales únicamen-
te se mencionan: el principio de eficiencia; de 
razonabilidad y proporcionalidad; de responsa-
bilidad; de regularidad; de justicia pronta y cum-
plida; entre otros (Piza, Piza y Navarro, 2008).  

Se deben mencionar otros principios pro-
pios del derecho de acceso a la información, que 
derivan de la interpretación y aplicación de la 
Convención Americana de Derecho Humanos, 
y que han sido desarrollados por la Corte Inte-
ramericana de Derechos Humanos y en Costa 
Rica por la Sala Constitucional, éstos son: prin-
cipio de máxima divulgación; carga probatoria 
para el Estado en caso de establecer limitaciones 
al acceso a la información; principio de preemi-
nencia del derecho de acceso a la información 
en caso de conflicto o de falta de regulación, 
toda persona es titular del derecho; obligación 
de responder de manera oportuna, completa y 
accesible; principio de acceso a la justicia, obli-
gación de contar con un recurso judicial idóneo 
y efectivo para la negativa de entrega de infor-
mación; principio de reserva legal; no censura 
a información y respeto al principio de buena 
fe en la información periodística; interdepen-
dencia de derecho a la información con otros 
derechos fundamentales; gratuidad; principio 
de buena fe y transparencia activa.  Estos prin-
cipios fueron desarrollados en la ponencia de la 
Magistrada de la Sala Constitucional, Nancy 
Hernández que se encuentra publicada en el 

Documento del Taller de Alto Nivel, Acceso 
equitativo a la información pública, organiza-
do por el Departamento de Derecho Interna-
cional de la Secretaría de Asuntos Jurídicos de 
la Organización de Estados Americanos, CO-
NAMAJ, Presidencia de la República de Costa 
Rica, Foreign Affairs, trade and Development Ca-
nadá, Affairs étrangères, Commerce et Développe-
ment Canadá y realizado en Costa Rica, los días 
11 y 12 de setiembre del 2013.

En el Dictamen del Expediente N°. 
20.799, en su artículo 3 se agrega toda una se-
rie de principios de relevancia en esta materia: 
transparencia; facilitación; rendición de cuen-
tas; no discriminación; oportunidad; control; 
responsabilidad; gratuidad; relevancia; libertad 
de información; máxima publicidad; disponi-
bilidad; calidad de la información; celeridad y 
oportunidad; uso de las tecnologías de la infor-
mación; eficacia y veracidad de la información; 
y responsabilidad en el uso de la información 
(Proyecto de Ley General de Acceso a la in-
formación pública y transparencia, Expedien-
te N°. 20.799).  

Es importante reiterar que la libertad de 
expresión implica el derecho de toda persona a 
la libertad de pensamiento y de expresión.  El 
contenido esencial de este derecho comprende 
la libertad de buscar, recibir y difundir informa-
ciones e ideas de toda índole, sin consideración 
de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en 
forma impresa o artística o por cualquier otro 
procedimiento de su elección.  Así el artículo 
29 constitucional costarricense señala: “Todos 
pueden comunicar sus pensamientos de palabra 
o por escrito, y publicarlos sin previa censura; 
pero serán responsables de los abusos que co-
mentan en el ejercicio de este derecho, en los 
casos y del modo que la ley establezca” (Cons-
titución Política de Costa Rica, 1949, artículo 
29).  Y así está establecido además en el artículo 
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19 de la Declaración Universal de Derecho Hu-
manos, al manifestar: 

Todo individuo tiene derecho a la liber-
tad de opinión y de expresión; este de-
recho incluye el de no ser molestado a 
causa de sus opiniones, el de investigar 
y recibir informaciones y opiniones, y el 
de difundirlas, sin limitación de fronteras, 
por cualquier medio de expresión (Decla-
ración Universal de Derechos Humanos 
de 1948).
Valga indicar que los principios generales 

que derivan de la libertad de expresión y del de-
recho de acceso a la información pública servirán 
para interpretar, integrar y delimitar el campo 
de aplicación de estos derechos fundamentales.

3.3 Aspectos novedosos que incluye la 
ley Modelo Interamericana 2.0 de Acceso 
a la Información Pública de la Organiza-
ción de Estados Americanos (OEA)

Con la aprobación por parte de la OEA 
de la Ley Modelo Interamericana 2.0 de acceso 
a la información pública del 2020, (en adelante 
Ley Modelo 2.0) se crea una normativa general 
y uniforme que puede ser utilizada por los dis-
tintos países de la organización como un ma-
nual o guía para la redacción de las leyes inter-
nas de acceso a la información y transparencia. 
El Departamento de Derecho Internacional de 
la OEA constituyó un equipo de trabajo, que 
reunía a un grupo de expertos en la materia y 
representantes de la sociedad civil.  En este con-
texto los Estados Miembros han contribuido en 
el debate y redacción del documento para que 
se reflejen las normas internacionales y buenas 
prácticas sobre acceso a la información. 

Entre sus antecedentes se encuentra la 
realización de talleres con instituciones públi-
cas, puntos focales del Programa Interamerica-
no de Acceso a la Información Pública, orga-
nizaciones de la sociedad civil y de la academia 

provenientes de 12 países de la región, además 
de la Relatoría para la Libertad de Expresión, de 
la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos y la Comisión Interamericana de Muje-
res.  La sociedad civil estuvo representada entre 
otros por la Alianza por la Libertad Expresión e 
Información, red que reúne a 22 organizaciones.

Los temas abordados incluyen: faculta-
des y atribuciones de los órganos garantes del 
acceso a la información pública, el régimen de 
excepciones, el acceso a la información pública 
en el marco del Poder Judicial, la gestión docu-
mental y archivos, la transparencia activa y el 
acceso a la información pública en el marco de 
los partidos políticos, fideicomisos, sindicatos y 
otros sujetos.

El contenido de la Ley Modelo 2.0 de ac-
ceso a la información pública es: I. Definiciones. 
Alcance y derecho de acceso e interpretación.  
II. Medidas para promover la apertura. III. Ac-
ceso a la información que obra en poder de las 
autoridades públicas.  IV. Régimen de excepcio-
nes.  V. Apelaciones.  VI.Órgano garante. VII.
Medidas de promoción y cumplimiento.  VIII.
Medidas transitorias.  Anexos.

En el Capítulo I, artículo primero “Defi-
niciones” se incluyen: actividad de interés públi-
cos, altos funcionarios, autoridad pública, docu-
mentos, fondos públicos, gremio, información, 
información personal, oficial de información, 
organización sin fines de lucro, partido políti-
co, publicar y terceros interesados.  Este tipo de 
apartado de definiciones es muy común en nor-
mativa general, pero en la mayoría de ocasiones 
es muy limitado o restrictivo, por tal motivo, 
desde el punto de la técnica legislativa, no es 
conveniente incluir en normativa general defi-
niciones, salvo que sea necesaria para una mejor 
interpretación y comprensión del ciudadano.  Se 
entiende que en la Ley Modelo 2.0 se incorpo-
ren estas definiciones pues esta es una Guía o 
Manual de acceso a la información para los di-
ferentes países que conforman la organización. 
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Valga destacar que en el artículo 1 de la 
Ley Modelo se incluyen nuevos conceptos, que 
no estaban contemplados en otra normativa de 
la OEA: 

c) “Partido Político” se refiere a las enti-
dades de interés público con personalidad 
jurídica y patrimonio propios, reconocidas 
por el marco jurídico nacional, que tienen 
como fin promover la participación del 
pueblo en la vida democrática, contribuir 
a la integración de los órganos de repre-
sentación política y, como organizaciones 
de ciudadanos, hacer posible el acceso de 
estos al ejercicio del poder público. 

d) “Gremios” se refiere a la asociación de 
personas y/o empresas que realizan la mis-
ma labor y que tienen como objetivo prin-
cipal el apoyo mutuo, en el que se busca el 
bienestar del grupo al que representa. 

e) “Organizaciones sin fines de lucro” se 
refiere a las entidades que cuentan con 
reconocimiento del Estado, que ejercen 
actividades orientadas a satisfacer el in-
terés público, cuyo fin no es el lucro, que 
cuentan con una misión específica y son 
independientes del Estado. 

(…) h) “Actividad de Interés Público” 
se refiere a aquellas materias o áreas de 
gestión que debiesen ser resueltas en de-
cisiones políticas gubernamentales, en 
cualquiera de los niveles de organización 
política administrativa, legislativa o judi-
cial, que buscan satisfacer el máximo inte-
rés de la comunidad. 

i) “Fondos Públicos” se refiere a los re-
cursos financieros, ya sean de caracteres 
tributarios o no tributarios, que se gene-
ran, obtienen u originan por el Estado, 
independiente de quien los ejecute (Ley 
Modelo Interamericana 2.0 de acceso a la 
información pública, 2020).

Otro tema fundamental es el alcance y fi-
nalidad de la Ley Modelo 2.0: 

1. Esta Ley establece la más amplia apli-
cación posible del derecho de acceso a la 
Información que esté en posesión, custo-
dia o control de cualquier Autoridad Pú-
blica, Partido Político, Gremio y Organi-
zación Sin Fines de Lucro y se basa en 
los principios pro homine e in dubio pro 
actione, de acuerdo con los cuales debe 
buscarse la interpretación más favorable 
al ejercicio de ese derecho.  2. Esta Ley se 
basa también en el principio de máxima 
publicidad, de tal manera que cualquier 
Información en manos de los sujetos obli-
gados sea completa, oportuna y accesible, 
sujeta a un claro y preciso régimen de ex-
cepciones que deberán estar definidas por 
ley y ser además legítimas y estrictamente 
necesarias en una sociedad democrática 
(…) (Ley Modelo Interamericana 2.0 de 
acceso a la información pública, 2020). 
Del mismo modo, en el artículo 2 de la 

Ley Modelo 2.0, se incluye un inciso 3) que es-
tablece el ámbito de aplicación de esta ley indi-
cando que va dirigida a toda Autoridad Pública 
perteneciente a cualquiera de las ramas del go-
bierno (poderes ejecutivo, legislativo y judicial) 
y a todos los niveles de la estructura guberna-
mental (central o federal, regional, provincial o 
municipal); a los órganos, organismos o entida-
des independientes o autónomos de propiedad 
del gobierno o controlados por el mismo, ya sea 
actuando por facultades otorgadas por la Cons-
titución o por otras leyes; y a Fondos Públicos, 
así como a cualquier persona física o moral que 
reciba y ejerza recursos o beneficios públicos o 
realice actos de autoridad en el ámbito nacional 
o federal.  Se incluye en la aplicación de esta ley 
también a las organizaciones privadas, partidos 
políticos o movimientos de esa índole, gremios, 
sindicatos y organizaciones sin fines de lucro 
(incluidas las organizaciones de la sociedad ci-
vil), las cuales deberán responder a las solicitu-
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des de Información con respecto a los fondos o 
beneficios públicos recibidos o a las funciones o 
servicios públicos desempeñados (Ley Modelo 
Interamericana 2.0 de acceso a la información 
pública, 2020).

En este sentido, la Ley Modelo, es amplia 
en el ámbito de cobertura de las instituciones 
que están obligadas a brindar la información de 
carácter público. 

El artículo 3 de la Ley Modelo 2.0 in-
corpora el concepto y ámbito de aplicación del 
derecho de acceso a la información pública, en 
criterio del autor, uno de los contenidos más 
completos y claros para los ciudadanos o admi-
nistrados sobre este derecho fundamental y que 
le brinda mayor relevancia: 

Artículo 3.- Derecho de acceso a la In-
formación pública. 1. Toda persona que 
solicite Información a cualquier Auto-
ridad Pública que esté comprendida por 
la presente Ley tendrá los siguientes de-
rechos, sujetos únicamente a las dispo-
siciones del Capítulo IV de esta Ley: a) 
a ser informada si los documentos que 
contienen la Información solicitada, o de 
los que se pueda derivar dicha Informa-
ción, obran o no en poder de la Autoridad 
Pública; b) si dichos Documentos obran 
en poder de la Autoridad Pública que re-
cibió la solicitud, a que se le comunique 
dicha Información en forma expedita; c) 
si dichos documentos no se le entregan 
al solicitante, a apelar la no entrega de la 
Información; d) a realizar solicitudes de 
Información en forma anónima; e) a so-
licitar Información sin tener que justificar 
las razones por las cuales se solicita; f ) a 
no ser sujeto de cualquier discriminación 
que pueda basarse en la naturaleza de la 
solicitud; y g) a obtener la Información 
en forma gratuita o con un costo que no 
exceda el generado por la reproducción de 
los documentos.  2. El solicitante no será 
sancionado, castigado o procesado por el 

ejercicio del derecho de acceso a la In-
formación.  3. El Oficial de Información 
deberá hacer esfuerzos razonables para 
ayudar al solicitante en relación con la 
solicitud, responder a la solicitud de for-
ma precisa y completa y, de conformidad 
con la reglamentación aplicable, facilitar 
el acceso oportuno a los Documentos en 
el formato solicitado.  4. El Órgano Ga-
rante deberá hacer esfuerzos razonables 
para ayudar al solicitante en relación con 
un recurso de apelación interpuesto ante 
una negativa de divulgación de Informa-
ción (Ley Modelo Interamericana 2.0 de 
acceso a la información pública, 2020). 
Esta norma se establece como un paráme-

tro normativo, que incluye el contenido esencial 
de este derecho fundamental a ser informado 
por parte de la autoridad pública en forma in-
mediata, cuando se está frente a información de 
carácter público.  En este sentido, incluye aspec-
tos interesantes como: entrega de la documen-
tación, realización de solicitudes de informa-
ción anónimas, solicitar información sin tener 
que justificar el pedido, a que la persona no sea 
discriminada por su solicitud de información, a 
obtener la información en forma gratuita, que 
no sea sancionado por la solicitud de informa-
ción, la creación de un Oficial de Información 
en la organización pública que colabore en que 
se brinde una respuesta precisa y completa. 

Un último aspecto a resaltar en esta nor-
ma, es el órgano garante que participará en la 
gestión de un recurso de apelación ante la nega-
tiva de información.  Otros temas importantes 
de esta normativa, de reciente aprobación por 
la OEA, serán objeto de estudio en próximas 
publicaciones, en razón de que se debe prestar 
atención al análisis del Proyecto de Ley General 
de acceso a la información y transparencia en la 
Asamblea Legislativa costarricense.

Antes bien, en forma resumida se pueden 
mencionar otros aspectos incluidos en la Ley 
Modelo 2.0 de acceso a la información pública:
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• Cuando varias instituciones tengan compe-
tencia sobre acceso a la información pública 
y protección de datos personales, debe pro-
curarse su cercana coordinación a efecto de 
que ambos derechos sean protegidos de ma-
nera armónica. 

• Adopción de esquemas de publicación.  Por 
esquema de publicación se entiende un ins-
trumento del que disponen los sujetos obliga-
dos para determinar qué tipo de información 
se publicará de manera pro activa, ordenada 
y oportuna, y la forma en que lo hará, de tal 
manera que permita la reutilización de di-
cha información por parte de la sociedad con 
el objetivo que la esta sea compartida entre 
un mayor número de personas, y con el fin 
de atender las necesidades de conocimien-
to útil más relevantes que sean competencia 
de cada sujeto obligado (Comité Jurídico de 
la OEA).

• Introducción de normas sobre accesibilidad 
para personas en condiciones de vulnera-
bilidad, participación ciudadana, políticas 
de género.

• Los Estados deben garantizar que los Ór-
ganos Garantes cuenten con el presupuesto 
adecuado para poder cumplir con el mandato 
de velar por el respeto al derecho de acceso a 
la información pública y demás atribuciones 
dadas por esta Ley (Comité Jurídico).

3.4 Avance en el proceso legislativo 
del proyecto de Ley General de Acceso 
a la Información Pública. Expediente N° 
20.799

3.4.1 Datos de la presentación y trámite 
legislativo

El Proyecto de Ley General de Acceso a 
la información pública y transparencia, Expe-
diente N°. 20.799, presentado por la Diputada 
Carmen Chan Mora, fue iniciado el 01 de mayo 

del 2018 y publicado el 28 de junio del 2018 en 
la Gaceta N°. 116, Alcance Número 124.  Esta 
iniciativa legislativa ha pasado por varias co-
misiones, entre ellas: la Comisión Permanente 
de Asuntos Jurídicos, la Comisión Permanente 
Especial de Asuntos Municipales y Desarro-
llo Local Participativo, y la Comisión Especial 
que se encargará de analizar, estudiar, proponer 
y dictaminar las reformas legales con respecto 
al desarrollo de la infraestructura del país, el 
Expediente Legislativo N°. 20.993 (conocida 
como Comisión de Infraestructura).  En esta 
última Comisión Especial se dictaminó.  La re-
cepción en Plenario fue el 18 de noviembre de 
2020 e ingresó al orden del día del Plenario el 
23 de noviembre de 2020.  Posteriormente se 
presentaron 27 mociones 137 que fueron cono-
cidas por la Comisión de Infraestructura el 21 
de setiembre de 2021, correspondientes al pri-
mer día de mociones 137.  El Plenario recibió 
el informe de mociones 137 el 23 de setiembre 
del 2021 y en esta etapa del proceso legislativo 
se encuentra actualmente. 

3.4.2 Justificación del proyecto de ley y ex-
posición de motivos

La justificación e importancia del proyec-
to de ley es evidente.  Costa Rica es uno de los 
pocos países de América Latina que no tiene 
una Ley marco de acceso a la información pú-
blica y esto, en criterio del autor, es urgente.  

Además de desarrollar una garantía fun-
damental como lo es el derecho de acceso a la 
información pública, la ley es un instrumento 
de transparencia y lucha contra la corrupción 
en el ámbito público y privado, tema que ha es-
tado presente en el ámbito noticioso del país, 
por ejemplo con casos como el Cementazo, Co-
chinilla (funcionarios de Conavi involucrados 
con las empresas Meco y H. Solís);  Diamante 
(alcaldes municipales); Azteca, entre muchos 
otros.  Estos casos constituyen golpes fuertes al 
Estado social democrático y de Derecho y a la 
transparencia administrativa. 
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En la exposición de motivos del Expe-
diente N°. 20.799, se expresan algunas ideas 
que dan sustento a la propuesta de la Diputada 
Chan, entre ellos: la importancia de la jurispru-
dencia de la Sala Constitucional costarricense 
y de la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos en materia de acceso a la información 
pública, la promoción de la observancia y la 
defensa de los derechos humanos por parte del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos, 
el artículo 13 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, el artículo 19 de la Decla-
ración Universal de Derechos Humanos, el fun-
damento constitucional del acceso a la informa-
ción en Costa Rica (del cual se hizo mención en 
apartados anteriores), mención de la Sentencia 
Claude Reyes y otros contra Chile de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, la re-
lación jurídico pública entre Administraciones 
Públicas y los administrados, la relevancia del 
acceso a la información pública en el Estado 
social, democrático y de Derecho, el principio 
de participación ciudadana; el planteamiento 
del concepto de la “Casa de cristal”, que deviene 
del autor italiano Turati y que también ha sido 
desarrollado por la Doctrina comparada y por la 
Sala Constitucional, entre otros aspectos.

Se debe indicar que, para estudiar este 
Proyecto de Ley General, era importante revisar 
lo desarrollado por la Ley Modelo de acceso a 
la información 2.0 de la OEA, pues algunas de 
las disposiciones de su contenido fueron toma-
das en cuenta en el proceso de discusión de la 
Asamblea Legislativa.  

3.4.3 Temas relevantes del contenido del 
proyecto de Ley General de Acceso a la In-
formación Pública y Transparencia.  Análisis 
de su contenido (Dictamen de la Comisión 
de Infraestructura, setiembre 2021)

En el estudio del contenido del proyecto, 
se utilizará la redacción final con las 3 mociones 
137 aprobadas en su primer día (Reglamento 

de la Asamblea Legislativa).  La iniciativa está 
compuesta por cuatro capítulos, denominados: 
I. Disposiciones generales,  II. Derecho al acce-
so a la información pública, sujetos obligados, 
procedimiento y límites,  III. Transparencia y 
gobierno abierto y  IV. Disposiciones finales. 

En el Capítulo I, se desarrollan los temas 
relativos a: objeto, definiciones, principios que 
rigen derecho a la información y transparencia, 
y fines de la ley.  Interesa hacer mención del 
artículo 1 que manifiesta literalmente que: “el 
objeto de la presente ley, es garantizar que toda 
persona física o jurídica, ejerza el derecho de 
acceso a la información pública y transparencia 
ante la Administración Pública, derivada de sus 
órganos, entes, o empresas públicas, conforme a 
las disposiciones de esta ley, al artículo 13 de la 
Convención Americana de Derechos humanos 
y el 19 del Pacto Interamericano de Derechos 
Humanos”.  El objeto está muy claro para la 
Ley General de acceso a la información pública 
y es garantizar el ejercicio de este derecho fren-
te a las Administraciones Públicas, sustentados 
en los artículos de la Convención Americana y 
en el Pacto Interamericano de Derechos Hu-
manos.  En este sentido, parece que hace falta la 
cita del artículo 30 de la Constitución Política 
de la República de Costa Rica que regula el li-
bre acceso a los departamentos administrativos 
en busca de información pública.  

En cuanto a las definiciones que agrega el 
artículo 2 de la iniciativa, se observan: derecho 
de acceso a la información administrativa, do-
cumentos de carácter público, información ofi-
ciosa, órgano garante, recursos administrativos 
y jurídicos, secreto de Estado (se constituye en 
un límite al acceso a la información pública y 
que está regulado en el artículo 30 constitucio-
nal antes mencionado), peticionario o petente, 
cultura de acceso a la información pública.  En 
cuanto a los principios, los mismos ya fueron 
citados en el apartado anterior.  

Y finalmente, en el primer capítulo se 
establecen los fines de la ley: garantizar a toda 
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persona el derecho de acceso a la información 
pública y la transparencia, mediante la aplica-
ción de procedimientos establecido en esta ley, 
propiciar y promocionar la transparencia en la 
gestión pública mediante difusión de la infor-
mación que generen los sujetos obligados, im-
pulsar la rendición de cuentas en los órganos, 
entes y empresas públicas y sujetos obligados de 
derecho privado indicados en esta ley; promo-
ción de la participación ciudadana en el control 
de la gestión gubernamental y vigilancia sobre 
el ejercicio de la función pública en cuanto al 
acceso a la información pública y la transparen-
cia, modernizar la organización de la informa-
ción pública y la transparencia, entre otros.  

Como se observa, este capítulo estable-
ce los aspectos base de toda ley, en especial su 
objeto, conceptos, principios y fines.  Se con-
sidera que tiene disposiciones que se ajustan 
a la normativa nacional e internacional sobre 
acceso a la información pública pero también 
recoge una serie de conceptos o figuras jurídi-
cas que han sido desarrolladas especialmente 
por la Sala Constitucional.  Se sigue una buena 
técnica legislativa, con normas claras, precisas y 
de comprensión por parte de los administrados 
o ciudadanos.

En el Capítulo II se hace referencia a los 
sujetos obligados, incluyendo el concepto am-
plio de Estado y adicionando algo novedoso 
que son los organismos internacionales con re-
presentación en el país, aspecto del cual no hay 
suficiente claridad.  Se considera que estos or-
ganismos podrían dar la información si tienen 
alguna incidencia en el ámbito público o que 
realicen tareas o funciones con fondos públicos.  
Igualmente, se recoge el criterio jurisprudencial 
de que las personas jurídicas de derecho privado 
que reciban por donación o transferencia, fon-
dos públicos o ejerzan alguna función o potes-
tad pública de forma temporal o permanente, 
referente a la prestación de servicios públicos o 
concesión de obra pública son sujetos obligados.  
En este punto, se recomienda incluir las perso-

nas físicas de derecho privado que reciban o ad-
ministren fondos públicos, por ejemplo, algún 
proyecto de consultoría o asesoría. 

Otro de los temas de mayor importan-
cia en esta materia son los límites al derecho 
de acceso a la información pública que tanto la 
doctrina como la jurisprudencia nacional y ex-
tranjera consideran, son reserva de ley o consti-
tucional y su aplicación es excepcional, pues el 
principio general es el libre acceso a la informa-
ción pública. 

Entre los límites que se enumeran taxati-
vamente se incluye: información declarada como 
secreto de Estado, documentos y comunicacio-
nes privadas, datos sensibles, datos confidencia-
les, datos personales, la información resguardada 
y protegida por el derecho a la intimidad, honor, 
la fe religiosa, a la propia imagen, el origen ra-
cial, su domicilio, y sus comunicaciones escritas 
y electrónicas, así como archivos médicos cuya 
divulgación constituiría una invasión a la priva-
cidad de la persona; información cuya divulga-
ción ponga en riesgo la vida, la seguridad o la 
salud de cualquier persona; prevención, inves-
tigación y sanción de los ilícitos penales, admi-
nistrativos o disciplinarios, datos personales que 
requieran el consentimiento de los individuos 
para su difusión, secreto profesional, comercial, 
industrial, fiscal, económico, bancario, fiduciario 
y propiedad intelectual; información acumulada 
para prevención e investigación de delitos, in-
vestigaciones preliminares de carácter judicial 
o administrativa; información contenida en el 
expediente administrativo o judicial será con-
fidencial, salvo para las partes, los representan-
tes o cualquier abogado, de conformidad con lo 
estipulado en el art 272. 1 de la Ley General 
de la Administración Pública; información de 
carácter tributario contenida en los expedien-
tes administrativos de carácter individual, que 
no sea de interés público o para fines estadísti-
cos; patentes y derecho de autor; estudios y au-
ditorías; lo relativo a estudios e investigaciones 
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sobre procesos disciplinarios, los expedientes en 
trámite y las resoluciones administrativas.  

En su mayoría, los límites que menciona 
el artículo 6 se ajustan a la normativa interna-
cional y a la Ley 2.0 de la OEA, pero se tie-
nen dudas en cuanto a los estudios y auditorías, 
porque estos se constituyen más bien en instru-
mentos de prevención contra irregularidades 
administrativas, de actos de corrupción o trans-
gresión del ordenamiento jurídico, entre otros.  
La interpretación y aplicación de estos límites 
se hará en forma restrictiva, según se dispone en 
la norma de cita.  

Otro tema que se incluye en este segundo 
capítulo, es la creación de oficinas de acceso a 
la información pública y transparencia, pero se 
plantea facultativo para las instituciones obli-
gadas en el artículo 5 de esta ley, al indicar en 
el artículo 7 que: “(…) podrán crear comités de 
acceso a la información pública y transparen-
cia, de acuerdo a las capacidades administrativas 
y presupuestarias.  Se podrán establecer estos 
comités, según la estructura administrativa de 
cada institución, utilizando las unidades exis-
tentes como las contralorías de servicio o las 
auditorías internas.  Las funciones que cumplan 
dichos comités, serán reguladas por el regla-
mento de esta ley”.

En el Decreto Ejecutivo Número 
40200-MP-MEIC, en su artículo 12 se crea el 
oficial de Acceso a la Información e indica: 

Cada jerarca institucional deberá designar 
en su dependencia a un Oficial de Acceso 
a la Información, en adelante OAI.  Di-
cha designación recaerá sobre la Con-
traloría de Servicios de la institución, o 
en su defecto, sobre otro funcionario de 
la institución.
El Oficial de Acceso a la Información 
tendrá la competencia para atender las 
quejas relacionadas con la falta de aten-
ción de las solicitudes de información pú-
blica presentadas ante instancias internas 

de la institución, regulado del 3 al 11 de 
este Decreto. 
El Oficial de Acceso a la Información de-

berá incluir en su informe anual de labores los 
datos estadísticos y acciones en torno al dere-
cho de acceso a la información pública y deberá 
poner en conocimiento del Oficial de Simplifi-
cación de Trámite dicha información.  Además 
el OAI deberá coordinar los procesos de acceso 
a la información pública y transparencia proac-
tiva con los departamentos y/o direcciones de 
Tecnologías de Información, Planificación Ins-
titucional y Comunicación (Decreto Ejecutivo 
Número 40200-MP-MEIC, del 27 de abril 
de 2017).

En esta norma se incluyen funciones de 
los Comités en cuanto a garantizar la medidas y 
condiciones de accesibilidad.  Además, cada una 
de las instituciones obligadas podrá (facultati-
vo) disponer de una página electrónica institu-
cional para la formulación y atención de solici-
tudes de información.  Finalmente se establece 
un recurso de apelación ante la Defensoría de 
los Habitantes que debe resolver en un plazo de 
cinco días a partir de su recepción, con el obje-
tivo de garantizar el acceso a la información de 
los administrados.  Se incluye el acceso gratuito 
a la información pública (artículo 8), sujetos le-
gitimados para solicitar información de carác-
ter público (artículo 9), plazo para la entrega de 
la información (artículo 10), procedimiento de 
acceso a la información pública y modo de exi-
gencia máxima (artículo 11), calidad de la infor-
mación (artículo 12) y prohibición de discrimi-
nación por acceso a la información (artículo 13). 

Es necesario retomar algunos aspectos 
de este segundo capítulo, como los sujetos le-
gitimados para solicitar la información, que en 
criterio del autor, son todos los habitantes de la 
República (nacionales o extranjeros), además las 
personas jurídicas públicas o privadas, pues se 
trata de información de naturaleza pública, que 
debe de ser de acceso para todas y todos, donde 
debe prevalecer la transparencia activa. 
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Otro punto de importancia y de discu-
sión es el de establecer un plazo de entrega de 
la información (artículo 10), pues se considera 
que si se trata de información pública debe es-
tar accesible inmediatamente.  Ahora bien, si se 
trata de sistematizar, elaborar u ordenar la in-
formación, ya sea por su especialidad o por su 
cantidad, ese plazo sí sería razonable.  Está claro 
que, si se trata de información pura y simple, 
debe entregarse al solicitante inmediatamente o 
enviarse por un medio digital.  En otro aspec-
to del contenido de la norma, no se comprende 
por qué establecer un plazo menor si la solicitud 
la realiza un medio de comunicación o prensa, 
pues lo que debe imperar en materia de acceso 
la información pública es el principio de igual-
dad y no discriminación.  Se trata del ejercicio 
de un derecho fundamental por cualquier per-
sona (física o jurídica) o habitante.   

En el contexto actual, en el que se está 
tratando de disminuir o eliminar trámites ad-
ministrativos, se agrega un procedimiento es-
pecial para el acceso a la información, cuando 
esto debe ser un trámite simple e inmediato.  Se 
comprende el esfuerzo realizado con esta inicia-
tiva, pero se debe buscar lo más accesible para 
los administrados.  El artículo 11 del proyecto 
de ley dice literalmente: 

Artículo 11- Procedimiento de acceso a la 
información pública y modo de exigencia 
máxima.  
El procedimiento de acceso a la informa-
ción de carácter público, se hará mediante 
una solicitud expedida para tal efecto por 
el sujeto obligado, que estará regulada en 
el reglamento de esta ley, y deberá ser en-
tendible, sencilla, concreta y clara confor-
me al artículo 18 de esta ley.  
La información podrá ser requerida por 
medios electrónicos, escritos según el in-
terés o facilidad para el peticionario.  
La máxima exigencia que se le puede 
solicitar en el documento de acceso a la 

información a cualquier persona física o 
representante de una persona jurídica, es 
la siguiente:   
a) El nombre del solicitante y apellidos.  
b) Número de cédula o cédula jurídica.  
c) Domicilio o lugar de notificación.  
d) El tipo de información requerida por el 
solicitante o peticionario  
e) Sujeto obligado al que va dirigida la 
información conforme al artículo 5 de 
esta ley.  
f ) La fecha y la firma  
Si el contenido de la solicitud omite al-
guna información señalada en los incisos 
de este artículo, se le hará una prevención 
al solicitante para que, en un plazo de tres 
días contados a partir de la notificación, 
complete o aclare la solicitud.  
El peticionario o solicitante podrá ex-
presar en la solicitud su voluntad de ser 
notificado mediante comunicación elec-
trónica para todas las actuaciones y reso-
luciones del procedimiento de acceso a la 
información; señalando una dirección de 
correo electrónico habilitada.  
La información será requerida en el idio-
ma oficial de la Nación (Proyecto de Ley 
Expediente 20.799) 
Con respecto a este artículo, el criterio 

del autor es que las instituciones públicas de-
ben elaborar un formulario de solicitud de in-
formación para aquellos ciudadanos que acuden 
a sus instancias en forma presencial y no llevan 
escrita la solicitud, sino que la hacen en forma 
verbal.  Este aspecto facilita la gestión del in-
teresado. Otro asunto importante es incluir la 
solicitud electrónica, sin embargo se debe tener 
claro que no todos los administrados tienen fir-
ma electrónica y eso es uno de los requerimien-
tos exigidos en la solicitud de petición de infor-
mación por medios digitales (aunque en el texto 
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analizado solo se hace mención de firma).  Estas 
situaciones deben ajustarse en el procedimiento 
para no hacer más complicada una solicitud de 
información del administrado. 

Finalmente, en este segundo capítulo se 
encuentran dos normas referentes a la calidad 
de la información (artículo 12) y prohibición 
de discriminación por acceso al a información 
(artículo 13).  Ambas disposiciones son impor-
tantes para garantizar que el ciudadano tenga 
una información exacta, adecuada y veraz, como 
de igual manera se establece en el artículo 46 
párrafo último de la Constitución Política.  En 
cuanto a la prohibición de discriminación, esta 
norma se ve sustentada también en el artículo 
33 de la Carta Magna, que hace referencia al 
principio de igualdad y no discriminación. 

El Capítulo III sobre “Transparencia y 
Gobierno Abierto”, en criterio del autor, se 
constituye en uno de los aportes más relevantes 
de esta iniciativa, pues incluye un listado de la 
información que tiene carácter público, en los 
sujetos obligados a brindar la información.  Esto 
es un parámetro importante que deriva tanto de 
los proyectos de ley que han sido presentados en 
la Asamblea Legislativa y que están archivados, 
de lo regulado actualmente por la Ley modelo 
de acceso a la información 2.0 de la OEA, de la 
legislación comparada, y de los votos de la Sala 
Constitucional costarricense.  Aunque se consi-
dera que las listas mencionadas en este capítulo 
deben ser tomadas como “numerus apertus”, es 
decir, que en cualquier momento se puedan in-
troducir otros supuestos de información de ca-
rácter público que no hayan sido incluidos en la 
Ley y que podrían incluirse vía decreto ejecuti-
vo, ya sea, al reglamento a la ley o con modifi-
caciones a esta misma normativa reglamentaria.

En el artículo 14 se incluyen los supuestos 
de información de carácter público de la Presi-
dencia de la República, órganos desconcentra-
dos, instituciones autónomas y semiautónomas 
y empresas públicas: el Plan de Gobierno, el 
Plan Nacional de Desarrollo, y los planes regio-

nales o sectoriales, inversión presupuestaria en 
obras públicas; nombre, denominación o razón 
social y el registro de los contribuyentes a los 
que se les hubiera cancelado o condonado algún 
crédito fiscal; información estadística sobre las 
exenciones previstas en las disposiciones nor-
mativas fiscales o legislación tributaria; conce-
sionarios y los adjudicatarios de las diferentes 
modalidades de contrataciones administrativas, 
salario bruto de todos los funcionarios públicos, 
información referente al Servicio Exterior, en-
tes u órganos públicos que establecen tarifas y 
regulan precios deberán explicar y justificar a 
las personas físicas o jurídicas que lo requieran, 
las fórmulas y metodologías matemáticas y toda 
aquella que sea marco para el establecimiento 
de tarifas y precios que los afecte; permiso, con-
cesión o licitación que se otorgue a una persona 
física o jurídica, pública o privada, consultorías, 
viajes al exterior, actas de las sesiones del Con-
sejo de Gobierno; nombramientos de funciona-
rios públicos; cursos y becas de los funcionarios 
públicos, vetos totales o parciales decretados por 
el Poder Ejecutivo; información sobre puesto 
de Bolsa, registro de personas que ingresan a 
la Presidencia, dependencias administrativas y 
Ministerios, lista actualizada de Grandes Con-
tribuyentes y Grandes Empresas Territoriales 
que reportan pérdidas o utilidades iguales a cero 
en el anterior año fiscal, entre otros.  Como se 
observa, el listado es muy amplio y recoge mu-
chos supuestos que han sido desarrollados en la 
jurisprudencia de la Sala Constitucional y en 
legislación comparada. 

El artículo 15 incluye la información de 
carácter público de la Asamblea Legislativa, e 
indica la obligación de divulgar de manera ofi-
ciosa y periódica y de forma obligatoria cuan-
do alguna persona requiera la información.  En 
esta disposición se incluyen los siguientes:  ac-
tas, acuerdos, mociones, listas de asistencia y 
votación de las comisiones y de las sesiones del 
Plenario, identificando el sentido del voto, en 
votación ordinaria, y por cada legislador en la 
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votación nominal y el resultado de la votación,  y 
documentos que se encuentre en los expedientes 
legislativos, excepto cuando se trate de comisio-
nes de investigación o de una investigación en 
proceso, en una comisión de la Asamblea Le-
gislativa con competencias de control político o 
carácter investigativo, al encontrarse en proceso 
el informe respectivo.  Una vez presentado el 
informe o dictamen, se podrá obtener la infor-
mación cuando lo solicite el interesado, registro 
de ingreso de personas a los despachos de los 
Diputados, información del registro de ingre-
so y salida del país de los diputados, cuando se 
trate de asuntos propios del cargo, registro de 
los proyectos de ley presentados por la Asam-
blea Legislativa por cada diputado, por el Poder 
Ejecutivo y de iniciativa popular, el registro de 
los proyectos de ley aprobados o improbados, las 
actas del Directorio Legislativo; la relativa a los 
miembros que conforman los órganos legislati-
vos desde el acto inicial de nombramiento e ins-
talación de dichos órganos cada año y cuando 
exista una renuncia, permuta, sustitución o per-
miso o cuando alguna persona lo requiera; las 
convocatorias a sesiones ordinarias y extraordi-
narias, los vetos del Poder Ejecutivo; las inter-
venciones sobre el control político conforme a 
lo estipulado en el reglamento de la Asamblea 
Legislativa y en las publicaciones respectivas en 
medios de información, cuando la información 
sea dirigida a un legislador, el salario bruto y el 
respectivo cargo de los funcionarios legislativos 
y el de los diputados, el registro de uso de los 
vehículos discrecionales y oficiales con la infor-
mación específica de cada viaje en el interior del 
país; los gastos de representación y los rubros 
en gasolina de los Diputados, la lista y el nú-
mero de los permisos en comisiones y plenario 
de los legisladores. 

Como se observa, los supuestos son am-
plios, pero podría surgir alguna otra informa-
ción de carácter público que no se encuentre 
en estos supuestos, por tal motivo, debe to-
marse en consideración incluir otros supuestos 

en el reglamento a esta ley o al menos facilitar 
su inclusión. 

El artículo 16, se refiere a la información 
de carácter público a cargo de las Municipali-
dades que deben divulgar de manera oficiosa y 
periódica, y de forma obligatoria este tipo de 
información, entre las cuales incluye: acuerdos 
del concejo municipal; actas de las sesiones del 
Concejo Municipal, el registro de asistencia de 
los miembros del concejo; las iniciativas, reso-
luciones y proyectos del municipio, asimismo 
aplicará esta disposición para las comisiones 
que se constituyen a lo interno de las munici-
palidades para diferentes actividades o fines; 
información sobre el contrato de concesión, 
permiso, autorización y convenios celebrados 
por las municipalidades con personas físicas y 
jurídicas, públicas o privadas, nacionales y ex-
tranjeras; información sobre donaciones, cesión, 
traspaso, inversión, venta, o acto administrativo 
aprobado por el concejo municipal o negocio 
que lleven a cabo las municipalidades, con las 
excepciones establecidas en este artículo; la in-
formación sobre los convenios y las alianzas pú-
blicas-privadas que celebren las municipalida-
des con sujetos públicos o privados, nacionales 
o extranjeros;  registro de los bienes muebles e 
inmuebles patrimonio de la municipalidad, y de 
los permisos o concesiones de los bienes inmue-
bles que se encuentren en las áreas de dominio 
público, y/o la zona marítimo terrestre; regis-
tro o lista de los puestos y salarios brutos de los 
empleados de la municipalidad respectiva, así 
como las contrataciones de personal, servicios 
profesionales y consultorías. 

Igualmente, en esta disposición se esta-
blecen límites de acceso a la información, como 
son: lo relativo al secreto profesional, económi-
co, tributario, o propiedad intelectual e indus-
trial; datos personales (sensibles, confidenciales) 
y los expedientes administrativos en proceso de 
resolución.  En materia tributaria sólo se tendrá 
acceso a la información para fines estadísticos.   
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En cuanto a los expedientes que contie-
nen procedimientos administrativos, las partes 
tendrán acceso a la información del expediente 
administrativo, así como cualquier abogado, y 
en el caso de terceros interesados, tendrán ac-
ceso únicamente a la información de carácter 
pública cuando esté en trámite y cuando la re-
solución o acto sea definitivo. 

Este listado de información de carácter 
público de las Municipalidades toma en cuenta 
en su ejercicio las competencias constituciona-
les y legales de las corporaciones municipales.  

El artículo 17 se refiere a la información 
de carácter público de la Corte Suprema de Jus-
ticia, donde se establecen una serie de supuestos 
de relevancia en la actividad administrativa de 
la Corte, entre estos, se detallan los siguientes: 
copia o reproducciones de las actas y acuerdos 
de las sesiones ordinarias y extraordinarias de 
la Corte Plena y del Consejo Superior del Po-
der Judicial; la relativa a los procesos de elec-
ciones y evaluación de magistrados y jueces; las 
resoluciones por las que se proponga ternas de 
candidatos para los cargos de los Magistrados 
propietarios o suplentes de la Corte Suprema 
de Justicia; la información sobre los programas, 
proyectos y planes del Poder Judicial relativos a 
la modernización o inversiones en la organiza-
ción del Poder Judicial, en obras e infraestruc-
tura, capacitación, cursos y becas; la relativa al 
cumplimento de las metas y objetivos institu-
cionales; la relativa a los salarios brutos y pues-
tos de los funcionarios del Poder Judicial; la re-
lativa a los viajes de todos los funcionarios del 
Poder Judicial, incluyendo los magistrados, en 
la que se deberá contemplar el costo, evento o 
actividad, la duración y el beneficio para el país, 
cuando alguna persona lo requiera; y el registro 
del uso de vehículos y gastos de representación.

Sobre esta enumeración de supuestos de 
información de carácter público, se reafirma lo 
indicado desde el inicio sobre la facilitación a la 
inclusión de otros supuestos, y no se siendo una 
lista restrictiva, sino que a través del reglamento 

a la ley se puede incorporar otros supuestos.  En 
esta norma, que regula a la Corte Suprema de 
Justicia, se deben tomar en cuenta las compe-
tencias y funciones constitucionales que tiene el 
Poder Judicial y la importancia de su indepen-
dencia en su organización administrativa.  Todo 
esto, respetando los derechos fundamentales de 
los administrados, entre ellos, el acceso a la in-
formación pública. 

Y finalmente, el artículo 18 que regula 
los supuestos de información de carácter públi-
co del Tribunal Supremo de Elecciones, donde 
se establece la facultad de divulgar de manera 
oficiosa y periódica información y en forma 
obligatoria cuando cualquier persona lo solici-
te o requiera.  Entre la información de carác-
ter público tenemos: la agenda de las sesiones 
ordinarias y extraordinarias de este órgano; las 
actas celebradas por el Tribunal Supremo de 
Elecciones; los fallos o resoluciones electorales 
relevantes para el interés público de los recursos 
interpuestos por los ciudadanos, partidos políti-
cos o coaliciones; el calendario electoral de los 
procesos nacionales municipales o los referentes 
a plebiscitos o referéndum, así como los resul-
tados de los escrutinios; el listado de los candi-
datos a cualquier cargo de elección popular; la 
conformación de las juntas receptoras de votos y 
los representantes legales de los partidos o coa-
liciones; la inversión sobre proyectos, planes o 
programas de modernización del Tribunal Su-
premo de Elecciones en materia electoral y de 
la institución; la información relativa a la deu-
da política adelantada de los partidos políticos 
respectivos, cuando alguna persona lo requiera; 
el costo de los plebiscitos municipales o los re-
ferendos nacionales y la del proceso de organi-
zación y los resultados; la información de los 
procesos de selección de personal y lista de los 
puestos y los salarios brutos de los funcionarios, 
cuando alguna persona lo requiera; el registro 
sobre el uso de los vehículos de los miembros 
del Tribunal, las becas y gastos aprobados, cuan-
do alguna persona lo requiera. 
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En términos generales, el capítulo III se 
considera de suma relevancia porque se cons-
truye una estructura que enumera un listado de 
información de carácter público, no quedando 
este tema a la decisión discrecional de un fun-
cionario público, sino que el marco jurídico 
así lo deja establecido, posibilitando un mayor 
margen al ejercicio del derecho de acceso a la 
información.  Eso sí, se deja planteado el crite-
rio de que supuestos nuevos deben ser incluidos 
vía reglamento o modificaciones al mismo.

En el Capítulo IV relativo a “Disposicio-
nes Finales”, a partir del artículo 19 del proyecto 
de ley, se reforma la Ley de la Defensoría de 
los Habitantes con el fin de ampliar el ámbi-
to de competencia de la Defensoría en materia 
de acceso a la información pública.  Este es un 
tema de conveniencia y oportunidad en materia 
legislativa, pues si se amplían sus competencias 
y atribuciones deben aumentar su presupuesto y 
sus recursos humanos en razón de dar eficiencia 
a la implementación de esta normativa. 

En este sentido, se reforma el artículo 12 
de la Ley de la Defensoría de los Habitantes de 
la República N°7319 del 17 de noviembre de 
1992 y sus reformas, que en la actualidad está 
compuesto por 4 incisos.  Con la modificación 
que se plantea en este proyecto de ley se agregan 
16 incisos más relativos a los temas de transpa-
rencia y acceso a la información pública.  En 
el inciso 1, se adiciona un párrafo último que 
indica: “además, la Defensoría será el órgano 
competente para garantizar el derecho de acce-
so a la información pública y la transparencia, a 
solicitud de toda persona física o jurídica, sobre 
los sujetos obligados señalados en esta ley”.  

A partir de esta adición al inciso 1), se 
busca dar una especie de rectoría a la Defen-
soría en materia de acceso a la información y 
transparencia.  Después del inciso 4, se incluyen 
los otros 16 incisos nuevos y que incluyen temas 
como: promover la participación de los ciuda-
danos en los procesos y diseño de políticas de 
acceso a la información pública y transparencia 

(inciso 5); diseñar políticas, planes y proyectos 
en materia de acceso a la información pública 
y transparencia (inciso 6); coordinar con el Ar-
chivo Nacional en la elaboración y aplicación de 
los criterios para la catalogación y conservación 
de los documentos que regule esta ley, así como 
la organización de archivos de las dependencias 
administrativas, órganos y entes públicos, sin 
perjuicio de las competencias conferidas por 
Ley del Sistema Nacional de Archivos N.° 7202, 
de 24 de octubre de 1990, sobre la clasificación, 
desclasificación y custodia de la información re-
servada y confidencial (inciso 7); diseñar pro-
cedimientos y establecer sistemas para que los 
sujetos obligados de esta ley reciban, procesen, 
tramiten y resuelvan las solicitudes de acceso a 
la información pública y además puedan enviar 
a la agencia las resoluciones, criterios, solicitu-
des, consultas, informes y cualquier otra comu-
nicación a través de medios electrónicos u otros 
medios disponibles, cuya transmisión garantice 
en su caso la seguridad, integridad, autenticidad, 
reserva y confidencialidad de la información y 
genere registros electrónicos del envío y recep-
ción correspondiente (inciso 8); dar seguimien-
to y, en caso de incumplimiento, hacer las re-
comendaciones a los sujetos obligados para que 
se cumpla con lo dispuesto en esta ley (inciso 
9);  orientar e informar a las personas físicas o 
jurídicas acerca de las solicitudes de acceso a la 
información pública y transparencia, promoción 
de campañas publicitarias en materia de acce-
so a la información y transparencia (inciso 10); 
elaborar los formatos de solicitudes de acceso a 
la información pública y transparencia y los res-
pectivos reglamentos en esta materia (inciso 11).  

En el texto de redacción final con el pri-
mer día de mociones 137, que es el utilizado 
para este análisis, se pasa del inciso 11) al 13).  
Se considera que es un error material pues no 
incluye inciso 12), pero por razones didáctica y 
de seguridad se llama atención y se pasa al con-
tenido del inciso 13), que regula la facultad de 
hacer del conocimiento a las auditorías internas 
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o en su defecto al órgano correspondiente de 
cada sujeto obligado, de las presuntas infraccio-
nes a esta ley y garantizar el derecho a la infor-
mación pública y la transparencia.  Del mismo 
modo, otros aspectos que se incluyen en forma 
novedosa son: promover la cultura de respon-
sabilidad y, en su caso, otorgar la capacitación 
de los servidores públicos en materia de acce-
so a la información y transparencia a través de 
las comisiones o comités que se instalen para 
tales efectos (inciso 14); elaborar y publicar es-
tudios e investigaciones para difundir y ampliar 
el conocimiento sobre la materia de esta ley, así 
como datos estadísticos sobre acceso a la infor-
mación pública y transparencia (inciso 15); coo-
perar respecto de la materia de esta ley, con los 
sujetos obligados, los órganos y entes públicos, 
y los municipios para mejorar la eficiencia y la 
eficacia sobre la gestión pública, en cuanto al ac-
ceso a la información y la transparencia (inciso 
16); la potestad a la  Defensoría para suscribir 
convenios con entes públicos o privados, nacio-
nales o extranjeros, para la implementación, for-
mación y el diseño de actividades, mecanismos 
y metodologías, a fin de desarrollar y mejorar 
la cultura de acceso a la información pública y 
transparencia, así como programas relacionados 
con esta materia (inciso 17); dar seguimiento 
sobre el ejercicio del derecho al acceso a la in-
formación pública y la transparencia por parte 
de los sujetos obligados (inciso 18); promover 
el uso de las tecnologías de la información y co-
municación y la implementación del gobierno 
electrónico (inciso 19); fomentar la cultura de 
acceso a la información pública y transparen-
cia y la rendición de cuentas (inciso 20) y fi-
nalmente el inciso 21 donde deja abierto para 
otras competencias que se confieran por ley y en 
su reglamento. 

En el Capítulo IV, se adiciona un artículo 
28 bis, relativo a las sanciones administrativas a 
los funcionarios públicos que transgredan esta 
ley o el derecho de acceso a la información de 
carácter público.  De esta forma, algunos de los 

supuestos para sancionar son: a quien no en-
tregue la información que se le solicita con las 
condiciones y el plazo indicado en esta ley; a 
quien entregue o difunda información reserva-
da o confidencial; a quien sustraiga, destruya, 
oculte, inutilice o altere total o parcialmente, 
información que se encuentre bajo su custodia 
o a la que tengan acceso o conocimiento con 
motivo de su puesto o cargo; a quien actúe con 
negligencia en la sustanciación de las solicitudes 
de acceso a la información o en la difusión de la 
información, a que están obligados, los sujetos 
conforme a esta ley, a quien deniegue informa-
ción no clasificada como reservada o que no sea 
confidencial;  a quien proporcione parcialmente 
o de manera ininteligible la información cuya 
entrega haya sido ordenada por la Defensoría 
de los Habitantes; a quien invoque información 
como reservada o confidencial, siendo el motivo 
simulación o engaño. 

En cuanto a los distintos supuestos que se 
incluyen en este artículo 28 bis, sobre sanciones 
administrativas, se considera que las conductas 
que deben ser sancionadas son correctas.  Lo que 
parece desproporcionado y poco razonable son 
los montos de la sanción, algunos de uno a tres 
salarios base, otros de tres a cinco salarios base, 
y en algún otro supuesto hasta 10 salarios base.  
Esos montos no se ajustan a la razonabilidad de 
la conducta que debe ser sancionada, además no 
se incluye en estos supuestos otros tipos de san-
ciones como son: la llamada de atención verbal, 
la escrita, la suspensión por algunos días o in-
cluso el despido del funcionario.  Por tal motivo, 
esta normativa debe revisarse muy cuidadosa-
mente para darle efectividad a cada una de las 
sanciones establecidas. 

El artículo 20 del proyecto de ley establece 
el plazo de 24 meses a partir de su publicación 
para que el Poder Ejecutivo la reglamente, indi-
cando eso sí, que rige a partir de su publicación.  

En términos generales se concluye que es 
importante la aprobación de esta iniciativa le-
gislativa, que también ha sido consultada a las 
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diferentes instituciones públicas.  En la redac-
ción de este estudio se han revisado diferentes 
respuestas sobre el contenido de la iniciativa y 
que llegaron al Expediente 20.799 en su trami-
tación legislativa, entre las que se pueden citar 
las obligatorias a: instituciones autónomas, mu-
nicipalidades, bancos comerciales del Estado, 
universidades públicas, Corte Suprema de Jus-
ticia y Tribunal Supremo de Elecciones y algu-
nas facultativas como: Defensoría de los Habi-
tantes, Procuraduría General de la República, 
Ministerio de Justicia y Paz, entre otras que por 
razones de tiempo y espacio no se han incluido.  

Ya se han hecho algunos comentarios de 
mejora del proyecto, en especial, la necesidad de 
facilitar el acceso a la información (sin mayor 
tramitación administrativa) así como el tema 
sancionatorio de los funcionarios públicos, que 
se considera poco razonable y desproporcionado. 

3.5 Reforma a la Ley de Protección al 
Ciudadano del Exceso de Requisitos y 
Trámites Administrativos (simplificación 
de trámites)

En el mes de octubre de 2021, recibió la 
aprobación del Plenario Legislativo el Proyecto 
de Ley de reforma a la Ley de Protección al ciu-
dadano del exceso de requisitos y trámites admi-
nistrativos, N°. 8220, y sus reformas, Expediente 
N°. 22.333.  Esta iniciativa fue presentada por 
la Diputada Silvia Hernández Sánchez y otros 
diputados y diputadas, siendo iniciada el 26 de 
noviembre de 2020 y publicada el 4 de diciem-
bre de 2020 en la Gaceta N°. 286, Alcance 320.

El expediente fue tramitado en la Comi-
sión Permanente Especial de Ciencia, Tecno-
logía y Educación, pasando al Plenario para su 
aprobación en segundo debate en la sesión del 
14 de octubre de 2021.  

En la Exposición de Motivos del texto 
base se explica claramente la importancia de 
esta reforma, señalando: 

El paso del tiempo, la experiencia regis-
trada por operadores e investigadores en 
la aplicación de la Ley N° 8220, los ín-
dices internacionales, los lentos avances 
en mejora regulatoria y simplificación de 
trámites, justifican sobradamente la im-
periosa necesidad de realizar una reforma 
a dicha normativa, capaz de dar un nue-
vo impulso a la gestión pública, en todos 
los niveles de la Administración Pública.  
Este es el objetivo general del presente 
proyecto de ley.  Para ello, se proponen, 
entre otras, las siguientes modificaciones:
- Fortalecer el rol de la rectoría, tanto 
desde el punto vista político como técni-
co, en simplificación y mejora regulatoria, 
dotándolo de nuevas facultades y recursos 
para el efectivo cumplimiento de los ob-
jetivos de política pública que el Estado 
se proponga en este campo; entendien-
do que dicha tarea es responsabilidad de 
todas y cada una de las instituciones que 
conforman la Administración Pública, 
toda vez que con sus trámites y regula-
ciones impactan la actividad productiva 
y la percepción ciudadana sobre el buen 
servicio público.
- Enfocar la gestión pública en la reali-
zación de trámites en el uso de instru-
mentos de verificación posterior sobre el 
control ex ante como mecanismo para 
acelerar trámites, recurriendo al uso de 
herramientas como la declaración jurada 
en un Estado que ha hecho apología del 
control previo como mejor fórmula para 
cumplir con sus obligaciones, sin reparar 
en el impacto y costos que tiene para el 
usuario, o en si es posible obtener una 
mayor eficiencia y alcanzar los mismos 
objetivos a partir de una fase posterior 
de verificación.
- Fortalecer el uso del Catálogo Nacional 
de Trámites como instrumento obliga-
torio y único de rango legal para trans-
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parentar y centralizar todos los trámites 
requeridos por cada institución u órgano 
de la Administración Pública.
- Ampliar el alcance del criterio vincu-
lante del rector sobre las propuestas de 
regulación que propongan las entidades 
públicas, más allá del Gobierno Central 
(tal cual ocurre actualmente), lo que im-
pide mantener la unidad en el logro de los 
objetivos de mejora regulatoria, al tiem-
po que genera una disparidad intolerable 
para obligaciones que son resorte de todo 
el Estado.  Las empresas y los usuarios 
esperan por mejoras en trámites en todos 
los estamentos del aparato estatal.
- Facilitar la aplicación efectiva de la ley 
y el ejercicio de los derechos que tienen 
los usuarios en su relación con las institu-
ciones al tenor de la regulación propuesta, 
en temas vinculados con la aplicación del 
silencio positivo, instrumento que ha sido 
poco empleado en materia de trámites 
pero cuyo uso puede potenciarse al equili-
brar las cargas entre el usuario y la Admi-
nistración.  En la misma línea se ubican 
los ajustes al artículo relativo a sanciones 
por incumplimiento de la ley, el cual pre-
tende fundamentalmente aclarar quién es 
la persona que comete la falta, graduando 
de una mejor manera las sanciones para 
que estas cumplan con los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad que se 
impone en esta materia, pero que cum-
plan con el criterio de disuadir las con-
ductas sancionadas.
- Lograr que la mejora regulatoria y la 
simplificación de trámites se convierta 
en una tarea permanente y una práctica 
de mejora continua en la gestión públi-
ca costarricense, a partir de criterios téc-
nicos y considerando en mayor grado el 
impacto a sus destinatarios, tanto de re-
gulaciones que implican nuevos trámites 
como de aquellos trámites cuya evalua-

ción y actualización cambia lentamente” 
(Expediente 22.333).

La Ley N°. 10072 del 18 de noviembre 
de 2021, Reforma de la Ley 8220, Protección 
al ciudadano del exceso de requisitos y trámi-
tes administrativos del 4 de marzo de 2002, 
fue publicada el 3 de diciembre de 2021, en la 
Gaceta N°. 233, Alcance N°. 248, reforma los 
artículos 4, 7, 10, 11, 12 y 13 de esta Ley y adi-
ciona los artículos 12 bis, 12 ter, 15, 16, 17 y 18 
a la Ley 8220.  A continuación, un resumen de 
los aspectos de mayor interés observados en la 
normativa aprobada.

3.5.1 Creación del catálogo nacional de 
trámites

En el artículo 4 se crea el Catálogo Na-
cional de Trámites como: 

(…) un instrumento que estará consti-
tuido por todos los trámites, requisitos y 
procedimientos, ofrecidos por cada ente u 
órgano de la Administración Pública, que 
deban realizar los administrados, el cual 
tiene por objetivo brindar seguridad jurí-
dica y transparencia a los administrados, 
así como facilitar la toma de decisiones 
estratégicas en cuanto a la mejora regu-
latoria y simplificación de trámites por las 
autoridades públicas.

El Catálogo Nacional de Trámites será 
administrado por el Ministerio de Eco-
nomía, Industria y Comercio, que velará 
por su correcto funcionamiento y deberá 
tenerlo disponible en su sitio web.  Cada 
ente u órgano de la Administración Públi-
ca deberá mantener actualizada, de forma 
permanente y obligatoria, la información 
en esta herramienta digital, debiendo res-
petar las directrices, normas o resolucio-
nes que para tales efectos emita el Minis-
terio de Economía, Industria y Comercio.
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Las oficinas de información al adminis-
trado de las entidades u órganos de la Ad-
ministración Pública serán las encargadas 
de explicar al administrado los trámites o 
requisitos.  En caso de no contar con esa 
oficina, la institución deberá designar un 
departamento o un funcionario para este 
fin (Expediente 22.333).
De este artículo se debe resaltar la crea-

ción del Catálogo Nacional de Trámites como 
un esfuerzo de uniformidad, mejora y simplifi-
cación de trámites en las instituciones públicas, 
garantizando seguridad jurídica y transparencia 
a los administrados a través de un Manual o 
Guía digital que ordene y sistematice requisi-
tos y trámites administrativos en el Sector Pú-
blico.  Será administrado por el Ministerio de 
Economía, Industria y Comercio y velará por 
el correcto funcionamiento, convirtiéndose 
en una Administración electrónica, pues debe 
mantener actualizada, de forma permanente 
y obligatoria, la información en la respectiva 
plataforma digital.  

Se considera que esta modificación, am-
plía el ámbito de competencia de las oficinas de 
información al administrado, pues anteriormen-
te se limitaban a explicarle al usuario los requi-
sitos y el procedimiento para el otorgamiento 
de solicitudes, permisos, licencias o autoriza-
ciones.  En cambio con esta reforma se busca 
explicar al administrado de cualquier trámite o 
requisito que tengan las entidades u órganos de 
la Administración Pública, no limitándose a los 
supuestos anteriores.  Además, se reitera lo que 
ya estaba regulado: que cada institución pública 
debe designar un departamento o funcionario 
que cumpla con este fin informativo. 

3.5.2 Cambio en el procedimiento para apli-
car el silencio positivo

El tema del silencio positivo ha estado re-
gulado por el artículo 330 de la Ley General de 
la Administración Pública que dice: 

1. El silencio de la Administración se en-
tenderá positivo cuando así se establezca 
expresamente o cuando se trate de autori-
zaciones o aprobaciones que deban acor-
darse en el ejercicio de funciones de fisca-
lización y tutela.  2. También se entenderá 
positivo el silencio cuando se trate de so-
licitudes de permisos, licencias y autoriza-
ciones (Ley General de la Administración 
Pública, N° 6227, del 2 de mayo de 1978).
Igualmente, el artículo 331 de la Ley Ge-

neral de la Administración Pública, establece el 
plazo de un mes a partir de su recibo por el ór-
gano administrativo para su aplicación o reco-
nocimiento.  Se debe agregar además el artículo 
139 de la Ley General que dice: “el silencio de 
la administración no podrá expresar su voluntad 
salvo ley que disponga lo contrario” (Ley Gene-
ral de la Administración Pública, N° 6227, del 2 
de mayo de 1978).

Se debe citar aquí una excepción que se 
incorpora en el artículo 4 de la Ley Forestal N°. 
7575 que dice expresamente: 

Silencio positivo.  En materia de recursos 
naturales no operará el silencio positivo, 
contemplado en los artículos 330 y 331 de 
la Ley General de la Administración Pú-
blica.  Cuando la Administración Forestal 
del Estado no resuelva los asuntos some-
tidos a su conocimiento, dentro de los 
plazos estipulados en la Ley General de 
la Administración Pública, el funcionario 
responsable se expondrá a las sanciones 
dispuestas en las leyes (Ley forestal, N° 
7575, del 13 de febrero de 1996).
La Sala Constitucional de la Corte Su-

prema de Justicia de Costa Rica, en el Voto N°. 
6322-03 reafirma esta posición, al señalar: “(…) 
de modo que no puede entenderse que el silen-
cio positivo opere simplemente por el transcur-
so del plazo dentro del cual la Administración 
debió pronunciarse sobre el permiso de explota-
ción forestal, sin que lo hiciera, pues ello impli-
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caría poner en inminente peligro el patrimonio 
forestal del país al permitirse por esa vía, su ex-
plotación irracional e indiscriminada.” 

La Procuraduría General de la República, 
en el Dictamen C-198-2002 del 9 de agosto del 
2002, refiriéndose a una consulta sobre permi-
sos en bienes de dominio público, señala: “En 
consecuencia, en nuestra opinión deben man-
tenerse los criterios vertidos, tanto por la Sala 
Constitucional (vinculantes de conformidad 
con el artículo 13 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional), por la Sala Primera de la Cor-
te Suprema de Justicia, como por este Órgano 
Asesor, en el sentido de que la figura del silen-
cio positivo resulta inaplicable a los permisos, 
autorizaciones o licencias que se soliciten que 
involucren bienes de dominio público, sujetos a 
regímenes especiales”.

Ahora bien, tomando en cuenta lo indi-
cado por la Ley General de la Administración 
Pública, la Ley Forestal, la Procuraduría Gene-
ral de la República y la Sala Constitucional en 
materia de silencio positivo, pasamos a ver la 
modificación al artículo 7 de la Ley 8220 que 
en forma novedosa incorpora mecanismos que 
faciliten la aplicación de este silencio positivo.

La Ley 8220 ya había sido reformada en el 
año 2011 por la Ley N°. 8990, donde se incluían 
toda una serie de modificaciones que posibilita-
ban una aplicación más eficaz en la simplifica-
ción de trámites, pero con los años esto no se ha 
presentado.  Se entiende que esta última refor-
ma de 2021 busca establecer mayores niveles de 
responsabilidad para las Administraciones Pú-
blicas y para los funcionarios, como mecanismo 
que posibilite una mejora regulatoria.  Ahora 
bien, en el tema del silencio positivo, se obser-
va que el artículo 7 establecía anteriormente la 
declaración jurada debidamente autenticada 
que hacía constar que se había cumplido con los 
requisitos y que la Administración no resolvió 
en tiempo.  La actual reforma es más amplia e 

incluye aspectos relativos al uso de la tecnología, 
en este sentido se indica: 

Para la aplicación del silencio positivo 
bastará con que el administrado señale 
mediante declaración jurada rendida ante 
notario público, o firmada por el admi-
nistrado en presencia del funcionario, o 
bien, mediante documento electrónico 
con firma digital, indicando que la Ad-
ministración no resolvió dentro del plazo 
correspondiente y cumplió con los requi-
sitos para el otorgamiento de la solicitud 
realizada.  En tal supuesto, la Administra-
ción deberá emitir una resolución o acto 
administrativo confirmatorio del permiso, 
la licencia o la autorización en aplicación 
del silencio positivo en el plazo de dos 
días hábiles posteriores a la recepción de 
la declaración jurada (Ley 8220, 2021).
Pero un aspecto que es relevante en esta 

nueva normativa en el primer párrafo del artí-
culo 7, es la procedencia del silencio positivo de 
pleno derecho, quedando aprobadas las solici-
tudes, siempre y cuando estás cumplan con los 
requisitos establecidos por ley.

Otro punto a tomar en cuenta en este ar-
tículo es que los trámites que se gestionen me-
diante plataformas digitales se les podría apli-
car el silencio positivo, pudiendo exceptuar la 
presentación de la declaración jurada, siempre 
que el administrado cumpla con las condiciones 
establecidas en este artículo 7 y lo que se regule 
a nivel reglamentario sobre el funcionamiento 
de la plataforma digital respectiva.  

Sin duda, la normativa incorpora mayor 
celeridad en los procedimientos, disminuyendo 
el plazo de resolución de la Administración co-
rrespondiente.  Del mismo modo, se incorporan 
mecanismos electrónicos y plataformas digita-
les que facilitan más la gestión del administra-
do.  Se debe tomar en cuenta que se mantiene 
la regulación y la coordinación de un Oficial de 
Simplificación de Trámites, que podría coad-
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yuvar en el cumplimiento más eficiente de esta 
normativa conforme al interés público y los de-
rechos de los administrados. 

El artículo 7 en su párrafo final, incluye 
las excepciones a la aplicación del silencio po-
sitivo en las licencias, permisos y autorizaciones 
en materia de salud pública, ambiente y otras 
materias que, por disposición constitucional, le-
gal o jurisprudencia judicial, expresamente así 
lo regulen. 

3.5.3 Adición de varios artículos a la 
Ley 8220 

Se adicionan los artículos 12 bis, 12 
ter, 15, 16, 17 y 18 a la Ley 8220, que regu-
lan temas relativos a la planificación, política y 
mejora regulatoria.

El artículo 12 bis, se refiere a los fines de 
los procesos de revisión, diseño de las regula-
ciones, propuestas regulatorias y análisis de 
impacto regulatorio, entre los cuales menciona: 
máximo beneficio para la sociedad con el menor 
coste posible; proporcionalidad, coherencia de 
las políticas públicas, coordinación institucio-
nal, fortalecer los derechos de los consumido-
res, derechos humanos y desarrollo empresarial, 
análisis de situaciones de riesgo y garantizar el 
principio de eficiencia en los servicios públicos.   
El contenido del artículo 12 ter, se refiere a la 
revisión de los esquemas de revisión de las pro-
puestas regulatorias y a su análisis de impacto 
regulatorio ex ante y ex post. 

En el artículo 15 se indica que en los trá-
mites que realicen los administrados, las Ad-
ministraciones Públicas podrán hacer uso de 
instrumentos de simplificación de trámites, 
como la declaración jurada o de cualquier otro 
mecanismo válido para esta simplificación, así 
como de instrumentos de verificación posterior 
para asegurar el cumplimiento de lo declara-
do bajo juramento, a fin de agilizar y reducir 
trámites respectivos.  

Según este artículo, también las Adminis-
traciones Públicas deberán formular un listado 
de las licencias, los permisos, las autorizaciones, 
los requisitos o cualquier otro trámite propio de 
su competencia que podrán ser obtenidos me-
diante declaración jurada e indicarlo de esa ma-
nera en la ficha de cada uno de los trámites con-
tenidos en el Catálogo Nacional de Trámites.

El artículo 16 incluye la política de me-
jora regulatoria y simplificación de trámites y 
los artículos 17 y 18 regulan respectivamente la 
consulta pública y los espacios de participación 
ciudadana en la elaboración de nuevas regula-
ciones o sus reformas.  Se considera que estos 
artículos serán de importante ejecución en el 
tema de la mejora regulatoria. 

En términos generales, se considera que 
esta última reforma a la Ley 8220 busca esta-
blecer parámetros y mecanismos que simplifi-
quen los requisitos y trámites administrativos, 
buscando fortalecer e incentivar una mejora 
regulatoria y una mayor eficacia en la actua-
ción de las Administraciones Públicas frente 
a los administrados. 

3.6 Consideraciones finales
• Como lo había planteado en el Primer Infor-

me del Estado de la Libertad de Expresión en 
Costa Rica de PROLEDI, de la Universidad 
de Costa Rica, 2018, el marco constitucional 
costarricense y la normativa internacional en 
materia de Derechos Humanos establecen 
normas que regulan de forma precisa los de-
rechos de acceso a la información pública y 
de libertad de expresión. 

• Pese a lo anterior, la legislación costarricense 
sigue siendo muy dispersa y poco uniforme 
en la regulación de temas relativos al acce-
so a la información, libertad de expresión y 
prensa, transparencia, rendición de cuentas, 
legalidad, derecho a la información de los 
usuarios, límites al derecho de acceso a la in-
formación, entre otros. 
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• Es urgente y necesario que la Asamblea Le-
gislativa apruebe una Ley Marco en mate-
ria de acceso a la información pública, pues 
un Decreto como el N°. 40200 no es sufi-
ciente frente a la regulación de un derecho 
fundamental que tiene inmerso el principio 
de reserva de ley.  En este sentido, es reco-
mendable la aprobación del Proyecto de Ley 
General de Acceso a la información pública 
y transparencia, Expediente N°. 20.799, to-
mando en cuenta las observaciones de forma 
y fondo, así como las mejoras de redacción 
que se han propuesto en este estudio, así 
como su posición y avance en el orden del 
día del Plenario Legislativo.

• Para algunos periodistas y juristas la norma-
tiva constitucional que regula la libertad de 
expresión es suficiente, por tal motivo, man-
tienen una posición clara en contra de que 
la libertad de expresión sea regulada en una 
Ley Marco, en especial, por los límites que le 
podría incluir el legislador.  Por tal motivo, se 
deja planteado el tema. 

• El Poder Ejecutivo costarricense hizo en el 
año 2017 un esfuerzo muy importante para 
regular el derecho de acceso a la información 
pública mediante el Decreto N°. 40200, pero 

no es suficiente para la regulación de este de-
recho, pues debe desarrollarse en una ley. 

• Con respecto al Decreto N°. 40200, llama la 
atención la creación del Oficial de acceso a la 
información en cada institución y el comple-
mento y colaboración que recibiría del Ofi-
cial de simplificación de trámites regulado en 
la Ley N°. 8220, que también está incluido 
en la reforma del 2021. 

• Se reitera que no existe una “Ley Marco”, 
que regule el derecho de acceso a la informa-
ción pública, ni sus límites y solo se encuen-
tran iniciativas en discusión en la corriente 
legislativa, como la desarrollada en este estu-
dio:  Proyecto de Ley General de Acceso a la 
información pública y transparencia, Expe-
diente N°. 20.799.  Por tanto, es importante 
su aprobación para el país.

• La reforma a la Ley 8220 del 2021, se cons-
tituye en una importante normativa para la 
mejora regulatoria y la simplificación de trá-
mites, requisitos y procedimientos, conforme 
a los principios de eficiencia y celeridad que 
debe prevalecer en la relación jurídico pública 
entre Administraciones Públicas y adminis-
trados.  También es un paso relevante hacia 
las Administraciones Públicas electrónicas.
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3.7 Resumen de la Ley aprobada. Dr. Jorge Córdoba Ortega. 27 de abril 2022.

El día 26 de abril del 2022, en la sesión 
plenaria ordinaria No. 110 de la Asamblea 
Legislativa de la República de Costa Rica, 
aprobó en segundo debate el Proyecto de 
Ley General de acceso a la información pú-
blica y transparencia, Expediente No. 20.799, 
iniciativa que había sido presentada por la 
Diputada Carmen Chan Mora y que desde 
hace años era urgente aprobar para Costa 
Rica una Ley marco o general de la acceso 
a la información pública y transparencia, que 
tenía ese compromiso sin cumplir, tanto a ni-
vel nacional como internacional. A pesar de 
que fue aprobada con una gran cantidad de 
proyectos al final del período de esta Asam-
blea (2018-2022), se constituye en uno de los 
grandes aciertos y aportes al fortalecimiento 
del Estado Social y democrático de Derecho 
y la defensa de los derechos fundamentales. 

En cuanto a su contenido, se encuen-
tran varias normas que son típicas en este 
tipo de iniciativas de acceso a la informa-
ción y transparencia, entre las que se pueden 
mencionar en su Capítulo I, el objeto, defi-
niciones, principios y fines de la ley.  En el 
Capítulo II, la determinación de la garantía 
del derecho de acceso al a información públi-
ca, sujetos, procedimiento y límites, el acuse 

de recibo de las instituciones a las gestiones 
de los administrados, el acceso gratuito a la 
información, su protección jurisdiccional, 
entre otros.

El régimen sancionatorio fue uno de 
los temas más debatidos tanto en proyectos 
de ley de acceso anteriores, como en el ac-
tual, pero se logró el consenso de acudir a las 
normas generales en el ordenamiento jurídi-
co costarricense, como los reglamentos inter-
nos de organización y servicio o de trabajo 
para regular esta materia.  Pese a lo anterior, 
el autor considera que se deberá acudir al 
Libro Segundo de la Ley General de la Ad-
ministración Pública para complementar el 
régimen sancionatorio de esta Ley de acceso 
y transparencia. 

El Capítulo III, está referido a trans-
parencia y gobierno abierto, incluyendo nor-
mas relativas a la publicación oficiosa de la 
información pública.  Y en el Capítulo IV 
disposiciones finales, se regula el Informe 
anual de labores, el derecho de acceso a la in-
formación pública de las instituciones públi-
cas y la reglamentación del Poder Ejecutivo, 
estableciendo un plazo de 6 meses a partir de 
su publicación.
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CAPÍTULO 4

Inseguridad y precarización: riesgos en el 
ejercicio del periodismo en Costa Rica

Lidieth Garro Rojas y Lilliana Solís Solís*

4.1 Introducción
En múltiples latitudes alrededor del mun-

do es un tema común hablar de la inseguridad 
que enfrentan los periodistas en el ejercicio co-
tidiano de la profesión.  Situaciones provoca-
das por conflictos bélicos, mafia organizada, el 
tráfico internacional de drogas y la corrupción, 
entre otras, atentan contra la vida y la seguri-
dad de quienes tienen como carrera el ejercicio 
periodístico.  Precisamente es en este escenario 
donde las personas que se dedican al periodis-
mo realizan su trabajo en Latinoamérica y en 
gran parte del mundo.

Si bien organizaciones internacionales 
como Reporteros sin Fronteras (RSF, 2021), 
consideran a Costa Rica como un ejemplo de 
libertad para ejercer la profesión de periodista 
y la colocan en el quinto puesto mundial de li-
bertad de expresión del Ranking 2021, una in-
vestigación de Garro, Solís y Monge (2020b) 
identificó que quienes dirigen los medios de co-
municación, perciben amenazas a la libertad de 
expresión.  Como principales fuentes de ame-
naza y hostigamiento mencionan grupos polí-
ticos, el Estado y los grupos de presión.  Dicha 
situación es potencialmente amenazante para la 
democracia y es “una condición indeseable para 

el ejercicio de la libertad de expresión que puede 
ser explicada por la centralidad de los medios de 
comunicación en la vida política costarricense” 
(Garro, et al., 2020b, p. 85).

Se trata de un hallazgo reciente que no 
ha sido suficientemente explorado y que con-
traviene la idea prevaleciente alrededor de 
la libertad de expresión que caracteriza a la 
democracia costarricense. 

En Costa Rica, los medios de comunica-
ción desempeñan un rol central en la escenifica-
ción de la vida política y social.  Bajo el modelo 
de democracia republicana su labor consiste en 
difundir, replicar y permitir el debate de ideas, 
discursos y proyectos sociales.  En ese sentido, el 
ejercicio de la ciudadanía es también una prácti-
ca comunicativa que se ejerce en el espacio pú-
blico (Solís y Garro, 2019).  Por ello, la valora-
ción de las condiciones para el funcionamiento 
de los medios de comunicación y las condiciones 
laborales para desarrollar el trabajo periodístico 
es también una evaluación de la democracia y 
las condiciones para la práctica de la ciudadanía.  

La independencia de los medios de co-
municación para definir las agendas y los abor-
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dajes, recurrir a las fuentes fidedignas y mante-
ner su confidencialidad, repercute en la calidad 
de la información que reciben las personas y en 
las condiciones para el ejercicio ciudadano, par-
ticularmente en las sociedades en las que el po-
der mediático juega un papel trascendental en la 
vida republicana.

Es por ello que, a pesar del imaginario so-
bre la solidez de la democracia costarricense, es 
pertinente profundizar en el análisis de las con-
diciones de seguridad percibidas por quienes se 
dedican a esta profesión, más aún a la luz de los 
hallazgos recientes (Garro et al., 2020b).

En este capítulo se profundiza en la per-
cepción de seguridad que las personas periodis-
tas que trabajan en los medios de comunicación 
tienen sobre su quehacer; así como en situacio-
nes como hostigamiento, amenazas y precarias 
condiciones laborales que constituyen amena-
zas para el libre ejercicio del periodismo. 

La percepción de seguridad se refiere a 
cómo las personas que ejercen el periodismo en 
los medios de comunicación reconocen la exis-
tencia de entornos que facilitan o entorpecen 
el libre ejercicio de la profesión; dichas condi-
ciones incluyen situaciones de hostigamiento y 
amenazas, así como aspectos relacionados con 
las condiciones laborales. 

Este documento es parte de una inves-
tigación más amplia que crea indicadores para 
conocer las condiciones del desarrollo mediá-
tico en Costa Rica.  Las variables incluidas en 
este análisis corresponden a las vinculadas con 
el ejercicio periodístico de la “Propuesta de in-
dicadores de desarrollo mediático para Costa 
Rica” (Garro et al., 2020b).

En dicha propuesta el tema de seguridad 
de los periodistas en el ejercicio de la profesión 
se evalúa con nueve indicadores, los cuales abor-
dan aspectos como el ambiente en que realizan 
el trabajo, la libertad para desarrollarlo, la pro-
tección de las fuentes de información, la cober-
tura de seguridad social y el uso de herramientas 

tecnológicas para mantener la seguridad digital, 
entre otros. 

4.2 Periodismo: ejercicio profesional pe-
ligroso en América Latina

Las amenazas, el hostigamiento y la vi-
gilancia, junto a otras formas de intimidación 
y violencia contra periodistas y trabajadores de 
la prensa cada vez son más comunes alrededor 
del mundo, según se desprende de estudios rea-
lizados por organizaciones dedicadas a la pro-
moción y la defensa de la libertad de expresión.

La Organización de las Naciones Uni-
das para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
(UNESCO), el Comité para la Protección de 
los Periodistas (CPJ), Reporteros sin Fronteras 
(RSF), el Instituto Internacional para la Segu-
ridad de la Prensa (INSI), el Intercambio Inter-
nacional por la Libertad de Expresión (IFEX) 
y la Sociedad Interamericana de Prensa (SIP), 
son algunas de las organizaciones que “ponen 
de manifiesto la dura realidad que afrontan es-
tos profesionales en distintos países de América 
Latina y el mundo” (ONU, s.f.). 

También, cada año la Fundación para la 
Libertad de Prensa (FLIP) revela en sus infor-
mes anuales los múltiples riesgos de seguridad 
que enfrentan los periodistas al realizar su labor 
en diversas partes del mundo, entendidos es-
tos como la posibilidad de sufrir cualquier tipo 
de agresión o daño en situaciones de violencia 
o amenaza.

A lo largo de los años estas organizaciones 
han documentado las agresiones a la prensa y el 
número de periodistas expuestos a situaciones 
de inseguridad en el ejercicio de sus funciones, 
muchos de los cuales han resultado muertos.

El informe de la UNESCO (2020), da 
cuenta de que en el periodo 2018-2019 se pro-
dujeron un total de 156 asesinatos de periodis-
tas y trabajadores de la prensa en todo el mundo 
y que América Latina y el Caribe registran el 
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mayor número de homicidios de estos profesio-
nales (40 del total de asesinatos en el mundo 
solo en el 2019). 

De los 156 periodistas asesinados en   
2018-2019, poco más de la mitad (79 en total)  
murieron estando de servicio, por ejemplo, en 
la cobertura de conflictos armados y en ataques 
terroristas (atentados suicidas y los atentados 
con bombas).  En aquellos países que no pa-
decen conflictos armados, la mayoría de estos 
crímenes se produjeron por cubrir casos de co-
rrupción, violaciones de los derechos humanos, 
delitos ambientales, tráfico y delitos políticos.

Señala el reporte que en los primeros me-
ses del año 2020 se habían producido 39 asesi-
natos de periodistas: 16 en la región de América 
Latina y el Caribe, 11 en la región de Asia y el 
Pacífico, siete en la región de los Estados Ára-
bes y cinco en África, entre ellos tres mujeres.

Esta agencia de las Naciones Unidas da 
cuenta de que en el último decenio se ha ma-
tado a un periodista cada cuatro días en algún 
lugar del mundo y  la impunidad de esos delitos 
sigue prevaleciendo.  No obstante destaca que 
hubo una disminución de la tasa de impunidad 
con un 13% de los casos registrados alrede-
dor del mundo resueltos.  En años anteriores 
el porcentaje fue de 12% en 2019 y el 11% en 
2018.  También reportó mayor apertura de los 
Estados para entregar información sobre las 
investigaciones judiciales (UNESCO, 2020). 

Según RSF (2021) en los primeros me-
ses del año 2021, en varios países de América 
Latina se registraron hechos graves y denun-
cias de abusos y violencia contra periodistas.  
La organización no gubernamental indica que 
Colombia muestra cifras de violencia sin pre-
cedentes en la historia del país con ataques que 
buscan intimidar y generar miedo, lo que impli-
ca una vulneración del derecho a la libertad de 

expresión en su dimensión colectiva (Deutsche 
Welle, 2021).

4.3 Ejercicio de la libertad de prensa en 
Costa Rica

Sánchez (2017) reporta que, según RSF 
Costa Rica, es uno de los países con mayor li-
bertad de prensa, hecho que se repite en los in-
formes de los últimos años.  Sin embargo, indica, 
existen zonas y barrios donde las disputas entre 
bandas y traficantes de drogas han impactado 
la actividad periodística.  En mayor o menor 
grado, todos los comunicadores que atienden 
temas relacionados con las mafias y la violencia 
criminal están expuestos a riesgos y tienen un 
común denominador: la vulnerabilidad. 

En su informe de 2018, la Relatoría Es-
pecial para la Libertad de Expresión de la Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos 
consigna que no se presentan graves violacio-
nes a la libertad de expresión en Costa Rica; sin 
embargo, destaca una serie de situaciones que 
incluye: el incremento de los discursos de odio, 
campañas de ataque y desinformación en el en-
torno digital, el nulo avance en los proyectos de 
ley sobre libertad de expresión y acceso a la in-
formación, y una preocupante intención, entre 
algunos sectores, de aumentar las sanciones en 
delitos por publicaciones en las redes sociales 
(Boza, 2018).

Además, Boza (2018) menciona la pre-
sentación a la corriente legislativa de una serie 
de proyectos de ley que inciden en la libertad 
de expresión, como la Ley de Cinematografía 
y Audiovisual, la Reforma a la Ley del Colegio 
de Periodistas, la Reforma al Código de Trabajo 
para garantizar la libertad de prensa de perio-
distas y la Ley General de Acceso a la Infor-
mación y Transparencia.  Asimismo, entre la 
variada jurisprudencia de la Sala Constitucional 
destacan, por ejemplo, un voto sobre el ejercicio 
profesional del periodismo, así como sentencias 
sobre el derecho de acceso a la información pú-
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blica y sobre la libertad de expresión y la protes-
ta social (Boza, 2018).

Por otra parte, con respecto a las posibili-
dades de agremiarse, en la actualidad Costa Rica 
cuenta con diversas organizaciones gremiales, 
privadas y de medios de comunicación, que de 
forma directa se interesan en el resguardo del 
ejercicio del periodismo.  Entre estas destacan: 
• El Colegio de Periodistas y Profesionales en 

Ciencias de la Comunicación Colectiva de 
Costa Rica (COLPER).  Esta organización 
gremial de comunicadores, se plantea como 
misión el apoyo y fomento del ejercicio pro-
fesional “bajo los principios éticos y de ex-
celencia”, que inciden en el fortalecimiento 
de la democracia por medio de la promoción 
de la libertad de información y la libertad de 
prensa (COLPER, 2021).

• El Sindicato de Periodistas de Costa Rica,   
que en su página web (2021) indica que 
impulsa la defensa y el mejoramiento con-
tinuo de las condiciones laborales de las 
personas agremiadas.

• El Programa de Libertad de Expresión y 
Derecho a la Información (PROLEDI), ins-
tancia de la Universidad de Costa Rica de-
dicada al estudio, la reflexión, la proposición 
de políticas y el desarrollo de actividades y 
proyectos para fortalecer el ejercicio de los 
derechos ciudadanos a la comunicación y a 
la información.  Este programa orienta su 
trabajo a temas como la libertad de expre-
sión, el derecho a la información y el dere-
cho a la comunicación; el derecho de acceso 
a la información pública y el monitoreo de 
la jurisprudencia nacional e internacional en 
materia de libertad de expresión, entre otros.

• El Instituto de Prensa y Libertad de Expre-
sión (IPLEX), una organización de la socie-
dad civil.  De acuerdo con sus estatutos, vela 
por la promoción de la libertad de expresión 
y el libre acceso a la información pública, la 
promoción de los valores éticos, la respon-

sabilidad y la independencia en el ejercicio 
periodístico y procura la independencia y 
pluralidad de los medios de comunicación, 
entre otros.  También promueve que los pe-
riodistas “actúen con honestidad en su labor 
profesional” y apoya en procesos de forma-
ción y capacitación periodística.  Se financia 
por medio de las suscripciones de periodistas 
y empresas de comunicación que participan 
como socias patrocinadoras o colaboradoras 
(IPLEX, 2005). 

4.4 Marco normativo para garantizar el 
ejercicio profesional del periodismo

La libertad de expresión es un derecho 
humano y una libertad fundamental consagra-
da en el Artículo 19 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (1966) y en el 
Artículo 13 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (1969).  En primer lugar, 
porque es un derecho en sí mismo, el poder bus-
car, recibir y difundir libremente informaciones 
e ideas por cualquier medio; y en segundo lugar, 
porque permite el ejercicio libre -y la protección- 
de todos los demás derechos fundamentales.

Este derecho humano y sus corolarios, la 
libertad de información y la libertad de prensa, 
están en el epicentro del mandato de la UNES-
CO.  El artículo primero de su Acta Constituti-
va, aprobada el 16 de noviembre de 1945, le con-
fiere la misión de “promover la libre circulación 
de las ideas mediante la palabra y la imagen”. 

Con el fin de dar una respuesta coordi-
nada y movilizar a todos los miembros, el Con-
sejo de directores ejecutivos del organismo de 
las Naciones Unidas aprobó en 2012 un plan 
de acción para la seguridad de los periodistas 
y la cuestión de la impunidad de los crímenes 
en su contra que consiste en un mecanismo de 
coordinación dotado de un enfoque multiparti-
to que permite la puesta en marcha de una es-
trategia global para mejorar su protección. 
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En el 2013, la Asamblea General de la 
ONU aprobó la resolución 68/163 que encar-
ga a la UNESCO la coordinación del plan de 
acción.  Asimismo estableció el 2 de noviembre 
como el Día Internacional para poner fin a la 
impunidad de los crímenes contra periodistas 
(UNESCO y RSF, s.f.). 

Posteriormente, la Asamblea General de 
la ONU, el Consejo de Derechos Humanos, la 
UNESCO y las organizaciones interguberna-
mentales regionales adoptaron numerosas reso-
luciones que procuran el fortalecimiento del sis-
tema normativo sobre asuntos de la seguridad 
de los periodistas. 

En Costa Rica, la libertad de expresión 
está garantizada en la Constitución Política 
(1949) que indica, en su artículo 29, que todas las 
personas “pueden comunicar sus pensamientos 
de palabra o por escrito, y publicarlos sin previa 
censura; pero serán responsables de los abusos 
que cometan en el ejercicio de este derecho, en 
los casos y del modo que la ley establezca”.

Al respecto, Boza (2020) asegura que des-
de la aprobación de la Constitución Política vi-
gente, el país no ha experimentado ningún cam-
bio importante en materia de normativa sobre 
libertad de expresión.  Sin embargo, diversas re-
soluciones de la Sala Constitucional han tratado 
de delinear los alcances del derecho a la libertad 
de expresión y el derecho de acceso a la infor-
mación pública con resoluciones importantes.

Existen declaraciones normativas, políti-
cas y marcos institucionales para salvaguardar 
la importancia de la seguridad de los periodis-
tas.  En ese sentido, el Colegio de Periodistas, 
fundado en 1968, establece en su Ley Orgánica 
su papel de vigilar por el fiel cumplimiento del 
derecho de todos los seres humanos a ser y estar 
bien informados, para lo cual promoverá y vela-
rá por el respeto absoluto de la libertad de ex-
presión, el derecho a la información y la libertad 
de prensa, todo ello en un marco de respeto de 
los derechos humanos (Asamblea Legislativa, 

1969).  Desde su fundación hasta 1985, en un 
intento por profesionalizar el ejercicio periodís-
tico que acompañó a la creación de la primera 
escuela universitaria de formación en periodis-
mo, la colegiación de estos profesionales fue 
obligatoria en Costa Rica.  

Ese año el gobierno de Costa Rica solici-
tó a la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos (CIDH) una opinión consultiva sobre la 
interpretación del artículo 13 (Libertad de pen-
samiento y expresión) de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos (CADH), en 
relación con la colegiatura obligatoria y consul-
tó la existencia de una contradicción entre la 
Ley Orgánica del Colegio de Periodistas con 
los convenios internacionales.

Es importante agregar que la incompati-
bilidad, señalada por la CIDH, entre la colegia-
tura obligatoria de periodistas y el artículo 13 
de la Convención, provocó que la Sala Consti-
tucional, en 1995, declarara la inconstituciona-
lidad de esa norma.

Por su parte, Columbia University (2021), 
citando el voto de la CIDH de 1985 indicó que 
“la colegiación obligatoria de periodistas, en 
cuanto impida el acceso de cualquier persona al 
uso pleno de los medios de comunicación social 
como vehículo para expresarse o para transmitir 
información, es incompatible con el artículo 13 
de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos”.  Votos posteriores de la Sala Cons-
titucional costarricense han ratificado lo indica-
do por la CIDH.

Sin embargo, el Colegio de Periodistas 
sigue funcionando como una organización gre-
mial.  En una propuesta de reforma a su Ley 
Orgánica, de años atrás, se pretendía reconocer 
de manera explícita que todo periodista tiene 
derecho a la libre expresión e información, la 
cláusula de conciencia, así como el libre y pre-
ferente acceso a las fuentes de información pú-
blica, entre otros.  Sin demeritar estos intentos 
de reforma a la Ley Orgánica del Colegio de 
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Periodistas para proteger aspectos del ejercicio 
profesional, tales como el derecho a la protec-
ción de la confidencialidad de la fuente, el acce-
so a la información, el derecho a la reproducción 
fiel y el derecho a invocar la cláusula de con-
ciencia, no existe en el articulado ningún punto 
que establezca el tema de seguridad en el ejerci-
cio de la profesión.

La existencia de un marco normativo ga-
rantista, la vasta jurisprudencia constitucional, 
el activismo de sectores de la sociedad civil y 
la falta de registro de actos de violencia directa 
contra periodistas favorecen una percepción so-
bre condiciones absolutamente favorables para 
el ejercicio de buscar, recibir y difundir informa-
ción en el contexto costarricense.

4.5 Ciudadanía comunicativa y 
seguridad periodística

La práctica de una ciudadanía comunica-
tiva, entendida como una herramienta concep-
tual que profundiza la relación entre derecho, 
participación y espacio público mediático, en 
un contexto atravesado por nuevas tecnologías 
y prácticas de comunicación globalizadas (Pérez 
Monteleone, 2015), necesariamente tiene com-
ponentes vinculados con las características del 
universo mediático y el entorno donde se ejerce 
la libertad de expresión.

En el ejercicio de la ciudadanía comuni-
cativa, las características del entorno mediático 
y de la sociedad en que se ejerce esa sobera-
nía, son elementos identificadores del tipo de 
democracia que prevalece y como lo plantean 
Martini y Luchessi (2004), los periodistas se 
constituyeron, entonces, en verdaderos media-
dores entre la ciudadanía y las distintas dimen-
siones que implica la vida pública, en particular 
los ámbitos en los que se toman importantes 
decisiones vinculadas al rumbo que tomará un 
país o una ciudad.

El periodismo es una función en la que  
participa una amplia variedad de personas como 

analistas y reporteros profesionales y de dedi-
cación exclusiva, autores de blogs y otros que 
publican por su propia cuenta en medios de 
prensa, en Internet o por otros medios, según 
considera el Comité de Derechos Humanos de 
la Organización de las Naciones Unidas. 

Ricardo Neves, Oficial de Derechos Hu-
manos, afirma que los periodistas son personas 
que observan, describen, documentan y anali-
zan los acontecimientos y las declaraciones po-
líticas; así como cualquier propuesta que pueda 
afectar a la sociedad, con el propósito de siste-
matizar esa información y reunir hechos y aná-
lisis para informar a los sectores de la sociedad 
o a esta en su conjunto (Alto comisionado de las 
Naciones Unidas en México, 2021).  Además, 
su trabajo no puede ser deslindado del medio 
en el que laboran, del entorno en que desarro-
llan su función y de las necesidades, expectati-
vas y derechos de la ciudadanía.  Este último 
aspecto legitima la importancia de observar y 
evaluar el trabajo periodístico; asimismo, vigo-
rizar la producción de contenidos al participar 
en la dinámica colaborativa entre periodistas y 
la ciudadanía (Guzzi, 2014).

De esta forma, los comunicadores llegan 
a convertirse en mediadores entre la ciudadanía 
y las distintas dimensiones que implica la vida 
pública, en particular, los ámbitos en los que se 
toman importantes decisiones económicas, po-
líticas y culturales con diferentes alcances socia-
les (Martini y Luchessi, 2004, como se citó en 
Guzzi, 2014).  En su quehacer, estos profesiona-
les investigan, interpretan y comunican noticias 
y asuntos públicos a través de periódicos, tele-
visión, radio y otros medios de comunicación.

Sobre este tema, la Sala Constitucional 
de Costa Rica define al periodista como aquella 
persona que cumple con las siguientes caracte-
rísticas: primero, decidió ejercer la libertad de 
expresión; segundo, lo hace de modo continuo; 
tercero, lo hace de modo estable y cuarto, lo 
hace de manera remunerada.
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Es así como debido a las implicaciones 
que tiene para la democracia y la ciudadanía 
comunicativa, interesa conocer las condiciones 
de seguridad en que estas personas desarro-
llan su trabajo.  

Los riesgos de seguridad son considera-
dos indicadores de violación de la libertad de 
prensa ya que están asociados con las agresiones 
que reciben bajo la modalidad de arresto, acoso, 
violencia, exilio, herido en cubrimiento, atenta-
dos, secuestro, amenaza o asesinato, entre otros 
delitos.  Por su parte, el Consejo de Derechos 
Humanos de la Organización de las Naciones 
Unidas (ONU) clasifica este tipo de riesgos 
en tres grupos: intimidación, acoso, y violencia 
(Garces y Arroyave, 2017). 

Para el caso costarricense, se analizaron 
las percepciones sobre la seguridad y las con-
diciones laborales de periodistas en ejercicio.  
Para ello, se aplicó un instrumento cuantitativo 
y se realizaron siete entrevistas a reporteros que 
laboran en distintos medios de comunicación,  
con el propósito de identificar los riesgos de 
seguridad y las vulnerabilidades en el ejercicio 
profesional, reconocer los tipos de amenazas re-
cibidas e identificar a los perpetradores de las 
amenazas o restricciones experimentadas.  Asi-
mismo, se analizaron las condiciones laborales 
y otros riesgos de seguridad vinculados con el 
entorno de trabajo. 

4.6 Indicadores sobre desarrollo mediáti-
co y seguridad en el ejercicio periodístico

Para la preparación de este capítulo, se 
aplicó uno de los  instrumentos que evalúa el  
desarrollo mediático costarricense, de acuerdo 
con la propuesta de indicadores elaborada por 
Garro, Solís y Monge (2020a, 2021).  En su 
conjunto constituye una guía para contar con 
un amplio mapa de la ecología mediática cos-
tarricense y profundizar en el conocimiento del 
estado de la libertad de expresión, el pluralismo 

y la diversidad de los medios de comunicación 
para el ejercicio de la ciudadanía comunicativa.

La propuesta completa consta de seis ca-
tegorías de análisis, 25 temas, 65 indicadores y 
223 subindicadores según la Tabla 4.1.  Para la 
medición se desarrollaron 22 instrumentos con 
los cuales se recopila información de actores so-
ciales diversos como profesionales de la comu-
nicación, personas con amplia experiencia jurí-
dica, ministros de gobierno, entre otros1.

Los datos generados permiten conocer la 
estructura y el funcionamiento de los medios 
de comunicación así como establecer una línea 
base para estudios futuros y para la toma de de-
cisiones sobre políticas públicas relacionadas 
con medios de comunicación. 

El instrumento aplicado evalúa los si-
guientes indicadores2:
• La independencia editorial se respeta en 

la práctica. 
• El personal mediático tiene acceso a insta-

laciones técnicas modernas y recursos para 
recoger, producir y distribuir las noticias.

• El personal mediático cuenta con con-
diciones de protección social y salud 
ocupacional adecuadas.

• El personal mediático realiza sus funciones 
en condiciones de trabajo apegadas a la legis-
lación (cobertura de seguridad social, salarios 
mínimos, jornadas y horarios adecuados).

1 En el capítulo “Ecosistema mediático en deuda con 
el pluralismo y la diversidad”, desarrollado en el II In-
forme del Estado de la Libertad de Expresión en Cos-
ta Rica (2020) (http://proledi.ucr.ac.cr/wp-content/
uploads/2020/04/Cap%C3%ADtulo-2-Ecosistema-me-
di%C3%A1tico-en-deuda-con-el-pluralismo-y-la-di-
versidad.pdf ) se consignan resultados de la aplica-
ción del primero de estos instrumentos, dirigido a las 
personas directoras de los medios de comunicación.

2 El cuestionario aplicado incluía la evaluación de as-
pectos adicionales no incluidos en este capítulo. 

http://proledi.ucr.ac.cr/wp-content/uploads/2020/04/Cap%C3%ADtulo-2-Ecosistema-medi%C3%A1tico-en-deu
http://proledi.ucr.ac.cr/wp-content/uploads/2020/04/Cap%C3%ADtulo-2-Ecosistema-medi%C3%A1tico-en-deu
http://proledi.ucr.ac.cr/wp-content/uploads/2020/04/Cap%C3%ADtulo-2-Ecosistema-medi%C3%A1tico-en-deu
http://proledi.ucr.ac.cr/wp-content/uploads/2020/04/Cap%C3%ADtulo-2-Ecosistema-medi%C3%A1tico-en-deu
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Tabla 4.1 Indicadores de desarrollo mediático según temas, indicadores 
y subindicadores por categoría  

Categoría Temas Indicadores Subindica-
dores

El sistema regulador de los medios de comunicación 
favorece la libertad de expresión, el pluralismo y la 
diversidad mediática

3 15 65

Las políticas y el accionar del Estado garantizan un 
sistema de medios plural y diverso

6 13 46

Los medios sirven como plataforma efectiva para el 
ejercicio democrático

5 10 33

Los medios cuentan con instrumentos de gestión y 
desarrollan prácticas democráticas

3 10 30

Las condiciones laborales del personal mediático per-
miten un ejercicio profesional libre y seguro

5 11 32

La oferta formativa para profesionales de la comunica-
ción favorece la libertad de expresión, el pluralismo y la 
diversidad

3 6 17

Total 25 65 223

Fuente: Elaboración propia. 

• Las/los periodistas y el personal mediático 
asociado pueden ejercer la profesión de for-
ma libre y segura.

• Las/los periodistas y el personal mediático 
asociado utilizan herramientas tecnológi-
cas para mantener la seguridad digital de 
sus comunicaciones.

• El derecho de las/los periodistas a proteger a 
sus fuentes se garantiza en la jurisprudencia 
y en la práctica.

• El personal mediático tiene derecho a afi-
liarse a sindicatos independientes y ejerce 
este derecho.

• El personal mediático conoce y utiliza los 
mecanismos legales de protección en caso de 
amenazas y ataques.

• Los sindicatos y asociaciones profesionales 
realizan acciones de incidencia en defensa de 

la profesión.
En cuanto a las dimensiones de seguridad 

se encuentran: 
• Percepción de inseguridad
• Hostigamiento, amenaza y vigilancia
• Confidencialidad de las fuentes
• Impunidad relacionada con las agresiones a 

periodistas
• Mecanismos de protección
• Autocensura
• Seguridad informática
• Condiciones laborales
• Afectación de las condiciones laborales debi-

do a la pandemia de la COVID-19
El instrumento consistió en un cuestio-

nario aplicado a periodistas activos en medios 
de comunicación, el cual buscó identificar los 
riesgos de seguridad y las vulnerabilidades en 
el ejercicio profesional, así como los tipos de 
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amenazas recibidas, la evaluación a la luz de una 
serie de indicadores que puedan causarlas y la 
identificación de los perpetradores de las ame-
nazas y las restricciones experimentadas. 

Al no contar con el universo de personas 
periodistas, se construyó una lista unificada con: 
la totalidad de periodistas miembros del Cole-
gio de Periodistas de Costa Rica, quienes atien-
den temas de educación superior y personas 
que laboran en medios de comunicación con 
espacios noticiosos a partir del censo de medios 
de comunicación realizado en el 2020, según 
Garro y Solís (2020).  Esto permitió la elabo-
ración de un listado unificado con los correos 
electrónicos personales de 1538 periodistas.  Se 
les envió un cuestionario por vía electrónica y se 
obtuvieron 499 respuestas, además, 138 correos 
no fueron entregados porque ya no correspon-
den al usuario.

Todas las preguntas del cuestionario eran 
cerradas, de respuesta única o múltiple.  Su ela-
boración incluyó una etapa de validación con 10 
periodistas, quienes hicieron sugerencias sobre 
algunas opciones de respuesta no consideradas, 
la redacción y orden de las mismas.

El cuestionario, aplicado en septiembre 
del 2020, iniciaba con dos preguntas de filtro 
para que fuera respondido únicamente por per-
sonas que se desempeñan como periodistas. 
Esto permitió excluir de las respuestas válidas 
a aquellas personas comunicadoras que no ejer-
cen el periodismo o se desempeñan en otras 
áreas.  Del total de respuestas recibidas, 151 co-
rresponden a periodistas en ejercicio que traba-
jan en un medio de comunicación.  Como com-
plemento se hicieron una serie de entrevistas a 
periodistas activos, con el interés de profundizar 
en el tema de las amenazas.  La información re-
copilada se incorpora en el análisis. 

4.7 Principales hallazgos
El cuestionario incluyó una serie de pre-

guntas para conocer algunas características so-

ciodemográficas de los periodistas encuestados. 
Así, el 44,6% corresponde a mujeres, el 54% 
a hombres y el 1,4% indicó considerarse de 
otro género. 

Respecto a la formación académica, el 
50% cuenta con una licenciatura, el 25% con es-
tudios de maestría o superiores, el 20% con for-
mación de bachillerato universitario y el 5% son 
bachilleres de colegio o únicamente finalizaron 
la escuela primaria.

Con respecto a la edad, el 34,5% se ubica  
en el rango de 35 años o menos, el 41,2% tiene  
entre 36 y 50 años, el 23% está entre los 51 y 
65 años de edad y el grupo de más de 65 años 
representa el 1,4 %. 

En cuanto a la distribución geográfica de 
los medios donde este grupo ejerce el periodis-
mo, el 72% pertenece a la provincia de San José. 
Esta característica es coincidente con la distri-
bución geográfica de los medios de comunica-
ción que Garro, Monge y Solís (2020) indican 
como una de las más destacadas de los medios 
de comunicación en el país, la cual consiste en 
una marcada concentración en la región central 
-el 57% se localiza en la provincia de San José- 
por ejemplo, solo en el cantón central de San 
José existen 92 medios de comunicación.

4.7.1 Periodistas perciben que son víctimas 
de hostigamiento, amenaza y vigilancia al 
realizar su trabajo

Para conocer cómo perciben los riesgos 
para el trabajo periodístico, se preguntó si co-
nocían de amenazas recibidas por algún medio 
de comunicación por su labor y el 67,3% afirmó 
que sí tenían conocimiento (Figura 4.1).

A quienes afirmaron conocer situaciones 
de este tipo se les consultó si consideraban que 
son comunes en Costa Rica y el 70,15% res-
pondió afirmativamente.  Esto permite afirmar 
que del total de personas que respondieron la 
pregunta, el 46,5% conoce que se realizaron 
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amenazas a los medios de comunicación y las 
considera comunes. 

Una investigación previa realizada por 
Garro, Solís y Monge (2019) detectó que en 
el año 2019 el 42% del total de los medios fue 
objeto de alguna forma de hostigamiento, ame-
naza en general o amenaza de cierre, según la 
información brindada por las direcciones de 
medios de comunicación.  En esa oportunidad, 
al consultarles si debido al trabajo que realizan 
habían sido objeto de alguna de esas situaciones, 
el 27% reportó amenaza, el 25% hostigamiento 
y el 11% amenazas de cierre.

Esta información se retomará más ade-
lante en este documento, con la intención de 
contrastarla con los resultados de la consulta a 
las personas que realizan labores periodísticas.  

Con respecto al hostigamiento a perio-
distas, este hace referencia a cualquier conducta 
abusiva como palabras, gestos, escritos o mensa-
jes por cualquier medio u otro tipo de actos cuyo 
objetivo sea, intimidar, chantajear o importunar, 
con el fin de afectar su trabajo, su prestigio pro-
fesional, atentar contra su dignidad, integridad 
personal o su estabilidad emocional.  Se hace 
referencia, además, a una amplia gama de con-
ductas destinadas a perturbar la estabilidad que 
se requiere para el ejercicio profesional del pe-
riodismo3.  Es importante aclarar que el hosti-
gamiento así entendido se refiere al que se pro-
duce en virtud del trabajo periodístico y no al 
hostigamiento sexual.

Por su parte, las amenazas implican la 
manifestación directa del riesgo, como por 
ejemplo, un mal futuro que podría ser infligi-
do a la integridad física propia, de familiares y 

3 Es necesario aclarar que las preguntas que se realiza-
ron en la encuesta fueron de carácter general; como se ha 
indicado hasta ahora, permiten conocer percepciones so-
bre el tema.  A partir de ellas, estudios posteriores podrían 
profundizar para conocer la incidencia de aspectos más 
específicos del acoso, dado el amplio rango de conductas 
a las que podrían hacer referencia.

personas allegadas, lo que busca causar inquie-
tud y miedo y por tanto afectar la libertad en el 
ejercicio periodístico.

En cuanto a la vigilancia, esta conlleva 
una intencionalidad de dar seguimiento a un 
profesional de la comunicación, que es sosteni-
da en el tiempo y que se percibe como riesgo o 
amenaza.  Supone una labor de seguimiento y 
monitoreo que podría constituir parte del en-
torno de hostigamiento. 

Sobre estos temas, se les consultó acerca 
de su propia experiencia con respecto a la ex-
posición a situaciones de hostigamiento, ame-
naza o vigilancia; el 34,9% indicó su exposición 
a situaciones de hostigamiento, el 35,5% había 
recibido amenazas y el 34% fue objeto de vigi-
lancia (Figura 4.2). 

Figura 4.1 Conocimiento de amenazas a me-
dios de comunicación por el ejercicio de 
la labor periodística 

67,3% 
(68)

32,7% 
(33)

Fuente: Elaboración propia.

Sí
No
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Fuente: Elaboración propia.

Hostigamiento

Amenaza

Vigilancia
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Sí No

34,9% 65,1%

35,5% 64,6%

33,9% 66,1%

Figura 4.2 Exposición a situaciones de hostigamiento, amenaza y vigilancia

En relación con las amenazas, un perio-
dista señaló que: “en varias ocasiones durante 
la carrera me ha tocado recibir amenazas, sobre 
todo de demanda… que al final no se han dado 
porque no me han demandado, pero siempre 
está como esa situación, ya sea una sugerencia 
directa o indirecta de que va a haber una de-
manda de por medio por algún artículo” (En-
trevista).  Entre las personas entrevistadas existe 
consenso en que el mayor número de amenazas 
que se reciben son de carácter jurídico, se ame-
naza a los periodistas con demandas judiciales 
por la emisión de contenidos. 

Otro periodista compartió una experien-
cia de vigilancia cuando indicó que “por un 
tiempo cerca de mi casa frecuentaban carros 
extraños con vidrios polarizados que cada vez 
que aparecían sonaba una sirena pero nunca me 
hicieron nada.  Yo esto me lo tomaba con temor, 
pero con una mente positiva, sin quitarle la re-

levancia a los hechos.  Este tipo de cosas uno 
asume que van con el puesto” (Entrevista).

Sobre ese mismo tema uno de los pe-
riodistas narró un hecho en el que conviven la 
amenaza, la vigilancia y el hostigamiento:  

Un grupo de venezolanos opositores al 
régimen y radicados en Costa Rica me 
han llamado para dar a conocer las direc-
ciones de familiares, han vigilado la resi-
dencia y oficina desde algún sitio cerca-
no o vehículo y llaman desde un celular 
privado para reclamar por publicaciones.  
Detallan quién ha ingresado o salido de 
la casa en los últimos minutos o si alguien 
de la familia está afuera, así como para 
decir que saben a cuál escuela, centro de 
trabajo o universidad asisten familiares 
cercanos (Entrevista).
Con respecto al hostigamiento, otro pe-

riodista contó que: “he sido objeto de amenazas 
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Figura 4.3 Exposición de periodistas a situaciones de hostigamiento, amenaza o vigilancia, según género

Fuente: Elaboración propia.
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y hostigamiento que se han materializado en 
procesos judiciales.  Por ejemplo, un excandida-
to presidencial molesto por distintas coberturas 
que he realizado ha emprendido una campaña 
de desacreditación pública en mi contra y me ha 
demandado” (Entrevista).

En la Figura 4.3 se resume la exposición 
a situaciones de hostigamiento, amenaza o vigi-
lancia, según el género.  Cabe destacar que las 
personas que indicaron como género “Otro”, no 
manifestaron ser objeto de ninguna de estas si-
tuaciones, y por ello no aparecen representadas. 

Ahora bien, al analizar la relación existen-
te entre el género y el haber estado expuestos 
a alguna situación de hostigamiento, los datos 
indican que son los hombres, quienes en un 
porcentaje mayor, 40,6%, se vieron más afecta-
dos por esta situación, frente a las mujeres con 
un 27,3%. 

En el caso de las amenazas, también son 
los comunicadores quienes en mayor medida las 
han recibido, 43,1%, frente al 25% de las muje-
res.  Este dato también coincide con el de vigi-
lancia, en la que los hombres alcanzan el 39,7% 
y las mujeres el 26,2%. 

En estas tres situaciones de riesgo sobre 
las que se indaga, son los hombres quienes ma-
yor exposición tienen. 

Considerando el grupo de personas en-
cuestadas, la mitad (50,5%) se ha sentido ex-
puesta al menos a una de las tres situaciones 
amenazantes analizadas, el 15,3% a dos de ellas 
y el 18%, de manera simultánea a las tres, según 
se muestra en la Tabla 4.2.

Asimismo, con el fin de contar con infor-
mación más específica, se preguntó si, en virtud 
de su trabajo como periodistas, habían sufrido 
algún ataque físico o detención.  Un ataque físi-
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co evidenciaría la concreción de uno de los ries-
gos analizados anteriormente. 

Cabe destacar que ninguna persona in-
dicó haber sido detenida, lo que remite al as-
pecto sobre el estado de derecho existente en 
el país para el ejercicio de la labor periodística.  
Sin embargo, el 12,6% respondió haber sido 
objeto de alguna forma de ataque físico.  Por 
las características del instrumento no se indagó 
acerca de la identidad de los perpetradores de 
estos ataques.  En cuanto a la distribución por 
género de estos ataques, el 6,7% de las muje-
res los recibieron, mientras que de los hombres 
el 16,9%.   

Aunque estos datos no evidencian una si-
tuación de violencia significativa en contra de 
los profesionales en periodismo, sí es impor-
tante llamar la atención en torno a que casi el 
20% de los hombres se han visto expuestos a 
situaciones con algún grado de violencia.  No 
obstante, excede los alcances de este estudio 
ahondar las razones que fundamentan las dife-
rencias por género en la exposición a la violen-
cia, además, profundizar en esta línea de análisis 
obligaría a considerar diversas condiciones que 
en los últimos años han variado el ejercicio del 
periodismo: los cambios en las rutinas de pro-
ducción y organización de las salas de redacción, 
la inmediatez de la noticia en demérito de un 
periodismo orientado a la investigación; además 
de los cambios en el entorno socioeconómico 
que conllevan variaciones en las condiciones de 
seguridad de la población.

Vinculada a la sensación de inseguridad, 
se encuentra la percepción de que en el país 
existe una clara impunidad ante las agresiones y 
la persecución que sufren periodistas y personal 
de los medios de comunicación.  El 63,1% de 
los encuestados considera que en el país exis-
te impunidad cuando se trata de resolver estas 
situaciones de violencia.  En relación con el gé-
nero, la percepción de impunidad es semejante, 
según la Figura 4.4.

En cuanto a la división por edad, sí existen 
diferencias marcadas en los diferentes rangos, 
especialmente entre las personas periodistas de 
36 a 50 años quienes representan el 73,2% de 
opiniones.  Estas consideran que existe impuni-
dad relacionada con agresiones o persecución al 
personal mediático (Figura 4.5).

Con respecto a asesinatos de periodistas, 
en la historia reciente del país ha habido tres 
casos: el atentado durante una conferencia de 
prensa en La Penca (1984), dirigido contra 
Edén Pastora, en el que fallecieron siete perso-
nas; el asesinato del periodista Parmenio Medi-
na (2001), productor del programa “La Patada” 
y el de Ivannia Mora Rodríguez (2003), repor-
tera financiera.  Los dos últimos fueron ultima-
dos a quemarropa mientras conducían sus vehí-
culos.  Se trata del asesinato de tres periodistas 
en ejercicio en un lapso menor a 20 años.  

Desde la muerte de la periodista Mora no 
se ha vuelto a presentar un crimen de esta na-
turaleza.  Sin embargo, los tres casos tienen en 

Tabla 4.2 Periodistas expuestos a situaciones de hostigamiento, 
amenaza o vigilancia, según porcentaje

Cantidad de situaciones de riesgo Porcentaje

Una 17,1%

Dos 15,3%

Tres 18,0%

Fuente: Elaboración propia. 
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Figura 4.4 Porcentaje de periodistas que consideran que en el país existe impunidad relacionada con 
agresiones o persecusión al personal mediático, según género

Figura 4.5 Porcentaje de periodistas que consideran que en el país existe impunidad relacionada con 
agresiones o persecusión al personal mediático, según edad

Fuente: Elaboración propia.
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común las dificultades del sistema judicial cos-
tarricense para resolver con prontitud.  Son ca-
sos conocidos que forman parte del imaginario 
sobre la inseguridad en el ejercicio profesional.

Adicionalmente, la prensa informó del 
caso del periodista Lafitte Fernández quien de-
bió salir del país debido a las amenazas recibi-
das, producto de sus investigaciones en torno al 
crimen organizado.

Si bien es cierto que los datos costarricen-
ses no alcanzan los niveles de gravedad de otros 
países latinoamericanos en los que los perio-
distas son forzados al exilio o se atenta directa-
mente contra su vida, es necesario prestar aten-
ción y profundizar en el hecho de que la mitad 
ha sufrido la exposición al menos a una de es-
tas situaciones amenazantes.  Al respecto, más 
del 60% de las personas periodistas considera 
que en el país existe impunidad ante las agre-
siones que sufre el personal mediático.  Ambos 
aspectos contribuyen a erosionar las condicio-
nes que la libertad de prensa requiere para su 
adecuado ejercicio. 

4.7.2 Resguardo de la confidencialidad de 
las fuentes en entredicho

La potestad que tienen las personas pe-
riodistas para resguardar la confidencialidad de 
las fuentes es uno de los principios básicos para 
el ejercicio de la libertad de expresión.  Tutela 
el ejercicio profesional y el derecho de acceso a 
la información sobre asuntos de interés público. 

Sobre este tema, se consultó a las perso-
nas encuestadas si consideraban que es posible 
el mantenimiento de la confidencialidad de sus 
fuentes sin temor a ser enjuiciadas u hostigadas; 
el 59,2% respondió que sí es posible.  Aunque 
el porcentaje en desacuerdo es menor, supera el 
40%.  El dato es significativo en un país en el  
que la Sala Constitucional ha reconocido, por la 
vía jurisprudencial, el derecho al secreto de las 
fuentes periodísticas.

En relación con el género, la percepción 
de seguridad es ligeramente mayor entre mu-
jeres que entre hombres, como se observa en la 
Figura 4.6.

El derecho de las personas periodistas a 
mantener en el anonimato la identidad de sus 
fuentes de información es, más que un privilegio, 
la garantía de que su trabajo puede contribuir a 
hacer del conocimiento colectivo información 
de interés público y de esa forma cumplir con la 
función social del periodismo.  

Además, la protección de las fuentes pe-
riodísticas constituye así una garantía para la 
sociedad de recibir información y, por tanto, 
contribuir a la transparencia y el ejercicio de 
otros derechos en el ámbito democrático.  El 
hecho de que cerca de la mitad de las personas 
periodistas consultadas no expresan confianza 
en que este derecho se pueda resguardar en el 
ámbito costarricense, constituye una razón de 
alarma que demanda atención.

4.7.3 Casi un tercio de periodistas ha practi-
cado la autocensura

Figaro y Nonato (2016) definen la censu-
ra como el proceso de represión de la libertad de 
expresión e indican que está directamente rela-
cionada con el poder, provenga o no del Estado. 
La autocensura, por su parte, aparece en el pe-
riodismo como omisión o como manipulación 
de la realidad, realizada por el periodista o la 
empresa periodística, con el fin de engañar al 
lector o privarle de datos relevantes.

Estas autoras advierten que la democra-
cia lleva implícito el supuesto del derecho a la 
libertad de expresión, sin embargo, en el mundo 
del trabajo esa libertad permanece controlada 
por el interés privado de los medios de comuni-
cación y las relaciones con el entorno.

Es así como el trabajo periodístico se ve 
afectado por formas sutiles y poco reconocidas 
de autocensura como lo son la línea editorial y 
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el público al que se destina el contenido mediá-
tico que incluye y excluye formas de enuncia-
ción, temáticas e imágenes.  A ello se suman las, 
a menudo, precarias condiciones para la investi-
gación, propias de un periodismo cada vez más 
centrado en la inmediatez de la noticia. 

Otras formas de autocensura que explo-
ran Figaro y Nonato (2016) son el silencio y la 
omisión.  La primera, constituye una incorpo-
ración de lo no dicho y una forma de supervi-
vencia del periodista en relación con la empre-
sa.  La segunda se vincula con acciones como 
olvido, descuido, falta o negligencia y cons-
tituye un error con consecuencias éticas en la 
cobertura periodística.

Aunque existen diversas razones y formas 
en las que se expresa la autocensura, para este 
estudio se parte de que conlleva ocultación, es 
decir, la ausencia de hechos reales en la publica-
ción periodística.  

Figura 4.6 Porcentaje de personas periodistas que consideran, pueden proteger la confidencialidad de sus 
fuentes sin temor a ser enjuiciadas o castigadas

Esta no es producto de una omisión casual 
o por motivo de desconocimiento, es el silencio 
que ocurre en la nota periodística e incluso en el 
planteamiento de las ediciones. 

En los resultados de la encuesta, la auto-
censura toma forma al dejar de informar y tie-
ne como motivación el temor a represalias que 
se manifiestan como castigos, hostigamiento 
o ataques.  Aunque el porcentaje de periodis-
tas que asegura nunca haber dejado de informar 
por estas razones es mayoritario, el grupo que sí 
ha dejado de informar es significativo y alcanza 
el 27% (Figura 4.7).  

Con respecto a la división por género, un 
mayor porcentaje de hombres que de mujeres 
afirmó haber practicado la autocensura, 30,2% 
frente a 23,1%. 

En cuanto a la edad, son los periodistas 
veteranos los que indican en mayor porcentaje 
haber practicado la autocensura, el cual alcan-

Fuente: Elaboración propia.
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za el 50%.  Entre los más jóvenes, con edades 
inferiores a los 35 años, el porcentaje es menor, 
representando el 14% (Figura 4.8).   

En relación con la formación académi-
ca, llama la atención que entre las personas con 
menor formación se presenta el mayor porcen-
taje de práctica de autocensura.  Sin embargo, 
entre los demás grupos las diferencias no son 
significativas (Figura 4.9).

La cantidad de periodistas que de forma 
racional ha practicado la autocensura por temor 
a las consecuencias en materia de seguridad de 
su quehacer, alcanza casi un tercio.  Aumentar 
el nivel de formación escolar podría funcionar 
como una forma de contrarrestar esta práctica, 
reconocida en mayor medida por los hombres. 
Como se indicó, se trata de una de las razones 
de esta práctica que puede tener orígenes y ex-
presiones más sutiles.

Figura 4.7 Porcentaje de periodistas que consi-
deran que dejaron de informar de algún tema por 
temor a castigos, hostigamiento o ataque

72,8% 

27,2% 

Fuente: Elaboración propia.
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Figura 4.8 Porcentaje de periodistas que dejaron de informar por temor a castigos, hostigamiento o ata-
que, según edad. 
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Figura 4.9 Porcentaje de periodistas que dejaron de informar por temor a castigos, hostigamiento o ata-
que, según grado académico
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Fuente: Elaboración propia.

mización y disponibilidad de herramientas para 
la encriptación. 

La navegación anónima hace referencia a 
la utilización de la World Wide Web mientras 
se oculta la identificación personal de los sitios 
web visitados.  Existen programas que permiten 
ocultar el origen y el destino de la información. 

Sobre esta dimensión, se consultó si en 
su quehacer los periodistas hacen uso de he-
rramientas para la navegación anónima;  casi el 
50% dijo que no y poco más del 16% indicó no 
estar seguro; únicamente el 34,2% de los profe-
sionales manifestó que sí las utiliza.

La distribución por edad muestra que en 
el rango de periodistas más jóvenes el conoci-
miento y uso de este tipo de herramientas es 
mayor.  En contraposición, en igual porcentaje, 
el grupo de mayor edad no utiliza estas herra-
mientas y las desconoce: a mayor edad, menor 
uso de esta tecnología (Figura 4.10). 

4.7.4 Se desconocen y se utilizan poco las 
herramientas de seguridad informática 

En el ámbito del ejercicio periodístico la 
seguridad informática se refiere a las prácticas 
que permiten proteger la infraestructura, los 
procesos de investigación y los datos resultantes 
de las investigaciones.  Sin un adecuado entor-
no informático que garantice la seguridad, los 
periodistas podrían poner en riesgo la libertad 
de expresión y su propia seguridad personal al 
transparentar los procesos de navegación y bús-
queda de datos, sus comunicaciones y relacio-
nes con las fuentes de información e incluso sus 
desplazamientos.  Es por ello que este tema es 
central al valorar las condiciones de seguridad 
para el ejercicio profesional.

En este capítulo se evalúan tres dimensio-
nes de la seguridad informática: disponibilidad 
de herramientas para la navegación anónima, 
disponibilidad de herramientas para la anoni-
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Figura 4.10 Porcentaje de periodistas que disponen de herramientas para la navegación anónima, 
según edad
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Figura 4.11 Porcentaje de periodistas que usan herramientas anonimizadoras para proteger su privacidad, 
según edad
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Figura 4.12  Porcentaje de periodistas que disponen de herramientas de encriptado, según edad.

100%

75%

25%

50%

0%

Edad

35 o menos 36 hasta 50 51 hasta 65 Más de 65 Total

No
No sé
Sí

Fuente: Elaboración propia.

100,0%

62,2%

22.2%22,2%
15.6%

18.9%

51,9%

18.5%

29,6%

60,4%

19.8% 19.8%

62,2%

18.9%18,9% 18,9%
15,6% 18,5% 19,8% 19,8%

En cuanto a las herramientas anonimiza-
doras, estas permiten eliminar la información 
de identificación personal de conjuntos de datos 
de manera que se resguarda la identidad de las 
personas que realizan las búsquedas y procesa-
miento de información.  Su uso es relevante en 
el periodismo de investigación y en el periodis-
mo de datos que recurren a búsquedas en línea 
de grandes grupos de datos y procesamiento es-
tadístico.  Se indagó sobre sobre el uso de este 
tipo de herramientas con el resultado de que el 
73% no las utiliza y 13,5% las desconoce. 

Únicamente el 13,5% las utiliza; además, 
entre estas personas ninguna cuenta con más 
de 65 años.  Entre los otros grupos de edad, el 
uso se mantiene bajo y oscila entre el 13,3% y el 
14,8%, como se muestra en la Figura 4.11.

Con respecto a la encriptación de datos 
o cifrado de archivos es un procedimiento para 
que un archivo se vuelva ilegible si la persona 

interesada en su lectura carece de la contraseña 
para acceder a la información contenida. 

En la Figura 4.12 se muestra que el 60,4% 
de los encuestados no dispone de herramientas 
para la encriptación de datos, asimismo se igua-
lan casi en el 20% quienes no saben si las tienen 
y quienes sí las tienen. 

Al igual que en el caso de las herramien-
tas anonimizadoras, el 100% de los periodistas 
de 65 años y más no utilizan herramientas para 
la encriptación.  Entre los otros grupos el uso 
oscila entre el 15,6% y el 29,6%.

Como se indicó, casi un tercio de los pe-
riodistas entrevistados reportó la exposición a 
situaciones de hostigamiento, amenazas o vigi-
lancia.  Este porcentaje es relativamente alto si 
se considera el prestigio que ha caracterizado al 
país en materia de libertad de expresión.  Sin 
embargo, solamente el 22,5% de los profesiona-
les encuestados tiene acceso a herramientas para 
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la seguridad cibernética.  Este dato no guarda 
proporción con la necesidad de garantizar la se-
guridad de las personas periodistas. 

El escaso uso, sumado al desconocimiento 
de herramientas para la navegación anónima, la 
protección de la privacidad y el encriptado de 
información entre la vasta mayoría de periodis-
tas evidencia la fragilidad de las medidas de se-
guridad ligadas al uso de tecnologías de comu-
nicación.  Se trata de un aspecto de la seguridad 
que resguarda dimensiones importantes de la 
práctica periodística, como la investigación y el 
anonimato de las fuentes. 

4.7.5 La mitad de los periodistas desconoce 
procedimientos y mecanismos de protección

Frente a las diversas situaciones del entor-
no que pueden amenazar la seguridad, a conti-
nuación se analiza el conocimiento que tienen 
las personas periodistas sobre los procedimien-
tos y los mecanismos de protección con que 
cuentan para resguardar su práctica. 

Estos procedimientos son de carácter 
interno de los medios y se refieren a la capa-
cidad que tienen para responder a situaciones 
de amenaza hacia su personal.  Únicamente el 
26,1% de los medios de comunicación dispone 
de protocolos para reaccionar en caso de ame-
naza o detención de uno de sus periodistas, se-
gún indican ellos mismos.  La carencia de este 
tipo de instrumentos de protección, de carác-
ter preventivo, podría ser un elemento más que 
contribuye a la percepción de inseguridad entre 
los periodistas.

El 58,3% de los periodistas desconoce los 
mecanismos de protección que el medio donde 
laboran podría poner a su disposición en caso 
de un ataque, una amenaza o una situación de 
acoso en virtud de su trabajo. 

Además de los procedimientos para la pro-
tección de sus periodistas con que cuenta cada 
uno de los medios de comunicación, existen los 

mecanismos de protección de los derechos hu-
manos, los cuales son instrumentos normativos 
instituidos en el ámbito nacional, regional o in-
ternacional para proteger a las personas de una 
posible vulneración de sus derechos, asumidos 
en la legislación por los propios estados.  

Al respecto, Marie (1996) reconoce la 
existencia de una serie de órganos cuya función 
esencial es la de asegurar que los Estados res-
peten las normas que han sido adoptadas por 
ellos mismos, e incluye, en el caso de Costa 
Rica, instancias como la Sala Constitucional, la 
Defensoría de los Habitantes y la Corte Intera-
mericana de Derechos Humanos.

Sobre este tema, se consultó a los perio-
distas si tienen conocimiento acerca de los pro-
cedimientos legales que deben seguir en caso de 
ser objeto de situaciones de amenaza, ataque o 
acoso, y, ante las tres situaciones, el porcentaje 
de conocimiento y desconocimiento ronda el 
50% (Figura 4.13).

En resumen, en relación con los proce-
dimientos de los medios y los mecanismos de 
protección, una parte importante de periodistas 
desconoce cómo debería actuar en caso de ame-
nazas a su seguridad y no cuenta con protocolos 
establecidos por parte de los medios. 

Es posible que la aparente desatención de 
los medios de comunicación al establecimien-
to de protocolos de seguridad y el desconoci-
miento de los periodistas de los mecanismos de 
protección, sean el resultado de la carencia de 
amenazas de la magnitud que se viven en otras 
naciones cercanas.

Sin embargo, estas situaciones, sumadas a 
las percepciones de inseguridad a las que se hizo 
referencia, construyen un encuadre que urge de 
atención con el fin de brindar mayor resguar-
do al ejercicio de la libertad de expresión del 
personal periodístico. 

Hasta aquí las variables analizadas hacen 
referencia a las percepciones de los periodistas 
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Figura 4.13 Porcentaje de periodistas que conocen los procedimientos legales a seguir en caso de ame-
naza, ataque o acoso

sobre su propia seguridad y las condiciones con 
las que cuentan en los medios de comunicación 
para realizar su trabajo. 

En el siguiente apartado, se profundiza en 
las condiciones para ejercer la libertad de expre-
sión.  Cuando es posible, estas opiniones se con-
trastan con las emitidas por directores y dueños 
de medios de comunicación y que fueron anali-
zadas en el Segundo Informe de la Libertad de 
Expresión en el artículo “Ecosistema mediático 
en deuda con el pluralismo y la diversidad” (Ga-
rro et al., 2019).

4.7.6 Acuerdos parciales entre periodistas y 
directores de medios de comunicación so-
bre amenazas a la libertad de expresión

Como se indicó anteriormente acerca de 
las percepciones sobre hostigamiento, amenaza 
y vigilancia, del total de periodistas que respon-
dieron la encuesta, el 46,5% considera que las 

amenazas a los medios de comunicación son 
comunes en el país.  El 67,3% tiene conoci-
miento de que los medios de comunicación han 
recibido amenazas; esto no permite afirmar que 
hayan sufrido estos hechos de manera directa, 
pero sí que han accedido a información sobre 
hechos de esta naturaleza.

En el Segundo Informe del Estado de la 
Libertad de Expresión, Garro, Solís y Monge 
(2020) reportaban que el 27% de los directores 
de medios había recibido alguna amenaza en 
general, el 25% había sido objeto de hostiga-
miento y el 11% había recibido alguna amenaza 
de cierre.

Para continuar con este ejercicio y pro-
fundizar en las percepciones sobre la seguridad 
para la libertad de expresión, se indagó la opi-
nión de las personas periodistas sobre el origen 
de las amenazas, con el fin de contrastarlas con 
la consulta realizada a directores o propietarios 

Fuente: Elaboración propia.
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de medios de comunicación (Garro, Monge y 
Solís, 2019).

Al respecto, tanto periodistas como direc-
tores de medios de comunicación concuerdan 
en que los grupos políticos son la mayor fuen-
te de amenazas para los medios.  Es así para el 
50% de los periodistas y el 71% de los directores 
(ver Figura 4.14).

La segunda fuente de amenaza identifica-
da difiere, pues para los periodistas son los gru-
pos de presión y para los directores esta fuente 
de amenaza ocupa el tercer puesto (los directo-
res señalaron al Estado como la segunda fuente 
de amenaza).  Sin embargo, llama la atención 
que el porcentaje es semejante entre ambos gru-
pos: 48% de los periodistas y 45% de los direc-
tores los señalan como fuente de amenaza.

Para los periodistas, en el tercer lugar de 
las amenazas se encuentran los sujetos en in-
vestigación periodística y el crimen organizado, 

ambos con un 41% de las opiniones.  Es impor-
tante aclarar que la opción “Sujetos en investi-
gación periodística” no se incluyó en la encuesta 
realizada a directores de medios.  En la Figura 
4.14 se presenta el detalle de la comparación.

Es destacable que en las respuestas sobre 
los grupos de presión, los grupos privados y el 
crimen organizado, existe una relativa coinci-
dencia en las respuestas de periodistas y direc-
tores.  Por el contrario, en lo que se refiere al 
Estado como fuente de amenaza, hay una cla-
ra diferencia entre ambos, pues el 52% de los 
directores lo considera amenazante frente a un 
23% de los periodistas.

En cuanto al origen de las amenazas a 
la libertad de expresión, se presentan diferen-
cias marcadas entre ambos, como sugiere la 
Figura 4.15.  Los periodistas señalan en pri-
mer lugar, los intereses políticos o económicos 
(66%), y en segundo lugar, la investigación de 
hechos (66%).  En el caso de los dueños y direc-

Figura 4.14 Opinión de periodistas y directores acerca del origen de las amenazas a medios de comunicación

Fuente: Elaboración propia.
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Figura 4.15 Opinión de periodistas y directores acerca del origen de las amenazas a medios de comunicación

Fuente: Elaboración propia.
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tores de medios de comunicación, indican que 
la línea editorial del medio reviste la importan-
cia mayor (71%).  

El mayor desacuerdo se relaciona con la 
importancia que revisten los intereses políticos 
o económicos como razones para recibir ame-
nazas, ya que únicamente es mencionada por el 
10% de los dueños y directores de los medios 
de comunicación.

Al igual que otros aspectos analizados en 
este capítulo, se trata de acercamientos cuanti-
tativos que se verían enriquecidos con análisis 
posteriores que atiendan a aspectos específi-
cos, por ejemplo: ¿por qué la percepción sobre 
el origen de las amenazas es en general mayor 
entre directores de medios que entre periodis-
tas?; ¿cuáles son las razones por las que este 
grupo asigna tanta importancia relativa al papel 
del Estado como origen de las amenazas a los 
medios de comunicación?; profundizar un poco 
más en el papel de grupos de presión, grupos 

privados y crimen organizado como amenazas 
al trabajo periodístico y de los medios de comu-
nicación, entre otros aspectos. 

Como se señaló, para complementar el 
análisis de los datos se entrevistó a seis repor-
teros, quienes dijeron que las amenazas de de-
manda legal a los medios de comunicación son 
las más comunes.  También indicaron que los 
medios  comerciales son intimidados con el re-
tiro de la pauta publicitaria, no así con amenazas 
físicas o de intimidación directa al personal.  Lo 
que intentan es amedrentar con juicios contra el 
honor u otro tipo de procesos judiciales.  Tam-
bién se presenta como desacreditación pública, 
especialmente en las redes sociales.

4.7.7 Múltiples condiciones de precariedad 
laboral amenazan el ejercicio periodístico

Solís (2014) indica que la precarización 
del trabajo se refiere al deterioro en la calidad 
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de los empleos en general y se presenta como 
producto de la conjugación de procesos econó-
micos, sociales y culturales, los cuales operan en 
diferentes escalas, imbricaciones sociales y con-
textos específicos.  Elementos como la flexibi-
lización laboral, la disminución de los salarios, 
eliminación de medidas de protección e inclu-
so despidos, hacen referencia a situaciones de 
esta naturaleza.

En el caso del empleo de periodistas, las 
condiciones de contratación se ven afectadas por 
fenómenos del contexto, como los cambios a las 
tecnologías que se traducen en nuevas formas de 
consumir contenidos, pérdidas de las audiencias, 
redefinición de los perfiles laborales y reestruc-
turación de las empresas periodísticas que con-
ducen a la pérdida de empleos (Carazo, 2016).

La precariedad laboral, expresada en sa-
larios inferiores al mínimo de ley y la vulnera-
ción de otros derechos laborales, como seguros y 
prestaciones sociales, son condiciones de trabajo 
que pueden quebrantar la libertad de expresión. 

Los periodistas que reciben honorarios 
inferiores a los establecidos por la ley, o insu-
ficientes para atender sus necesidades míni-
mas, no estarán en capacidad de dar contenido 
al ideal de un periodismo capaz de mediar la  
información entre las distintas dimensiones de 
la vida pública y la ciudadanía.  Su exposición 
a los espacios en los que se toman decisiones 
trascendentales en los niveles locales, regiona-
les o del país será menos independiente en la 
medida que sus honorarios sean insuficientes e 
incluso, tareas como la investigación periodísti-
ca deben ser postergadas frente a la producción 
de noticias propias del reporteo diario.  En los 
últimos dos años las condiciones salariales de 
los periodistas se vieron fuertemente afectadas 
por una decisión del Ministerio de Trabajo y 
por las condiciones propias de la pandemia de 
la COVID-19.

 Aunque en Costa Rica la pertenencia al 
Colegio de Periodistas (COLPER) no es obli-

gatoria, como consecuencia de la jurisprudencia 
de la CIDH y de la Sala Constitucional, exis-
tió hasta el año 2019 un salario mínimo equi-
parado para todos los académicos.  Ese salario, 
actualizado anualmente por decreto del Po-
der Ejecutivo, consideraba las particularidades 
del ejercicio periodístico y era superior al de 
otros profesionales.

Sin embargo, los acontecimientos desa-
rrollados en el año 2019 hicieron que el Consejo 
Nacional de Salarios modificara la escala sala-
rial para periodistas, afectando principalmente 
a los que no cuentan con el grado universitario 
de licenciatura. 

La diferencia entre el salario anterior y el  
aprobado corresponde a un complemento por  
disponibilidad que debe ser negociado en cada  
caso individual (ver Tabla 4.3).

Entre los hechos que condujeron a esta 
modificación está el acuerdo del Colegio de 
Periodistas que indicaba: “a las personas que se 
hacen llamar periodistas y que no tienen el títu-
lo que lo acredite, que desistan en denominarse 
como tal (...)” y que en “(...) el caso de que las 
personas se sigan identificando como periodis-
tas, sin tener el título académico que lo acredite, 
serán denunciadas”.

Ante esto, los periodistas César Barrantes, 
Luis Madrigal y Alejandro Fernández interpu-
sieron un recurso de amparo ante la Sala Cons-
titucional contra el Colegio de Periodistas.

Como resultado, la Sala Constitucional 
(2019) declaró con lugar el recurso e indicó 
en el voto 2019-15039 que el comunicado del 
COLPER “cumple una amenaza a los derechos 
fundamentales de las personas periodistas, en el 
tanto el Colegio de Periodistas está perturban-
do el ejercicio del periodismo y por ende, al de-
recho a la libertad de expresión y a la libertad de 
prensa”.  La opinión de la Sala retoma senten-
cias anteriores e indica que este tipo de intento 
de restricciones a la libertad de expresión no es-
tán autorizadas por el artículo 13.2 de la Con-



III INFORME DEL ESTADO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN COSTA RICA160

Tabla 4.3 Salarios mínimos para periodistas en el sector privado (2019) 

Categoría Salario 
mínimo

Plus de 
disponibilidad 

(+23%)

Total con plus Diferencia con 
plus

Diferencia sin 
plus

Empíricos 
semicalificados 
(ahora)

₡332.590 ₡0 ₡332.590 -₡484.911 -₡484.911

Empíricos cali-
ficados (ahora)

₡349.623 ₡0 ₡349.623 -₡467.877 -₡467.877

Bachilleres 
(ahora)

₡553.124 ₡127.219 ₡680.343 -₡137.157 -₡264.376

Licenciados 
(ahora)

₡663.772 ₡152.668 ₡816.440 -₡1.061 -₡152.668

Fuente: Tabla - Delfino.cr, Fuente - Ministerio de Trabajo

vención Interamericana de Derechos Humanos 
y su aplicación violaría el derecho de toda per-
sona a buscar y difundir informaciones e ideas 
por cualquier medio y por tanto el derecho de la 
sociedad a recibir información sin trabas.

Los votos de la CIDH y la Sala Cons-
titucional reafirman que en el país es inne-
cesaria la colegiatura o contar con un grado 
académico o título específico para ejercer las 
labores periodísticas.

En la Tabla 4.3 se muestra la disminu-
ción salarial según el grado académico.  El sa-
lario anterior era de ₡817.500 colones al mes, 
independientemente de su formación académi-
ca.  Con la escala aprobada, los salarios de todos 
los periodistas son equiparados con los de otros 
profesionales y se elimina del salario neto el ru-
bro de disponibilidad (23% del salario mínimo) 
que es convertido en un plus salarial que opcio-
nalmente paga el empleador.4 

En el mayor rango de afectación se en-
cuentran las personas no profesionales, los lla-

4 En el año 2020 el decreto sobre salarios mínimos que 
anualmente emite el Consejo Nacional de Salarios ajustó 
el pago mensual a periodistas con grado de bachillerato a 

mados empíricos, cuyo salario se ve reducido en 
más de un 50%.  

Como parte de esta investigación se con-
sultó a los periodistas si sus ingresos salariales 
eran equivalentes, al menos, al salario míni-
mo de ley.  El 33,3% respondió que no, dan-
do como resultado que un tercio de los perio-
distas ejercen la profesión en condiciones de 
precariedad salarial.  La Figura 4.16 muestra 
que los grupos más vulnerables a la precariza-
ción salarial son los periodistas más jóvenes y 
los de mayor edad.  

También se indagó sobre la relación entre 
el género y recibir el salario mínimo que esta-
blece el decreto de ley.  En ese sentido, destaca 
que los hombres son los que están más expues-
tos a recibir salarios inferiores al mínimo de ley 
y porcentualmente casi doblan a las mujeres en 
esta condición (Figura 4.17).

Al respecto, Garro y Solís (2019) identifi-
caron que una de las características del universo 
mediático costarricense es la concentración en 
la Gran Área Metropolitana y particularmente 

¢567.772 el de licenciatura a ¢680.565.
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Figura 4.16 Porcentaje de periodistas que reciben salario de la ley, según grupos de edad 
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Figura 4.17 Porcentaje de periodistas que reciben salario según la ley, según género 
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Figura 4.18 Porcentaje de periodistas que reciben salario según la ley, según provincia en que se ubica el 
medio

Fuente: Elaboración propia.
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en el cantón central de San José.  Coinciden-
temente, el mayor número de respuestas ob-
tenidas corresponde a periodistas que laboran 
en esta provincia.  A partir de ello, se analizó 
la relación entre la provincia en la que se ubica 
el medio de comunicación y la vulnerabilidad 
salarial.  Al cruzar ambas variables el resultado 
muestra, según la Figura 2.18, que los periodis-
tas que laboran en medios ubicados en San José 
son quienes, en mayor medida, reciben al menos 
el salario mínimo de ley, alcanzando el 78,5%.

Además, las jornadas extendidas, mayores 
a las permitidas por la ley (ocho horas), son otra 
condición que precariza el ejercicio de la profe-
sión y que afecta al 27,8% de las personas que 
respondieron la encuesta.  El incumplimiento 
en las jornadas laborales afecta porcentualmen-
te más a los periodistas mayores de 65 años y en 
segundo lugar a los de edades entre 36 y 50 años.

Por otra parte, los hombres son nue-
vamente quienes tienen el mayor porcenta-

je de jornadas laborales que contravienen la 
legislación vigente. 

También se indagó acerca de la relación 
entre la provincia en que se ubica el medio y 
el cumplimiento de la jornada laboral legal; los 
periodistas que laboran en medios ubicados en 
las provincias de Alajuela y Cartago son quienes 
se exponen a mayores jornadas laborales, con 
55,6% y 60% respectivamente.  

Los hombres periodistas, en el segmento 
de edad menor o en el mayor, y que trabajan 
fuera de San José, son quienes se encuentran 
más expuestos a recibir salarios inferiores al mí-
nimo de ley y a trabajar más horas diarias.  

Desde 1943 existen en el país una serie 
de garantías para regular los derechos y obli-
gaciones de los trabajadores y los patronos en 
torno al trabajo y tiene un alcance universal.  
Sus disposiciones regulan el contrato de trabajo 
e incluyen: el seguro médico por enfermedad y 
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Figura 4.20 Porcentaje de periodistas que carecen de seguro social y pólizas de riesgos laborales, según 
grupos de edad

Fuente: Elaboración propia.
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Figura 4.19 Porcentaje de periodistas con jornada laboral legal, según género
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maternidad, el seguro por riesgos laborales, así 
como el derecho a la pensión.  

En el caso del seguro de riesgos del tra-
bajo, la legislación nacional permite a la persona 
trabajadora acceder a asistencia médica y a los 
aparatos necesarios para atender las dolencias 
producidas en el espacio laboral, así como re-
cibir compensaciones por accidentes laborales.  
El prestatario de estos servicios es el Instituto 
Nacional de Seguros.

Con respecto al seguro social, este es de 
acceso universal y es responsabilidad del Esta-
do, a través de la Caja Costarricense de Seguro 
Social (CCSS).  Esta institución debe proveer 
asistencia médica general, especializada y qui-
rúrgica; subsidios (incapacidades), asistencia 
para maternidad  y pensiones.  Este seguro se fi-
nancia mediante el aporte compartido de perso-
nas trabajadoras, patronos y el Estado.  La par-
ticipación de las personas en su financiamiento 
es obligatorio en el mundo del trabajo. 

Sin embargo, aún con la obligatoriedad 
de este sistema universal y solidario, el 19,4% 
de los periodistas consultados reconoce que 
no cuenta con medidas de protección como el 
seguro social y las pólizas de riesgos laborales.  
De esta forma, se limita a las personas traba-
jadoras el acceso al derecho a la salud y a las 
compensaciones necesarias de enfermedad y 
accidentes laborales. 

La carencia del seguro social y de las pó-
lizas laborales afecta en mayor medida a los 
hombres: el 24,6% de ellos no cuentan con estas 
garantías sociales, frente al 11,9% de las mujeres 
que se encuentran en esta condición.  En cuanto 
a la edad, esta carencia es más alta en el grupo 
de mayor edad y entre los menores, como se ob-
serva en la Figura 4.20.

El mayor porcentaje de periodistas que 
cuentan con medidas de protección, de acuer-
do con la provincia donde se ubica el medio de 
comunicación en el que laboran, se encuentra 
en San José.  Ahí el 80,6% está protegido por el 

seguro social y por pólizas de riesgos laborales.  
En contraste, en la provincia de Alajuela menos 
de la mitad de los periodistas, el 44,4%, cuenta 
con esta protección.

Con respecto a la salud ocupacional, esta 
se refiere a las condiciones materiales para reali-
zar las labores y atiende la prevención y la pro-
tección de los riesgos del ambiente laboral que 
puedan afectar la salud.  Además, vela para que 
las condiciones y el medio ambiente de trabajo 
garanticen la salud, la seguridad y el bienestar 
general de las personas trabajadoras.  En el país 
esos derechos están ampliamente reconocidos 
en la Constitución, el Código de Trabajo y los 
planes de salud ocupacional.  El Consejo de Sa-
lud Ocupacional es el órgano rector en la mate-
ria y está adscrito al Ministerio de Trabajo.

El 78,7% de las personas periodistas con-
sultadas informa que cuenta con condiciones de 
salud ocupacional que le permiten realizar su 
trabajo de forma sana y segura, sin embargo los 
porcentajes de mayor desprotección se concen-
tran en el grupo de menor edad, como se mues-
tra en la Figura 4.22.  En el rango de los me-
nores de 35 años el porcentaje alcanza el 36,1% 
y el acceso a medidas de protección incrementa 
conforme aumenta la edad.  En relación con el 
género, son las mujeres quienes en mayor por-
centaje cuentan con medidas de protección: el 
26,2% de estas frente al 18,5% de los hombres.

Los periodistas que laboran en la provin-
cia de Cartago son los que cuentan, en menor 
porcentaje, con condiciones de salud ocupa-
cional para realizar su trabajo de forma segura, 
pues el 40% carece de estas.

En resumen, los hombres más jóvenes 
que trabajan para medios de comunicación que 
no se ubican en la provincia de San José se en-
cuentran en mayor riesgo, pues carecen de se-
guro social, pólizas de riesgos laborales y acceso 
a condiciones adecuadas para realizar su trabajo 
de forma sana y segura. 
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Fuente: Elaboración propia.
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Tabla 4.4 Periodistas afectados por alguna vulnerabilidad laboral, según porcentaje 

Cantidad de vulnerabilidades Porcentaje

Una 8,3%

Dos 14,8%

Tres 21,3%

Cuatro 49,1%

Fuente: Elaboración propia

En la Tabla 4.4 se muestra que el 93,5% 
de los periodistas está afectado por al menos 
una de las cuatro vulnerabilidades que se ana-
lizaron y que incluyen: la existencia de medidas 
de protección como seguro social y las pólizas 
de riesgos laborales, las condiciones de salud 
ocupacional para realizar un trabajo sano y se-
guro, recibir el salario mínimo de ley y cumplir 
con la  jornada laboral que establece la ley.  Casi 
el 50% lo hace en forma simultánea en cuatro de 
estas condiciones. 

4.7.8 La COVID-19 agudizó la precariedad 
laboral de periodistas

La pandemia debido a la enfermedad 
COVID-19 producida por el virus SARS-
CoV-2, ingresó al país en marzo del 2020 y per-
maneció como telón de fondo de este estudio 
y su centralidad informativa marcó la agenda 
noticiosa de los años 2020 y 2021.

La pandemia tuvo una incidencia directa 
en la economía, especialmente en las finanzas 
de los medios de comunicación, ya que la con-
tracción económica afectó la factura por pauta 
publicitaria.  Esta situación provocó a su vez 
consecuencias directas en la estructura de nego-
cios y, por tanto, de los medios de comunicación. 

A finales de marzo de 2020, la Asamblea 
Legislativa emitió una ley que autorizó a los pa-
tronos reducir de forma temporal las jornadas 
de trabajo con el fin de favorecer la preservación 
del empleo, cuando los ingresos brutos de las 

empresas fueran afectados por la situación de 
emergencia (Asamblea Legislativa, 2021).

En este marco, en junio de 2020, el Grupo 
Nación despidió a 17 periodistas, algunos con 
más de veinte años de trabajar en ese medio de 
comunicación y al 20% de su planilla.  Además, 
información periodística dio cuenta de despidos 
efectuados en las empresas Repretel, Radio Co-
lumbia, La Voz de Guanacaste y Telenoticias, entre 
otros medios. 

Esta serie de ceses se suman a otros como 
los efectuados por el Grupo Nación, que en el 
año 2014 cerró el diario Al Día así como la re-
vista Su Casa.  Cerca de 100 trabajadores, varios 
de ellos periodistas, fueron despedidos.

Algunos estudios alrededor del mundo 
han identificado las afectaciones que la CO-
VID-19 ha generado en las condiciones de tra-
bajo de periodistas.  Por ejemplo, Massarani et 
al. (2021), indican que en los últimos años el 
64% de los periodistas considera que su trabajo 
se ha hecho más intenso y ha crecido el número 
de proyectos que atienden; y el 45% opina que 
su situación laboral ha empeorado. 

El Centro Internacional para Periodistas 
(ICFJ) y el Centro Tow para el Periodismo Di-
gital de la Universidad de Columbia, realizaron 
una encuesta global para estudiar los impactos 
de la crisis del nuevo coronavirus en el periodis-
mo alrededor del mundo.  Se consultó a 1406 
periodistas durante la primera ola de la pande-
mia.  Entre sus principales hallazgos se encon-
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tró el agotamiento, desmejoramiento de la salud 
mental y el temor a pérdida del empleo. 

La Fédération Internationale des Jour-
nalistes, en su estudio White Paper on Global 
Journalism (2021) indica que los periodistas 
reportan como sus principales problemas: la 
pérdida de puestos de trabajo, las jornadas más 
largas y menos recursos para una cobertura ade-
cuada de la pandemia.  La pérdida de empleos 
afectó más a los periodistas en cuyos países no 
existen redes de protección social.  Asimismo, 
Navarro (2021) refiriéndose en forma exclusiva 
al periodismo en Latinoamérica, suma a estas 
preocupaciones la baja en los salarios.

Por su parte, Nalvarte (2020) señala que en 
Paraguay 300 trabajadores de los medios, cerca 
de 100 de ellos periodistas, fueron despedidos 
en mayo de 2020, y, en las mismas fechas, 113 
en Ecuador.  Menciona, además, que la Federa-
ción Colombiana de Periodistas (FECOLPER) 
y la Federación Interamericana de Periodistas, 
se manifestaron en contra de la violaciones a los 
derechos laborales de los periodistas en Colom-
bia.  También en Chile fueron despedidos 71 
empleados, 35 de ellos del Departamento de 30, 
de la empresa TV Chile.

Como parte de la investigación realizada 
en Costa Rica, interesó también conocer la inci-

dencia que la pandemia tuvo en las condiciones 
laborales de las personas periodistas.  Al consul-
tar si esta había modificado sus condiciones de 
contratación, el 47.2% respondió que sí.

Además, las personas reconocieron haber 
experimentado cambios en sus condiciones de 
contratación.  Más de la mitad (52,9%) reportó 
la modificación a la jornada teletrabajable, casi 
la mitad (47,1%) reconoció la reducción en su 
salario y el 43,1% informó el recargo de funcio-
nes.  El 41,2% informó la reducción en la jorna-
da y menos del 6% el cese de contrato. 

Entre quienes eligieron la opción de 
respuesta “otro” reportaron la pérdida de pu-
blicidad, la pérdida de opciones laborales en-
tre los reporteros “Freelance” y cambios en la 
vida personal. 

Respecto al género y su relación con el 
cambio en las condiciones de contratación de-
bido a la pandemia por la COVID-19, los hom-
bres son porcentualmente los más afectados (ver 
Figura 4.23).  

Si bien el género no parece ser conclu-
yente para la afectación en las condiciones de 
contratación, el grado académico sí lo es, tal 
como se muestra en la Figura 4.24.  El grupo 
que resultó más afectado fue el de periodistas 
que cuentan únicamente con la primaria com-

Tabla 4.5 Cambios en la contratación de periodistas por COVID-19

Respuesta Porcentaje

Teletrabajo 52,9%

Reducción de salario 47,1%

Recargo de funciones 43,1%

Reducción de jornada 41,2%

Cambio de tareas 31,4%

Cese de contrato 5,9% 

Otro 13,7%

Fuente: Elaboración propia
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Figura 4.23 Porcentaje de periodistas que cambiaron sus condiciones de contratación por la COVID-19, 
según género 

Fuente: Elaboración propia.
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pleta, seguidos de los bachilleres universitarios.  
Mientras tanto, las personas licenciadas o con el 
grado de maestría o superior no reportan mayo-
res cambios en las condiciones de contratación.

4.8 Conclusiones
Las amenazas, el hostigamiento y la vigi-

lancia, junto con otras formas de intimidación y 
de violencia contra periodistas y trabajadores de 
la prensa, son cada vez más comunes alrededor 
del mundo, según se desprende de estudios rea-
lizados por organizaciones dedicadas a la pro-
moción y la defensa de la libertad de expresión.

En Costa Rica, las amenazas a periodistas 
no alcanzan los niveles de violencia presentes 
en otros países de América Latina, donde solo 
en el año 2019, 40 personas perdieron la vida 
por razones vinculadas a su trabajo.  De hecho, 
han pasado más de 10 años desde el último caso 
de asesinato de un periodista en el país, lo cual 
contrasta con lo que sucede en otras latitudes.

La opinión de organizaciones internacio-
nales como Reporteros sin Fronteras y la Rela-
toría Especial para la Libertad de Expresión de 
la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos es que en el país no se presentan graves 
violaciones a la libertad de expresión. 

Sin embargo, en el país, el 67,3% de los 
periodistas encuestados conoce de amenazas a 
los medios de comunicación, el 46,5% consi-
dera que se presentan frecuentemente y cerca 
de la mitad se han sentido expuestos, al me-
nos, a una situación de hostigamiento, amenaza 
o vigilancia.

Preocupa que muchas de las manifesta-
ciones de hostigamiento, amenaza y vigilancia 
son normalizadas por los periodistas en las en-
trevistas realizadas.  La normalización de estas 
prácticas contribuye a que no se hable de ello y 
no se denuncie en el ámbito público o legal con 
el consecuente aumento de los riesgos.  A esto 
se suma que más del 60% de las personas pe-

riodistas entrevistadas consideran que en el país 
existe impunidad ante las agresiones que sufre 
el personal periodístico.

Adicionalmente, pocos periodistas cono-
cen los mecanismos y las herramientas con las 
que cuentan para hacer denuncias y buscar pro-
tección legal en caso de que se presenten situa-
ciones que de una u otra forma podrían coartar 
su libertad de expresión. 

La suma de estos factores genera un silen-
cio que podría contribuir a que los organismos 
nacionales e internacionales encargados de ve-
lar por el ejercicio de la profesión, sigan consi-
derando a Costa Rica como un país carente de 
amenazas a la libertad de expresión y no hayan 
entrado a analizar esas situaciones amenazantes. 

Existe concordancia en la opinión de pe-
riodistas encuestados y directores de medios de 
comunicación en que las principales fuentes de 
amenazas al ejercicio periodístico son los gru-
pos políticos, los grupos de presión, el crimen 
organizado y sujetos bajo investigación pe-
riodística.  Por el contrario, en lo referente al 
Estado como fuente de amenaza hay una clara 
diferencia entre ambos, siendo más amenazante 
para los directores y dueños de los medios de 
comunicación que para los periodistas.

Este último aspecto podría tener rela-
ción con la afirmación de algunos periodistas 
entrevistados, quienes sostienen que una de 
las amenazas recibidas es la suspensión de la 
pauta publicitaria.

En relación con el crimen organizado 
como fuente de amenaza, produce inquietud la 
desatención que los medios de comunicación 
evidencian hacia diversos aspectos de la seguri-
dad informática y el desconocimiento por parte 
de los periodistas de herramientas que son de 
fácil acceso para evitar riesgos en su seguridad.  
Cabe la reflexión sobre la preparación de los 
medios de comunicación en general para brin-
dar a sus periodistas plataformas de trabajo que 
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les permitan asumir con seguridad retos del pe-
riodismo de investigación. 

Este es un aspecto que debería ser atendi-
do con prontitud por las direcciones de medios 
de comunicación y ser incorporado como un 
tema de formación académica y de actualiza-
ción en las organizaciones gremiales. 

Dos de los aspectos analizados son sensi-
bles en la valoración de la libertad de expresión:  
la confidencialidad de las fuentes y la autocen-
sura.  El primero, es una condición básica para 
el ejercicio de una prensa libre en el ámbito de-
mocrático, mientras que el segundo evidencia, 
como se indicó a lo largo de esta investigación, 
la carencia de amenazas que permiten a los pe-
riodistas reportar información e investigar sobre 
cualquier tema de interés público.

Inquieta que el 40% de los periodistas 
encuestados respondió que no le es posible 
mantener la confidencialidad de las fuentes 
sin temor a ser enjuiciado u hostigado.  Es un 
porcentaje alto, tomando en consideración que 
este es un principio establecido en la Ley Or-
gánica del Colegio de Periodistas que resguar-
da la libertad de informar y denunciar hechos 
de interés público.   

Por otra parte, uno de cada cuatro pe-
riodistas ha recurrido a la autocensura.  Es-
pecialmente cuando esto se hace por temor 
a las represalias, se trata de una práctica que 
afecta negativamente el ejercicio de la libertad 
de expresión.  

Las formas de autocensura pueden obe-
decer a diversas razones y en ocasiones son su-
tiles y consensuadas con diversos actores de los 
medios y fuera de ellos.  Queda la duda (pues 
el instrumento no permitía profundizar) de 
que exista entre los periodistas una conciencia 
clara del problema y las implicaciones para la 
libertad de expresión y el derecho de la ciuda-
danía a contar con información pertinente.  Una 
buena formación académica, discutir el tema y 
formar a los periodistas en el conocimiento de 

las múltiples formas en las que se practica la 
autocensura, así como conocer las herramien-
tas legales para enfrentar situaciones de hosti-
gamiento, amenaza y acoso, pueden contribuir 
a combatirla. 

Ambos temas, resguardo de la confiden-
cialidad de la fuente y autocensura, requie-
ren de profundización en investigaciones de 
carácter cualitativo.

Otro de los resultados encontrados en 
esta investigación, que llama la atención de ac-
tores gremiales, académicos y empresariales, se 
relaciona con el desconocimiento de los meca-
nismos legales de protección y los procedimien-
tos de los medios en caso de situaciones en las 
que se presenten amenazas o ataques.  Apenas 
una cuarta parte de los medios cuentan con pro-
cedimientos para estas situaciones y la mitad de 
los encuestados indican desconocer los meca-
nismos legales que deben seguir.

Nuevamente, la desatención a estas medi-
das de respuesta a situaciones indeseables para 
el ejercicio de la libertad de expresión contrasta 
con las percepciones de amenazas e inseguridad 
ya mencionadas. 

Un último aspecto que se analiza en este 
capítulo refiere a las condiciones de precariedad 
laboral que alcanzan a los periodistas actualmen-
te y el papel de la pandemia en esa precarización. 

El estudio identificó algunas precarie-
dades laborales en un número significativo de 
trabajadores, por ejemplo: bajos salarios (33%), 
jornadas de trabajo superiores a las ocho horas 
(28%), carencia de seguro social  y de pólizas de 
riesgos laborales (20%).  Más aún, una tercera 
parte indicó que se ve afectado simultáneamente 
por estas cuatro condiciones de vulnerabilidad.

Particularmente al salario recibido -el 
cual  no alcanza el mínimo legal- se suma la 
reciente modificación acordada por las autori-
dades nacionales, lo cual contribuye a agudizar 
la situación precaria, especialmente entre los 
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se ejerce sobre estos trabajadores y constituyen 
un riesgo para la libertad de expresión.   Se hace 
un llamado a las organizaciones gremiales para 
que presten atención y asesoría a sus afiliados 
(o no) en razón de esta vulnerabilidad.  Es im-
portante destacar que a estas precariedades se 
suma la crisis sanitaria producida por la pan-
demia COVID-19, un factor que afectó a las 
organizaciones periodísticas y a los trabajadores 
de los medios de comunicación. 

trabajadores con menores grados académicos.  
Adicionalmente, al igual que en lo relaciona-
do con las condiciones de inseguridad,  son los 
hombres quienes informan estar más expues-
tos a estas frágiles condiciones de trabajo.  En 
el caso del salario, el porcentaje de hombres 
que reciben baja remuneración casi duplica al 
de las mujeres.

Las condiciones de precariedad laboral de 
los periodistas son una forma de violencia que 
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CAPÍTULO 5

Narraciones políticas: experiencias en la superación de la violencia contra las 
mujeres en el ejercicio político en las redes sociales en Costa Rica (2021)

Yanet Martínez Toledo*

5.1 Introducción1 
El capítulo que a continuación se pre-

senta, recoge resultados de la fase cualitativa de 
una investigación que indaga acerca de las expe-
riencias relacionadas con la violencia contra las 
mujeres en el ejercicio político en redes sociales.  
En el mismo, se intenta hacer un balance crí-
tico entre las formas de violencia política, vio-
lencia mediática y violencia digital que marcan 
las experiencias de las mujeres en la política; a 
la vez que se preocupa por visibilizar las estra-
tegias que desarrollan, tanto desde el punto de 
vista individual como colectivo, para superar 
dichas violencias. 

La violencia contra las mujeres en el ejer-
cicio político en redes sociales, es una forma de 
violencia digital, cuyo fin es limitar su partici-

1 Los resultados que a continuación se presentan 
forman parte del Proyecto de Investigación “Mujeres 
y poliTICs: Narrativas de negociación, confrontación 
y superación de la violencia política contra las mujeres 
en redes sociales en Costa Rica (2022)”, inscrito en el 
Centro de Investigación en Comunicación (CICOM) de 
la Universidad de Costa Rica.

pación política.  Al respecto, las redes sociales 
juegan un papel importante en la construcción 
de opinión pública, y han ido ganando protago-
nismo en los últimos años como espacios en los 
que se discuten temas políticos variados, pero 
también como espacios en los que se reprodu-
cen formas de violencia contra las mujeres por 
parte de diferentes actores. 

Esta investigación tiene como finalidad 
analizar la articulación entre la apropiación y 
el uso de las redes sociales digitales (Facebook, 
Instagram, Twitter) en la construcción de es-
trategias frente a la violencia política y en la 
construcción de la narrativa de ser mujeres en el 
ejercicio político partidario y político adminis-
trativo (Asamblea Legislativa, Poder Ejecutivo 
y Municipalidades).  Asimismo, el objetivo de 
la misma es describir los usos políticos de las 
redes sociales digitales que hacen las mujeres en 
el ejercicio político, para la construcción de es-
trategias de negociación, confrontación y supe-
ración de la violencia política digital; así como 
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identificar las formas en que las mujeres políti-
cas articulan dichas estrategias. 

5.2 Justificación 
En el año 2016, el Tribunal Supremo de 

Elecciones (TSE) modificó parcialmente la 
jurisprudencia entorno a la alternancia, espe-
cíficamente en la interpretación oficiosa de los 
artículos 2, 52 incisos ñ) y o) y 148 del Código 
Electoral, en el sentido de que la paridad de las 
nóminas a candidatos a diputados no solo obli-
ga a los partidos a integrar cada lista provincial 
con un 50% de cada sexo (colocados en forma 
alterna), sino también a que esa proporción se 
respete en los encabezamientos de las listas 
provinciales que cada agrupación postule (TSE, 
2016, p. 227).

Dicha modificación impacta de manera 
significativa la participación efectiva de las mu-
jeres en las elecciones y se traduce en la pre-
sencia de mujeres representando a cuatro de 
los partidos políticos en contienda (La Nación, 
2018), lo que significa el 45,6% de la Asam-
blea Legislativa en el período 2018-2022.  Por 
tanto, se considera, al menos en principio, que 
la presencia y la representación sistemática de 
esta categoría en las noticias a partir de 2018 
puede tener relación tanto con el aumento de la 
presencia de mujeres como con la diversidad de 
partidos políticos.  

En estudios anteriores realizados por la 
autora, el tema de la violencia política no se ha 
abordado mediáticamente.  Esta forma de vio-
lencia se puede agrupar en dos tipos -según el 
análisis de los datos-: el primero da cuenta de la 
violencia ejercida contra las mujeres en el ejerci-
cio de su función pública y el segundo, se refiere 
a la violencia que ejercen los medios de comu-
nicación cuando representan a las mujeres en el 
ejercicio público.  Es importante señalar que, 
en el caso mediático, no se trata únicamente de 
una forma de violencia simbólica en la que se 
reproducen discursivamente estereotipos de gé-

nero al representar a las mujeres en las noticias 
(Kislinger, 2016).  

La violencia que ejercen los medios de 
comunicación contra las mujeres se denomina 
violencia mediática y consiste en las formas en 
las que se invisibiliza, se discrimina o se repre-
sentan estereotipadamente los roles de género 
en la cobertura noticiosa.  Este tipo de violencia 
opera en el plano de lo simbólico y marca la for-
ma en la que se produce la representación desde 
el discurso del medio de comunicación.  Esta 
violencia simbólica consiste en la reproducción 
de roles de género estereotipados a partir de la 
representación de las mujeres (Kislinger, 2016; 
Delmas, 2015).

La violencia mediática ejercida en la re-
presentación de las mujeres en el ejercicio de la 
política se caracteriza, además, por la evaluación 
de las mismas a partir de parámetros que repro-
ducen estereotipos de género y que construye la 
identidad de las mujeres en relación con figuras 
masculinas.  En estos casos, se desdibuja la línea 
entre la noticia de la sección política, en las que 
las diputadas aparecen como denunciantes, y la 
noticia de la sección social.

Así, la agencia de las mujeres en el ejerci-
cio político se desdibuja, pues sus acciones son 
directamente evaluadas desde una mirada mas-
culina (Mulvey, 1975) y patriarcal que, por una 
parte, entiende a las mujeres en roles de des-
igualdad y subordinadas de sujetos masculinos; 
y por otra, penaliza la protesta social en nom-
bre de instituciones, criticando la intervención 
y apropiación del espacio público que hacen 
estas mujeres. 

Otra manera en la que los medios ejercen 
violencia mediática contra las mujeres en la po-
lítica tiene que ver con la representación de las 
acciones organizadas de la sociedad civil en la 
demanda al gobierno por el respeto de los de-
rechos humanos de las mujeres.  En este grupo 
se incluye tanto la representación de la protesta 
como de las acciones colectivas.
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Como se presentó anteriormente, el año 
2018 significó una oportunidad y un reto para 
el ejercicio político de las mujeres, al menos en 
el nivel político partidario.  Las transformacio-
nes en términos de paridad horizontal y vertical 
contribuyeron a que la actual Asamblea Legis-
lativa sea la de mayor paridad en la historia na-
cional.  Mucho se ha hablado también acerca 
de su naturaleza, sin embargo, en este trabajo 
se quiere destacar cómo la presencia de más 
mujeres en la esfera política ha contribuido a la 
exacerbación de expresiones de violencia y a la 
denuncia de las mismas. 

Este estudio se deriva de dos investiga-
ciones anteriores (Martínez, 2018; Martínez, 
2019) en las que se ha abordado la violencia po-
lítica contra las mujeres.  La primera, en la arti-
culación de demandas por los derechos sexuales 
y reproductivos de las mujeres y su representa-
ción mediática; la segunda, en cómo se cons-
truye la violencia política contra las mujeres en 
el ejercicio político desde los medios digitales 
noticiosos y desde la discusión pública en redes 
sociales digitales. 

En ambos estudios se aprecia una ten-
dencia por parte de las mujeres de ser sujetos 
activos frente a la violencia ejercida en el espa-
cio público.  A partir de esta constatación y en 
diálogo crítico con los textos teóricos que abor-
dan este tema, se presenta esta investigación con 
el interés de indagar acerca de la agencia de las 
mujeres (Lucas, 2016) a partir de dos ejes: las 
narrativas en torno a ser mujeres políticas tanto 
a nivel individual como colectivo y las estrate-
gias de superación de la violencia diseñadas por 
estas mujeres. 

Con esta investigación se espera, a nivel 
teórico y metodológico, enfocarse en las muje-
res como sujeto político en su agencia narrativa 
y en las estrategias de superación de la violencia, 
desde una perspectiva interseccional.  Al cen-
trarse en la agencia narrativa de las mujeres y en 
su capacidad para construir historias de resis-
tencias y subversión del contexto político en el 

que se mueven, se pretende salir de la dicotomía 
mujer/víctima para entender las dinámicas de 
privilegio/opresión en las que se construyen las 
mujeres como sujetos políticos. 

Además, se espera contribuir al debate pú-
blico en torno a la violencia contra las mujeres y 
así abrir las puertas para desarrollar procesos de 
sensibilización con instituciones que trabajen 
temas de participación política de las mujeres, 
incluyendo la formación de profesionales de la 
comunicación con perspectiva de género y de 
derechos humanos. 

5.3 Descripción del tema y problema de 
investigación

En este apartado se articulan dos tenden-
cias relacionadas con los estudios feministas de 
comunicación y TIC (EF-CTIC): los estudios  
de TIC y los estudios políticos, especialmente 
aquellos en los que se estudia las agencias narra-
tivas de las mujeres.  Una de las problemáticas 
planteadas por los EF-CTIC se relaciona con la 
importancia de construir datos con perspectiva 
de género y su impacto en la toma de decisiones 
y el diseño de políticas públicas (Ignazio and 
Klein, 2020).  Un ejemplo de esta problemáti-
ca es la invisibilización de la participación de 
las mujeres en la política partidaria y no parti-
daria.  El ocultamiento de la participación de 
sujetos vulnerables tiene implicaciones simbóli-
cas, mediante mecanismos de invisibilización y 
representación estereotipada; pero también tie-
ne implicaciones en la manera en la que como 
sociedad construimos y discutimos “lo que si se 
hace evidente” de dicha participación. 

Al entender desde una perspectiva femi-
nista, la participación política de las mujeres 
a partir de su representación mediática en las 
redes sociales digitales, se pueden entrever los 
procesos de opresión/privilegio en los que se 
construye la imagen mediada de dichas mujeres.  
Podemos saber también, desde una perspectiva 
interseccional (Losch y Wernimont, p. 2018), 
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los mecanismos en los que las categorías género, 
raza y clase se articulan en los procesos de invi-
sibilización/visibilización de la participación de 
las mujeres. 

Asimismo, los estudios que analizan la 
participación política y su relación con la comu-
nicación establecen un antes y un después de las 
redes sociales digitales (Margetts, John, Hale, 
Yasseri, 2019, p. 81), pues estas permiten la acti-
vación y el ejercicio de ciudadanía desde las pla-
taformas virtuales.  La interpelación a personas 
en el ejercicio político partidario, líderes, repre-
sentantes de partidos políticos, etc., se modifica 
a partir del uso de estas redes.  La sensación de 
proximidad e interpelación que se produce me-
diante las mismas modifica criterios tradiciona-
les de jerarquía y lejanía.  Esto contribuye a una 
activación del ejercicio ciudadano de contraloría 
y crítica política.  Pero también activa discursos 
cargados de violencia simbólica que, para el caso 
de las mujeres, debe leerse en clave de diferencia 
sexual y machismo estructural que no escapan a 
la participación ciudadana. 

Como se mencionó anteriormente, este 
estudio pretende visibilizar la agencia de las 
mujeres en el ejercicio político partidario a nivel 
nacional y local (Asamblea Legislativa, Gobier-
no y Municipalidades), a partir de las estrategias 
para identificar, enfrentar y superar la violencia 
política en las redes sociales digitales.  Por tanto, 
una categoría importante para visibilizar la ex-
periencia de política de las mujeres es la “agen-
cia narrativa” (Canaday, 2003, 53).  Esta cate-
goría permite construir una doble línea entre la 
experiencia individual y colectiva de las mujeres, 
saliéndose de las metanarrativas del feminismo 
tradicional que considera el sujeto Mujer como 
monolítico, que finalmente excluye del análisis 
a las categorías, género, raza y clase.  

5.4 Metodología 
Para este estudio se empleó un abordaje 

metodológico mixto en el que, en primer lugar, 

se indagará acerca de los usos políticos de las 
Tecnologías de la Información y la Comunica-
ción (TIC) de las mujeres seleccionadas; y, en 
segundo lugar, en la articulación de estos usos 
con el ejercicio político de las mujeres, la cons-
trucción de sus perfiles políticos y las estrategias 
frente a la violencia política mediante el uso de 
las redes sociales digitales, especialmente Face-
book, la red social con mayor alcance en el país. 

El enfoque mixto posibilita conocer a las 
mujeres en sus contextos de acción y sus expe-
riencias subjetivas; las narrativas de la violen-
cia política y su superación abordadas desde un 
enfoque cualitativo permiten entender la com-
plejidad de la construcción de las mujeres como 
sujetos políticos, así como las dinámicas de pri-
vilegio y opresión en que se construye este su-
jeto político en el contexto costarricense actual. 

Los hallazgos que se comparten en este 
capítulo derivan de 18 entrevistas en profundi-
dad a mujeres vinculadas de manera activa en 
política en el período 2014-2022.  Las entre-
vistas permitieron conocer las experiencias de 
negociación, confrontación y superación de la 
violencia política en las redes sociales digita-
les y cómo dichas experiencias han marcado su 
forma de hacer política, su construcción como 
sujeto político, dentro y fuera de las dinámi-
cas digitales y sus estrategias de superación de 
dicha violencia.

A partir de las entrevistas se realizó un 
análisis narrativo de las experiencias de las mu-
jeres que incluye: sus historias personales y tra-
yecto político, sus motivaciones para entrar en 
política y su militancia.  Además, se analiza el 
uso general y con fines políticos de estas redes, 
así como las experiencias personales vinculadas 
con la violencia online, colocando como centro 
las experiencias de las entrevistadas. 

Se escogió estudiar la Violencia contra las 
Mujeres (VcM) en las redes sociales digitales, 
porque estas ofrecen un espacio de denuncia 
de las violencias que viven las mujeres online y 
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offline.  A la vez que se constituyen en espacios 
en los que se reproducen las violencias basadas 
en género, las cuales, a la vez, tienen dimensio-
nes simbólicas: la invisibilización, la deslegiti-
mación del discurso mediante ofensas o uso de 
insultos dirigidos al cuerpo de las mujeres y las 
amenazas a la integridad física de las mismas. 

Las redes sociales digitales, además, per-
miten la producción de narrativas individua-
les e historias colectivas en la construcción de 
discursos feministas sobre la violencia contra 
las mujeres.  

A partir las narrativas individuales pode-
mos conocer a cada una de las mujeres, sus luga-
res de enunciación, sus ideas y concepciones del 
mundo (Baer, 2016, p. 18), pues el sujeto mujer 
política en el espacio digital es diverso, intersec-
cional en su accionar, y, a la vez, con una agenda 
que se interconecta con el de otras mujeres y 
con la sociedad en general. 

5.5 Mujeres y participación política 
En 2018, por primera vez en la historia 

de Costa Rica, la Asamblea Legislativa alcan-
zó el mayor número de diputadas en la historia 
del país.  Aunque esto representa un hito en la 
participación formal de las mujeres en política, 
este incremento ha estado marcado por la pre-
sencia de una diversidad ideológica-partidaria 
(ver Figura 5.1).  

Como se puede apreciar en la Figura 
5.2 los partidos Acción Ciudadana (PAC) y 
Liberación Nacional (PLN) han tendido, des-
de 2006, a ser espacios en los que las mujeres 
participan, al menos nominalmente de las listas 
partidarias y finalmente como diputadas.  Tam-
bién se puede apreciar que en el período 2018-
2022 aumenta la participación de las mujeres de 
partidos conservadores, especialmente el Parti-
do Restauración Nacional (PRN) con siete di-
putadas, aunque también hay participación del 

Fuente: III Informe de los Derechos de las Mujeres (Salas et al., 2019).
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Figura 5.1 Número de diputadas y diputados electos.  Elecciones Nacionales 2006-2018
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Fuente: III Informe de los Derechos de las Mujeres.
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Figura 5.2 Cantidad de mujeres electas diputadas según partido político (2006-2018)

Fuente: III Informe de los Derechos de las Mujeres.
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Partido Unidad Social Cristiana (PUSC) con 
cuatro diputadas.

En lo que respecta al nombramiento de 
mujeres como jerarcas en ministerios, desde 
2006 ha oscilado, como se muestra en la Figura 
5.3 entre el 30% y el 50% (según se plantea en 
el III Estado de los Derechos de las Mujeres, 
INAMU, 2019).

La participación política de las mujeres, 
además de ser un derecho humano fundamen-
tal, contribuye al fortalecimiento democrático, 
por lo que mejorar y ampliar los mecanismos 
que garanticen los derechos políticos de las mis-
mas beneficia a la sociedad como conjunto.  Sin 
embargo, para alcanzar una participación real se 
necesita de una transformación cultural, desde 
la cual es imperativo construir espacios libres de 
cualquier forma de discriminación, así como una 
sociedad que comparta las responsabilidades 
domésticas y de cuido de forma equitativa entre 
hombres y mujeres (INAMU, 2019, p. 121). 

Al respecto, la Tercera Encuesta Nacio-
nal de Percepción de los Derechos Humanos 
de las Mujeres (ENPEDEMU, 2017), permi-
te un acercamiento al imaginario social y a la 
percepción que se tiene a nivel nacional sobre 
los derechos políticos de las mujeres.  Sin em-
bargo, a partir de los resultados de dicha en-
cuesta se generan las siguientes interrogantes: 

¿existe en el país igualdad de oportunidades 
para que las mujeres participen en la política? 
¿Cuáles son los principales obstáculos para su 
participación efectiva?

Al respecto, en el III Estado de los De-
rechos de las Mujeres (INAMU, 2019), en el 
que se mide cómo se perciben los derechos de 
las mujeres en Costa Rica, se plantea entre sus 
hallazgos que las mujeres enfrentan una serie de 
obstáculos para el ejercicio político en igualdad; 
por ejemplo, la existencia de una cultura ma-
chista que discrimina o excluye a las mujeres de 
la política (INAMU, 2019), como se aprecia en 
la Tabla 5.1 

Este análisis del estado de los derechos 
políticos de las mujeres en Costa Rica da cuen-
ta que su lucha histórica por el reconocimiento 
pleno de su ciudadanía ha generado transfor-
maciones importantes a favor de una represen-
tación paritaria en la política.  

Sin embargo, las transformaciones más 
profundas, las que atraviesan la cultura, la es-
tructura económica, el juego político y la dis-
tribución del poder siguen siendo una deuda 
histórica con las mujeres, y para alcanzarlas se 
requiere de un compromiso por parte de la so-
ciedad en conjunto.

Tabla 5.1 Obstáculos para que las mujeres puedan ocupar puestos en la función pública

Obstáculos Mujeres Hombres

Existe una cultura machista que discrimina o excluye a las mujeres de la 
política.

70,0% 68,4%

Existen prejuicios machistas para que la mujer participe en política en 
igualdad de condiciones que los hombres.

63,5% 56,2%

El acoso político es un obstáculo para la participación política de las 
mujeres.

77,9% 71,1%

El acoso político es un obstáculo para la participación política de las 
mujeres.

70,9% 66,8%

Fuente: III Estado de los Derechos de las Mujeres.
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5.6 Violencia política contra las mujeres 
en Costa Rica 

En el caso costarricense, la violencia con-
tra las mujeres en la política aparece tipifica-
da en la Ley para prevenir, atender, sancionar y 
erradicar la violencia contra las mujeres en política 
(Asamblea Legislativa, 27 de julio, 2021) que 
se encuentra en curso.  En este documento se 
describe como: 

Toda conducta, sea por acción o por omi-
sión, dirigida contra una o varias mujeres 
que aspiren o estén en ejercicio de un car-
go o una función pública, que esté basada 
en razones de género o en la identidad 
de género, ejercida de forma directa, o a 
través de terceras personas o por medios 
virtuales, que cause daño o sufrimiento y 
que tenga como objeto o como resultado 
menoscabar o anular el reconocimiento, 
goce o ejercicio de sus derechos políti-
cos, en uno o en varios de los siguientes 
supuestos: 
1) obstaculizar total o parcialmente el 
ejercicio del cargo, puesto o funciones 
públicas; 
2) forzar a la renuncia de la precandida-
tura, candidatura o cargo político o a lo 
interno de una organización social; 
3) afectar el derecho a la vida, la integri-
dad personal y los derechos patrimoniales 
para impedir el libre ejercicio de los dere-
chos políticos; 
4) perjudicar la reputación, el prestigio y 
la imagen pública para impedir el libre 
ejercicio de los derechos políticos (Asam-
blea Legislativa, 27 de julio, 2021, p. 2).
En el documento también se consigna 

que: “la violencia contra las mujeres en la políti-
ca incluye, entre otras, el acoso u hostigamiento, 
la violencia física, psicológica, emocional, sexual, 
patrimonial y simbólica” (Asamblea Legislativa, 
27 de julio, 2021, p. 3).

En esta tipificación de violencia, aunque 
se reconoce la violencia simbólica y se expresa 
el papel de los medios virtuales, no aparece de 
manera directa una tipificación de la violencia 
online.  Sin embargo, se permite entenderla en 
el marco de la violencia simbólica y en la vir-
tualidad: la Violencia Online contra las Mujeres 
(VOcM) y la violencia offline no son experien-
cias que ocurren en campos separados de la rea-
lidad social (Lewis et al., 2017, p. 1465), ambas 
expresiones de violencia parten de la discrimi-
nación de las mujeres por su condición de gé-
nero.  Otra razón que permite la interconexión 
es que, la violencia online tiende a iniciar con 
insultos para terminar en amenazas a la inte-
gridad de las mujeres, llevando la agresión del 
espacio virtual al presencial. 

Precisamente la violencia contra las muje-
res en política ocurre porque “se trata de mujeres 
que están en política” (Kuperberg, 2018, p. 686).  
Esta frase nos permite entender que la violen-
cia política contra las mujeres parte de dos ideas 
centrales: la política/lo público no son espacios 
de expresión de las mujeres, y el ser mujer lleva 
asociado un ejercicio de violencia específico que 
no se limita a la política, sino a todos los ámbi-
tos en los que las mujeres formen parte activa.  
Así, la violencia política contra las mujeres no 
está relacionada únicamente con su condición 
de género.  También se expresa por condicio-
nes de discapacidad, orientación sexual, raza y 
etnicidad, religión, nacionalidad, idioma, edad y 
geografía (Kuperberg, 2018, p. 688).

El auge y la presencia de las mujeres como 
actoras políticas en los espacios online se consti-
tuye como una visibilización de doble vía, tanto 
de las demandas de las mujeres por sus derechos 
como de las violencias online y offline (Barker y 
Juarasz, 2019) que experimentan las mujeres de 
edades diversas.  Internet, y de manera especial 
las redes sociales digitales, se han constituido en 
los últimos años en espacios de luchas en los 
que se amplifican las voces de las mujeres, pues 
pueden denunciar a través de estas los distintos 
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tipos de violencia en el ámbito individual, local 
y global.

En tanto problemática social, la Violen-
cia Online contra las Mujeres da cuenta de las 
actitudes públicas hacia las mujeres, de manera 
especial las formas de discriminación (Baker y 
Juarasz, 2019, p. 102), deslegitimación e invi-
sibilización que sus discursos generan en las 
distintas plataformas digitales.  Además, forma 
parte activa de los sistemas sociotecnológicos, 
desde su diseño, su infraestructura, la construc-
ción de códigos y algoritmos, la vigilancia y la 
extracción de datos; hasta las formas de violen-
cia privada que consiste en la distribución no 
consensuada de imágenes íntimas, el acoso, el 
bullying y el trolleo.  Esta violencia tecnológica 
se articula con violencias históricas y contem-
poráneas, y debe ser leída en clave de colonia-
lismo, desarrollo y capitalismo; así como de ra-
cismo, misoginia y LGTBIQ+ fobia (Shokooh 
Valle, 2020, p. 2). 

Con respecto a las amenazas basadas en 
género online, estas incluyen el acoso y el cibe-
racoso, los ataques sobre la sexualidad, la divul-
gación de información personal, las amenazas 
basadas en moralidad o en religión, la mani-
pulación de imágenes, la distribución no con-
sensuada de imágenes íntimas o videos sexuales 
que se usan como forma de chantaje y pueden 
resultar en trauma para las víctimas (Associa-
tion for Progressive Communications, 2017, 
p.4; Shokooh Valle, 2020, p. 3).

Entre las expresiones de VOcM se en-
cuentran: el trolleo (trolling), los discursos de 
odio, la porno venganza, el acoso, y el sexting 
(Lumsden y Morgan, 2017, p. 1) entre otros.  
En cuanto al trolleo como expresión de violen-
cia, este se caracteriza por: 

amenazas de violación, amenazas contra 
la integridad física de las activistas que 
funcionan como estrategias de silencia-
miento que tienen como finalidad coartar 
la participación individual en los espacios 

públicos online; o disuadir a las activistas 
de participar en debates públicos futuros 
(Lumsden y Morgan, 2017, p. 2).
Precisamente, el trolleo basado en géne-

ro tiene una motivación más virulenta, agresi-
va y amenazante, que toma sus causas en serio, 
y es capaz de activar a otros actores mediante 
sus discursos (Lumsden y Morgan, 2017, p. 2).  
Estas amenazas contra la integridad física y las 
amenazas de violación son formas prominentes 
del trolleo basado en género, con lo cual estos 
sujetos interactuantes reproducen la cultura de 
la violación en los espacios digitales (p. 3).  Este 
tipo de troleo debe ser visto como un medio 
para el silenciamiento de las mujeres y sujetos 
feminizados en el espacio público digital (p. 3). 

5.7 Resultados
En el proceso de recolección de la infor-

mación y en el contacto con diputadas, funcio-
narias del poder ejecutivo y de municipalidades, 
se hizo un esfuerzo por alcanzar representati-
vidad geográfica, etaria e ideológica.  En este 
sentido, se contactó a cada una de las diputadas 
del periodo 2018-2022.  El nivel de respuesta 
fue variado (Figura 5.4). 

En cuanto a representatividad por pro-
vincia, en el caso de las diputaciones se contó 
con participantes de Alajuela, Cartago, Heredia, 
Guanacaste y San José.  Además, participaron 
cinco funcionarias quienes fueron parte del go-
bierno en los periodos 2014-2018 y 2018-2022 
(ver Figura 5.5).

En la Tabla 5.2 se observa la relación de 
entrevistadas según los ámbitos de acción: na-
cional para funcionarias de gobierno y provin-
cial para las diputadas.

5.7.1 Identidades y experiencias de las mu-
jeres en política 

Para efectos de esta investigación, una 
pregunta importante es conocer cuáles son las 
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Fuente: Elaboración propia.
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Figura 5.4 Cantidad de mujeres según partido político

Fuente: Elaboración propia.
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Tabla 5.2 Descripción de entrevistadas, según partido político, provincia y puesto político*

Partido político Provincia Puesto político

PIN Cartago Diputada (2018-2022)

PLN Alajuela Diputada (2018-2022)

PLN Guanacaste Diputada (2018-2022)

PUDC Nacional Candidata presidencial (2022)

PUSC Heredia Diputada (2018-2022)

PDLTR San José Candidata a Vicepresidencia, elecciones 2022

PV San José Concejala Municipalidad de Montes de Oca (2020-2024)

FA San José Candidata a Diputada, 2022

FA San José Diputada (2014-2018)
Ministra de la Condición de la Mujer (2018-2021)

FA San José San José

PAC Cartago Diputada (2018-2022)

PAC Alajuela Directora, Oficina de Control de Propaganda (2018-2022)

PAC San José Diputada (2010-2014)
Viceministra de Gobernación (2014-2018)

PAC San José Diputada # 1(2018-2022)

PAC Nacional Segunda Vicepresidencia de la República (2014-2018)

PAC Nacional Viceministra de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano (2014-
2018)

PAC San José Diputada # 2  (2018-2022)

Fuente: Elaboración propia.

 En esta investigación, al igual que en otras desarrolladas por la autora, en las que se presentan las narrativas de 
la violencia desde la perspectiva de las mujeres, se tomó la decisión de presentar los puestos y cargos políticos que han 
ocupado las entrevistadas en los últimos años, en lugar de sus nombres y apellidos.  Al resaltar las narraciones sobre expe-
riencias, la investigación busca identificar los tipos de violencia reconocidos por las mujeres en el ejercicio político, el papel 
de los medios de comunicación y las redes sociales en la reproducción de dicha violencia y finalmente en las estrategias de 
confrontación y superación de las mismas, en un marco de derechos humanos.

*
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motivaciones de las mujeres para participar 
activamente en la política partidaria, especial-
mente en sus inicios.  Un denominador común 
de las entrevistadas, independientemente de su 
edad, lugar de residencia y filiación partidaria es 
que la participación política ha sido una cons-
tante desde la infancia, señalando especialmen-
te la comunidad y la escuela como espacios que 
potencian la participación. 

Existe un vínculo con lo comunitario y lo 
regional que se evidencia en la construcción de 
identidad de las entrevistadas, específicamente 
en relación con su ejercicio político, ya sea re-
lacionado a la política partidaria o a su partici-
pación en movimientos sociales y comunitarios: 

Directora Oficina de Control de Propa-
ganda (2018-2022): Me describo como 
una mujer rural, que tuvo la oportunidad 
de viajar a la ciudad a realizar estudios que 
en mi pueblo no se podían. (...) Yo recuer-
do que en primero de la escuela ya estaba 
en un partido político de la escuela (...) 
Siempre participé en la política del co-
legio.  Me involucré activamente en gru-
pos ambientalistas en el colegio, como a 
mis 14 años, y en grupos culturales.  Eso 
me llevó a formar parte del Comité de la 
Persona Joven que era como un espacio 
de la municipalidad, en donde se ejecu-
tan pequeñas políticas, proyectos más que 
todo, para las personas jóvenes.  Y a mí 
me marcó mucho, más que todo la lucha 
contra el TLC, porque me involucré con 
los comités patrióticos.  Entonces, aunque 
yo estaba muy joven, tenía 14-15 años, si 
tuve una militancia de base muy fuerte en 
los Comités Patrióticos (comunicación 
personal, 2021).
Como se aprecia en la cita anterior, en la 

narrativa se hace una conexión directa entre lo 
público mediado con el acceso a la educación, 
como puerta de entrada a otros espacios de par-
ticipación política local y después nacional.  Es 
importante señalar que existen hitos históricos 

que marcan los procesos de formación política y 
concientización de las entrevistadas, y que per-
miten marcar una diferencia ideológica entre las 
mismas.  Uno de estos grandes hitos es el refe-
rendo para la aprobación del Tratado de Libre 
Comercio con Estados Unidos en 2007.  

De igual manera se resalta el papel de los 
movimientos ambientalistas y feministas en la 
formación política de algunas de las entrevista-
das.  El cooperativismo y la experiencia en los 
gobiernos locales representa otra de las fuentes 
de formación de las entrevistadas.  Especial-
mente aquellas que provienen de zonas rurales, 
fuera de la GAM. 

Las entrevistadas en su totalidad recono-
cen la importancia de los liderazgos comunita-
rios y escolares en el desarrollo de una concien-
cia política de la participación de las mujeres.  
Los espacios de intercambio y socialización a 
nivel local, a pesar de las desigualdades de géne-
ro, se inscriben como lugares de construcción de 
identidades políticas desde la infancia. 

Diputada PLN-Alajuela (2018-2022): 
De igual manera en la política partidaria 
o como militante de un partido político, 
hemos estado prácticamente toda la vida 
desde pequeña y ha sido un comporta-
miento de acompañamiento de demo-
cracia que desde el hogar me inculcaron 
y por esa razón siempre he participado en 
los procesos electorales.  Pero sí, puse mi 
nombre por primera vez en una papeleta 
hace ya cinco años aproximadamente, que 
fue cuando se hicieron las pasadas reno-
vaciones donde participé como la candi-
data a la presidencia provincial del movi-
miento de mujeres del Partido Liberación 
Nacional (PLN).  El partido tiene distin-
tos movimientos dentro de su estructura, 
entre ellos el movimiento de juventudes, 
de cooperativas, de trabajadores... y el de 
mujeres es uno de ellos, entonces en esa 
ocasión participé como candidata a la 
provincial de mujeres.  Quedé electa en 
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dicho movimiento y de ahí hasta la fecha 
(comunicación personal, 2021).
Las mujeres con experiencia partidaria, 

especialmente en los partidos Acción Ciuda-
dana (PAC) y Frente Amplio (FA), destacan el 
papel de su paso por la política universitaria en 
la construcción de sus identidades políticas.  En 
este caso, es importante señalar su vínculo con 
los movimientos sociales, especialmente el eco-
logista y el feminista.  Al igual que en el caso del 
Partido de los Trabajadores (PT), se identifica 
una relación entre formas partidarias y no parti-
darias de organización política como parte de la 
formación de las entrevistadas.  Y se destaca el 
espacio universitario como un territorio de con-
tradicción en el que las mujeres encuentran es-
pacios de visibilización, pero a la vez identifican 
las primeras expresiones de violencia política de 
las que pueden hablar directamente. 

Lo mismo sucede en los espacios locales 
de participación, particularmente aquellos vin-
culados a las Municipalidades.  Tres de las en-
trevistadas destacan (una de FA, una del PUSC, 
una del Partido Vamos) el papel de la repro-
ducción de estereotipos de género en la gestión 
política y cómo esto impacta en el rol de las 
mujeres, especialmente en dos niveles: el primer 
nivel, parte de un contexto histórico-cultural 
en el que se reproducen estereotipos de género, 
especialmente los que establecen una división 
entre lo político como sinónimo de lo público 
y espacio masculinizado; y el segundo nivel,  lo 
doméstico como sinónimo de lo privado y espa-
cio feminizado.  Al respecto, una de las entre-
vistadas señala los avances en la participación 
política de las mujeres:

Diputada, PLN-Alajuela (2018-2022): 
Ya progresivamente, se fueron abriendo 
estos espacios, se han ido consolidando 
muchísimos liderazgos femeninos y hoy 
podemos nombrar muchas lideresas que 
sin duda alguna han dejado huella en las 
diferentes áreas en las que se desenvuelven. 
Y a raíz de eso somos conscientes de que 

cada vez que una de nosotras vaya abrien-
do ese espacio, hay muchas otras más que 
pueden también soñarlo, e ir generando 
esa igualdad real en la provincia de Ala-
juela (comunicación personal, 2021).
Esa revisión histórica se hace con una 

perspectiva crítica, reconociendo los espacios de 
avance en la participación de las mujeres, pero 
también las limitaciones a las que se enfrentan: 

Diputada, PUSC (2018-2022):  Entré a 
la política porque necesitaba que alguien 
me tendiera la mano; y en aquel momen-
to me ofrecieron, apenas teniendo yo 22 
me ofrecieron afiliarme al partido Uni-
dad Social Cristiana.  Siempre estuve en 
los últimos lugares en la papeleta.  Nun-
ca tenía oportunidad de salir.  Como era 
antes: que la mujer era para que hiciera 
el ‘sanduichito’, para que atendiera y para 
que trabajara con la juventud, para que le 
censara, ojalá, todo el cantón o las comu-
nidades.  Pero nunca con oportunidad de 
nada.  Eso era una realidad (comunica-
ción personal, 2021). 
Una de las identidades que atraviesan las 

mujeres en política, en relación con su entorno, 
necesariamente hace referencia al peso de los 
mandatos de género relacionados con el cuido 
de los otros y otras, que pesan a la hora de tomar 
la decisión de hacer, o no, carrera política. 

La maternidad, el cuido de la niñez, las 
personas adultas mayores y las personas con dis-
capacidad han sido asignadas tradicionalmente 
a las mujeres, además de ser concebidas como 
acciones que ocurren en el espacio domésti-
co-privado, en contraposición con el espacio 
político-público. 

Candidata a la Presidencia por PUDC 
(2022): O sea, yo estoy aquí porque gra-
cias a Dios, he ido solventando mis nece-
sidades.  Pude criar a mis dos hijas, sola. Y 
aquí estoy.  Pues aquí estoy dándole gra-
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cias a Dios, porque (...) si hubiera tenido 
esposo, no estuviera aquí.
Si yo tuviera esposo en este momento, 
téngalo por seguro que el papá de mis 
hijos me hubiera dejado estar aquí.  ¿Por 
qué? ¿Por qué va aquí? ¿Por qué va allá? 
¿A qué hora viene? ¿Por qué anda en eso? 
¿Por qué hizo lo otro? (Comunicación 
personal,2021).
En lo que respecta a la participación polí-

tica, especialmente la vinculada con la afiliación 
a partidos políticos (aunque no se limita a esta), 
11 de las entrevistadas reconocen el papel de las 
universidades públicas y la política estudiantil 
en la reproducción de estereotipos de género, a 
la vez que son espacios de construcción de iden-
tidades políticas, a nivel ideológico, pero tam-
bién de género.  Esta tensión entre violencia y 
participación es narrada especialmente por las 
entrevistadas que se autoreconocen como pro-
gresistas o de izquierda.  Esta experiencia es 
compartida por quienes han tenido en las mu-
nicipalidades un espacio de participación políti-
co-partidaria institucionalizada (tres de las en-
trevistadas), especialmente aquellos vinculados 
con la reproducción de estereotipos de género 
asociados con el cuido; y la percepción de que 
los espacios político-públicos no pertenecen 
“por naturaleza” a las mujeres. 

Aunque las entrevistadas expresan abier-
tamente que ha habido avances en la partici-
pación de las mujeres en los partidos políticos, 
es posible identificar, a partir del análisis de las 
entrevistas, un tipo de violencia política basada 
en género que incluye el cuestionamiento de la 
presencia de las mujeres en espacios políticos 
basada en sus habilidades para la gestión, la di-
rección de procesos y la pertinencia para ocupar 
puestos de liderazgos. 

También se utiliza la crítica a aquellos 
comportamientos que no son percibidos como 
“femeninos”, y que intentan establecer una dis-
tinción entre las mujeres que participan en la 

política reproduciendo los roles de cuido (al ha-
cerse cargo de la organización de los espacios 
y logística) y aquellas que juegan un papel de 
liderazgo (con opiniones claras, argumentadas 
y confrontativas).  A partir de los testimonios 
de las entrevistadas, se puede inferir que existe 
un modelo de mujer política potenciado por los 
partidos, y que va más enfocado a la reproduc-
ción de roles de género tradicionales. 

De allí que la participación de las muje-
res en el espacio público requiere del reconoci-
miento social y del auto reconocimiento de sus 
derechos políticos, entendidos como aquellos 
derechos humanos que hacen referencia a la li-
bertad de pensamiento y de expresión, a votar 
y ser electa en puestos de elección popular, a 
ocupar cargos en la función pública, a participar 
en las decisiones para el desarrollo nacional y 
comunitario, y a la organización para la defensa 
de diversos intereses (INAMU, 2007b).  Es así 
como la paridad es uno de los principios básicos 
para garantizar una participación política igua-
litaria.  A continuación, se desarrolla con más 
amplitud este concepto y su alcance. 

Al respecto, las experiencias de las entre-
vistadas reportan la paridad como un obstáculo 
en su experiencia en el ejercicio político, aunque 
no necesariamente existe una conciencia de la 
naturaleza estructural de la violencia contra las 
mujeres.  Por ejemplo, las entrevistas vinculadas 
a los partidos PAC y el FA tienden a mostrar 
una postura crítica, la cual comprende que la 
violencia política forma parte de un continuo 
de la violencia contra las mujeres.  Lo anterior, 
las lleva a visibilizar los retos en política al inte-
rior de sus partidos, al igual que la violencia en 
espacios públicos de toma de decisión. 

Aunque el objeto de este estudio es la vio-
lencia contra las mujeres en redes sociales digi-
tales, una de las preguntas iniciales hace refe-
rencia a si han experimentado violencia política.  
Los niveles de esta experiencia varían según 
las entrevistadas, pero existe una constante que 
muestra que al interior de los partidos las mu-
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jeres se enfrentan cotidianamente a una cultura 
machista.  Además, la violencia es una constante 
en la vida de las mujeres y forma parte de su 
experiencia de participación política. 

Candidata a Diputada, FA (2022): ¿Vio-
lencia política? Sí, sí he vivido.  Tal vez 
el periodo más fuerte fue este periodo en 
que fui representante estudiantil.  Fue un 
fue un año muy, muy duro en ese senti-
do.  Emocionalmente es muy difícil de 
sobrellevar más, como le digo, cuando la 
violencia viene de quienes supuestamente 
son el núcleo de apoyo, los mismos copar-
tidarios.  Es de los compañeros jóvenes de 
los que más he recibido, personalmente, 
violencia política.  Esa ha sido mi expe-
riencia, principalmente cuando efectiva-
mente empiezo a tener un rol más visible 
(comunicación personal, 2021). 
La violencia política no es una experien-

cia ajena a la experiencia cotidiana de las muje-
res, especialmente para aquellas que tienen una 
trayectoria de participación que antecede su 
vínculo partidario: 

Diputada, PLN-Guanacaste (2018-
2022): Se da mucha violencia política, 
inclusive en el congreso.  En todos los 
puestos políticos donde las mujeres parti-
cipan, siempre hay violencia política: y en 
el congreso, aunque usted no lo crea, se da 
mucho.  Nos descalifican, a veces porque 
creemos en algo o hablamos algo que nos 
parece que no está bien.  Ha existido en 
el Congreso pleitos entre un diputado y 
una mujer, por lo que sea, por lo que sea.  
Y se han dicho cosas muy fuertes.  Por eso 
estamos tratando en la Comisión de Mu-
jeres de afinar el Proyecto de Violencia 
Política lo más que se pueda.
La totalidad de las entrevistadas mani-

fiesta haber sido testigo de expresiones y actos 
de violencia política contra otra mujer, ya sea de 
su partido o de otro.  Sin embargo, la respuesta 

es distinta ante la pregunta de si habían experi-
mentado violencia política.  Tres de las entrevis-
tadas expresaron directamente no haber sufrido 
este tipo de violencia, aunque manifestaron que 
desarrollan estrategias para evitarla, por ejem-
plo, tener “bajo perfil” o “no crear anticuerpos”.  
Esto se traduce en exponerse poco en los espa-
cios de discusión como las redes sociales.  Este 
silenciamiento tiene una función política, y se 
puede ver como una estrategia para poder tra-
bajar sin intervención de las opiniones de otros.  

Este abordaje da cuenta de un tipo de 
agencia que reconoce, de alguna manera, que el 
espacio político es violento contra las mujeres y 
que la mejor forma de avanzar con las agendas 
específicas es no confrontar los poderes políticos. 

5.7.2 Los medios de comunicación y la re-
producción de estereotipos de género  

En este apartado se recogen las opiniones 
de las entrevistadas, a partir de sus experiencias, 
en torno a la representación que hacen los me-
dios de comunicación de las mujeres que ejercen 
puestos políticos.  Las entrevistas identificaron 
la diversidad de posturas ante los medios de co-
municación, mostrando que, además de sesgos 
de género, también se aprecian diferencias ideo-
lógicas: el partido político, las posturas ideo-
lógicas, la edad, el nivel de instrucción.  Estos 
son elementos que, a la par del género, marcan 
el tipo de cobertura y la representación de las 
mujeres en política.  Este hallazgo coincide con 
estudios que afirman que si bien existe desigual-
dad en la representación mediática de hombres 
y mujeres en política, esta no se basa únicamen-
te en el género.  

Es importante señalar que las entrevis-
tadas reconocen la existencia de diferencias 
de género en la cobertura de eventos noticio-
sos.  A partir del análisis de las entrevistas se 
puede afirmar que existen distintos niveles de 
criticidad ante la cobertura mediática, no obs-
tante, existen elementos comunes, como lo es 
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el reconocimiento de que hay medios de comu-
nicación y periodistas que reconocen el trabajo 
de las mujeres en la política y que tienen un en-
foque de género al describir el trabajo de estas. 

Sin embargo, las entrevistadas admiten 
que existen formas de violencia mediática basa-
das en género, una primer forma de violencia es 
presentar a las mujeres en su relación con hom-
bres que han ejercido en política, especialmente 
política partidaria.  En este sentido, se invisibi-
liza el papel que juegan las mujeres en el soste-
nimiento de las estructuras partidarias y se les 
presenta como “herederas” ya sea por ser hijas o 
viudas de líderes políticos (Presidenta del INA-
MU, 2018-2021, comunicación personal, 2021).

Una segunda forma de violencia es pri-
vilegiar las voces de los hombres sobre las de 
las mujeres en calidad de personas expertas.  En 
este caso existe un cruce entre género y edad. 
Los medios tienden a buscar la opinión de estas 
figuras masculinas, aun en los casos en los que 
los proyectos o acciones políticas concretas -sea 
en el ámbito legislativo o gubernamental- son 
liderados por mujeres (comunicación personal, 
Jefa de Fracción del PLN, 2021). 

Una tercera forma de violencia mediática 
identificada por las entrevistadas, y que afecta 
directamente su representación, es que existe un 
sesgo a la hora de presentar los logros políticos 
de hombres y mujeres.  En el caso de la Asam-
blea Legislativa, se expresa un sesgo en el mo-
mento de reconocer los logros:  

Diputada PAC-Cartago (2018-2022): 
Hoy en día he notado diferentes pará-
metros para evaluar los mismos logros. 
Por ejemplo, Carolina Hidalgo tuvo una 
presidencia sumamente productiva en 
términos de producción, de aprobación 
de leyes sustanciales.  Además, entonces, 
la próxima cuando Carolina presidenta la 
asamblea tiene este logro, se le acreditó a 
los jefes de fracción hombres. (Comuni-
cación personal, 2021)

Así, la cobertura mediática varía cuando 
el presidente de la Asamblea es un hombre, y 
las Jefaturas de fracción están ocupadas por mu-
jeres.  En ese caso, la capacidad de liderazgo y 
gestión se asigna al hombre. 

Una cuarta forma de violencia identifica-
da es la reproducción de estereotipos de género 
basados en la demanda de que las mujeres res-
pondan a los patrones de belleza asignados a su 
género.  Un ejemplo evidenciado en los medios 
de comunicación es el espacio que estos dedi-
can a discutir el vestuario o calzado que usan 
las mujeres, cuando estos no cumplen con los 
mandatos de feminidad asignados a las muje-
res, utilizando el “protocolo” como un indicador.  
Pero, cuando se rompe dicho protocolo para re-
presentar una determinada imagen de femini-
dad, esto es obliterado: 

Diputada PAC-Cartago (2018-2022):  
Los medios tienen diferentes abordajes, 
pero por ejemplo pongo este caso muy 
puntual: (una diputada)2 viene en tenis a 
la Asamblea Legislativa, y (un diputado) 
tiene meses de ir en tenis a la Asamblea. 
Pero (la diputada) es noticia por eso.  Los 
medios van mucho al cuerpo.  Un día hi-
cieron una nota porque (una diputada) 
andaba con zapatos bajos de vestir. 
Lo anterior denota que otro tipo de eva-

luación del cuerpo de las mujeres es realzar su 
belleza por sobre sus cualidades y el tipo de tra-
bajo que realizan en la Asamblea Legislativa o 
en el Gobierno.

Otro aspecto en el nivel de las discusio-
nes políticas se relaciona con la distinción ba-
sada en género, que representa un sesgo en la 
cobertura mediática.  Las diferencias políticas 
e ideológicas entre mujeres tienden a ser repre-

2 Aunque en la entrevista se mencionan los nombres, la 
autora de este capítulo toma la decisión de anonimizarlo 
respetando la identidad de las personas y con la finalidad 
de no exponerlas nuevamente.
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sentadas como una discusión personalizada y no 
fundamentada en temas políticos.  Se busca, así, 
que las mujeres expresen opiniones negativas 
sobre otras, sobre su personalidad, no basadas 
en proyectos políticos.  Como expresa una de las 
entrevistadas: “a los medios les interesa que las 
discusiones políticas entre mujeres aparezcan 
como ‘pleitos de viejas’; reproduciendo estereo-
tipos de género en los que las mujeres son repre-
sentadas como emocionales, y no como sujetos 
capaces de hacer alianzas políticas estratégicas”.

Ante estas formas de reproducción de es-
tereotipos, las entrevistadas señalan una serie de 
estrategias para abrir espacios de diálogo con los 
medios de comunicación, que contribuyan a la 
modificación de prácticas discriminatorias ba-
sadas en la desigualdad de género:
1. Mostrar accesibilidad y apertura para hablar 

con los medios de comunicación.
2. Tener una actitud proactiva, ofreciendo a los 

medios información acerca de la labor que 
realizan cotidianamente mediante envío de 
informes de labores, notas de prensa, videos 
explicativos, entre otros.

3. Elaboración de contenidos propios que pue-
dan ser distribuidos en plataformas digitales, 
además de ser enviados a los medios de co-
municación. 

4. Hacer seguimiento a los medios de comuni-
cación para identificar las agendas de interés 
de los mismos, con el fin de identificar es-
tratégicamente aquellos medios a los que se 
pueden acercar.

5. Confrontar directa y personalmente al me-
dio de comunicación por parte de las perso-
nas encargadas de comunicación.

6. Abrir canales alternativos de comunica-
ción, como el uso de las redes sociales di-
gitales, Whatsapp, llamadas telefónicas y 
correo electrónico. 

Con respecto a estas estrategias, no todas 
las entrevistadas las desarrollan de igual mane-

ra.  Es importante señalar que las dos prime-
ras estrategias son más de tipo informativo y se 
concentran en una mirada tradicional del papel 
que juegan los medios de comunicación en la 
construcción de opinión pública.  Las cuatro 
restantes dan cuenta de una mirada estratégi-
ca de la comunicación política, que entiende la 
importancia de considerar a los medios como 
actores comunicativos y sociales, a los cuales hay 
que acercarse estratégicamente.  La compren-
sión de los medios como un actor social permite 
realizar un salto cualitativo de la información a 
la incidencia política; además de contribuir en 
la construcción de plataformas comunicativas 
que trasciendan a los medios de comunicación, 
como pueden ser las redes sociales digitales. 

5.7.3 Redes Sociales Digitales como espa-
cios de construcción de perfiles políticos 

A partir del análisis de los perfiles de las 
entrevistadas se determinó que el uso de las 
redes sociales digitales varía.  El denominador 
común es Facebook, seguido en menor medi-
da por Twitter e Instagram.  Además, la crea-
ción de perfiles políticos permite diferenciar los 
usos públicos y privados de la comunicación en 
espacios digitales. 

Con respecto a la vinculación de las en-
trevistadas con las redes sociales digitales, es 
importante señalar que existe una postura críti-
ca hacia las mismas, y se expresa en la totalidad 
de las entrevistas.  Las entrevistadas plantean de 
manera clara la necesidad de tener una relación 
crítica con las plataformas digitales en general.  
Asimismo, existe un discurso de seguridad digi-
tal expresado a través de las medidas que toman 
las mujeres o sus equipos de comunicación, por 
ejemplo, la diferenciación entre perfiles perso-
nales y perfiles públicos. 

Esta separación es consciente y tiene 
como fin la separación de la vida privada y pú-
blica en los entornos digitales; sin embargo, el 
proceso mediante el cual las entrevistadas llegan 



III INFORME DEL ESTADO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN COSTA RICA190

a la decisión de separar sus perfiles, según su fi-
nalidad, es variable.  

En las entrevistas realizadas se pudo 
constatar que la edad es un indicador diferen-
ciador de la experiencia: cuatro de las entrevis-
tadas más jóvenes plantean que, en al menos 
una ocasión, se usaron fotografías de sus perfiles 
privados como forma de desacreditar su po-
tencial labor política, especialmente cuando se 
usan imágenes exponiendo a las mujeres en es-
pacios no formales y de entretenimiento.  Esto 
se expresa de manera diferenciada con las en-
trevistadas mayores de 40 años, quienes hacen 
referencia al uso de información relativa a su 
vida familiar como elemento que incide en su 
ejercicio político.

Si bien es cierto que el uso de la vida pri-
vada de las mujeres para valorar su ejercicio po-
lítico no se limita a las redes sociales digitales, es 
importante señalar que las mismas permiten un 
acceso acelerado a la información sobre la vida 
de las mujeres, la cual es susceptible de ser utili-
zada públicamente.  Como se explicó anterior-
mente, la edad de las mujeres se emplea como 
un indicador del tipo de contenido a utilizar.

Estas situaciones llevan a las entrevistadas 
a tener un uso controlado de las redes sociales 
digitales, estableciendo parámetros de segu-
ridad como: crear perfiles personales privados 
con niveles de participación para otras perso-
nas interactuantes, haciendo uso de las etiquetas 
de familiares, amigos y conocidos a la hora de 
publicar contenidos; crear perfiles públicos en 
los cuales se expresan sus opiniones políticas y 
partidarias.  Dichos perfiles son atendidos di-
rectamente por ellas o por equipos de comuni-
cación, dependiendo de la función política que 
están desempeñando.  Se destaca, además, la 
necesidad de diferenciar entre los perfiles per-
sonales que representan la identidad individual 
de cada persona y sus entornos cotidianos, y 
aquellos perfiles públicos que se vinculan con el 
ejercicio partidario. 

Además, existe una necesidad por parte 
de las entrevistadas de establecer acciones que 
permitan controlar la narrativa sobre las muje-
res en política, debido a que tanto los medios de 
comunicación como algunas personas interac-
tuantes en las redes sociales digitales, tienden 
a reproducir prejuicios de género en torno a las 
habilidades políticas de las mujeres, a sus tra-
yectorias y a sus méritos.  En todos los casos, 
las entrevistadas decidieron abrir nuevas cuen-
tas en Facebook desde el momento en el que 
inició la campaña (para el caso de las diputadas 
y las participantes como candidatas a diputacio-
nes en las campañas 2014 y 2018), o en el caso 
en el que comenzó su ejercicio en ministerios u 
otras instancias. 

A partir del análisis de los perfiles de 
uso y las entrevistas, se pudieron establecer al-
gunos criterios cualitativos que contribuyeron 
a la construcción de perfiles de uso político 
de las redes sociales.  Estos criterios incluyen: 
edad, conocimiento y uso previo de las redes 
sociales digitales. 

En la Tabla 5.3 se presenta el perfil de los 
usos de redes sociales, el cual varía según la en-
trevistada, respondiendo a factores como: fami-
liarización previa con el uso de redes sociales; 
tiempo individual con el que se cuenta para el 
manejo de redes, si se cuenta o no con un equi-
po de gestión de la comunicación, ya sea volun-
tario o financiado.  En este sentido, se encuentra 
una diferencia en los niveles de usos vinculada 
a la edad (brecha digital etaria), pero también 
está mediado por los recursos económicos, del 
partido o personales.  También, se presenta una 
marcada diferencia entre los recursos que ma-
nejan los partidos que cuentan con estructura a 
nivel nacional y que se podrían denominar tra-
dicionales (PLN, PUSC, PAC) y los partidos 
emergentes (FA, PDLT, PV). 

El análisis de las entrevistas, en diálogo 
con la teoría, permitió identificar una serie de 
criterios para el uso político de las redes sociales.  
Todas las participantes reconocen la importan-
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Fuente: Elaboración propia.

Tabla 5.3 Perfiles de uso de las redes sociales digitales

Perfiles Redes 
utilizadas

Frecuencia de 
uso

Comunicación

Uso básico Facebook Publicaciones 
esporádicas (1 
vez por sema-
na)

Se usan imágenes genéricas que no tienen relación 
directa con el texto.
El texto de las publicaciones no ofrece contexto de 
fecha o lugar al que se hace referencia en la imagen.
Se usa un lenguaje neutro que no hay interpelación 
con la audiencia.

Uso moderado Facebook
Instagram 

Publicaciones 
frecuentes 
(2-4 veces por 
semana)

Tiene presente el contexto en el que se realiza el 
post.
No se tiene claras las intenciones de la persona.
No hay interpelación directa con la audiencia.

Uso intensivo Facebook
Instagram
Twitter

Uso frecuente 
de las redes

Conoce el contexto en el que se realiza el post.
Uso eficaz de las imágenes.
Conoce claramente las intenciones de las personas.
Interpela directamente a las audiencias.

Fuente: Elaboración propia.

Ninguna

Usuarias de TW

Usuarias de IG

Usuarias de FB
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Figura 5.6 Cantidad de mujeres que hacen uso político de redes sociales (2021)
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cia de estas en el desarrollo de los procesos de 
comunicación con diferentes públicos y como 
una alternativa al silenciamiento mediático.  Del 
total de las entrevistadas, solo una manifestó no 
tener redes sociales, el resto indicó usar Face-
book (17), Instagram (11), la cual es la segunda 
red más utilizada y Twitter (7).  Esta última es 
la red menos utilizada, aunque se reconoce su 
importancia en el debate político y ciudadano 
(Figura 5.6). 

De igual manera, 13 de las 18 entrevista-
das cuentan con perfiles personales, los cuales 
fueron abiertos antes de comenzar a hacer uso 
político de las redes.  Estos perfiles son diferen-
ciados de las cuentas oficiales utilizadas ya sea 
para desarrollar campañas políticas en tiempo 
de elecciones o en su calidad de funcionarias 
públicas.  Dos de las entrevistadas expresaron 
usar sus cuentas personales en tiempos de cam-
paña, debido a no contar con los recursos para 
hacer esa separación. 

Con respecto a los usos de cada red social, 
se encontraron algunas diferencias, por ejemplo, 
Facebook, considerada la red con mayor alcance 
a nivel nacional con 3.3 millones de personas 
usuarias (Ilifibetl, 2021), se emplea para acceder 
a una audiencia diversa y más amplia y la co-
municación que se produce tiende a ser formal.  
Por su parte, Instagram, la segunda red con ma-
yor alcance a nivel nacional con 1.5 millones de 
personas usuarias (Ilifibetl, 2021), es utilizada 
para subir contenidos “más personales” relacio-
nados con el trabajo y la vida cotidiana, y tiene 
función de ofrecer una perspectiva más cercana 
a las audiencias.  

En el caso de Twitter (470 mil personas 
usuarias), se emplea con fines informativos y 
también como un espacio para debatir ideas y 
posturas; sin embargo, las entrevistadas plan-
tean que esta es la red más “agotadora” y la más 
violenta, y por tanto, la menos usada de las tres, 
principalmente, por aquellas personas que tie-
nen que gestionar sus propias redes y no cuen-

tan con un equipo especializado para desarrollar 
estas funciones. 

Durante el desarrollo de la investigación, 
se pudo identificar una serie de criterios para 
el uso político de las redes sociales (Tabla 5.4).  
El primero se relaciona con la necesidad de ge-
nerar un perfil político digital distinto de los 
perfiles personales; esto tiene como finalidad 
proteger la imagen de las mujeres y establecer 
una diferenciación entre vida pública y privada.  
En este sentido, tres de las entrevistadas expre-
saron que en tiempos de campaña se utilizaron 
imágenes publicadas en sus redes sociales con 
la intención de desacreditar sus capacidades 
en ejercicio político.  El segundo, tiene que ver 
con los objetivos de la comunicación, los cuales 
forman parte de los criterios para el uso políti-
co de las redes, la totalidad de las entrevistadas 
muestra claridad en torno a los objetivos, desta-
cando la rendición de cuenta como respuesta la 
invisibilización mediática.  Al respecto, las re-
des facilitan un acercamiento con las personas 
votantes, especialmente para las diputadas fuera 
de San José. 

El tercer criterio hace referencia al acce-
so a recursos especializados y financieros.  Si el 
manejo de las redes corre por cuenta de la figu-
ra política (en cualquiera de sus funciones) la 
tendencia es que haya un uso limitado de las 
redes, un mayor uso de Facebook, poco uso de 
imágenes y videos, y, publicaciones esporádicas. 
Es importante señalar que en el caso de contar 
con una persona o un equipo de comunicación, 
esto no implica la contratación de profesionales 
o especialistas en comunicación:

Diputada, PLN-Alajuela (2018-2022): 
En los mensajes privados es donde a veces 
se pasan de todo.  Uno dice: no puede ser 
que alguien en sus cinco sentidos llegue a 
estas cosas.  Pero de ahí en fuera tratamos 
de manejar todo con cautela, con mucha 
prudencia.  Y respirando un poco, porque 
sí a veces uno desea contestar muchas co-
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Tabla 5.4 Caracterización del uso de las redes sociales con fines políticos

Criterios de uso Descripción

Creación de perfil político Se establece una distinción entre los perfiles personales y las páginas 
para uso político. 

Objetivo de comunicación Transparencia, descripción de acciones y el trabajo que se realiza. 
Rendición de cuentas ante votantes: resultados de la gestión.
Acciones de incidencia política con actores clave. 
Sensibilización a la ciudadanía .
Contacto con personas vía redes sociales. 

Recurso humano y tecnológico Distinción entre las funciones de cada red social, y los beneficios políti-
cos de las mismas.
Definición de quién atiende las redes sociales.
Brechas en el acceso a infraestructura y brecha de usos de TIC de au-
diencias. 

Profesionalización en el mane-
jo de comunicación digital

Conocimientos sobre redes sociales, estrategias de seguridad para el uso 
de estas y producción y distribución de contenidos según características 
de las redes sociale.s

Fuente: Elaboración propia.

sas, pero sabe que no debe o no puede ha-
cerlo (comunicación personal, 2021).

El cuarto criterio hace referencia al hecho 
de que, cuando los equipos de comunicación 
cuentan con personal profesional, se aprecia 
no solo en las publicaciones, sino en la cons-
trucción de estrategias de comunicación como 
la producción de contenidos multiplataforma 
(que eventualmente son utilizados por los me-
dios de comunicación).  

Asimismo, por lo general estas personas 
o equipos son las encargadas de la gestión de 
las interacciones (respuestas a comentarios y 
mensajes privados) que se generan en las redes 
sociales; además, juegan un papel importante en 
la organización y en la distribución de los con-
tenidos, siendo relevante sus niveles de alfabe-
tización mediática y su relacionamiento previo 
con las redes sociales.

5.7.4 La violencia política contra las muje-
res en las Redes Sociales Digitales 

La violencia contra las mujeres en espa-
cios digitales forma parte de la cultura de la vio-
lencia contra esta población en el espacio pú-
blico.  Corresponde a un continuo de violencia 
en el que se entrelazan expresiones en espacios 
presenciales y digitales.  Se presenta de manera 
directa contra mujeres en el ejercicio político y 
articula la violencia de género con otras como el 
clasismo, el edadismo, el racismo, entre otros; y 
representa un ataque a la ideología y a las opi-
niones de las mujeres y sus cuerpos. 

Esta violencia se manifiesta a través de ac-
ciones “que suponen un ataque contra derechos 
como la intimidad, la dignidad, el honor o la 
propia imagen.  Además, este tipo de conductas 
puede ser un primer paso o complementar al-
gún tipo de violencia física” (OXFAM INTER-
MON, 2018); y se materializa mediante el uso 
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de comentarios ofensivos, humillantes o dis-
criminatorios; amenazas y coacciones; difusión 
de fotografías y vídeos privados; acceso ilícito a 
perfiles de redes sociales para manipularlos; y 
daños en equipos informáticos (OXFAM IN-
TERMON, 2018).

Como se expresó anteriormente, la vio-
lencia en los espacios digitales forma parte de 
una cultura de la violencia que no puede leer-
se fuera de los ámbitos presenciales.  Esto se 
aprecia en las respuestas de la totalidad de las 
entrevistadas, pues existe una relación entre los 
eventos que ocurren en el espacio público y que 
son discutidos en los espacios virtuales.  Por eso, 
es importante hablar de una interconexión entre 
las acciones políticas, la representación mediáti-
ca de las mismas y su discusión en redes sociales 
(Martínez, 2018).  También, se pudo constatar 
que uno de los tipos de violencia política en las 
redes sociales digitales que más experimentan 
las mujeres en el ejercicio político se relaciona 
con el uso de palabras, expresiones e imágenes 
ofensivas, especialmente vinculadas a su apa-
riencia física, orientación sexual y edad.

Otras formas de violencia identificadas en 
este estudio son: 
• Cuestionamiento de las capacidades y los co-

nocimientos en materia de política.  Se cues-
tiona las razones por las que llegó al puesto, 
al asociarlas con hombres (especialmente pa-
dres o esposos) pero, se oculta la trayectoria 
de las mismas en sus comunidades, organiza-
ciones comunitarias y movimientos sociales. 

• La alusión a la sexualidad de las mujeres para 
desacreditar su trabajo.  Esto incluye alusión 
a las identidades sexuales de las mujeres, es-
pecialmente aquellas que destacan en la de-
fensa de los derechos sexuales y reproducti-
vos, y de la salud sexual y reproductiva. 

• Mensajes de odio, especialmente a aquellas 
mujeres vinculadas a las luchas por los dere-
chos sexuales y reproductivos de las mujeres, 
que incluyen frases como: “que las esterilicen 

a todas”, “Ojalá su mamá la hubiera aborta-
do”.  Estos comentarios hacen referencia di-
recta al control sobre el cuerpo de las muje-
res, como formas de violencia explícita.  

• Envío de imágenes y videos donde aparecen 
genitales masculinos.  En este grupo se in-
cluyen las amenazas de violación explícitas o 
veladas.  Estos últimos representan amena-
zas a la integridad física de las mujeres. 

• Búsqueda en redes sociales de información 
personal de las mujeres en política con el fin 
de afectar su imagen pública. 

• Mensajes de odio que, de manera reiterativa 
y sin importar el tema de las publicaciones, 
se concentran en criticar al gobierno, pero 
que no tienen como finalidad evaluar o dis-
cutir la gestión política de las mujeres.  

• Reproducción de prejuicios en torno a cuá-
les deberían ser los temas prioritarios para el 
país, estableciendo una jerarquía de priori-
dades entre la reactivación económica y los 
derechos de las mujeres, viéndolos como de-
rechos de segunda clase (Diputada PAC-San 
José, conversación personal).  

Estas formas de violencia tienen impac-
to en la vida de las mujeres, en su participación 
política y en su salud física y mental.  En primer 
lugar, porque las redes sociales digitales son es-
pacios percibidos como inseguros para las muje-
res en el ejercicio político.  Y, en segundo lugar, 
porque la atención de las redes sociales digitales 
toma tiempo y requiere de una inmersión en el 
espacio digital que tiene impacto emocional en 
la vida de las personas.  

Además, es necesario señalar el aumen-
to de figuras que desde el anonimato (tro-
les) cumplen el rol de limitar la participación 
política de las mujeres mediante la coerción 
y autocensura (Diputada PAC-San José, 
conversación personal). 
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5.7.5 Estrategias ante la violencia en 
redes sociales contra mujeres en el 
ejercicio político 

En este apartado se expondrán las estra-
tegias que, de manera individual o colectiva, 
siguen las mujeres en el ejercicio político ante 
la violencia en redes sociales.  Como se ha se-
ñalado con anterioridad, la creación de perfiles 
públicos contribuye a una gestión de la comu-
nicación pública, a la vez que establece una se-
paración de imagen pública y privada; además, 
del uso limitado de las redes sociales como es-
trategia para establecer una separación entre los 
perfiles privados y públicos, que en ocasiones 
se traduce en dejar de usar o incluso cerrar los 
perfiles personales. 

También, se aprecia una fuerte distinción 
entre los espacios privado y público en el discur-
so y en las prácticas de las mujeres en política. 
Las redes sociales digitales son percibidas como 
un espacio de exposición en el cual las mujeres 
en general y las mujeres en el ejercicio político en 
particular, deben actuar con cautela, generando 
estrategias que les permita controlar las narrati-
vas de lo que se publica y se habla de ellas, de su 
ejercicio político y de sus posturas ideológicas. 

Al respecto, las entrevistadas que optan 
por la limitación del uso de redes sociales di-
gitales manifiestan que se trata de una decisión 
política vinculada con el autocuidado y la salud 
mental.  Esta decisión ha sido tomada después 
de un proceso de exposición a formas de vio-
lencia en las redes.  Además, es importante se-
ñalar que en estos casos, también influye que el 
manejo de las redes se hace sin el apoyo de un 
equipo de comunicación.  En el caso de quienes 
cuentan con dichos grupos, la decisión es dele-
gar en un grupo especializado tanto el manejo 
de redes, como el monitoreo de comentarios y 
publicaciones con contenido de odio.  Con esto, 
se evita exponer a las mujeres que ejercen polí-
tica de la gestión cotidiana de la comunicación 
en un contexto violento. 

En lo que respecta a las acciones de res-
puesta, se puede identificar que estas se traba-
jan de manera colectiva cuando existe el equipo 
de comunicación.  Se realiza una evaluación de 
comentarios para discernir entre los que son 
de crítica (sobre los que se puede generar una 
respuesta de carácter aclaratorio) y aquellos co-
mentarios catalogados como “ofensivos”, que 
reproducen discursos de odio.  Para los primeros 
se establece una estrategia de diálogo que tiene 
dos niveles: 1) responder al comentario de ma-
nera pública, y, 2) contactar de manera directa 
a la persona por medio de un mensaje privado, 
con el fin de generar un intercambio directo. 

Con respecto a los mensajes que reprodu-
cen discursos de odio, las estrategias se mani-
fiestan de la siguiente manera: 
1. Administrar los contenidos de manera que 

no aparezcan en el muro de la funcionaria 
pública comentarios ofensivos.

2. No establecer ningún tipo de interacción con 
las personas interactuantes que emiten los 
comentarios ofensivos.

3. Elaborar nuevas publicaciones haciendo 
un llamado a la cultura de la discusión y 
el respeto.

4. Interpelar de manera directa a los sujetos 
cuyas interacciones expresan violencia con-
tra las mujeres en general y específicamente 
contra las mujeres entrevistadas.

5. En menor medida, se recurre a bloquear 
contactos, cuyos comentarios inducen a 
la violencia. 

Otra de las estrategias, que deriva del po-
sicionamiento político ante la violencia en redes 
sociales, y al que hacen referencia recurrente-
mente las entrevistadas, es al autocuido.  Esto 
hace alusión a la generación de espacios seguros 
más allá de la interacción en redes sociales.  Esta 
es una estrategia individual que tiene una doble 
función: de alguna manera pone de manifiesto 
las limitaciones de las acciones institucionales 
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y colectivas, pero también permite visibilizar la 
agencia de las mujeres ante un entorno violento 
como lo es el político.  El distanciamiento críti-
co de las redes sociales permite generar formas 
de comunicación a través de alianzas con me-
dios locales, grupos organizados y actores clave, 
entre otros. 

También, existen estrategias colectivas 
que buscan fortalecer las alianzas entre mujeres 
políticas como lo son la Red de Mujeres Mu-
nicipalistas (RECOMM) y el Foro de Mujeres 
Políticas por Costa Rica.  Ambas organizaciones 
han desarrollado acciones de incidencia política 
para promover una participación política de las 
mujeres libre de violencia y discriminación (Na-
ciones Unidas-Costa Rica, 2022).  Además, de 
demandar al Estado costarricense la aprobación 
del Expediente 20.308 Ley para atender, sancio-
nar y erradicar la violencia contra las mujeres en la 
política.  Otro espacio de incidencia importante 
ha sido el Grupo Parlamentario de Mujeres de 
la Asamblea Legislativa, el cual ha mostrado la 
solidaridad con diputadas, ante actos de violen-
cia política basada en género.  Asimismo, las en-
trevistadas plantean la importancia que juegan 
las comisiones de la mujer al interior de los par-
tidos y cómo han contribuido en la regulación 
de la violencia en espacios digitales (mensajería 
instantánea), así como en la modificación de 
estatutos que potencien la participación de las 
mujeres en entornos seguros e igualitarios. 

Si bien las entrevistadas manifiestan, en 
términos generales, que conocen de estrategias 
institucionales y colectivas para denunciar la 
violencia contra las mujeres en el ejercicio po-
lítico, es cierto que cuando esta se produce en 
espacios digitales, las respuestas tienden a ser 
individuales.  Además, expresan que no existen 
mecanismos para dotar a las mujeres de herra-
mientas para hacer frente a este tipo de vio-
lencia, así como tampoco existen regulaciones 
claras que tipifiquen o penalicen formas de vio-
lencia política contra las mujeres, como sucede 
en otros países de la región como México, Ar-

gentina, El Salvador y Brasil, entre otros (Ob-
servatorio de Reformas políticas, 2022). 

5.8 Conclusiones
El III Estado de los Derechos de las 

Mujeres (Salas, et al, 2019) elaborado desde el 
INAMU plantea una serie de retos y obstácu-
los a la participación política de las mujeres.  La 
paridad no ha permeado de igual manera los es-
pacios de participación política de las mujeres 
dentro y fuera de los partidos.  Por otra parte, el 
incremento de la presencia de mujeres en el ejer-
cicio político en la Asamblea Legislativa y en el 
Poder Ejecutivo en los últimos ocho años han 
puesto de manifiesto las barreras económicas, 
sociales y culturales que enfrentan las mujeres. 

La presencia de cada vez más mujeres en 
el espacio político ha servido para hacer visi-
bles esas formas de violencia que se expresan 
socialmente dentro y fuera del ámbito digital 
y en las redes sociales.  La comunicación con 
perspectiva de género que permita un abordaje 
noticioso desde los Derechos Humanos de las 
Mujeres sigue estando pendiente.  De esto dan 
cuenta todas las estrategias de interrelación con 
los medios de comunicación que deben seguir 
las mujeres que participan en la política, pues, 
salvo excepciones, no son percibidos como alia-
dos, sino como una barrera a la representación 
de las mujeres.  Además, contribuyen a la re-
producción de estereotipos de género que in-
visibilizan las capacidades de las mujeres y su 
experiencia política. 

A partir de las entrevistas se pudo cons-
tatar que las mujeres comienzan a participar en 
la política desde edades tempranas y que la es-
cuela y la comunidad juegan un importante pa-
pel en la consolidación de liderazgos vinculados 
con las necesidades del entorno más cercano. 
Las asociaciones de desarrollo, las asociaciones 
cooperativas y las municipalidades son otros de 
los espacios locales en los que se involucran las 
mujeres.  También está presente el impacto de 
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los movimientos sociales, fundamentalmente 
el ambientalista y el feminista, en la construc-
ción de las identidades e ideologías políticas de 
las mujeres. 

Lo comunitario como espacio de inte-
racción y construcción de sentido y de trans-
formación social, juega un importante papel 
en la construcción narrativa del sujeto político 
mujer; independientemente del partido políti-
co en que se milite o la función pública que se 
realice.  Además, el entorno familiar también 
resulta significativo y es señalado como parte 
de la historia de vida de las entrevistadas.  To-
dos estos son elementos a los que los discur-
sos políticos no consideran “público” y por tan-
to quedan fuera de las narrativas hegemónicas 
que construyen a los sujetos políticos desde un 
patrón heteronormado.

La violencia política aparece como una 
constante en las narrativas de esos sujetos po-
líticos “mujeres”.  Las experiencias de silencia-
miento, discriminación o amenazas con el fin de 
limitar la participación política de las mujeres 
están presentes de manera explícita en las entre-
vistas, aunque a veces se construye en el discurso 
como algo que le sucede a las “otras”; sin embar-
go, siempre es identificable. 

La identificación de la violencia en redes 
sociales contra las mujeres en el ejercicio de la 
política se torna más compleja para las entrevis-
tadas.  Hablar de esta representa un reto, pues 
se trata de una expresión de violencia contra las 
mujeres en el ámbito político, pero que no se li-
mita al espacio partidario sino que se está cons-
tituido por distintos tipos de violencia, entre 
ellas la institucional y la mediática, en relación 
con una serie de patrones sociales que reprodu-
cen las desigualdades de género. 

Si bien la violencia en redes sociales con-
tra mujeres en el ejercicio político es una cons-
tante, sus formas de expresión varían, atendien-
do a los perfiles etarios, de orientación sexual, 
pero también ideológicos de las mujeres.  Por 
otra parte, a la hora de narrar las experiencias de 
violencia, las mujeres más jóvenes tienden a ser 
más abiertas a la hora de narrar sus experiencias 
y también a describir, de manera más detallada, 
las estrategias para superarla. 

Las entrevistadas, además, resaltan la im-
portancia de generar espacios de formación y 
generación de habilidades para el manejo se-
guro de las redes sociales con fines políticos y 
en general.  Se manifiesta que mucho del co-
nocimiento adquirido es de carácter empírico y 
como resultado de la exposición a situaciones 
violentas ya sea a título personal o en su entorno.  
Igualmente, destacan la importancia de contar 
con equipos profesionales de comunicación. 

A partir del desarrollo de esta investiga-
ción se ha podido indagar, desde una perspecti-
va cualitativa, cómo la violencia contra mujeres 
en política permea sus experiencias y su cons-
trucción como sujeto político.  A la vez, permite 
identificar, desde la perspectiva de las mujeres, 
cómo se articulan las violencias en diferentes 
ámbitos, marcando las nociones de participa-
ción política y liderazgo de las mujeres. 

Finalmente, con esta investigación se si-
gue poniendo sobre la mesa el tema de la res-
ponsabilidad mediática en la representación de 
las mujeres en general y de las mujeres en políti-
ca en particular, y de la necesidad de generar es-
pacios de formación con perspectiva de género 
y derechos humanos de las mujeres (Chinchilla 
y Martínez, 2021). 
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CAPÍTULO 6

Calidad periodística como derecho ciudadano: 
calidad en el periodismo digital costarricense

Diego Pérez Damasco*

6.1 Introducción1

El periodismo vive globalmente, desde 
hace más de una década, un período de fuer-
te incertidumbre institucional que conjuga 
profundas debilidades en su modelo de finan-
ciamiento, con una importante pérdida en su 
credibilidad y calidad (Freedman, 2019; Ben-
son, 2017; Heflin, 2015; Nerone, 2015; Me-
yer, 2009).  Este fenómeno ha sido estudiado 
ampliamente en Estados Unidos y en algunos 
países de Europa occidental, pero en América 
Latina y en particular en Costa Rica existen po-
cos acercamientos académicos que permitan dar 
luces sobre las dimensiones, particularidades y 
consecuencias de esta situación, a nivel local, 
particularmente en términos similares a los es-
bozados en la literatura norteamericana y euro-
pea sobre esta coyuntura.

En Estados Unidos, a partir de 2008 una 
serie de periódicos impresos se acogen a las pro-
tecciones legales frente a la bancarrota (como 
Tribune Company y Sun-Times Media Group), 
mientras que otros son comprados por corpo-
raciones más grandes (The Washington Post fue 
comprado por el CEO de Amazon, Jeff Be-

1 Los hallazgos de este capítulo se obtuvieron en la tesis 
mediante la cual el autor optó por el grado de Maestría 
Académica en Comunicación y Desarrollo.

zos), o aplican medidas como recorte de per-
sonal (como el caso de The Independent, en el 
Reino Unido). 

La crisis económica mundial de 2008 
puede haber acelerado el proceso, pero distintos 
acercamientos sugieren que la poca preparación 
frente a los retos que establecieron las tecno-
logías de la comunicación digitales -tanto en 
difusión de contenidos como en el modelo de 
financiamiento por publicidad-, así como la de-
pendencia de pocas modalidades de ingresos ya 
sugerían desde antes un futuro poco promisorio 
(Meyer, 2009; Picard, 2008).

En Costa Rica también hay claros in-
dicios de una “crisis” en los periódicos.  Según 
datos de IBOPE-Media citados por Carazo 
(2015), entre 2011 y 2012 la audiencia de los 
periódicos cayó un 10%, mientras que la inver-
sión disminuyó aproximadamente un 5% entre 
2007 y 2013.  Asimismo, corporaciones mediá-
ticas como el Grupo Nación han cerrado algu-
nos de sus medios (Al Día, Soho, Ahora, ADN) 
y han realizado despidos de personal; mientras 
que el Grupo Extra eliminó la edición impre-
sa del diario La Prensa Libre, migrando el pe-
riódico a la plataforma digital, para finalmente 
cerrar el medio en 2020.  Asimismo, números 
más recientes muestran que la audiencia de los 
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principales periódicos de Costa Rica (La Na-
ción, Diario Extra, La República, La Teja) se ha 
reducido en 44% entre 2011 y 2016, mientras 
que los cuatro han sufrido disminuciones en sus 
ingresos por publicidad, en diferentes niveles, 
entre 2007 y 2016 (Ramírez, 2018).

La nueva trinchera de batalla, tanto por 
la sostenibilidad económica como por alcanzar 
a la audiencia, está en los espacios de publica-
ción digital: el periodismo web y los portales de 
noticias en línea.  Desde allí, en un escenario 
en el que no siempre es sencillo monetizar, los 
intentos por generar audiencia e ingresos no es-
tán escritos en piedra, ni se terminan de definir. 
Por ello, vale la pena evaluar si el ejercicio del 
periodismo desde la web se está haciendo con el 
rigor necesario.

Este capítulo pretende discutir si se ha 
visto afectado el periodismo digital en térmi-
nos de calidad, en el contexto de una crisis de 
financiamiento de la actividad, que ha llevado 
a realizar recortes a innumerables medios que 
buscan subsistir como negocio.  De esta forma, 
se pretende contribuir a los estudios de comu-
nicación y en particular a los estudios sobre el 
periodismo en el país.

Además de ello, se incorpora la perspec-
tiva del derecho a la comunicación como un 
eje transversal en el estudio del periodismo, un 
elemento prácticamente ausente en la literatura 
sobre el período de incertidumbre que vive el 
periodismo y su relación con la calidad.  Este eje 
es muy poco utilizado, en general, en los estu-
dios académicos, que suelen enfocarse más en la 
libertad de prensa -entendida como una forma 
de libertad empresarial (Curran, 1979)- que en 
el derecho comunicacional de la ciudadanía y la 
sociedad en general.

El propósito de introducir esta dimensión 
de análisis consiste en reconocer a los medios de 
comunicación, y en particular al ejercicio perio-
dístico, como instituciones de interés público, 
en las cuales es más válido hablar de ciudadanía 

que de audiencias.  En este sentido, se plantea 
entender el fenómeno tomando como premisa 
la relevancia social del oficio, así como la impor-
tancia y significado de la inclusión ciudadana, a 
la vez que se busca argumentar que la calidad 
del periodismo también es un derecho.

Para llevar adelante este proceso, se partió 
de las dimensiones teóricas de la relación entre 
periodismo y esfera pública, así como el derecho 
a la comunicación, teniendo en cuenta los con-
ceptos de calidad en el ejercicio periodístico y 
sus posibles relaciones con la problemática que 
enfrenta la industria que sustenta el periodismo 
para financiarlo.

Desde estas dimensiones, se pretende dis-
cutir, a partir de un diagnóstico de la calidad de 
los medios digitales costarricenses, si existe un 
cumplimiento del derecho ciudadano a recibir 
información de calidad, así como las posibles 
consecuencias de lo encontrado en el debate 
público en una sociedad democrática con las 
características de la costarricense.

Metodológicamente, se realizó un análisis 
de contenido a notas periodísticas de los medios 
digitales de referencia (La Nación, La Prensa 
Libre y CRHoy), además los resultados del ín-
dice de calidad que se aplicará a estas noticias 
fueron analizados cualitativamente.  Siguiendo 
esta línea, se pretenden generar insumos para el 
ejercicio de un periodismo con mayor calidad, 
profundidad, diversidad y prácticas más inclu-
sivas, que contribuya de manera más positiva al 
debate y al intercambio de ideas en el marco del 
sistema democrático costarricense.

Por tratarse de un contexto cronológica-
mente muy reciente, y debido a sus característi-
cas diferenciadas de la crisis económica anterior 
que vivía la industria periodística, este capí-
tulo no considera el impacto económico de la 
pandemia de COVID-19 sobre los medios de 
comunicación y la calidad informativa, el cual 
constituye, sin lugar a dudas, un tema de sumo 
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interés para futuros estudios sobre financia-
miento mediático y calidad.

6.2 Objetivo
El objetivo de este capítulo es caracterizar 

el contenido de las noticias web en Costa Rica 
en un contexto de incertidumbre frente a los re-
tos que enfrenta el periodismo, para determinar 
si se cumple el derecho ciudadano a información 
de calidad.  Para ello, se exploró cómo la incerti-
dumbre ha afectado las decisiones editoriales de 
los medios de comunicación seleccionados.

Además, se analizó la calidad de la pro-
ducción periodística digital en cada uno de los 
medios escogidos, lo cual ayudó a determinar 
el tipo de debate social que promueven los 
medios seleccionados.

6.3 Metodología
Las principales fuentes de información 

para este estudio son primarias.  En este caso se 
tomaron en cuenta los artículos y notas de CR-
Hoy, La Prensa Libre y La Nación (nacion.com) 
que se seleccionaron para el análisis de prensa. 

Estos textos, que fueron escogidos a tra-
vés del método de semana compuesta que más 
adelante se explicará, fueron la base de análisis 
que permitió sacar conclusiones sobre la calidad 
del periodismo digital en Costa Rica.

Estos tres medios se tomaron como fuen-
tes de información debido a que cumplen con 
los siguientes criterios de selección:

1. Son medios de referencia y de gran alcance 
en redes sociales, reconocidos por la pobla-
ción costarricense.

a) La Nación tiene 834.826 seguidores en Fa-
cebook (a agosto de 2020), y es considerado 
el medio de referencia de las élites en el país 
(Robles y Voorend, 2011).  En el momento 
en que se tomaron las muestras de noticias 

(2017), era el segundo sitio de noticias más 
visitado del país según el ranking de Alexa. 

b) La Prensa Libre es el medio más anti-
guo de Costa Rica (fundado en 1889), tiene 
383.904 seguidores en Facebook (a agosto de 
2020) y era el cuarto sitio de noticias más vi-
sitado en el país (según el ranking de Alexa) 
en el momento en que se tomaron las mues-
tras de noticias (2017).

c) CRHoy.com tiene 1.241.918 seguidores 
en Facebook (a agosto de 2020) y es el sitio 
de noticias más visitado en el país (según el 
ranking de Alexa) desde 2017 y lo continúa 
siendo actualmente.  En agosto de 2020 era 
el segundo sitio web más visitado en el país, 
solo detrás de Google.

2. Han tenido especial interés en el desa-
rrollo de contenidos pensados para las 
plataformas digitales.

3. Uno es un medio nativo digital (CRHoy.
com), otro un medio tradicional impreso que 
cuenta también con su versión en línea (La 
Nación) y el último es un medio tradicional 
de larga trayectoria que migró 100% a la 
Web (La Prensa Libre).

Esta variedad de selección permite tener 
medios que se consideran representativos del 
entorno periodístico digital, masivo y hegemó-
nico del país, para tener un mejor panorama de 
lo que ocurre con este tipo de periodismo en 
Costa Rica.

6.3.1 Muestreo probabilístico

Para obtener los datos cuantitativos y 
cualitativos de las fuentes de información (ar-
tículos y notas de medios digitales), se realizó 
un muestreo probabilístico con el método de la 
semana compuesta.  Bajo este método, se toma 
al azar un día de la semana, y luego el día con-
secutivo de la siguiente semana hasta completar 
una semana entera (Zabaleta 1997, p. 197).
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En este caso, se tomó como muestra tres 
notas diarias, al azar, para cada uno de los días 
de la semana compuesta y para cada uno de los 
medios seleccionados (CRHoy.com, La Pren-
sa Libre y La Nación).  La selección al azar se 
hizo de las secciones de las noticias destacadas 
en el landing page o página inicial del sitio web 
en el día determinado, así como de las noticias 
más leídas.  Se tomaron las cinco primeras notas 
destacadas y las cinco notas más leídas de cada 
día de la semana compuesta, para un universo 
de 10 notas por día por medio, de las cuales se 
seleccionarían tres notas por día por medio.

En total, se tomaron en cuenta 21 días de 
la semana compuesta en un lapso de cuatro me-
ses.  Esto lleva a una muestra de 189 notas (63 
por medio), la cual se considera representativa 
para evaluar la calidad de los medios digitales 
en dicho año.  El período seleccionado fue del 2 
de mayo al 18 de septiembre de 2017 debido a 
dos motivos: 1) estaba arrancando la precampa-
ña electoral para las elecciones presidenciales de 
2018, y 2) este arranque de la precampaña coin-
cidió con la revelación del escándalo de corrup-
ción conocido como “El cementazo”.  Debido 
al contexto político y social nacional de dicho 
momento, este período se considera oportu-
no e ideal para analizar la calidad periodística 
y determinar de qué forma la prensa digital 
cumplió o no con su rol de fomentar el sano 
debate democrático. 

Es importante destacar que, al realizarse 
una selección al azar, el análisis de calidad pre-
tende encontrar notas de todo tipo, y no solo 
sobre la precampaña y “El cementazo”, para de-
terminar el estado de la calidad de los productos 
noticiosos como un todo.  Como señala Goro-
sarri (2011), esto implica encontrar diversidad 
temática, pero también una amplia cobertura de 
temas relevantes.  Al realizar la selección al azar, 
el potencial hallazgo de una extensa cantidad de 
noticias que se clasifiquen, según el news qua-
lity scheme como irrelevantes, es un indicador 
de baja calidad del medio de comunicación en 

cuestión, particularmente teniendo en cuenta la 
relevancia de los acontecimientos sociales y po-
líticos en el período seleccionado para análisis.

6.3.2 Indicador de calidad de las noticias

El elemento central del news quality scheme 
es el indicador de calidad de las noticias que lo 
compone.  Este consiste, a grandes rasgos, en un 
instrumento de análisis de contenido ajustado a 
las condiciones y necesidades del análisis de la 
calidad periodística, que va más allá de lo mera-
mente cuantitativo.  Según Gorosarri (2011), se 
ha comprobado que el análisis de contenido es 
útil para evaluar la calidad de las noticias cons-
truidas con los valores de las democracias occi-
dentales, pues este método pone en evidencia el 
modelo periodístico empleado, con el sustento 
de una gran cantidad de datos (p. 285).

Por ello, para la evaluación de la calidad 
de las noticias muestreadas con el método de la 
semana compuesta, se utilizó este indicador de 
calidad de las noticias, construido con base en 
el concepto de media performance de McQuail 
(1998), y el aporte metodológico de Ramírez, 
Gorosarri, Aiestaran, Zabalondo y Agirre 
(2014) y Gorosarri (2011) quienes construyen 
un instrumento con base en dicha noción.

Este método aporta numerosos datos re-
lativos tanto sobre la calidad del formato del 
ítem analizado (aspectos técnicos, estéticos y 
funcionales, entre otros), como de su índice de 
calidad, evaluando de forma precisa y diferen-
ciada los procesos de selección y elaboración de 
la noticia, así como la aportación social que esa 
noticia genera al conjunto de la sociedad.

Ramírez et al. (2014), señalan que el 
concepto de media performance está particular-
mente vinculado a la “responsabilidad social”, y 
lo combinan con la necesidad de una alta exi-
gencia de parámetros de calidad en términos 
estrictamente profesionales.  El instrumento 
que ellos desarrollan une aspectos cualitativos 
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y cuantitativos.  Primero, se incluyen cuestiones 
relacionadas con la calidad del formato. 

Los aspectos cuantitativos reflejan el ín-
dice de calidad de la noticia, valor que se 
evalúa de 0 a 10 puntos y que se divide en 
tres segmentos bien diferenciados: proce-
so de selección (2,5 puntos como máxi-
mo), elaboración (5 puntos) y aportación  
social de la noticia (2,5).  El proceso de 
selección incluye cinco aspectos evaluados 
cada uno de ellos con 0,5 puntos como 
máximo: Cita del origen de la informa-
ción, carácter de las fuentes, factualidad 
del hecho relatado (acontecimiento o de-
claraciones), grado de actualidad y noti-
ciabilidad (grado de interés de la noticia), 
(Ibíd., 2014, p. 253).
Por otro lado, se toman en cuenta as-
pectos cualitativos, que se evalúan de 
manera similar:
[E]l apartado relativo a la aportación so-
cial incluye, a su vez, otras cinco secciones 
valoradas con 0,5 puntos como máximo 
cada una de ellas: control al poder, fo-
mento del debate social, respeto a la dig-
nidad humana, presencia de referencias 
culturales distintas a la del país donde se 
edita el diario y combate a la marginación 
social.  Sumando la puntuación de todas 
esas variables se obtiene un valor de 0 a 
10 para cada una de las noticias, (Ibíd., 
2014, p. 254).
Estos elementos fueron revalorados a la 

luz de adecuarlos aún más a los intereses del 
presente estudio, pasándolos por criterios del 
derecho a la comunicación (ciudadanía comu-
nicativa, pluralidad de voces, entre otros), e in-
cluyendo variables como género y perspectiva 
de derechos humanos.

Con este indicador se evaluaron las 189 
noticias propuestas en la sección de muestreo, a 
partir de las fuentes seleccionadas.

6.3.3 El instrumento

El instrumento que se utilizó para esta 
investigación se basó en el aporte metodológi-
co de Ramírez, Gorosarri, Aiestaran, Zabalon-
do y Agirre (2014), quienes a su vez adaptan 
un método desarrollado por Gorosarri (2011) 
en su tesis doctoral.  Este método tiene como 
fundamento la teoría de media performance de 
McQuail (1998).

Este índice da una calificación de 0 a 10 y 
se divide en tres partes: el proceso de selección 
-elementos que el medio o periodista decidió 
incluir en la noticia (Gorosarri, 2011, p. 305)- la 
elaboración -forma en que se moldean los ele-
mentos seleccionados, denota la intervención y 
contribución del periodista (Gorosarri, 2011, p. 
326)- y la aportación social de la noticia –cum-
plimiento de la función de servicio público.

La puntuación que se otorga al proceso 
de selección (2,5 de 10) se adapta a la base de 5 
puntos propuesta por Gorosarri (2011), mien-
tras que la puntuación para el proceso de ela-
boración se toma tal cual.  La puntuación to-
tal (2,5) del segmento de aportación total de la 
noticia se toma de la adaptación de Ramírez et 
al. (2014); sin embargo, los criterios para eva-
luar cada segmento constituyen una elaboración 
propia con base en la teoría de media performan-
ce de McQuail (1998) y la perspectiva del dere-
cho a la comunicación.

Al igual que lo hacen Ramírez et al. 
(2014), es importante señalar que la calidad de 
un medio también depende de las noticias no 
publicadas y el diseño estético, elementos que se 
excluyen de este análisis.  El indicador tampoco 
permite, per se, determinar que la calidad está 
siendo afectada por la crisis económica del mo-
delo de financiamiento de los medios:

Igualmente, se podría especular sobre la 
forma en que la crisis del periodismo de 
investigación está afectando a la función 
de watch-dog que este oficio debe ejercer 
sobre el poder y que también forma parte 



III INFORME DEL ESTADO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN COSTA RICA204

Figura 6.1 Indicador de calidad

Proceso de selección 
(2,5 puntos)

Elaboración 
(5 puntos)

Aportación social de la noticia
(2,5 puntos)

Cita el origen de la información 
(0,5)
- Se menciona explícitamente (0,5)
- Se menciona indirectamente (0,25)
- Se omite (0)
Carácter de las fuentes (0,5)
- Fuente documental (0,5)
- Fuentes personales
   › Expertos (0,375)
   › Fuentes atribuidas por nombre y 
     cargo (0,25)
   › Fuentes identi�cadas de forma 
     indirecta (0,125)
   › Se omite o es o� the record (0)
Factualidad del hecho relatado (0,5)
- Con base en hechos (0,5)
- Con base en declaraciones (0,25)
- Especulaciones o conjeturas (0)
Grado de actualidad (0,5)
- Inmediato -ayer, hoy, mañana- 
   (0,5)
- 2-7 días (0,25)
- Más de una semana (0,125)
- Fecha sin especi�car (0)
Noticiabilidad o relevancia (0,5)
- Relevancia social –consternación, 
   consecuencias, riesgo, daño o 
   bene�cio social, controversia, 
   con�icto- (0,5)
- Indicadores –in�uencia, 
   prominencia - (0,375)
- Relevancia individual  
   información de servicio [trá�co, 
   clima], daño o bene�cio 
   individual- (0,25)
- Relevancia individual –crimen, 
   violencia, tragedias; “lo 
   interesante”, diversión, 
   curiosidades, voyeurismo- (0,125)
- Personi�caciones sin relevancia (0) 

•

•

•

•

•

Exactitud (1)
- Correspondencia entre titular y 
   cuerpo de la noticia (1)
- El titular ampli�ca una 
   característica de la noticia (0,5)
- El titular es ambiguo, irrelevante, 
   engañoso, y no coincide con la 
   noticia (0)
Profundidad (1)
- 7W’s (1)
- 5W’s o 6W’s (0,5)
- 4W’s o menos (0)
Presencia de diferentes perspectivas 
dentro de la noticia (1)
- Tres perspectivas (1)
- Dos perspectivas (0,5)
- Una perspectiva (0,25)
- Una perspectiva, sin explicar la 
   línea de razonamiento (0)
Aportación que realizan otros 
elementos informativos (1)
- Altamente signi�cativo -responde   
   4-5W- (1)
- Signi�cativo –responde 2-3W- 
   (0,5)
- Relleno -1W- (0)
- Sin signi�cado (-0,5)
- Sin signi�cado y técnicamente 
   mediocre (-1)
Corrección del lenguaje 
periodístico (1)
- (-0,2) por cada error ortográ�co o 
   de gramática en cualquier parte de   
   la noticia

•

•

•

•

•

Control al poder (0,5)
- Veri�ca la información entregada 
   por fuentes con poder político o 
   económico (0,5)
- Cuestiona la información 
   entregada por fuentes con poder 
   político o económico (0,25)
- Reproduce sin cuestionamientos 
   informaciones de fuentes con 
   poder político o económico (0)
Fomento del debate social (0,5)
- Fomenta el sano debate y la 
   formación de criterios propios 
   (0,5)
- Ofrece sola una parte de la 
   información necesaria para el 
   debate (0,25)
- Manipula con intenciones políticas 
   o de entretenimiento (0)
Respeto a la dignidad humana (0,5)
- Respeta todo tipo de diversidades 
   mencionadas (0,5)
- No contempla diversidades ni 
   desigualdades (0,25)
- Perpetúa estereotipos (0)
- Hiere de forma deliberada o 
   explícita la dignidad de algún 
   grupo(-0,5)
Presencia de referencias culturales 
diversas (0,5)
- Más de una referencia cultural 
   (0,5)
- Solo una (0)
Combate a la marginación social 
(0,5)
- Denuncia la marginación o 
   injusticia cometida contra alguna 
   comunidad o colectivo, o deja ç 
   explícita la situación de 
   desigualdad  (0,5)
- Sugiere una relación de 
   desigualdad (0,25)
- Ignora las situaciones de 
   desigualdad (0)
- Perpetúa de forma deliberada o 
   explícita la marginación social 
   (-0,5)

•

•

•

•

•

Fuente: Ramírez et al. (2015), Gorosarri (2011)
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de lo que entendemos por calidad de la 
información. Todas esas variables, y otras 
más, no forman parte de nuestro estudio 
(Ramírez et al., 2014, p. 252).
El desglose del indicador de calidad se 

observa en la Figura 6.1.

6.3.4 Interpretación de los datos: índice de 
calidad de noticias

El índice de calidad de noticias permitió 
otorgar una calificación de calidad a cada nota 
periodística evaluada, así como una calificación 
para cada uno de los apartados evaluados.

Los datos recogidos fueron tabulados en 
Excel, y posteriormente fueron interpretados 
para conocer los diferentes datos de interés: 
la calidad de cada medio estudiado, según la 
muestra, la relación entre temas y calidad, los 
apartados en que las notas tienen mayor y me-
nos puntaje, entre otros.

6.3.5 Análisis cualitativo de datos

Cruz (2009) señala que lo cualitativo se 
constituye “en un proceso activo y sistemático 
orientado a la comprensión e interpretación 
en profundidad de fenómenos sociales” (p. 57).  
Para el propósito de esta investigación, los re-
sultados del indicador de calidad, se cruzaron y 
debatieron mediante un análisis cualitativo, para 
tratar de comprender dichos hallazgos dentro 
del contexto de incertidumbre del periodismo 
y la realidad mediática costarricense.  Asimis-
mo, el análisis cualitativo de los datos permite 
dilucidar, a luz de la teoría, cómo se están com-
portando las diferentes variables atribuidas a la 
calidad periodística en los medios de comunica-
ción y el período analizados. 

Siguiendo a Cruz (2009), existen tres mo-
mentos en el análisis cualitativo de los datos y 
en su interpretación.  El primero es el proceso 
de reducción de datos y generación de catego-
rías, en donde el investigador “debe dejar cla-

ro el procedimiento a través del cual se ordena 
la información registrada” (p. 62).  El segundo 
momento es la comparación, la relación y la 
clasificación de las categorías, en el cual el in-
vestigador debe realizar preguntas como: “¿qué 
debe hacerse con las categorías genéricas y las 
sub-categorías surgidas en el proceso anterior?, 
¿qué debe obtenerse, ahora, al aplicar los pro-
cesos mentales de comparación, relación y cla-
sificación de las categorías?” (p. 63).  En esta 
etapa surgen las primeras conclusiones, a partir 
de la relación de las categorías y su compara-
ción.  El tercer momento es la interpretación 
y la discusión de los resultados.  Este momen-
to final requiere la elaboración de un discurso 
interpretativo, el cual debe estar “caracterizado 
por la crítica y la reflexión” y debe, por un lado, 
revelar “el producto logrado de la relación entre 
los grupos emergentes de categorías y, por su-
puesto, de las conclusiones aproximativas, y por 
otro lado, la debida contrastación con los refe-
rentes teóricos” (p. 64). 

6.4 Condiciones para la existencia de pe-
riodismo de calidad

La incertidumbre que vive el periodismo 
actualmente a nivel global se comprende como 
un elemento que puede incidir de forma nega-
tiva sobre la calidad periodística.  Esto sucede 
debido a que las condiciones que generan dicha 
incertidumbre afectan directamente una serie de 
condiciones que, según diversos autores, deben 
existir para que pueda existir periodismo de cali-
dad en un determinado medio de comunicación 
o inclusive dentro de una sociedad específica. 

Al respecto, Schulz (2000) considera que 
existen tres precondiciones que determinan la 
calidad y el desempeño del periodismo en una 
sociedad libre y abierta: los recursos disponi-
bles que pueden abrir o restringir el margen de 
acción de los periodistas, el orden legal y políti-
co que garantiza la libertad y la protección a los 
periodistas, y los estándares profesionales con los 
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cuales los periodistas llevan a cabo sus activida-
des diarias.  Para efectos de este estudio, y con-
siderando que dichos estándares se observarán 
dentro del análisis de la calidad periodística ya 
existente, este último elemento no será tomado 
en consideración como una precondición para 
la existencia de periodismo de calidad.  En su 
lugar, se considerarán las condiciones laborales 
de los periodistas como la tercera precondición 
para la existencia de periodismo de calidad, to-
mando las perspectivas de Gómez-Mompart et 
al. (2015) y el propio Schulz (2000), quien con-
sidera los elementos relacionados con las condi-
ciones laborales de los periodistas dentro de su 
descripción de recursos.

Para Schulz (2000), los recursos se deben 
entender en un sentido amplio.  Desde la pers-
pectiva económica, el presupuesto disponible en 
una empresa periodística influye directamente 
en su capacidad de tener mejor equipo técnico, 
más periodistas y mejores instalaciones, todo lo 
cual contribuye a un reporteo más preciso y di-
verso.  Además del recurso económico, Schulz 
considera el talento humano como un recurso 
adicional preciado: la capacidad de un medio de 
contar con periodistas talentosos y bien entre-
nados.  En el contexto de incertidumbre actual, 
los recursos económicos, y muchas veces, con-
secuentemente humanos, se ven limitados den-
tro de las empresas periodísticas.  De acuerdo 
con Meyer (2009), la respuesta de los medios 
de comunicación ante la crisis económica tie-
ne resultados contrarios a los esperados.  Meyer 
coincide con Schulz en la importancia de los 
recursos como precondición para la existencia 
de periodismo de calidad.  En su visión, aunque 
suene contra intuitivo, los medios de prensa que 
deseen sobrevivir deben aumentar su inversión 
económica y experimentar radicalmente nue-
vas formas de ofrecer productos de calidad.  Su 
modelo de la influencia establece una relación 
directa entre calidad y aumento de ingresos por 
parte de los medios de comunicación, pero di-
cha calidad solo se alcanza cuando hay más re-

cursos disponibles, a través de una significativa 
inversión inicial.

Con respecto al orden legal y político que 
protege a los periodistas, se puede entender en 
términos de la categoría conocida como libertad 
de prensa.  Aunque Curran (1979) y Ferrajoli 
(2007) consideran que el concepto de libertad 
de prensa se ha degradado y atado a intereses de 
poder político y económico, al punto de enten-
derse más como una libertad de los propietarios 
de los medios de comunicación que de la ciu-
dadanía, el concepto retiene valor en tanto que 
considera el entorno legal y político de un país 
que permite que los periodistas puedan ejercer 
su trabajo con relativa libertad. 

De acuerdo con el think tank propuesto 
por Freedom House (2017) la libertad de pren-
sa se enfoca en la habilidad de proveer y acceder 
a noticias e información, y atañe a periodistas y 
medios de comunicación formales o informales, 
en el tanto que funcionen como fuentes de no-
ticias. Freedom House realiza informes perió-
dicos en los cuales evalúa la libertad de prensa 
en 199 países del mundo.  Para determinar el 
grado de libertad de prensa que existe en una 
sociedad considera tres elementos: el entorno 
legal, el entorno político, y el entorno econó-
mico.  La categoría de entorno legal engloba un 
examen de las leyes y regulaciones que pueden 
influenciar en el contenido mediático, así como 
el nivel en el que son usadas en la práctica para 
permitir o restringir la habilidad de los medios 
de operar.  El entorno político considera el nivel 
de influencia política que existe en el contenido 
mediático, la independencia editorial y el acceso 
que tienen los medios a la información y a las 
fuentes; así como la censura y la autocensura, la 
diversidad de medios que existen en un territo-
rio, y la existencia o no de ataques a periodistas 
y otras formas de intimidación.  La categoría 
de entorno económico incluye variables como 
la estructura de la propiedad de los medios, la 
transparencia y la concentración de la propie-
dad, los costos de establecer medios nuevos así 
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como los impedimentos para la producción y la 
distribución de las noticias.  También conside-
ra el manejo de la publicidad oficial, o de otros 
actores con poder político o económico que 
pueden utilizarla como medio para influir en el 
contenido periodístico (Freedom House, 2017).

Por su parte, la organización Reporteros 
sin Fronteras (2020) define la libertad de prensa 
como el grado de libertad con el que cuentan 
los periodistas.  Dicha organización, elabora su 
propio índice de libertad de prensa, en el cual 
evalúan el pluralismo, la independencia de los 
medios de comunicación, la calidad del marco 
legal, y la seguridad de los periodistas en los di-
ferentes países y regiones.  Reporteros sin Fron-
teras hace un especial énfasis en las agresiones 
que sufren los periodistas.  Sus definiciones de 
las variables que consideran para la medición 
coinciden con las de Freedom House.

Finalmente, se considera que las con-
diciones laborales de los periodistas son una 
conjunción del marco legal y el respeto hacia 
este, la disponibilidad de recursos, y también la 
pugna entre actores económicos con notables 
diferencias de poder.  Al respecto, Gómez-Mo-
part et al. (2015) consideran que las condiciones 
laborales de los periodistas son una precondi-
ción para la existencia del periodismo de calidad, 
en tanto que reporteros agotados, con exceso de 
trabajo y bajos salarios producirán contenidos 
de menor calidad debido a dichas limitaciones. 
Los autores consideran las siguientes condicio-
nes laborales como elementos que inciden sobre 
la calidad del trabajo de un reportero: “estabili-
dad en el puesto de trabajo; salario justo; jorna-
das laborales racionales” (Gómez-Mompart et 
al., 2015, p. 46).

Estas condiciones, para la existencia de 
periodismo de calidad, se entenderán como un 
elemento contextual adicional y complementa-
rio al de incertidumbre, pues en muchos casos 
hay puntos de intersección entre ambos contex-
tos, y se deben entender de forma transversal al 
nivel de calidad periodística que se encuentre 

en un momento, sociedad y medio de comuni-
cación determinado.

6.5 Calidad y derecho a la comunicación
El punto de cierre e integrador de este 

marco teórico es el derecho a la comunica-
ción.  Este punto pone sobre la mesa por qué 
es importante discutir acerca de la calidad del 
periodismo.  Y en este caso la calidad se entien-
de como un derecho de la ciudadanía, al com-
prender la comunicación como un bien público 
(Sandoval, 2010). 

La propia Constitución Política de Costa 
Rica, establece en su artículo 46 que “los consu-
midores y usuarios tienen derecho (…) a recibir 
información adecuada y veraz”.  Y aunque el 
planteamiento de este estudio busca hablar no 
de consumidores de contenidos, sino de ciuda-
danías activas, no se puede negar que también 
existe un rol de consumo de información, que 
obliga a los medios a actuar en consecuencia de 
este artículo.

Para Saffon (2007), las nuevas tecnologías 
digitales han hecho que la información se con-
vierta en el centro de la organización social, y 
su grado de importancia es tal que “el acceso en 
condiciones de igualdad material a la informa-
ción y al conocimiento producido por las mis-
mas debe convertirse en un derecho subjetivo 
de todas las personas, no puede simplemente 
estar sometido a las leyes del mercado y requie-
re de una protección jurídica específica” (Saffon, 
2007, p. 16).

Lamentablemente, este no es el caso en 
Costa Rica.  Con una ley de radio que data de 
1954 y altos índices de concentración mediática 
en todos los tipos de medios (Segnini, 2009), 
tanto radio, como televisión, prensa y telefonía. 
No pareciera haber indicios de caminar hacia 
una mejor regulación mediática.

Este panorama también entra en conflic-
to con la concepción de ciudadanía comuni-
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cativa.  Como se planteó en la revisión de la 
literatura, Tamayo (2012), en concordancia con 
Mata (2006), define la ciudadanía comunicati-
va como el reconocimiento de la capacidad de 
ser sujeto o sujeta de derecho en el ejercicio de 
la comunicación pública.  Se trata de una no-
ción compleja que envuelve varias dimensio-
nes y que reconoce la condición de público de 
los medios que los individuos tenemos en las 
sociedades mediatizadas.

Por su parte, Sandoval (2010) también 
hace referencia al concepto de ciudadanía co-
municativa, considerando la comunicación y la 
información como bienes públicos, sobre los 
cuales la ciudadanía puede ejercer derechos.  
Sobre este particular, citando a Ferrajoli (2007), 
Sandoval plantea que existe una confusión entre 
los límites de la libertad de pensamiento e in-
formación y la propiedad de los medios de co-
municación.  Esta confusión ha creado un vacío 
legal, que dificulta precisamente que los medios 
de comunicación estén sujetos a una rendición 
de cuentas:

Los medios acaban siendo “representantes 
no electos de la ciudadanía”, como apunta  
La Auditoría Ciudadana sobre la calidad 
de la democracia (PNUD, 1999:85) en el 
caso de Costa Rica.  No se trata, desde 
luego, de asociar la rendición de cuentas 
de los medios a alguna forma de control 
o limitación de la libertad de expresión, 
pero sí de reconocer que cualquier ins-
titución debería ser sujeta de derechos y 
los medios no son una excepción, pues la 
información es un bien público impres-
cindible en una sociedad que aspira a ser 
democrática (Sandoval, 2010, p. 11).
Es cierto que la propiedad de los medios 

de comunicación tiene una importante relación 
con el ejercicio práctico del periodismo, por más 
que la profesión se aferre a sus mitos fundacio-
nales de objetividad e imparcialidad.  Sin em-
bargo, ¿cómo se ajustan estas nociones del deber 

ser de la propiedad y participación ciudadana en 
los medios al periodismo?

El enfoque del derecho a la comunicación 
se relaciona también con la teoría democráti-
co-participativa de la prensa, según lo explicado 
por McQuail (2000).  Esta teoría se basa en la 
necesidad de nuevos medios de comunicación, 
frente a la realidad de que los principales me-
dios suelen ser monopolios u oligopolio públi-
cos o privados (p. 210).

La teoría hace un llamado a que existan 
medios que proporcionen “información local y 
pertinente”, que permitan usar las nuevas tecno-
logías y sus capacidades de interacción con co-
munidades pequeñas y grupos de interés espe-
cíficos.  Este enfoque rechaza el mercado como 
forma institucional adecuada para los medios:

El término democrático-participativo ex-
presa una especie de desencanto con los 
partidos políticos establecidos y con los 
sistemas mediáticos, que parece que han 
perdido la confianza de la gente.  También 
tiene cierto elemento de reacción contra 
la ‘sociedad de masas’, excesivamente or-
ganizada y alienante.  Se considera que 
la teoría de la prensa libre ha fracasado 
a causa de que se ha visto subvertida por 
las fuerzas del capitalismo, y que la de la 
‘responsabilidad social’ ha quedado redu-
cida a una forma más de complicidad con 
el Estado burocrático (Burgelman, 1986, 
como se citó en McQuail, 2000, p. 211).
Esta visión coincide con los postulados de 

la corriente latinoamericana del derecho a la co-
municación, pues pone en el debate la necesidad 
no solo de más voces, sino de voces alternativas, 
locales y disidentes, en el que el espacio mediá-
tico es visto desde la participación e interacción 
como procesos y conceptos clave.

Así, la visión del derecho a la comunica-
ción es entendida como transversal en este estu-
dio, desde la visión de que la calidad del perio-
dismo es un derecho ciudadano, al comprender 
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la comunicación como un bien público.  La su-
pervisión ciudadana de los medios, la inclusión 
de sus voces y su participación es un “deber ser” 
del periodismo, y está directamente relacionado 
con su calidad.

6.6 Contexto: Condiciones para la exis-
tencia del periodismo digital de calidad 
en Costa Rica

En los apartados anteriores se explicó una 
serie de condiciones que, desde la perspectiva 
teórica, pueden determinar las condiciones exis-
tentes en un entorno para que el periodismo de 
calidad pueda darse.  A partir de esos tres ele-
mentos, en este apartado contextual se hará una 
revisión del estado de dichas condiciones en 
Costa Rica.  La presentación de este contexto 
servirá de insumo para analizar los resultados 
del indicador de calidad de periodismo digital 
en Costa Rica, a la luz de las condiciones que 
existen en el país para el ejercicio periodístico 
de buena calidad.

6.6.1 Contexto económico de los medios

Los medios de comunicación de Costa 
Rica tienen como accionistas, dueños y miem-
bros de sus juntas directivas a algunas de las 
personas y familias más adineradas del país, o 
vinculadas a los intereses económicos de dichos 
grupos (Robles y Voorend, 2011).  A pesar de 
ello, la capacidad de generación de ingresos 
del negocio periodístico por sí mismo, inde-
pendientemente de las actividades económicas 
adicionales de sus propietarios, se ha visto seria-
mente deteriorada.  Como se ha señalado ante-
riormente, entre enero de 2011 y septiembre de 
2013 la lectura de periódicos cayó en un 10%, 
al mismo tiempo que el consumo de Internet se 
incrementó en 7% (Carazo, 2015).  Más recien-
temente, el Centro de Investigación y Estudios 
Políticos (CIEP) de la UCR encontró que solo  
el 55,6% de las personas se informa a través de 
periódicos, el segundo medio menos utilizado 

después de la radio, mientras el 75,8% se infor-
ma mediante Internet, el segundo medio más 
utilizado después de la televisión (CIEP, 2021).  
Esto representa un reto para los periódicos y su 
transición al entorno y negocio digital, el cual 
tiene enormes dificultades de monetización 
(Gómez y Sandoval-Martín, 2016).

Por ejemplo, entre 2013 y 2014, el Grupo 
Nación cerró los periódicos y revistas Al Día, 
SoHo, Ahora y Su Casa (Morales, 2013; CRHoy.
com, 2014), dejando sin trabajo a más de 100 
personas.  Además, en 2015 realizó más despi-
dos con el cierre de ADN Radio y efectuó un 
cambio en su estrategia de negocios, para di-
versificar sus ingresos más allá de aquellos pro-
ducidos por las suscripciones físicas y digitales 
y la publicidad (Pomareda, 2015).  Entre estas 
estrategias se encuentra la creación de la escuela 
de cocina Sabores y el Parque Viva como centro 
de eventos. 

El Grupo Nación y su crisis económica y 
de modelo de negocios es el caso más estudiado 
en el contexto costarricense.  Esto se debe a que, 
al participar de la Bolsa Nacional de Valores, el 
grupo está obligado a hacer públicos sus esta-
dos financieros (Ramírez, 2018).  Al respecto, 
Ramírez (2018) estudió los estados financieros 
de Grupo Nación de 2005 a 2016, y sus descu-
brimientos pintan un escenario negativo sobre 
las finanzas del grupo: “disminución de ingre-
sos, pérdidas en las utilidades netas, bajo rendi-
miento de los activos, crecimiento de deudas” (p. 
2).  Asimismo, el autor encontró problemas en 
cuanto a los ingresos publicitarios en los prin-
cipales medios impresos del país.  Según datos 
de Kantar IBOPE Media, analizados por Ra-
mírez (2018), entre 2007 y 2016 los periódicos 
La Nación, La República, Diario Extra y La Teja 
presentaron una tendencia a la baja.  La reduc-
ción más pronunciada de ingresos (entre 20% y 
40%, respectivamente) se dio en los medios del 
Grupo Nación (La Nación y La Teja).  Diario 
Extra y La República, los cuales tuvieron reduc-
ciones de ingresos cercanas al 20% en 2014, y 



III INFORME DEL ESTADO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN EN COSTA RICA210

en 2016 el crecimiento fue de 0%.  Estos datos 
indican importantes limitaciones en el modelo 
de financiamiento publicitario para la prensa en 
Costa Rica.

En 2015, el Canal 9 cerró sus contenidos 
informativos, despidiendo a 120 empleados, 
achacando la decisión a la baja inversión en pu-
blicidad (Méndez, 2015), un indicativo adicional 
de problemas económicos en la industria, más 
allá de los medios de comunicación impresos.

También en 2015, el Grupo Extra mi-
gró La Prensa Libre, el periódico más antiguo 
del país, al formato 100% digital, una decisión 
que no se atribuyó a motivos económicos (Te-
lenoticias, 2014), pero que, sin duda, implica un 
ahorro en papel.  Asimismo, en dicha transición, 
el medio de comunicación despidió a sus fotó-
grafos, encargando la tarea de tomar imágenes 
y videos a los reporteros.  Finalmente, el medio 
cerró sus puertas en 2020, según el Grupo Ex-
tra, por la imposibilidad económica de mante-
nerlo (Cerdas, 2020).

En el campo nativo digital, el medio líder, 
CRHoy.com, prácticamente no ha sido estudiado 
desde la perspectiva de su modelo de negocios 
y el estado de sus finanzas.  Dicha información 
tampoco es pública en las plataformas oficiales 
del medio.  La fundación Sembramedia (2019) 
cita como la fuente de ingresos del medio la pu-
blicidad nacional, internacional y local a través 
de banners.  Sin embargo, ha trascendido en el 
propio sitio web del medio, que este cuenta con 
una empresa madre, Grupo Medios CRHoy 
S.A., que cuenta con capital para inyectarle a las 
operaciones periodísticas (CRHoy.com, 2020). 
Sin embargo, el origen de este capital es poco 
claro, lo cual es difícil determinar la situación 
económica real del medio. 

6.6.2 Libertad de prensa

De acuerdo con los índices de Freedom 
House (2017) y Reporteros sin Fronteras (2020), 
Costa Rica se encuentra en las mejores posicio-

nes a nivel global en cuanto a libertad de prensa, 
según los parámetros definidos en la perspectiva 
teórica de esta investigación.  En el último in-
forme de Freedom House (2017), Costa Rica 
ocupa el puesto 13 de 199 en el mundo en liber-
tad de prensa, liderando el continente america-
no.  Según dicho informe, el país tiene un buen 
rendimiento en los tres criterios (legal, político 
y económico) que componen su índice; pero, su 
mejor posicionamiento es en el aspecto legal 
debido a la poca regulación que existe al ejer-
cicio de la prensa y sobre los medios en general.

El ranking más reciente de Reporteros sin 
Fronteras (2020) coincide con Freedom House 
en la valoración de que el entorno legal y polí-
tico de Costa Rica es favorable a la libertad de 
prensa.  En este índice, el país ocupa la posición 
7 de 180 a nivel mundial, y la primera de Amé-
rica continental, solo superado por Jamaica en el 
hemisferio, que ocupa la posición 6.  Sobre las 
condiciones para el ejercicio del periodismo en 
Costa Rica, el informe señala:

Costa Rica, el país mejor calificado de 
América Latina en libertad de expresión 
y derechos humanos, constituye una ex-
cepción en una región corroída por la  co-
rrupción, la inseguridad y la violencia co-
tidiana contra la prensa.  Los periodistas 
del país pueden ejercer su oficio tranquila-
mente y cuentan con un sólido marco ju-
rídico en materia de libertad de expresión 
(Reporteros sin Fronteras, 2020, párr. 1).

Asimismo, la organización señala que 
en Costa Rica se registran muy pocos casos de 
agresiones o intimidaciones a periodistas, y que 
el Estado no suele interferir en el trabajo de la 
prensa directamente, a pesar de que se reconoce 
que los periodistas suelen encontrar dificultades 
para tener acceso a la información pública en 
ciertas ocasiones.  No obstante a estos halagos, 
el informe reconoce que la concentración de 
los medios en el país representa un freno sig-
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nificativo para el pluralismo (Reporteros sin 
Fronteras, 2020).

Aun considerando el buen puntaje que 
otorga al país en libertad de prensa, la baja regu-
lación de medios a nivel nacional causa preocu-
pación en algunos sectores de la academia.  La 
desactualizada ley de radio de 1954, que regula 
el espectro radioeléctrico, favorece la concentra-
ción de frecuencias y la poca diversidad de voces 
(Segnini, 2009).  La concentración de medios 
no solo está presente en el espectro radioeléc-
trico, sino también en la prensa, con vínculos 
encontrados entre los principales periódicos y 
grupos de interés económicos del país (Robles 
y Voorend, 2011).

6.6.3 Condiciones laborales de los 
periodistas

Gómez-Mompart y Sampio (2015) esta-
blecen como criterios de las condiciones labo-
rales de los periodistas la estabilidad laboral, un 
salario justo y jornadas razonables.  Específica-
mente en el caso costarricense, Carazo (2015) 
ofrece una radiografía sobre el estado de dichas 
variables en 2013, mediante una amplia encues-
ta aplicada a periodistas de televisión, prensa 
escrita, radio y medios digitales.  Uno de los 
primeros elementos encontrados por la autora 
es la inestabilidad de la industria en el país, ya 
que 47% de los encuestados afirmó tener tres 
años o menos de laborar en el mismo medio y 
solo 26% tenía más de 10 años con el mismo 
patrono (p. 47).

Si se observan los datos de la última dé-
cada, los salarios de los periodistas venían su-
biendo, para luego tener una caída súbita, por 
ejemplo, en 2013, el salario mínimo de un pe-
riodista que trabajaba jornada completa (un 
máximo de 48 horas, según la legislación labo-
ral costarricense) era de ₡692.620, siendo sus-
tancialmente más elevado que el de otros pro-
fesionales con estudios universitarios en aquel 
momento -el salario mínimo de los bachilleres 

universitarios, según el Ministerio de Trabajo, 
era de ₡468.630, y el de los licenciados univer-
sitarios era de ₡562.375- (Carazo, 2015).  El 
46% de los encuestados contaba con un sala-
rio de ₡500.000 y ₡800.000, dentro del rango 
del salario mínimo, y un 25% contaba con sa-
larios superiores al ₡1.000.000; con lo cual se 
puede suponer que, mayoritariamente, existían 
condiciones salariales adecuadas.  No obstante, 
Carazo (2015) encontró casos preocupantes de 
personas que decían trabajar más de 48 horas 
semanales y ganar menos de ₡300.000, y siete 
personas que trabajaban más de 40 horas sema-
nales y ganaban entre ₡300.000 y ₡500.000 al 
mes.  Recientemente, una modificación en las 
regulaciones del Ministerio de Trabajo sobre el 
salario mínimo de los periodistas generó preo-
cupaciones con respecto a la condición de re-
muneración apropiada para estos trabajadores, 
pues eliminó, a finales de 2019, la categoría de 
“periodista” de su lista de salarios mínimos fija-
dos.  En aquel momento, el salario mínimo de 
un periodista se encontraba en ₡817.500 men-
suales, al eliminarse la categoría, el salario de los 
reporteros quedaría equiparado al de otros pro-
fesionales, dependiendo de si cuenta con bachi-
llerato universitario o licenciatura, ocasionando 
una caída salarial de entre ₡153.000 y ₡484.000 
(Madrigal, 2019).

En el estudio realizado por Carazo (2015) 
se identificaron jornadas laborales que podrían 
considerarse mayoritariamente razonables, de 
acuerdo con la legislación laboral costarricen-
se.  Sin embargo, se encontró un importante in-
cumplimiento al pago de horas extra, pues solo 
el 9% afirmó recibir pagos por este rubro. 

Así, la inestabilidad laboral de los perio-
distas en Costa Rica es vivida por una elevada 
cantidad de profesionales en esta área, en com-
paración con los puestos de trabajo disponibles. 
Según el Colegio de Periodistas, el desempleo 
de periodistas en el país era de 22% en 2019 
(Castillo, 2019), un poco menos del doble de 
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la tasa de desempleo nacional en dicho año 
(INEC, 2019). 

En términos generales, aunque de entrada 
se registran condiciones salariales y de jornada 
laboral relativamente favorables, se encuentra 
un contexto de preocupaciones e incertidum-
bre con respecto, principalmente, a la esta-
bilidad laboral y las condiciones salariales de 
los periodistas.

6.7 Hallazgos del indicador de calidad 
periodística 

Luego de aplicar el índice de calidad pe-
riodística, según los parámetros explicados en 
el apartado metodológico, en un período de 
21 días de semana compuesta, los resultados 
generales muestran deficiencias en la calidad 
medida en los tres medios de comunicación. 
La calificación del indicador, promediada en-
tre los tres vehículos de comunicación, para el 
período analizado entre el 18 de mayo y el 18 
de septiembre de 2017, es de 4,9 puntos, lige-
ramente por debajo del mínimo aceptable de 5, 
establecido por Ramírez et al. (2014) en su uti-
lización de este indicador, y muy por debajo de 
un mínimo ideal de 6, definido para efectos de 
la presente investigación.

El mínimo ideal contempla que, aunque 
es normal que haya notas periodísticas con baja 
calificación en cualquier medio de comunica-
ción (debido a factores como la cobertura de 
temas de entretenimiento y farándula, o erro-
res ocasionales) como un todo, los medios de 
comunicación deberían ofrecer también otros 
contenidos periodísticos de mayor calidad que 
balanceen dichas calificaciones inferiores, al 
considerar una muestra mayor, como la tomada 
para este estudio.  Al tener en cuenta la respon-
sabilidad social del periodismo (McQuail, 1998, 
2000), su función de “perro guardián” (Bennett 
y Serrin, 2005), y su papel de esfera pública en 
la mediación del debate democrático (Fraser, 
1992), para efectos de este estudio, idealmente, 

en promedio, la calidad del periodismo digital 
no debería estar por debajo de 6, una califica-
ción que implica la pérdida de 4 puntos.  Una 
pérdida mayor a 4 puntos podría implicar no 
solo perder todos los puntos correspondientes a 
la aportación social de la noticia, sino múltiples 
errores en el proceso de selección de la informa-
ción y el proceso de elaboración de la noticia. 
Las calificaciones inferiores a 6 son particular-
mente preocupantes considerando el momento 
convulso políticamente que constituye la mues-
tra estudiada, en el cual el país vivía el escándalo 
conocido como el “Cementazo”, en medio de la 
precampaña política para las elecciones de 2018.

Al respecto, el medio que registró el pro-
medio más bajo fue La Prensa Libre, con 4,3 
puntos en el indicador para los 21 días estudia-
dos.  Le sigue CRHoy.com, con una calificación 
de 4,8 puntos, un poco más cercano al mínimo 
aceptable de Ramírez et al. (2014).  El promedio 
más alto lo tuvo La Nación, con 5,7 puntos para 
la muestra analizada, siendo el único medio que 
sobrepasa el mínimo aceptable y se acerca -aun-
que sin alcanzarlo- al mínimo ideal de 6 puntos.  
En este sentido, se observa una diferencia mar-
cada entre el nivel de calidad observado en La 
Prensa Libre y CRHoy.com, en comparación con 
el observado en la versión digital de La Nación. 

En esta presentación general de los resul-
tados del indicador de calidad periodística, se 
observa una similitud de fallos en los tres me-
dios en cuanto a la aportación social de las noti-
cias que publican, a la vez que se refleja una in-
teresante variabilidad de calidades con respecto 
a aspectos más formales de la construcción de 
las notas.

6.8 El cumplimiento del derecho a la ca-
lidad periodística

Según Saffon (2007), las nuevas tecnolo-
gías digitales colocan la información en el centro 
de la organización social, a tal grado que propo-
ne que el acceso a la información y el conoci-
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Figura 6.2 Comportamiento del índice de calidad en los tres medios para cada día de semana compuesta
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Fuente: Elaboración propia a partir de resultados de indicador de calidad periodística

miento se conviertan en un derecho de todas las 
personas.  Sin embargo, en el contexto de las so-
ciedades mediatizadas, no toda la información 
a la que tienen acceso las personas es igual, y 
particularmente en el caso de los contenidos pe-
riodísticos que se han definido a lo largo de este 
documento, con respecto a una serie de valores 
e indicadores que apuntan a discernir cuáles son 
de alta calidad y cuáles no.  La noticia, como 
“hecho textual” y “producto institucionalizado 
de las prácticas periodísticas modernas” (Abril, 
1997, p. 237) posee una serie de valores atri-
buidos, que algunos autores han cuantificado y 
cualificado para medir su nivel de calidad.

Con respecto al entendido de la comuni-
cación y la información como bienes públicos, 
sobre los cuales la ciudadanía puede ejercer de-
rechos -como inclusive los garantizados a nivel 
constitucional en Costa Rica, sobre el acceso a 
información adecuada y veraz-, y aunado a una 
perspectiva normativa de la prensa que abogue 

por la responsabilidad social de la noticia, en 
los términos establecidos por McQuail (1998, 
2000), se puede llegar a un enfoque en el que el 
“deber ser” de la producción periodística es más 
que el ideal de una industria, es el derecho de 
sus audiencias: la ciudadanía.

Actualmente, los medios de prensa tradi-
cionales viven en un contexto de incertidumbre, 
en el que experimentan bajas sustanciales en 
su circulación y dependen cada vez más de la 
publicidad digital, a la vez que decrece el trá-
fico directo de usuarios en los sitios web de los 
medios digitales, y sus contenidos deben ser 
mediados por redes sociales como Facebook, 
Twitter y WhatsApp (Bazaco et al., 2019).  Al 
respecto, Bazaco et al. (2019) analizan el fenó-
meno del clickbait en la prensa digital española, 
encontrando que se trata de un fenómeno que 
afecta la calidad de las noticias, a través del uso 
de historias banales y exageradas que integran 
recursos expresivos que sirven como carnada en 
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las redes sociales (p. 112).  Las autoras recono-
cen que se trata de una tentativa de adaptación 
de la industria mediática al entorno digital, jus-
tamente en la búsqueda de tráfico, que implica 
ingresos de publicidad, y que es un fenómeno 
en el que incluso participan medios tradicional-
mente considerados como serios.

Este ejemplo pone de relieve la encruci-
jada que vive el periodismo digital: por un lado, 
una decreciente fuente de ingresos, por otro, 
una creciente desconfianza de las audiencias 
(Zelizer, 2015).  Así, los métodos para afrontar 
este contexto, como el clickbait, terminan refor-
zando esta segunda circunstancia.  Como una 
propuesta de salida a este ciclo, está la teoría de 
la influencia de Meyer (2009), que propone un 
círculo virtuoso en el que más calidad y exac-
titud en la noticias, lleva a más confianza de la 
audiencias, y por lo tanto, a más lealtad de los 
lectores.  No obstante, es un pulso de fuerzas 
con múltiples aristas, que difícilmente tiene una 
respuesta definitiva.

Así el contexto, en este apartado se bus-
cará hacer un balance de cómo se están relacio-
nando dichas fuerzas, mediante lo observado 
en la aplicación del indicador de calidad y a la 
luz del contexto costarricense.  En un escenario 
en el que tanto las audiencias como la indus-
tria periodística parecieran estar sufriendo por 
el ajuste a un nuevo medio y a nuevos modelos 
de negocio, ¿quién se ve más afectado?

6.8.1 La calidad formal versus la social en el 
periodismo digital

Gorosarri (2011) divide su indicador de 
calidad en dos grandes áreas, que se alinean con 
las definiciones de propiedades de la calidad pe-
riodística de diversos autores (McQuail, 2002; 
Meyer, 2009): la calidad formal y la calidad 
social.  La calidad formal evalúa la apariencia 
de la noticia y su contenido.  Se relaciona con 
el uso del lenguaje y el correcto empleo de las 
herramientas periodísticas (realización de en-

trevistas, consulta de documentos, balance y 
diversidad de fuentes, selección de la informa-
ción y valores periodísticos como la actualidad, 
relevancia, entre otros).  Todos estos elementos 
fueron evaluados en esta investigación en la ca-
tegorías del indicador de calidad denominadas 
proceso de selección y elaboración de la noti-
cia.  Por su parte, la calidad social tiene que ver 
con la responsabilidad social de la noticia, en su 
función normativa de promover el debate social, 
el control al poder y la justicia para todos los 
sectores sociales.

Si bien ambas formas de calidad se com-
plementan para ofrecer una visión general de la 
calidad periodística, esta investigación se cen-
tró particularmente en lo que la calidad social 
dice acerca del tipo de periodismo digital que 
se ejerce en Costa Rica.  La calidad formal, 
como se puede observar al mirar las variables 
que componen las categorías de proceso de 
selección y elaboración de la noticia, está rela-
cionada con los valores noticiosos periodísticos 
más tradicionales.  Estos son, además de valores, 
reglas prácticas de selección de la información 
y de elaboración de los textos noticiosos, que 
de alguna forma atribuyen “validez o relevan-
cia periodística de los acontecimientos y que 
comparten los profesionales de la información” 
(Van Dijk, 1990, como se citó en Abril, 1997, p. 
316), y en cierta medida también comparten las 
audiencias.  Aunque la calidad formal da indi-
cios de buenas prácticas periodísticas, también 
responden a un sentido ideológico y hegemóni-
co de la noticia, en el cual el propio valor de la 
objetividad o imparcialidad puede implicar un 
sesgo: ser un reflejo de la estructura social y de 
poder existente (Abril, 1997, p. 324).

Asimismo, la calidad social, aunque re-
toma perspectivas funcionales tradicionales del 
periodismo, como su papel de “perro guardián”, 
aporta un enfoque novedoso, al proponer la dig-
nidad humana y la representación de las diver-
sidades como un elemento garante de la cali-
dad de la noticia.  Además, otorga herramientas 
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para vigilar el grado de cumplimiento del dis-
curso periodístico de su papel autoproclamado 
de quinto poder, siendo, como señala Sandoval 
(2010) que los medios de comunicación termi-
nan convirtiéndose en representantes no electos 
de la ciudadanía, con una cuota importante de 
poder simbólico, pero sin necesidad formal de 
rendir cuentas.  Este enfoque, coincide con el 
planteamiento de Cytrynblum (2009) de un pe-
riodismo social, que busca contrarrestar el dis-
curso mediático en el cual el “actor social es pre-
sentado a la mínima expresión de su potencial y 
escindido de los ‘poderes reales’ que representan 
la política y la economía” (Cytrynblum, 2009, 
p. 59).  La calidad social también se preocupa 
por atender lo que Pickering (2001) denomi-
na los problemas centrales de la política de la 
representación: las herramientas discursivas 
con las que los medios construyen estereotipos 
y otredad.

Figura 6.3 Desempeño de la calidad formal en los tres medios analizados
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Fuente: Elaboración propia a partir de resultados de indicador de calidad periodística
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En la Figura 6.3, se puede observar un re-
sumen del desempeño de los tres medios anali-
zados en la calidad formal, al sumar sus resulta-
dos en las categorías de proceso de selección de 
la información y elaboración de la noticia.  En 
la Figura 6.4 se ofrece un resumen de los tres 
medios en la calidad social, el cual corresponde 
a la categoría de aportación social de la noticia.

Al comparar estos dos gráficos se puede 
observar que los tres medios estuvieron propor-
cionalmente más cerca de alcanzar el puntaje 
máximo de calidad formal (7,5) que el punta-
je máximo de calidad social (2,5).  También se 
puede observar que, aunque no necesariamente 
debía ser así, existe un patrón: los medios que 
puntuaron más alto en la calidad formal tam-
bién puntuaron más alto en la calidad social.  

En este sentido, y sin querer necesaria-
mente establecer una correlación, se puede decir 
que los medios que se adhirieron más de cerca 
a valores formales de la práctica periodística en 
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La Nación La Prensa Libre CRHoy.com

Fuente: Elaboración propia a partir de resultados de indicador de calidad periodística
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Figura 6.4 Desempeño de la calidad social en los tres medios analizados

la selección de la información y elaboración de 
la noticia también terminaron por cumplir más 
con el control al poder, el fomento al debate so-
cial y el respeto a la dignidad humana de los 
actores sociales.

Sin embargo, la distancia observada entre 
calidad social y formal en los tres medios hace 
suponer que la primera predomina en el imagi-
nario de los medios de comunicación y los pe-
riodistas que construyen las noticias.  Los valo-
res asociados a la calidad formal, en su carácter 
hegemónico, se relacionan con lo que Molotch 
y Lester (1981, como se citó en Abril, 1997) de-
nominan la noticia como proceso o rutina pro-
ductiva.  Esta noción señala que la naturaleza de 
los medios como organizaciones formales, sus 
rutinas en redacciones de un grupo de profe-
sionales está completamente ligada al conteni-
do de las noticias publicadas.  Al fin y al cabo, 
dichas noticias se producen bajo un sistema de 
reglas y procedimientos estandarizados en la 

práctica profesional periodística (la pirámide 
invertida, las 6W o 7W, los valores de noticiabi-
lidad, entre otros).  El predominio de la calidad 
formal es también el predominio de ese sentido 
ideológico y hegemónico de la noticia que, se-
gún Abril (1997) hace reflejo de las estructuras 
sociales y de poder existentes.  Este discurso no-
ticioso mediático, centrado exclusivamente en 
la calidad formal, respondería a la esfera pública 
excluyente y hegemónica planteada por Fraser 
(1992), que deja por fuera esferas públicas sub-
alternas, como minorías raciales y étnicas, mu-
jeres, personas sexualmente diversas, personas 
excluidas económicamente, entre otras.

Este último aspecto es uno de los que 
busca dar realce el enfoque de calidad social 
de la noticia.  Sin embargo, es el que más fa-
llaron los medios de comunicación analizados.  
En gran medida, hay medios de comunicación 
digital que no ofrecen referencias culturales di-
versas, y en el caso de La Prensa Libre y CRHoy.
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com, medios con ejemplos claros de irrespeto a 
la dignidad humana mediante la perpetuación 
de estereotipos; además, fomentan argumentos 
que contribuyen a la marginación social, al ig-
norar las desigualdades y los fenómenos socia-
les complejos de exclusión.  En el caso de La 
Nación, aunque no se observaron ejemplos de 
ese tipo, sí se encontró un periodismo constan-
temente consistente en no profundizar en en-
tender las causas de la desigualdad social o de 
las relaciones de poder entre grupos y sectores 
sociales más que en casos muy puntuales. 

De esta forma, los datos del indicador de 
calidad aplicado a los tres medios de comunica-
ción hablan acerca de cómo la calidad formal de 
los textos periodísticos se termina convirtiendo 
en instrumento discursivo de perpetuación de las 
estructuras sociales y de poder actuales.  Se ob-
servan medios que se acercan más a cumplir con 
las prácticas estandarizadas de la construcción 
de noticias, que a ofrecer un reflejo de la socie-
dad no centrado en las estructuras hegemónicas. 

En el caso de La Nación, presenta atis-
bos de querer cumplir con el ideal de “perro 
guardián”, con mayores instancias de control al 
poder y de fomento al debate social que en los 
otros dos medios.  Mientras que en el caso de 
La Prensa Libre se observó un completo des-
interés por cumplir con esas dos funciones. En 
línea con lo señalado con Bezaco et al. (2019) 
un medio tradicionalmente considerado como 
serio utilizó con consistencia historias banales y 
exageradas en un afán por lograr tráfico, las cua-
les repercutieron directamente sobre la calidad 
de su contenido.

Tras hacer este balance, en el cual se pue-
de observar que los medios estudiados favore-
cieron -mayoritariamente- la calidad formal 
de la noticia sobre su responsabilidad social, se 
procederá a hacer un análisis más contextual de 
los resultados:  ¿Cómo se entienden estos nú-
meros considerando las condiciones que existen 
en Costa Rica para el ejercicio del periodismo 
de calidad?

6.8.2 Resultados a la luz de las condiciones 
existentes para el periodismo de calidad en 
Costa Rica

Tras haber introducido y refrescado la 
perspectiva teórica sobre cómo se entiende en 
esta investigación el cumplimiento de la calidad 
periodística; y haber comparado cómo los me-
dios analizados se desempeñaron en la calidad 
formal de sus noticias versus la calidad social, 
corresponde entender los resultados del indica-
dor de calidad aplicado a la luz de las condicio-
nes existentes en Costa Rica para la existencia 
de periodismo de calidad.

En los apartados anteriores se describió 
que el periodismo de calidad no sucede así nada 
más.  Deben existir una serie de condiciones 
en el entorno legal, político y económico que 
rodea la actividad periodística, que permita el 
surgimiento de contenidos periodísticos de ca-
lidad.  Estas condiciones son los recursos dis-
ponibles para los periodistas, el orden legal y 
político que garantizan libertad y protección 
a los periodistas y las condiciones laborales de 
dichos profesionales.

Por su parte, en el apartado contextual, 
se revisó detalladamente cada uno de los ele-
mentos anteriormente citados, para el caso cos-
tarricense.  De dicha revisión, se encontró que 
los medios de comunicación tradicionales, par-
ticularmente los de prensa, atraviesan un mo-
mento económico complejo, en el cual tanto sus 
audiencias como sus ingresos han disminuido. 
Múltiples medios de comunicación han cerrado, 
e inclusive uno de los medios analizados en este 
estudio, La Prensa Libre, cerró el 21 de agosto 
de 2020, en medio del período final de reali-
zación de esta investigación.  La información 
disponible muestra, entonces, una condición de 
recursos disponibles comprometida.  La pro-
blemática económica de los medios en el país 
se puede entender dentro del panorama global, 
esbozado en la revisión de la literatura y el apar-
tado teórico de esta investigación, en la cual se 
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aborda la forma en la que la transición digital ha 
impactado el modelo de negocios de la industria 
periodística profundamente.  En este entendi-
do, los medios de comunicación digitales son de 
particular interés para comprender la relación 
entre la escasez de recursos, los nuevos modelos 
de negocios y la calidad periodística.

De la misma forma, en el caso de las 
condiciones laborales de los periodistas, Gó-
mez-Mompart y Sampio (2015) establecen 
como criterios de buenas condiciones laborales 
para la estabilidad laboral, un salario justo y jor-
nadas laborales.  En cuanto al primer punto, en 
el apartado contextual se detalla que según el 
Colegio de Periodistas de Costa Rica, el desem-
pleo entre quienes desempeñan esta profesión 
era de 22% en 2019, poco menos del doble que 
la tasa de desempleo nacional para ese mismo 
año según el INEC.  Además del desempleo, la 
inestabilidad laboral de los periodistas también 
se ve reflejada en una alta rotación en las salas 
de redacción.

En el caso salarial, las regulaciones sobre 
el salario mínimo que devengan los periodistas 
en Costa Rica han experimentado cambios ne-
gativos.  Antes de 2019, el Ministerio de Traba-
jo asignó un salario mínimo para los periodistas 
de 817.500 colones mensuales, mientras que ac-
tualmente (2021) se establece el salario mínimo 
de periodistas con bachillerato universitario en 
568.819 colones mensuales y en 682.607 colo-
nes mensuales para los periodistas con licencia-
tura.  En este sentido, se observa una reciente 
desmejora en las condiciones salariales.

Sin embargo, más allá de este cambio re-
ciente, desde antes del año que se desarrolló esta 
investigación (2017) se observan indicios de 
condiciones salariales no óptimas para los pe-
riodistas, por ejemplo, Carazo (2015) encontró 
periodistas que reportaban ganar entre 300.000 
y 500.000 colones al mes.  Aunado a este pun-
to, y considerando también el tercer criterio de 
condiciones laborales adecuadas, Carazo (2015) 
también identificó periodistas que reportaron 

trabajar más de 48 horas semanales, la jornada 
máxima establecida por el Código de Trabajo 
de Costa Rica.  Este panorama presenta un es-
cenario de condiciones laborales no óptimas.

El tercer elemento contextual contem-
plado para la existencia de periodismo de ca-
lidad es el entorno legal y político, que se pue-
de entender en término de libertad de prensa.  
En este elemento, el contexto costarricense es 
considerado el mejor a nivel latinoamericano 
(Freedom House, 2017; Reporteros sin fronte-
ras, 2020) por dos rankings existentes en la ma-
teria, debido a la legislación poco restrictiva y a 
los pocos casos de agresiones o intimidaciones a 
los periodistas.

Dado lo anterior, en el caso de Costa Rica, 
dos de las tres condiciones para la existencia de 
periodismo de calidad muestran deficiencias y 
situaciones de preocupación.  Los medios cuen-
tan con menos recursos económicos para inver-
tir en su producción periodística, a la vez que los 
periodistas no tienen las condiciones laborales 
óptimas para desempeñar su trabajo.  Consi-
derando este contexto, se comprende que, pese 
a contar con amplias libertades para la prensa, 
ninguno de los tres medios alcanzó un prome-
dio de calidad mínimo ideal de 6 puntos, e in-
clusive el medio mejor posicionado, La Nación, 
tuvo un promedio de solamente 5,7 puntos, cer-
ca, pero sin cumplir en términos generales.

Cabe destacar que en el año 2017 CRHoy.
com obtuvo el Premio Nación Pío Víquez de Pe-
riodismo.  A pesar de poseer un promedio de ca-
lidad en el período analizado de 4,8 (por debajo 
inclusive del mínimo aceptable de 5 puntos), la 
labor realizada por el medio de comunicación 
resaltó para el jurado entre lo producido por los 
demás medios periodísticos del país, lo cual da 
una imagen de un posible escenario de baja ca-
lidad generalizada.  De existir dicho escenario, 
iría en la línea de las condiciones deficientes 
para el ejercicio del periodismo de calidad.



CAPÍTULO 6 - CALIDAD PERIODÍSTICA COMO DERECHO CIUDADANO: CALIDAD EN EL PERIODISMO DIGITAL COSTARRICENSE 219

En este entendido, los resultados encon-
trados mediante la aplicación y el análisis del 
indicador de calidad en los tres medios de co-
municación analizados en esta investigación 
coincide plenamente con el escenario encontra-
do en apartado contextual: dos de las tres condi-
ciones para el ejercicio de periodismo de calidad 
en Costa Rica son deficientes.  Una vez enten-
didos los resultados en su contexto, el próximo 
apartado analizará si, a la luz de los resultados, 
el análisis y el contexto, los medios de comuni-
cación estudiados están cumpliendo con el de-
recho ciudadano a la calidad periodística.

6.8.3 ¿Se cumple con el derecho a la calidad 
periodística?

El repaso realizado a lo largo de este apar-
tado ha permitido determinar, desde la perspec-
tiva del derecho a la comunicación, que existe 
un derecho ciudadano al periodismo de calidad, 
que en la prensa digital costarricense analiza-
da predominaron los criterios de calidad formal 
sobre la calidad social y que la mayor parte de 
condiciones para el ejercicio periodístico de ca-
lidad en Costa Rica están en condiciones su-
bóptimas.  A partir de dicho análisis, así como 
de los resultados del indicador de calidad, este 
apartado buscará dar respuesta a si se puede de-
cir que los medios analizados, en el período de 
la muestra, cumplieron o no con el derecho ciu-
dadano a la calidad periodística.

Al observar los hallazgos generales del 
indicador de calidad periodística, se menciona 
que Ramírez et al. (2014) establecen como un 
puntaje mínimo aceptable una calificación de 5 
puntos, mientras que este estudio definió como 
un mínimo ideal a alcanzar un puntaje de 6. 
En el período estudiado, entre el 18 de mayo 
y el 18 de septiembre de 2017, los tres medios 
promediaron un puntaje de 4,9, por debajo del 
mínimo aceptable, siendo que tanto CRHoy.com 
como La Prensa Libre estuvieron por debajo del 
mínimo aceptable, con 4,8 y 4,3 puntos, respec-
tivamente, y La Nación estuvo por encima del 

mínimo aceptable, pero por debajo del mínimo 
ideal, con 5,7 puntos en promedio.

Por su parte, en el análisis pormenoriza-
do de la calidad social evaluada en el indicador, 
se encontraron debilidades importantes en el 
control del poder en todos los medios (menos 
marcadas en La Nación), y un bajo fomento al 
debate social en La Prensa Libre y CRHoy.com. 
Asimismo, en el respeto a la dignidad humana 
y el combate a la marginación social, se observa 
medios que no terminan de profundizar en des-
igualdades y fenómenos sociales complejos, con 
algunos casos de perpetuación de estereotipos, 
mientras que los tres medios fallaron de for-
ma generalizada en la presencia de referencias 
culturales diversas.

Por otra parte, en la Figura 6.3, se observa 
que tanto La Nación como CRHoy.com se acer-
can más a un puntaje de calidad ideal cuando 
se mide solo calidad formal, mientras La Pren-
sa Libre se acerca más un puntaje de calidad 
aceptable bajo los mismos parámetros.  Esta 
medición de la calidad, que responde a criterios 
institucionales periodísticos, también suele re-
lacionarse más con la perpetuación de discursos 
hegemónicos, como se discutió anteriormente.

Considerando que, en términos generales, 
se puede decir que los tres medios no alcanzan 
niveles de calidad ideales, dos de ellos (La Pren-
sa Libre y CRHoy.com) no alcanzaron estándares 
mínimos, y en el entendido de la comunicación 
como un bien público, dentro del cual el pe-
riodismo se ha propuesto cumplir una función 
vital para el debate democrático de calidad, es 
posible afirmar que La Prensa Libre y CRHoy.
com no cumplieron con el derecho ciudadano al 
periodismo de calidad, mientras que La Nación 
lo cumplió solo parcialmente.

La Prensa Libre mostró fallas generaliza-
das en todos los niveles de la construcción de 
la noticia, desde el nivel formal hasta el social. 
Al ser el medio con menor calidad en todos los 
aspectos, llama la atención que sea justamente 
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el único de los tres que dejó de existir de 2017 a 
la fecha.  En este sentido, se podría observar un 
posible cumplimiento del modelo de la influen-
cia de Meyer (2009) que propone la calidad 
como forma en la que los medios pueden garan-
tizar su existencia, mientras que los medios de 
baja calidad serían descartados por las audien-
cias, llevándoles a insuficiencias económicas.

CRHoy.com presentó grados de calidad 
altamente variables entre sus diferentes notas, 
desde puntajes preocupantemente bajos en no-
tas de sucesos y entretenimiento, hasta algunos 
elevados en su cobertura sobre el caso de “El 
cementazo”, por el cual ganó el premio Pío Ví-
quez de Periodismo.  Esa variación, sin embargo, 
le llevó a una calidad medio por debajo del mí-
nimo ideal.  En el gran escenario del debate de-
mocrático, un número reducido de noticias con 
alta calidad, frente a un número elevado de con-
tenido con poco aporte, tiene poco efecto.  En 
este sentido, el medio tampoco está cumpliendo 
con el derecho a la calidad periodística.

La Nación, por su parte, se puede conside-
rar que presenta un cumplimiento parcial.  La 
presencia de noticias con calidad ideal fue más 
frecuente, así como la calidad social en variables 
fundamentales como el control al poder, el fo-
mento al debate social y el respeto a la dignidad 
humana.  Sin embargo, pese a esos niveles de 
cumplimiento, al igual que los otros dos me-
dios La Nación sigue representando una socie-
dad homogénea, poco diversa, y con un nivel de 
profundidad subóptimo en el análisis de fenó-
menos sociales complejos, como la desigualdad. 

En términos generales, la imagen que nos 
dan estos tres medios es la de un escenario me-
diático en el cual el periodismo digital no alcan-
zó mínimos ideales y en algunos casos apenas 
rozó mínimos aceptables. 

Este estudio comprende la calidad perio-
dística como una variable íntimamente ligada al 
derecho a la comunicación, es decir, al ser la ca-
lidad en el periodismo un componente impor-

tante de la responsabilidad social de la noticia, 
y al existir un derecho ciudadano a información 
veraz, de calidad, y oportuna, ambas concepcio-
nes se encuentran ligadas.  Se determina que dos 
de los tres medios analizados, La Prensa Libre y 
CRHoy.com, no cumplieron con el derecho ciu-
dadano a la calidad periodística, mientras que 
La Nación solo lo cumplió parcialmente.

Para llegar a esta conclusión, se compa-
raron los resultados de la calidad formal y la 
calidad social de las noticias, dos componentes 
que componen el indicador de calidad aplicado.  
Esta comparación demostró que todos los me-
dios tuvieron un desempeño mejor en la calidad 
formal, la cual está relacionada con las prácticas 
estandarizada del periodismo institucionalizado.

Además, se observaron los resultados del 
indicador de calidad a la luz de las condiciones 
existentes para el periodismo de calidad en Cos-
ta Rica.  Dicha observación demostró que dos 
de las tres condiciones para el ejercicio de perio-
dismo de calidad en el país parecieran no estarse 
presentando, lo cual podría servir de justifica-
ción o fundamento a la baja calidad informada.

Una última valoración de los resultados, 
presenta un panorama de retos para el perio-
dismo de calidad en Costa Rica, los cuales no 
son únicos al contexto nacional, pero que de-
ben seguir siendo estudiados dentro de las 
particularidades de la realidad latinoamerica-
na y costarricense.

6.9 Conclusiones
Luego de haber hecho un recorrido teó-

rico y contextual sobre la situación de incer-
tidumbre que vive el periodismo en todo el 
mundo, y haber aterrizado dicho análisis al caso 
costarricense, es posible constatar que la incer-
tidumbre continúa, mientras los medios de co-
municación de todo el planeta buscan encontrar 
modelos de negocio y de práctica periodística 
que se adapten a las nuevas realidades tecnoló-
gicas, económicas y sociales.
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Así como al inicio del estudio se mencio-
na cómo a partir de 2008 una serie de perió-
dicos impresos estadounidense se empiezan a 
acoger a la bancarrota, se pudo observar que en 
Costa Rica decenas de medios de comunicación 
han cerrado sus puertas en la última década, e 
inclusive uno de los medios analizados en esta 
investigación, La Prensa Libre, cerró en 2020, 
tras haber existido desde 1889.

La información encontrada para esta in-
vestigación no permite determinar si los me-
dios digitales que han sobrevivido ya se están 
adaptando a la nueva realidad, tema que queda-
ría pendiente para futuras investigaciones.  Sin 
embargo, la literatura y la aplicación del indi-
cador de calidad nos muestran una imagen de 
2017, en la que, atravesados por condiciones 
económicas adversas y con periodistas sin con-
diciones laborales necesariamente apropiadas, 
La Prensa Libre y CRHoy.com fallan en brindar 
la calidad periodística necesaria para el sano de-
bate democrático, mientras que La Nación solo 
cumple parcialmente.

La conceptualización de una crisis en el 
modelo de financiamiento del periodismo, en-
tendida como un elemento que puede debilitar 
las condiciones necesarias para la existencia de 
periodismo de calidad en un ecosistema me-
diático, permite entender de una manera más 
amplia el contexto detrás de los hallazgos en 
bruto sobre la calidad periodística.  A su vez, las 
definiciones empleadas para entender la calidad 
se reforzaron con diferentes perspectivas, que 
otorgaron aportes relevantes para comprender 
y evaluar la calidad formal -en el cumplimiento 
de valores y estándares tradicionales del perio-
dismo, la redacción y el uso del lenguaje-, pero 
también la calidad social, con sus implicaciones 
en el debate social, desde una noción de la res-
ponsabilidad social de la noticia.  Esta construc-
ción fue fundamental y valiosa para los análisis 
realizados a los datos encontrados con la aplica-
ción del indicador de calidad.

Metodológicamente, el indicador de ca-
lidad empleado permitió un nivel de detalle 
importante en todas las variables analizadas, re-
conociendo cómo se presentan fenómenos dis-
cursivos importantes como los estereotipos y la 
representación de diversidades, y también cómo 
los medios fomentan o no, un debate social de 
calidad mediante el control al poder y la presen-
tación de puntos de vista distintos.  Sin embar-
go, es importante destacar que el indicador fue 
claramente construido para observar con más 
detalle la calidad formal que la social, siendo 
esta última a la que se prestó mayor atención en 
este estudio.  Esta limitación del instrumento se 
subsanó con un análisis más pormenorizado de 
los resultados específicos de la variable “aporta-
ción social de la noticia”.

La aplicación del instrumento y el des-
glose de los resultados dio con medios de co-
municación digital que cumplen en apegarse a 
estándares y discursos periodísticos tradiciona-
les, mientras que fallan en brindar una calidad 
social que implica el reconocimiento de des-
igualdades, diversidades y la explicación de fe-
nómenos sociales complejos. 

Este incumplimiento de la calidad perio-
dística ofrecida por los medios de comunicación 
analizados no solo afecta a los medios en sí, sino 
que tiene una afectación social más amplia. Los 
medios de comunicación, y la práctica perio-
dística, como vehículos de la esfera pública, son 
fundamentales para que la ciudadanía tenga 
acceso a la información que le permita tomar 
decisiones en el contexto de una sociedad de-
mocrática.  Esto se vuelve particularmente re-
levante considerando que 2017 fue un año de 
precampaña política, atravesado por el escánda-
lo político conocido como “El cementazo”. 

La incapacidad de los medios analizados 
de ofrecer periodismo de calidad es un hallaz-
go de enorme relevancia en sí mismo.  Como 
apunta Sandoval (2010), los medios de comu-
nicación terminan convirtiéndose en represen-
tantes no electos de la ciudadanía, y aunque 
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se les denomina el “cuarto poder” o el “quinto 
poder” (si se considera el Poder Electoral), no 
están sujetos a la misma rendición de cuentas 
que los poderes públicos.  La fiscalización ciu-
dadana de los medios es fundamental, no solo 
para determinar si están brindando periodismo 
de calidad, como se hizo en esta investigación, 
sino para vigilar el ejercicio que estas institucio-
nes, en su mayoría privadas, hacen de sus cuotas 
de poder simbólico y económico.

Más allá de eso, la investigación permitió 
esbozar relaciones no esperadas y más profun-
das entre la incertidumbre y la calidad.  Esta re-
lación, que surgió como una posible hipótesis en 
los planteamientos iniciales de este estudio, se 
ve avalada por la perspectiva teórica empleada y 
los datos contextuales del caso costarricense, los 
cuales dan indicios relevantes que abren nuevas 
avenidas de investigación, para entender cómo 
el contexto económico y administrativo de las 
empresas periodísticas puede incidir simbólica 
y discursivamente en el debate social.

Los resultados de este capítulo abren, 
además, una serie de preguntas adicionales, que 
se podrán estudiar en investigaciones posterio-
res: ¿Ya existe un nivel de adaptación y madurez 
mayor de los medios de comunicación digitales 
a las nuevas realidades tecnológicas, sociales y 
económicas, a través de prácticas periodísticas y 
modelos de negocios consolidados?, ¿cómo im-

pactó la crisis económica causada por la pande-
mia del COVID-19 a las finanzas de los medios 
y también a la calidad periodística, durante y 
después de 2020?, ¿existen mejores alternativas 
que el periodismo para un debate social amplio 
e informado, en el contexto de sociedades de-
mocráticas contemporáneas?

La perspectiva del derecho a la comunica-
ción, aplicada a la calidad periodística, permite 
visualizar la relación entre periodistas y audien-
cias desde un punto de vista más horizontal, y 
en el caso del hallazgo de calidad por debajo de 
lo ideal, como en el caso de este estudio, brinda 
insumos para hacer que los medios de comuni-
cación rindan cuentas, en función de su poder 
simbólico, sobre la responsabilidad social de la 
noticia y su papel en el ejercicio del sano debate 
democrático.  Si el periodismo, los periódicos 
y los medios de comunicación informativos se 
plantean a sí mismos como un espacio esencial 
de la esfera pública, la perspectiva del derecho 
a la comunicación invita a habitar dicha esfe-
ra desde una concepción más participativa, en 
la cual las audiencias, como agentes activos del 
proceso comunicativo, pueden y deben exigir in-
formación periodística de calidad.  Este ejerci-
cio se vuelve todavía más relevante en contextos 
como el latinoamericano y el costarricense, en 
particular, en el que la concentración de la po-
sesión de los medios de comunicación implica, 
potencialmente, menos opciones informativas.
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